
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

AGIRREAZKLE.VAGA, Iñaki: Intervención pú-
blica en el deporte (Prólogo de Jesús LE-
GÜINA VILLA), coedición del Instituto Vas-
co de Administración Pública y la Edito-
rial Civitas, Madrid, 1998, 438 págs.

En los últimos tiempos la prensa de-
portiva, más allá de la mera narración o
análisis de ¡o verdaderamente importan-
te, el acontecimiento deportivo, se ha
transformado en una sucesión de inte-
rrogantes jurídicos. Y ello, además, con
el agravante de que la pasión que rodea
el deporte hace que en ocasiones tenga
los caracteres de verdaderas cuestiones
de Estado que incluso algunos conoci-
dos comunicadores quieren que quede
fuera de un análisis jurídico real. Los
ejemplos que pondré inmediatamente,
conocidos por todos nosotros con inde-
pendencia de lo que nos interesen los
acontecimientos deportivos, son la me-
jor prueba de lo que se está señalando:
¿puede un comité federativo modificar
la sanción que aparece en el reglamento
de competición para una alineación in-
debida de un jugador extracomunita-
rio?; ¿la sanción se debe aplicar toman-
do como criterio valorativo la culpabili-
dad del autor de la infracción o se
puede tratar de un caso de responsabili-
dad objetiva?; ¿qué relación existe entre
la licencia federativa y el contrato de
trabajo de un deportista profesional a la
hora de poder practicar profesionalmen-
te un deporte?; ¿se puede retransmitir
en el sistema de'pago por visión el parti-
do Barcelona-Real Madrid o hay que
aplicar aquella conocida Ley del presun-
to interés general del partido y, por con-
siguiente, que éste se retransmita en
abierto?; ¿hasta dónde puede llegar la

utilización de un vídeo a la hora de im-
poner una sanción a un futbolista que
no aparezca en el acta del partido?; ¿po-
dría ir un deportista profesional a los
tribunales de justicia demandando a la
federación deportiva?; ¿existe realmente
esa separación que se plasma en los
contratos entre la parte de derechos de
imagen y la de prestación de servicios a
fin de pagar menos al erario público?

Todas estas cuestiones han sido saca-
das de los medios de comunicación en
los últimos quince días. En los quince
siguientes aparecerán otras, de la mis-
ma entidad (ya se considere que ésta es
poca o mucha, dependiendo de la im-
portancia que se le reconozca al depor-
te, aunque siempre debería dársele un
papel bastante más pequeño del que se
le proporciona en la actualidad), que
eclipsarán las anteriormente citadas.
Pero en todas ellas hay un elemento co-
mún; todos opinan, con independencia
de los conocimientos jurídicos que ten-
ga cada uno, que normalmente suelen
ser nulos. Y la mayor parte de las opi-
niones serán interesadas dependiendo
del punto afectado por su sensibilidad, a
través de lo cual se podrá manipular a la
opinión pública para defender de la me-
jor manera sus propios intereses. Las
manifestaciones populares producidas
ante ciertos casos proporcionan tam-
bién cobertura a esta afirmación.

Que todo lo anterior ocurre es algo que
no se me puede discutir. Y precisamente
por ello el libro de Iñaki AGIRREAZKUENA-
GA tiene un primer valor indudable: sirve
de punto ineludible de apoyo para desen-
marañar una complicadísima madeja
que sólo sirve a sus principales partíci-
pes, que, claro está, suelen ser económi-
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cos. La realidad es que en el Derecho de-
portivo resultaba imprescindible una
obra como la que ahora presento, en la
que el autor, con la minuciosidad del mi-
crocirujano, se encargue de desmitificar
el amasijo de lugares comunes que pre-
senta en la actualidad el Derecho depor-
tivo y que pretenden conseguir una sen-
sación de microordenamiento jurídico
separado de las reglas convencionales.

Esta idea es muy querida por los par-
tícipes en el deporte, a pesar de que,
como muestra clarísimamente el autor,
en el ordenamiento deportivo existen
dos tipos de normas muy diferentes, las
fuentes normativo-públicas y las fuentes
terciarias; de las cuales el primer grupo
de ellas en nada o casi nada se separan
de las restantes del ordenamiento jurídi-
co español. En todo caso, de la lectura
del libro se desprenden tres ideas que
son suficientemente esclarecedoras de
lo que estoy señalando.

La primera es la insusceptibilidad de
todo control judicial de cualquier país y
cualquier jurisdicción de todo acto de
las federaciones nacionales o de los or-
ganismos internacionales deportivos
(estas Organizaciones No Gubernamen-
tales deportivas, como las califica el au-
tor, dado que son meras asociaciones
privadas). Sería sencillo recordar ahora
todos los casos conocidos, como el del
Olympiquc de Marsella, a quien se le
impidió fácticamente recurrir una deci-
sión de la UEFA por la que se le excluía
de las competiciones europeas ante los
tribunales suizos por presunta compra
de partidos en la competición francesa...
porque ello hubiera supuesto que Fran-
cia no hubiera continuado con la orga-
nización de la Copa del Mundo de 1998.
Como magníficamente muestra el autor,
éste hubiera constituido un acto de una
asociación privada, la UEFA, sometida a
las leyes del país en el que radica y que,
por consiguiente, son perfectamente
controlables judicialmente, como de he-
cho se demostró con la aceptación de la
demanda antes de su retirada. Afirma-
ción ésta que alcanza a todas las ONG
deportivas, que, pese a su aparente for-
taleza, son realmente mucho más débi-
les de lo que parecen y que precisamen-
te por ello recurren a comportamientos
poco éticos para conseguir que se cum-

plan sus directrices, por descabelladas
que sean.

La segunda vertiente de este proceso
hace referencia a la afirmación contra-
ria: todo es (o, mejor dicho, debería ser)
controlable judicialmente o, en el análi-
sis que se haga de estas cuestiones, se
deben efectuar análisis similares a los
que presenta cualquier relación jurídica.
Para avanzar en esta idea se suele recu-
rrir a otro de los lugares comunes que
aparecen en relación con el deporte: el
coste económico que tiene, que hace
que se pueda pasar por encima de todo
en el objetivo de salvar la inversión.

Y aquí conviene matizar mucho para
no excedernos por el otro lado, lo que
tampoco resultaría apropiado, aunque
haya algún deportista (concretamente
algún entrenador de fútbol) que ya haya
amenazado con recurrir a los tribunales
por mala aplicación de una regla del
juego. No obstante, pecar por este lado
tampoco resulta aplicable, porque ¿se le
pasaría a alguien por la cabeza que Es-
paña hubiese presentado una demanda
contra la FIFA porque el arbitro no con-
cedió gol en el famoso disparo de Mi-
chcl en el partido España-Brasil de la
Copa del Mundo de fútbol celebrada en
México en 1986? ¿Se puede siquiera
pensar en las consecuencias que tendría
para la competición?

La separación entre lo que son reglas
del juego, que no cabe duda que caen
fuera del control jurisdiccional (aunque
cabría cierto control interno de ciertas
manifestaciones, como las tarjetas san-
cionadoras), y lo que es una rama del
Derecho normal pero reconducido a la
actividad deportiva se puede apreciar
palmariamente en la obra del Profesor
AGiRRr.AZKUF.NAGA. Se trata de un punto
analizado con particular minuciosidad,
dada la dificultad que puede presentar,
como se pudo comprobar con el famoso
caso Bosman, en donde se pretendía que
el número de extranjeros en una deter-
minada competición (y, en particular,
los comunitarios) era materia interna,
olvidándose la UEFA que afectaba a la
libre circulación de jugadores dentro de
la Comunidad Europea. Y a parecida
conclusión se puede llegar en un asunto
como el caso del futbolista Mista, que
ahora está planteado en el marco de la
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Federación Española de Fútbol por la
controversia acerca de los efectos sobre
la licencia federativa de la rescisión del
contrato de trabajo que unía al jugador
con el Real Madrid y su posterior ficha-
je por el Club Deportivo Tenerife.

Pese a la importancia que tienen las
cuestiones anteriores, en todo caso, la
parte del libro que me ha aparecido más
relevante es aquella en la que rebate
uno de los lugares comunes más fre-
cuentes: los organismos deportivos son
asociaciones privadas sobre las que las
Administraciones públicas no tienen
nada que hacer ni que decir. Partiendo
de una perspectiva orgánica, analizando
cada una de las funciones de todos los
entes, examinando la relación que existe
con las Administraciones públicas terri-
toriales que se encargan de estas cues-
tiones, AGIRREAZKUENAGA demuestra cla-
ramente que lo públicamente interveni-
do es mucho, y de extraordinaria
importancia para el desarrollo de la ac-
tividad deportiva: calificación y organi-
zación de las competiciones oficiales y
la tutela de las competiciones de carác-
ter internacional que se celebren en Es-
paña; la actuación coordinada entre ios
distintos eslabones para la promoción
de sus diversas modalidades deportivas;
el control de las subvenciones a las enti-
dades asociadas en su seno; el diseño y
ejecución de los planes de preparación
de los deportistas de alto nivel; la cola-
boración en la formación de técnicos
deportivos; el control aniidopaje; la po-
testad disciplinaria... Y ello con inde-
pendencia del tipo de organismo que
esté ejercitando estas funciones, ya que
muchas de ellas las ejercitan estas aso-
ciaciones de configuración legal que son
las federaciones deportivas.

Y no se puede olvidar todas las cues-
tiones paralelas que surgen periódica-
mente de forma indirecta pero que está
muy relacionada con el deporte: las in-
fraestructuras deportivas, las subvencio-
nes indirectas, el porcentaje de las qui-
nielas, las cuestiones relacionadas con la
policía de espectáculos deportivos, los
problemas de seguridad ciudadana que
plantea antes, durante y después del
acontecimiento deportivo, los trastornos
y beneficios que tienen las ciudades por
la celebración de ciertos eventos... Cues-

tiones todas ellas que deberían sonrojar
a aquellos que reclaman que la Adminis-
tración pública no toque nada del depor-
te, como reclaman algunos, siempre en
aquellos momentos en los que no han de
negociar con la Administración la conce-
sión de alguna de estas cuestiones.

El autor concluye su brillante mono-
grafía con un estudio de una de las cues-
tiones más espinosas que han surgido en
los últimos tiempos en materia de Dere-
cho deportivo: las selecciones autonómi-
cas, cuya importancia deriva, en mi opi-
nión, de que los equipos nacionales son
el lugar donde se oculta «la oscura reali-
dad de un nacionalismo exaltado y pe-
destre que idolatra el orgullo nacional,
lo identifica con las selecciones deporti-
vas y jerarquiza el prestigio de los países
y la dignidad de sus habitantes por el
número de medallas o galardones obte-
nidos en las competiciones deportivas»,
como bien se encarga de recordar Jesús
LEGUINA en el Prólogo. Y, en la misma lí-
nea del desenmascaramiento de falsas
realidades que se ocultan detrás de los
lugares comunes del Derecho deportivo
(lo que lleva a clamorosos errores, inclu-
so a sus más fervientes defensores, como
recuerda el Prof. ACIRREAZKUENAGA), el
autor expone claramente cómo su exis-
tencia y, sobre todo, su participación en
competiciones deportivas no es ni con-
trario a los estatutos de las federaciones
internacionales ni, sobre todo, contrario
al texto constitucional. En su opinión, el
único inconveniente real, que no parece
insalvable si hay acuerdo político, es el
de la vigente Ley del Deporte, ya que se
parte de un diferente enlace con el ar-
tículo 149.1.3 CE.

Se trata, en definitiva, de una obra de
imprescindible lectura no sólo para los
que seguimos habitualmente una com-
petición deportiva, sino también para
aquellos que busquen un análisis pro-
fundo y meditado de cómo funciona la
intervención administrativa en un sec-
tor económico-cultural, con indepen-
dencia de quién sea el que ejercita las
funciones públicas, y en el que se de-
muestra, una vez más, toda la distancia
existente entre la realidad y el derecho
que la regula.

Julio V. GONZÁLEZ GARCÍA
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BURGUEKO RIVERO, Jesús: Geografía polí-
tica de la España constitucional. La di-
visión provincial, CEC, Madrid, 1996,
442 págs.

Derecho administrativo y Geografía
son dos disciplinas que deben volver a
encontrarse en su común interés por la
organización y ordenación del territorio.
Los geógrafos no prescinden de la lectu-
ra de los administrativistas, como de-
muestra la cita en este libro de los prin-
cipales trabajos que nuestra doctrina ha
dedicado a esta problemática, destacan-
do las obras de GARCÍA DE EMTLRRÍA, CLA-
VERO ARÉVAI.O, PARADA VÁZQUEZ, Sebas-
tián MARTÍN-RETORTILLO, GUAITA, MARTÍN
MATEO, SANTAMARÍA PASTOR, MORF.LL
OCANIA, ORTEGA ALVAREZ, GALLEGO AXABI-
TARTE, ROCA ROCA O GONZÁLEZ MARINAS.
Si estas aportaciones jurídicas enrique-
cen las conclusiones del libro recensio-
nado, el análisis del tratamiento jurídico
del territorio, en adelante, se verá enri-
quecido igualmente por la aproximación
a estas instructivas páginas escritas con
la pluma y la perspectiva del geógrafo.

El libro de Jesús BURGLEÑO puede di-
vidirse en dos partes fundamentales. Lo
que podríamos considerar un primer
bloque de la obra se dedica al relato del
iter histórico de la división provincial,
desde finales del siglo xvm y, sobre todo,
durante la primera mitad del xix, hasta
la culminación de la división provincial
por obra del Decreto de Javier de Burgos
de 30 de noviembre de 1833. A partir del
capítulo noveno, en cambio, se analizan
problemas generales que plantea la orde-
nación del territorio proyectada sobre
nuestro país: los entes territoriales inter-
medios, la cuestión regional (y de las na-
cionalidades), las claves de la ordena-
ción territorial decimonónica, el debate
entre el provincialismo y el regionalismo
y el balance actual de la división y el pa-
pel de las provincias.

La organización territorial de España
se aborda como hecho geográfico y
como cuestión política, pues «toda su-
puesta frontera natural responde en rea-
lidad a una determinada voluntad políti-
ca». Se constata también que el diseño
de la malla administrativa, como estruc-
tura organizativa dirigida al ejercicio
del poder público, está ínt imamente

asociado al ordenamiento jurídico. Dos
párrafos que hallamos en las postrime-
rías del libro son en este sentido revela-
dores: «El hecho de mayor repercusión
en la renovación de la geografía política
fue, sin duda, la supresión de las juris-
dicciones señoriales. De la noche a la
mañana la maquinaria del Estado tenía
la obligación de hacerse presente en la
totalidad del país. De ello se derivó, ló-
gicamente, la necesidad de una mayor
compartimentación de las unidades te-
rritoriales: provincias y partidos»; «La
simple cartografía de un nivel territorial
concreto y aislado no es un dato sufi-
ciente para deducir principios políticos
generales; resulta imprescindible expli-
car el ordenamiento jurídico que susten-
ta, su contexto histórico-cultural y las
funciones que desempeñan los restantes
niveles de la jerarquía del poder».

El capítulo I analiza el contexto histó-
rico de las reformas territoriales par-
tiendo de finales del siglo xvm, cuando
ya se observa el significado político-ad-
ministrativo de la provincia como espa-
cio representativo y área de recauda-
ción. La centralización de los Borbones,
con la creación de Intendencias, supon-
drá la consagración de la provincia
como demarcación de la entonces inci-
piente administración periférica estatal,
que diferenciará las funciones de justi-
cia y gobierno atribuidas a los Corregi-
dores de las de guerra y hacienda de los
Intendentes (1766). Son figuras de la
época José Agustín de Larramendí, Ber-
nardo Ward, Floridablanca, Campoma-
nes y los cartógrafos Tomás López y
Francisco Coello. El Nomenclátor de
1789 es la obra clave de este período,
primera manifestación ilustrada de un
intento de aprehender la realidad terri-
torial para mejor intervenir sobre ella.
Las luces del siglo se proyectarán sobre
la caótica división del territorio del An-
tiguo Régimen, en un intento de reducir
el mapa a la geometría cuyo extremo se-
ría la pretensión de dividir a cordel,
cuadriculando España.

La influencia de la división departa-
mental francesa (1790) se hará notar en
la reforma territorial ilustrada (1799-
1808), de la que se ocupa el capítulo II
del libro. Es el tránsito del caos propio
del Antiguo Régimen a divisiones pro-
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vinciales racionalizadoras, aunque toda-
vía se mantendrán elementos poco racio-
nales (o geométricos), como los encla-
ves. Son reformas íntimamente asocia-
das a lo hacendístico, que se concretan
en la creación de las provincias maríti-
mas (Cádiz, Málaga, Santander, Alican-
te, Cartagena y Asturias), que potencia-
rán ciudades con puerto, capitales para
el comercio y las comunicaciones con el
exterior. En Castilla estas reformas tam-
bién tendrán una especial incidencia,
con la supresión de la provincia de Toro
y una reordenación que utilizará el crite-
rio de las distancias —la proximidad del
centro administrativo— como elemento
clave de la adscripción de los municipios
a las provincias, aunque ocasionalmente
se tenga en cuenta el deseo de las villas,
las comunicaciones o el diseño de los
partidos judiciales. En esta época tendrá
lugar también, sigilosamente, la adjudi-
cación de Hondarribia e Irún a Navarra,
en detrimento de la Diputación de Gui-
púzcoa, para beneficiar el desarrollo co-
mercial navarro y satisfacer necesidades
estratégicas.

Entre 1808 y 1812 tienen lugar las di-
visiones napoleónicas (capítulo III), re-
flejo del intento de trasladar la ideología
administrativa del emperador a las na-
ciones conquistadas. Los nombres de
Juan Antonio Llórente, Francesc Amo-
ros y José de Lanz evocan los proyectos
de divisiones prefecturales que llegaron
a asociarse a las divisiones eclesiásticas
(Llórente). En el proyecto del matemáti-
co Lanz (1809), en cambio, la superficie
jugó un papel fundamental, acudiendo
constantemente a los límites fluviales
como criterios divisorios objetivos de
quien se descubre así como profundo
desconocedor del territorio. En 1810 se
aprobará por fin la división prefectural,
que implantará un modelo típicamente
centralista que no hará ninguna conce-
sión a los poderes locales o representati-
vos. Un poco más tarde, el 26 de enero
de 1812, un Decreto de Napoleón dividi-
rá Cataluña en cuatro departamentos.
Todas estas reformas, que no cuajaron
en un contexto belicoso, serán sin em-
bargo después recordadas como ejem-
plos de modernidad, influyendo nota-
blemente en la obra administrativa de
las Cortes de Cádiz.

Cádiz supondrá la definitiva constitu-
cionalización de la provincia (capítulo
IV), que consagrará su significado polí-
tico —más allá de lo meramente hacen-
dístico—, poniendo a la cabeza de cada
una de ellas un jefe político que, como
presidente de la Diputación, dirigirá el
gobierno de cada demarcación territo-
rial. La Instrucción para el gobierno
económico-político de las provincias de
1813, sin embargo, encomendará impor-
tantes funciones a las Diputaciones, que
por su carácter parcialmente represen-
tativo distanciaban nuestro modelo del
puro centralismo francés. Se conjugan
así autonomía (limitada) y control des-
de el centro, en un difícil equilibrio que
caracterizara la primera normativa local
del xix. El capítulo V dedica una aten-
ción especial a las gobernaciones de Fe-
lip Bauza, que formuló en 1813 su pro-
puesta de reordenación burocrática te-
rritorial, distinguiendo gobernaciones
superiores y subalternas y aplicando un
criterio de equidistribución poblacional
entre gobernaciones. Las anotaciones de
Miguel de Lastarria a este proyecto de-
mostrarían sus imperfecciones, que con-
firmará el Dictamen del Consejo de Es-
tado de 25 de marzo de 1814, supri-
miendo las gobernaciones subalternas y
advirtiendo los errores formales que
presentaba el plan de Bauza.

En el capítulo VI del libro encontra-
mos una referencia al proyecto de
Bauza y Larramendi y a la división pro-
vincial de 1822, en íntima relación con
la construcción de la red de caminos y
canales y la formación del mapa de Es-
paña. El nuevo mapa provincial proyec-
tado crearía nuevas provincias, unifica-
ría los territorios históricos vascos, su-
primiría Palencia y acordaría cambios
en algunas capitalidades, todo ello de
acuerdo con criterios de racionalización
geográfica y poblacional, intentando sin
embargo respetar la tradición histórica
de los antiguos reinos y provincias. La
utilización de las cadenas montañosas
—divisorias orográficas— como delimi-
tadoras de las provincias, sin olvidar la
importancia de las cuencas hidrográfi-
cas, junto con los anteriormente citados
criterios historicistas y culturales, daría
lugar a «un proyecto de división provin-
cial de gran calidad por lo equilibrado,
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lo razonable de sus propuestas y por su
inteligente combinación de tradición y
modernidad». En el debate en Cortes,
sin embargo, las reivindicaciones loca-
listas y tradicionalistas se impusieron,
siendo aprobada la división provincial
por Decreto de 14 de enero de 1822, que
se vería suprimido poco más tarde,
como el resto de las decisiones del go-
bierno constitucional, por la declara-
ción de Fernando Vil de 1 de octubre de
1823. Se volvería así a la división por
Intendencias, retrocediendo provisional-
mente al esquema administrativo del
anterior siglo.

El absolutismo reformista y la gesta-
ción de la división provincial de 1833
ocupan el capítulo VII del libro, que co-
mienza con la reclamación de Calomar-
de de una reordenación de los partidos
judiciales. En 1825 se forma una comi-
sión cuyos principales integrantes se-
rían Larramendi y Martín Fernández de
Navarrete, pudiendo plantearse la refor-
ma en el contexto propio del absolutis-
mo gracias al espíritu del despotismo
ilustrado. En 1829 se presenta un pro-
yecto de división provincial; en palabras
del autor, el auténtico eslabón perdido
entre la división de 1822 y la de Javier
de Burgos de 1833, dictada en el mo-
mento de los primeros pasos del Estado
Constitucional (NIETO). Será, sin embar-
go, el nombramiento de Javier de Bur-
gos como Ministro de Fomento, el 21 de
octubre de 1833, el definitivo impulso,
aprobándose el 30 de noviembre la divi-
sión provincial propuesta por la comi-
sión constituida en 1825. Al mismo
tiempo se promulgará el decreto de ins-
talación de los subdelegados de Fomen-
to, a los que se encomendaba, entre
otras muchas funciones, realizar un se-
guimiento de las ventajas e inconvenien-
tes de la nueva división provincial y
emitir observaciones sobre rectificación
de límites. Más tarde, el 24 de abril de
1834, se aprobaría la subdivisión pro-
vincial en partidos judiciales, que termi-
naría de concretar los límites impreci-
sos entre las provincias.

La principal conclusión que enuncia
el libro tras el análisis de la evolución
histórica afecta a la autoría de la divi-
sión provincial, que no sería realmente
obra de Javier Burgos, pese a que fuera

éste quien estampara su firma en el de-
creto definitivo, que sería tan sólo la
cristalización definitiva de múltiples es-
fuerzos anteriores, de un proyecto larga-
mente gestado: «... Javier de Burgos no
fue más que el último (o el penúltimo)
eslabón de un largo proceso que, en últi-
ma instancia, arranca de la Ilustración
y, de forma más directa e inmediata, del
proyecto Bauza-Larramendi de 1821.
Las coincidencias con la división apro-
bada en Cortes de 1822 son más que no-
tables: únicamente desaparecen tres
provincias, la gran mayoría de las capi-
tales coinciden y un 62 por 100 de los lí-
mites provinciales son idénticos». La
aparente paradoja que resulta de esta
conclusión se encuentra en el muy dis-
tinto arco político en el que se promul-
gan uno y otro provecto, lo que pone en
evidencia las similitudes de los modelos
administrativos del absolutismo y el li-
beralismo, al menos en lo tocante a la
organización territorial.

En el capítulo VII, último dedicado a
la evolución temporal del modelo, se co-
menta la recepción de la división de
1833, en general positiva, aunque cues-
tionada por el liberalismo por falta de
legitimación parlamentaria y por el con-
servadurismo por su insuficiente ten-
dencia hacia la uniformización nacio-
nal. La función de los subdelegados de
contribuir al perfeccionamiento de la
nueva división provincial se canalizó a
través de la comisión mixta de división
territorial, presidida por Larramendi
(de nuevo, el gran protagonista) e inte-
grada además por Fermín Caballero,
José García Otero y Diego Clemencia.
En 1842, tras la suspensión de Larra-
mendi, Fermín Caballero planteó su
proyecto de división territorial, que no
llegaría a ser presentado nunca en Cor-
tes debido a los avatares políticos de la
época. Las únicas alteraciones realmen-
te significativas de la división de 1833
afectarían a Valencia (1851) y a la capi-
talidad guipuzcoana (1854).

El capítulo IX analiza los entes territo-
riales intermedios: partidos y distritos.
El significado del partido judicial tras-
ciende el mero esquema de la planta o la
distribución de Juzgados y Tribunales,
reflejándose en el diseño de la organiza-
ción administrativa, en el trazado de la
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red de infraestructuras («nodos sobre los
que se organizó la red de carreteras y las
comunicaciones en general») y en la arti-
culación del sistema electoral («circuns-
cripción electoral para la formación de
las diputaciones»). De ser viable una co-
marcalización del territorio, ésta tendría
que acudir necesariamente al esquema
de las cabezas de partido («los partidos
han sido unidades territoriales con gran
arraigo en el país, instrumentos de cohe-
sión comarcal y de consolidación de una
determinada red urbana»). Ya desde el
Antiguo Régimen se observa la influen-
cia de las sedes jurisdiccionales en todos
los aspectos de la política de ordenación
del territorio, alterada por la abolición
de la jurisdicción señorial que lleva a
cabo la Constitución de 1812, una de las
pocas medidas confirmadas por el abso-
lutismo regio —al que sin duda favorecía
la monopolización de este poder— y que
se mantendría después con la vuelta del
espíritu constitucional. Otro ente territo-
rial intermedio, aunque de menor rele-
vancia, es el distrito, cuya inspiración
francesa y dimensión política y espacial
no cuajaría en España, salvo el escaso
reflejo que pudo tener en las subdelega-
ciones de Hacienda y las subprefecturas
o jefaturas políticas subalternas.

Un problema de verdadera relevancia
constitucional como el de la distinción
entre nacionalidades y regiones es abor-
dado por el autor en el capítulo X, si
bien desde el punto de vista de su tradi-
ción y plasmación administrativa. En la
división del Decreto de 30 de noviembre
de 1833 se halla el reconocimiento de
las regiones y los reinos como espacios
más amplios y anteriores históricamen-
te a las provincias administrativas. En-
contramos, además, la utilización de la
región como espacio de organización te-
rritorial del poder público en la consti-
tución de las audiencias y las capitanías
generales. El único intento de generali-
zar este criterio es el del Decreto de 29
de septiembre de 1847, obra de Patricio
de la Escosura, que no pretendía des-
centralizar —mucho menos democrati-
zar— el ejercicio del poder público terri-
torial, sino simplemente «optimizar el
organigrama de poder mediante su con-
centración en un reducido número de
autoridades».

La ordenación territorial en la España
de la primera mitad del siglo xix es el
objeto del capítulo XI, que contiene una
brillante exposición de los criterios ge-
nerales y los rasgos básicos de la divi-
sión del espacio en este período. Se ana-
lizan las cuestiones más importantes del
debate sobre la compartimentación del
territorio: el número de las provincias
(en función de la extensión de su terri-
torio, la población o la riqueza); los ele-
mentos de la delimitación territorial
(ríos, cadenas de montañas, cartografía
histórica); la denominación de las pro-
vincias (tradición histórica frente a de-
signación geográfica); el mantenimiento
de las regiones históricas; la defensa
acérrima de los intereses provinciales
por parte de los Diputados locales; el
protagonismo de las ciudades y la lucha
por la capitalidad. Estas son algunas de
las claves que nos ayudan a comprender
mucho mejor todo el proceso histórico
descrito en los primeros capítulos del
libro.

Estas claves pueden aplicarse ntutatis
mutandi al momento histórico actual,
pues la ordenación territorial del Estado
provoca, como advierte el capítulo XII
de la obra, un debate permanente, que
continúa durante toda la mitad del siglo
xix, cuando comenzará a plantearse el
debate federal por mor de las reivindica-
ciones nacionalistas de la periferia. El
proyecto de Constitución federal de
1873 supondría un primer intento de re-
composición del modelo de Estado, que
sin embargo no entraba necesariamente
en contradicción total con la división en
provincias; «La alternativa regional no
suponía la desaparición de la organiza-
ción en provincias, pues era una cues-
tión que se confiaba al criterio de los es-
tados regionales». Tras la dictadura de
Primo de Rivera, la II República supon-
dría el hito más importante en la (vir-
tual) regionalización del Estado, un
«Estado integral en el que son compati-
bles, junto a la gran España, las regio-
nes, y haciendo posible, en ese sistema
integral, que cada una de las regiones
reciba la autonomía que merece por su
grado de cultura y progreso» (JIMÉNEZ
DE ASÚA). El franquismo hizo tabla rasa
de este proyecto, que recupera la Cons-
titución de 1978 con su diseño del Esta-
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do de las Autonomías, hace ya más de
veinte años.

Termina el capítulo XII con un aparta-
do titulado: la provincia redimida, y otro
dedicado a las alternativas catalanas a la
división provincial. Si, efectivamente,
del texto constitucional se puede deducir
un mantenimiento a ultranza de la pro-
vincia, la realidad de la evolución auto-
nómica ha podido avanzar por otros de-
rroteros. Por ello resulta muy oportuno
el último capítulo (XIII), dedicado a la
formulación de un intento de balance de
la división provincial, prescindiendo de
apriorismos y de prejuicios de raíz polí-
tica: «A la división provincial de 1833 le
sobran críticas viscerales y le faltan aná-
lisis y reflexiones objetivas y desapasio-
nadas». Es positiva la combinación que
hace el Estado de las Autonomías de
provincias y regiones (y nacionalidades),
ya que el sentimiento provincial está es-
pecialmente arraigado en buena parte
del territorio, y es una realidad inelucta-
ble en todo él. No debe observarse en la
provincialización sólo opresión centrali-
zadora, sino un intento de racionaliza-
ción administrativa que, en un contexto
distinto, necesita de una nueva lectura.
La provincia tiene también hoy una ra-
zón de ser, pero su mantenimiento ,
como el de todas las instituciones, exige
de una «adaptación a la realidad geográ-
fica (humana, cultural, urbana, funcio-
nal, física) del país». La renovación del
pacto provincial, que es el motivo de cie-
rre del libro, exige una inmersión demo-
cratizadora de las Diputaciones, como
presupuesto de su propia legitimación.

«En el campo de la divisiones admi-
nistrativas... no existen verdades absolu-
tas e inmutables», termina concluyendo
el libro. El paseo por la geografía y por
la historia con el que nos deleita Jesús
BLRÜUEÑO acaba convenciéndonos toda-
vía más de la única veracidad de esta
afirmación. Por ello damos noticia de
un libro ameno e ilustrativo, que nos de-
muestra de nuevo cómo los materiales
que pueden utilizarse en el estudio del
Derecho administrativo se encuentran
también fuera de nuestra disciplina: en
la economía, la ciencia política, sociolo-
gía, historia y también en la geografía.

Ricardo RIVERO ORTHGA

EMBID IRUJO, Antonio (Dir.): El nuevo
Derecho de aguas: las obras hidráulicas
v su financiación, Ed. Civitas, Madrid,
'1998, 411 págs.

I. Simplemente adoptando la posi-
ción del observador desapasionado de la
realidad existente en torno al agua y su
consideración social y jurídica, cual-
quiera puede colegir la certidumbre de
una afirmación que se impone de modo
poderoso: la contemplación de las infra-
estructuras hidráulicas debe llevarse a
cabo en la actualidad desde una pers-
pectiva distinta a la tradicional, abando-
nando la usual ecuación obra hidráuli-
ca = presa o embalse para dejar paso,
dentro del concepto, a otros contenidos.
En efecto, sin negar —tampoco sería po-
sible en tanto que la disponibilidad del
agua sigue siendo hoy la preocupación
primordial del usuario— la necesidad de
acometer en ocasiones la realización de
infraestructuras clásicas, no podemos
dejar de afirmar a su vez que la política
hidráulica actual ha de hacer frente, de
modo adicional, a una serie de exigen-
cias socialmente reclamadas: exigencias
cuya satisfacción excede con mucho el
marco de las nociones habituales, y que
obliga a una correlativa ampliación del
mismo, no sólo en el plano conceptual
sino, sobre todo, en el plano operativo,
mediante la instauración de distintos
mecanismos, entre los que se encuen-
tran los de carácter jurídico.

En esta línea de razonamiento ha de
inscribirse la monografía de la que en es-
tos momentos se da cuenta. Monografía
que, como enseguida intuirán los segui-
dores de la problemática del agua abor-
dada desde su perspectiva jurídica, viene
a continuar una tradición iniciada hace
ya ocho años: la publicación, a la entrada
del otoño, de los materiales de trabajo ex-
puestos en las Jornadas sobre Derecho de
las Aguas que cada año se celebran en Za-
ragoza a principios del mes de marzo (1).

(1) Jornadas que, bueno es reiterarlo,
deben su andadura a las actividades de
un órgano permanente dedicado al estu-
dio del ordenamiento jurídico hidráulico:
el Seminario de Derecho del Agua, enti-
dad surgida de un fructífero convenio en-
tre la Universidad de Zaragoza y la Confe-
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Conocido, pues, el origen de la obra, no
debe extrañarnos su oportunidad, al tener
las cuestiones más candentes planteadas
en torno al agua y su regulación jurídica
puntual tratamiento anual en este foro
cualificado de discusión. Por ello, era de
todo punto lógico que el tema sobre el
que habrían de versar las Jornadas este
año fuese el de las obras hidráulicas y su
financiación, cuestión absolutamente
crucial en el estudio del actual panorama
de las infraestructuras hídricas. Sobre
todo, por el interés que presentaba la
comprobación del trasunto práctico de
las nuevas fórmulas que la Ley 13/1996,
de acompañamiento a los Presupuestos
para 1997 —denominada Ley 13/1996 en
adelante—, ideó para llevarlas a cabo (2).

Sistemáticamente, la obra comentada
presenta tres partes claramente diferen-
ciadas: una primera dedicada a transcri-
bir los textos de las Ponencias expuestas
en las Jornadas: una segunda en la que,
bajo la rúbrica de «Informes», se aunan
tres estudios que presentan la panorá-
mica evolutiva del Derecho de aguas
desde perspectivas territoriales diferen-
tes, y una tercera en la que da cuenta de
las Comunicaciones presentadas. Al fi-
nal de la monografía se adicionan los
discursos de inauguración y clausura de
aquel foro.

II. La primera Ponencia, a cargo del
propio Director de las Jornadas, Profe-
sor EMBID IRUJO, versó acerca de la si-

deración Hidrográfica del Ebro. Los
usuarios de INTERNET interesados en
conocer la trayectoria y proyectos de este
órgano, así como acceder de modo direc-
to a los textos normativos estatales y au-
tonómicos y a las reseñas de jurispruden-
cia más relevantes, pueden obtener una
completa información en la página web
del Seminario, introduciendo la dirección
www.unizar.es/derecho/aguas/index.htm.

(2) Esta Ley fue ya objeto de análisis
individualizado en las VII Jornadas de
Derecho de las Aguas, a cuyo tratamiento
allí nos remitimos. Consúltese sobre todo
el trabajo de EMBID IRLJO, «Público y pri-
vado en la construcción, explotación y
mantenimiento de obras hidráulicas», en
el libro dirigido por el mismo autor titu-
lado Gestión del agua v medio ambiente,
Ed. Civitas, Madrid, 1997.

tuación actual del Derecho de aguas en
España y de los conflictos que, deriva-
dos de la situación de indefinición exis-
tente en torno a las mismas (3), suscita
en estos momentos las preocupaciones
de los expertos. No obstante, a juicio del
autor, parece posible intuir una cierta
homogeneidad de soluciones en virtud,
sobre todo, de una vertiente de la cues-
tión hoy por hoy indiscutida: el sesgo
medioambiental; sesgo al que hay que
sumar, de modo primordial, otro dato
que conforma, junto con el anterior, las
líneas fundamentales en torno a las que
gira hoy la problemática del Derecho de
aguas: la escasez del recurso. La solución
a este problema ha intentado ser aborda-
da desde varios prismas, tales como el
establecimiento de distintos sistemas de
asignación de agua —basculando entre la
asignación centralizada por el poder pú-
blico y la asignación descentralizada diri-
gida por los particulares (4)—, la búsque-
da de nuevos recursos —tanto a través de
los sistemas tradicionales como median-
te la experimentación de nuevas técnicas:
desalación de aguas, reutilización de
aguas residuales...— o el empleo de di-
versos modos de gestión del agua, prece-
didos en la mayoría de los casos de una
previa actividad planificadora, de dispar

(3) Consecuencia fundamentalmente
del incumplimiento de importantes previ-
siones contenidas en la Ley de Aguas o
derivadas de los fallos detectados en ésta
y que se hace necesario subsanar.

(4) Manifestación clarísima del cual
serían los mercados de aguas, idea a la
que hacía referencia el borrador del Pro-
yecto de reforma de la Ley de Aguas apa-
recido en 1997 en un doble sentido: como
puras transacciones entre particulares y
como creación de un banco de aguas diri-
gido por la Administración. Sin embargo,
el Profesor EMBID IRUJO no cree que, de
establecerse, solucionasen problemas re-
levantes, al referirse a pequeñas cantida-
des del recurso; creencia que se ve refor-
zada por la realidad en los países vecinos,
en los que la tendencia es hacia la publifi-
cación del recurso. Ello le lleva a reivindi-
car el mantenimiento del carácter público
de las aguas, en ningún caso incompati-
ble con los distintos sistemas de asigna-
ción, siempre que, eso sí, se dé al poder
público la posibilidad de intervenir.
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valor jurídico en los distintos países, y
con una clara tendencia en los últimos
tiempos hacia la gestión privada de las
aguas.

Tres consideraciones de carácter gene-
ral añade aún el autor a las realizadas
anteriormente. En primer lugar, la cons-
tatación de que los ordenamientos jurídi-
cos actuales, en constante evolución (5),
se mueven entre la observación simultá-
nea del agua como recurso natural am-
biental y como un recurso productivo.
En segundo lugar, la aseveración de que
la innovación normativa no va a depen-
der de imperfecciones jurídicas, sino de
datos tales como planteamientos políti-
cos y sociales, económicos u organizati-
vos, lo que daría lugar a que el Derecho
de aguas de allí resultante presentase
un aspecto externo similar al industrial.
Y, en tercer lugar, la verificación de evi-
dentes fracasos del actual Derecho de
aguas. Estas conclusiones finales permi-
ten afirmar que el Derecho de aguas se
encuentra en la actualidad en una situa-
ción de inestabilidad y de provisiona-
lidad.

III La Profesora MAI.ARET GARCÍA,
Catedrática de Derecho Administrativo
de la Universidad de Barcelona, centró
el objeto de su intervención en el análi-
sis del artículo 158.5 de la Ley 13/1996,
precepto en el que se contemplan las so-
ciedades estatales para la construcción,
explotación o ejecución de las obras pú-
blicas hidráulicas. La primera interroga-
ción que se plantea la ponente hace re-
ferencia al fundamento jurídico de la fi-
gura; interrogación cuya respuesta exige
arrancar del permiso legal expreso para
su creación previsto en el antecitado
precepto. A su entender, no es suficiente
esta habilitación genérica, requiriéndo-
se asimismo un acuerdo del Consejo de
Ministros, con un contenido mínimo ne-

(5) Lo que, y por motivos de seguri-
dad jurídica, le lleva a postular la utiliza-
ción de fórmulas codificadoras que intro-
dujesen en la norma, de forma fácilmente
recognoscible, las instituciones básicas
del Derecho de aguas de un país, de
modo que los intentos de modificación se
refiriesen a un único texto, evitándose la
dispersión.

cesario (6), para la creación de cada so-
ciedad concreta. Asimismo, reflexionó
sobre el ámbito de actuación y los obje-
tivos de las mismas; objetivos que, en
principio, parecen claros: la construc-
ción, explotación y ejecución de la obra
pública hidráulica. En base a esto, cabe
afirmar que aquellas sociedades son, en
realidad, entes gestores de carácter ins-
trumental creados por la Administra-
ción General del Estado precisamente
para eso, con las consiguientes limita-
ciones a la autonomía negocial que tal
hecho supone. Sin embargo, y pese a la
claridad aparente de sus cometidos, se
plantean preguntas en torno a las mis-
mas de difícil respuesta en este momen-
to. Así, ¿tienen carácter tasado los co-
metidos atribuidos por la Ley? ¿Cuál es
el propósito del legislador al contemplar
estas sociedades? ¿De dónde procederán
sus recursos?

Para finalizar, la autora aludió a cier-
tas cuestiones de su régimen jurídico
que presentan especial interés. Tal es el
caso de la significación del convenio de
encomienda de gestión suscrito entre la
sociedad y la Administración propieta-
ria de la obra, o el efecto corrector que
la Ley 13/1996 tiene respecto de la defi-
ciente transposición de las Directivas
comunitarias llevada a cabo por la Ley
de Contratos de las Administraciones
Públicas; por último, el problema de la
instancia jurisdiccional competente
para resolver los conflictos suscitados
en este ámbito.

IV. La tercera Ponencia corrió a car-
go del Profesor ARIÑO ORTIZ, Catedrático
de Derecho Administrativo de la Univer-
sidad Autónoma de Madrid, y de D.a Mó-
nica SASTRE BECEIRO, Analista en el Sec-
tor del Agua de la Fundación de Estu-
dios de Regulación, que analizaron otra
de las figuras creadas por la Ley 13/1996
para la financiación de obras hidráuli-
cas: el contrato de construcción y explo-

(6) Contenido que, para la ponente,
habrá de estar compuesto por la determi-
nación del objeto de la Sociedad, un pro-
yecto de Estatutos, la determinación de la
posibilidad de actuación directa o indi-
recta y las limitaciones a la transmisibili-
dad de acciones.
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tación de obras hidráulicas. En este sen-
tido, se comenzó constatando una reali-
dad: en todo el ámbito europeo el Esta-
do está disminuyendo sus aportaciones
en materia de infraestructuras hidráuli-
cas, permitiendo cada vez con mayor in-
tensidad la intervención de los privados
en la construcción y explotación de
aquéllas; realidad a la que va a respon-
der la creación de la figura analizada.
Esta se caracteriza por tener como obje-
to la «construcción, conservación y ex-
plotación» de determinadas obras e in-
fraestructuras hidráulicas; actividades
éstas de las que, por concesión de la Ad-
ministración, se encargará un concesio-
nario que podrá ser un particular perso-
na física o jurídica u otra Administra-
ción pública. Este último aspecto fue
duramente criticado por la ponente al
entender que la posición de subordina-
ción en la que se encontraría la Admi-
nistración concesionaria frente a la con-
cédeme podría impedir el ejercicio por
aquélla de sus prerrogativas contractua-
les, por lo que —se sugiere— sería más
deseable acudir a una relación de carác-
ter extracontractual.

La categorización del contrato de
construcción y explotación de obras hi-
dráulicas como un contrato administra-
tivo mixto de obras y gestión de servi-
cios públicos, su modo de preparación y
adjudicación, su contenido o los princi-
pios inspiradores del régimen económi-
co-financiero también fueron tratados
en esta ponencia y pueden ser consulta-
dos en la obra que estamos comentan-
do. Sin embargo, a nuestro juicio, es in-
teresante dar cuenta de la última refle-
xión en la que se sintetizó la conclusión
del trabajo: Estado y mercado deben ac-
tuar conjuntamente en la realización y
explotación de infraestructuras hidráuli-
cas, correspondiendo al primero la la-
bor de planificar, promover, gestionar y,
en aquellos casos en los que las obras
no son económicamente rentables a los
particulares, ejecutar directamente las
obras, dejando al sector privado la reali-
zación de aquellas de las que se benefi-
cia directamente.

V. El bloque de Informes se abre
con un análisis del devenir del Derecho
de aguas en el ámbito de la Unión Euro-

pea a cargo del Profesor FANLO LORAS,
Catedrático de Derecho Administrativo
de la Universidad de La Rioja; análisis
en el que pueden diferenciarse dos par-
tes. En primer lugar, la referencia a la
actual política comunitaria de aguas,
importantísima en su alcance pero con
evidentes limitaciones, consecuencia del
enfoque sectorial seguido por las Direc-
tivas aprobadas en la materia. Este im-
pedimento ha intentado ser superado
tanto por la Directiva 96/91/CEE, relati-
va a la prevención y al control integrado
de la contaminación —que pretende,
aplicando una perspectiva global, fijar
su atención en los problemas del agua,
de la atmósfera y del suelo—, como por
el Quinto Programa de Acción en mate-
ria de medio ambiente, que confirma el
enfoque integral anteriormente mencio-
nado. Y, en segundo lugar, la referencia
detallada al Proyecto de Directiva marco
de aguas, texto que, como su propio
nombre indica, tiene por objetivo el es-
tablecimiento de un marco comunitario
para la protección de las aguas superfi-
ciales y subterráneas de la Comunidad,
y que presenta la intención de tomar de-
cisiones importantísimas, como la de
asumir el criterio de la cuenca hidrográ-
fica como unidad idónea para la gestión
del agua, la tarificación del uso de agua,
la aplicación del enfoque combinado en
el control de la contaminación, y la
aprobación de planes de gestión en cada
una de las cuencas.

Se refleja también en la obra la Po-
nencia del Profesor VERGARA BLANCO, es-
pecialista en Derecho de Aguas de la
Pontificia Universidad Católica de Chile,
en la que expone las tendencias actuales
de la cuestión en Hispanoamérica, en
las que pueden identificarse cuatro ras-
gos definidores. En primer lugar, la
cuestión de la propiedad de las aguas,
que enfrenta en el estricto plano de la
dogmática jurídica la teoría patrimonia-
lista y la teoría funcionalista, de la que
es partidario el autor. En segundo lugar,
la problemática de la asignación de los
recursos, en la que, frente a la regla ge-
neral de la necesidad de concesión, sub-
sisten, imponiéndose a los ordenamien-
tos jurídicos, un gran porcentaje de usos
de aguas que arrancan de apropiaciones
privadas o de especiales reconocimien-
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tos prestados por leyes decimonónicas.
En tercer lugar, la reasignación del re-
curso, coexistiendo los sistemas centra-
lizados y los descentralizados. Y, en
cuarto lugar, la cuestión de la adminis-
tración del uso del recurso, en la que,
frente a la necesidad de existencia de or-
ganismos rectores generales que deci-
dan sobre políticas globales, surge el
problema, aún sin resolver, de la nueva
tendencia a descentralizar territorial-
mente la administración de las aguas y
centrar sus potestades en los organis-
mos de cada cuenca hidrográfica y su
controvertida coexistencia con los orga-
nismos privados que en muchos de los
países hispanoamericanos se encargan
de la distribución de las aguas.

Finaliza el bloque de Informes con el
análisis de las últimas tendencias de la
legislación hídrica comparada presenta-
do por Don Stefano BURCHI, Oficial Jurí-
dico Superior de la FAO. Nuevamente
son cuatro las orientaciones actuales en
la materia: el aumento del papel rector
del Estado en lo que hace a los recursos
hídricos; la participación —de distinta
intensidad— del sector privado en los
servicios públicos hidráulicos', la impor-
tancia de la prevención y disminución
de la contaminación hídrica: y la consi-
deración, en la mayoría de las legisla-
ciones comparadas, de la cuenca hidro-
gráfica como la base territorial más idó-
nea para la gestión de las aguas.

VI. Tres fueron las Comunicaciones
presentadas a las VIII Jornadas de Dere-
cho de las Aguas y publicadas asimismo
en la obra que se comenta. En la prime-
ra de ellas, Don Tomás SANCHO MARCO,
Presidente de la Confederación Hidro-
gráfica del Ebro, se refirió a la financia-
ción de las obras hidráulicas y, más
concretamente, a la creación, en el ám-
bito del organismo de cuenca que él pre-
side, de la sociedad estatal Aguas de la
Cuenca del Ebro, S.A., dedicada a la
construcción de obras hidráulicas, y que
ha supuesto una inflexión, que no una
ruptura (7), respecto del sistema ante-

rior. Todas las cuestiones de interés res-
pecto de esta novedosa sociedad —for-
ma jurídica, objeto social, régimen de
funcionamiento, actuaciones llevadas a
cabo y previstas...— son objeto de opor-
tuno tratamiento en su trabajo.

Don Guillermo HRRAS MORENO, Direc-
tor del Gabinete del Secretario de Esta-
do de Aguas y Costas, es el autor de la
segunda Comunicación. En ella se con-
tienen una serie de reflexiones generales
en torno a la actual situación de la polí-
tica hidráulica, así como una pedagógi-
ca contraposición de la misma con la
anterior. Esta política se caracterizaría,
a juicio del autor, por las siguientes no-
tas: agotamiento de los planteamientos
tradicionales, progresiva intervención
de una pluralidad de niveles públicos
cuya actuación se hace preciso coordi-
nar, importancia de los condicionantes
ambientales que imponen, entre otras
cuestiones, la necesidad de evaluar los
impactos de las infraestructuras hidráu-
licas sobre el recurso, y ampliación de
los instrumentos tradicionales de finan-
ciación de las obras hidráulicas.

Por último, Don Antonio DOMÍNGUEZ
VILA, Profesor Titular de Derecho Consti-
tucional, Secretario de Ayuntamiento y
Abogado, aludió a la financiación de las
obras hidráulicas locales. La síntesis de
su trabajo puede reflejarse en la siguiente
afirmación: las entidades locales tienen
competencias en materia de servicios hi-
dráulicos (abastecimiento, alcantarillado,
depuración), pero tales atribuciones se
ven frenadas la mayoría de las veces por
una falta de medios que dificultan su
prestación, ya que el incremento de fun-
ciones a realizar no se ha visto seguido de
un incremento paralelo de recursos eco-
nómicos. En este marco, la Ley 13/1996
ha regulado la creación de dos nuevos
contratos, los cuales, sobre todo el con-
trato de obra bajo la modalidad de abono
total del precio, suponen un peligro en
manos de las corporaciones locales, que
pueden hipotecar su presupuesto futuro.

(7) Aclaramos esto porque, por su-
puesto, van a seguir construyéndose
obras hidráulicas con las exclusivas apor-
taciones del poder público, que era la re-

gla general en el sistema inmediatamente
anterior. Lo único que se hace es abrir las
puertas a la iniciativa privada, suponien-
do, sobre todo, un mayor protagonismo
de los usuarios en la financiación y explo-
tación de las obras hidráulicas.
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VII. Como se ha avanzado en un
principio, al final de la monografía se
adicionan los discursos de inauguración
y clausura de las Jornadas. El primero
de ellos, a cargo de Don Carlos ESCARTÍN
HERNÁNDEZ, Director General de Obras
Hidráulicas y de Calidad de las Aguas,
permite al lector conocer, a grandes ras-
gos, las actuaciones que en esta direc-
ción, y desde el Ministerio de Medio
Ambiente, se están llevando a cabo en
los últimos tiempos. Por su parte, en el
acto de clausura tomó la palabra Don Be-
nigno BLANCO RODRÍGUEZ, Secretario de
Estado de Aguas y Costas, quien resaltó
la importancia de las actividades lleva-
das a cabo a lo largo de un año. En
efecto, recordó cómo en las VII Jorna-
das de Derecho de las Aguas, la referen-
cia a las sociedades estatales para la
construcción, explotación o ejecución
de obras hidráulicas se entendía hecha
a un diseño conceptual y abstracto re-
cogido en la Ley 13/1996. Doce meses
después, tal diseño ha tenido una plas-
mación real en el ámbito de las Confe-
deraciones Hidrográficas del Ebro, Sur
y Júcar, mientras que en la del Guadia-
na la cuestión se encuentra muy avan-
zada, y en la del Guadalquivir el tema
está en estudio.

VIII. Lo expuesto es, en unas pince-
ladas excesivamente generales, un es-
bozo de la enorme cantidad de cuestio-
nes del máximo interés que podemos
descubrir en las páginas de la obra co-
mentada. Como asistente a las Jorna-
das, además, no quiero dejar de resal-
tar lo que ya viene siendo habitual en
las mismas: una magnífica organiza-
ción, plagada de atenciones, dignas de
un foro de la importancia del que se
habla. Y si a todo ello añadimos el en-
riquecimiento científico y personal que
estas reuniones suponen, y que, por ex-
tensión, puede obtenerse de la lectura
de la obra producto de la misma, la
conclusión ha de ser una: el deseo de
que, el año que viene, tengamos la
oportunidad de volver a comentar una
monografía similar.

Beatriz SETUÁIN MENDÍA
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Zaragoza

GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Santiago: La re-
paración de los daños causados a la
Administración, Ed. Cedecs, Barcelo-
na, 1998, 460págs.

La correspondencia recíproca y el
equilibrio en las actuaciones llevadas a
cabo por los distintos operadores socia-
les, ha sido una máxima colectiva desde
los tiempos en que los grupos más o me-
nos reducidos de individuos que consti-
tuían los clanes trabaron relaciones en-
tre ellos, simples en principio, más com-
plejas paulatinamente, hasta constituir
un cuerpo social con una cierta homo-
geneidad. Un entramado de este tipo,
con pretensiones de funcionamiento,
deberá fundamentarse, entre otras co-
sas, en una nivelación de responsabili-
dades que, con un margen inevitable de
desviaciones (1), aseguren, cuando me-
nos en teoría, la estabilidad. Manifesta-
ción primigenia en el plano punitivo de
esta afirmación, aplicable igualmente a
las relaciones interindividuales privadas
y a las que contemplen un componente
público, es la Ley del Talión, que tantos
y tan dispares trasuntos ha conocido en
los variados sistemas ordenadores de
que las distintas sociedades se han do-
tado.

En esta perspectiva ponderada hay
que encuadrar, salvando las distancias,
la exigencia de responsabilidad a los
ciudadanos por la causación de daños a
la Administración. En efecto, como se
afirma en la contraportada de la obra,
lo normal es contemplar al administra-
do en su faceta reivindicativa, deman-
dando de aquélla la prestación de servi-
cios, el reconocimiento de situaciones
jurídicas individualizadas o la respuesta
a cualquier solicitud. Sin embargo, con
la misma naturalidad con que se sitúa
en esta posición puede ocupar el lado
contrario de la barrera, apareciendo
como destinatario de las demandas de
los poderes públicos y, singularmente,

(1) Derivadas de la posición de supre-
macía y consiguientes prerrogativas exor-
bitantes que tradicionalmente han osten-
tado determinados individuos. Piénsese
en el Rey o los señores feudales en la so-
ciedad medieval o, con posterioridad, en
los poderes públicos.
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como responsable frente a los mismos
por sus actuaciones lesivas, que se ve
obligado a reparar.

Pues bien, es precisamente esta ubica-
ción del ciudadano la que es objeto de
análisis en la monografía que se comen-
ta. No quisiera que la intención de esta
frase pasase desapercibida, y por eso in-
sisto en tal afirmación: la reparación de
los daños causados a la Administración
por los privados es analizada en la pre-
sente obra. Y destaco esta cuestión por-
que en un tema tan complejo, en el que
confluyen principios y sistemas diversos
y perspectivas sectoriales de lo más va-
riopinto, es fácil verse arrastrado por la
propia intensidad descriptiva de la pro-
blemática en juego, en detrimento de la
rigurosa investigación jur ídica. Por
suerte, el Profesor GONZÁLEZ-VARAS logra
sustraerse a la inercia referida, presen-
tando un estudio disciplinado del Dere-
cho subyacente y siendo capaz de desti-
lar una auténtica teoría general de la re-
paración de daños.

Sistemáticamente, la obra tiene diez
partes que se irán describiendo a conti-
nuación.

1. La regulación tan to his tórica
como actual del régimen general de re-
paración de daños causados a bienes pú-
blicos es objeto de estudio en la primera
parte del libro. En ella, como no podía
ser de otro modo, se demuestra que el
presente es producto de un desarrollo
natural de la normativa tradicional, la
cual, y partiendo de reglas de carácter
público inmersas en el derecho común
que reconocen la obligación de reparar
el daño reponiendo las cosas a su primi-
tivo estado o, en su defecto, indemnizán-
dolo, se desliza en sucesivos estadios ha-
cia las posiciones actuales (2). Estas úl-

(2) Estadios cuyos hitos el Profesor
GONZÁLEZ-VARAS sitúa en la adquisición,
en la época de la Ilustración, de una nue-
va vertiente social de la figura, lo que po-
sibilita un indudable progreso jurídico al
permitir la exclusión del privilegio de la
dispensa de sanciones y el acrecenta-
miento de las garantías ciudadanas, y en
el afianzamiento de un sistema propia-
mente administrativo de reparación de

timas se caracterizan, sobre todo, por
presentar el sistema reparador «como
un apéndice del Derecho administrativo
sancionador» (pág. 61), lo que posibilita
la extensión a aquél de las prerrogativas
propias de éste. De entre las mismas
destaca el régimen de autotutela ejecu-
toria, que permite a la Administración
«decretar las medidas que deban tomar-
se o el sistema de ejecución para repa-
rar el daño causado» (pág. 75) (3). Sin
embargo, esta vinculación, así entendi-
da, es criticada por el autor, para quien
la práctica habitual de acumular en un
mismo procedimiento la imposición de
una sanción y la determinación de la re-
paración de daños, si bien mantenible
por razones de economía en la actua-
ción administrativa, debe quedar en eso
—en una actuación procedimental—,

daños al margen del Derecho civil, que
permita a la propia Administración, sin
necesidad de acudir a los Tribunales, lle-
var a cabo la determinación del modo de
reparar los daños y perjuicios causados a
sus bienes.

(3) En efecto, como explica el propio
autor, la causación de un daño, del que
indudablemente deriva la reparación, es
considerada en nuestra legislación secto-
rial como infracción. Y toda infracción
lleva consigo, al menos en principio, y
siempre que el daño causado sea antijurí-
dico, la imposición de una sanción. Esto
quiere decir que «la reparación de daños
se asocia a la infracción, siendo aquélla
una medida complementaria, dispuesta
junto a la sanción administrativa» (pág.
75). Luego si la sanción es autoejecutiva.
¿cómo no habría de serlo la reparación
de daños, vinculada inescindiblemente a
la misma de modo accesorio? Sin embar-
go, esta tipificación automática de toda
causación de daño como infracción y, por
tanto, como susceptible de sanción y de
reparación de daños es criticada severa-
mente por el Profesor GONZÁLEZ-VARAS,
para quien en tal consideración existe
una auténtica confusión de planos: una
cosa es el fin pretendido por la considera-
ción de una conducta como infracción
(prevención de daños en defensa de bie-
nes jurídicos) y otra la efectiva produc-
ción de un daño, no incardinada ya,
como la anterior, en el nivel del puro ries-
go, sino en el de la consumación del
mismo.
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sin que signifique que «los presupuestos
jurídico-materiales de las sanciones se
extiendan a esta última» (pág. 110), y
más concretamente, sin que sea suscep-
tible de amparar la reclamación ejecuto-
ria de la reparación de daños en los ca-
sos en que la sanción es, desde todo
punto, improcedente (4). Al margen del
razonamiento anterior, no olvida el Pro-
fesor GONZÁLEZ-VARAS otros elementos
particularizadores del actual modelo de
reparación de daños, tales como consi-
deración subsidiaria de la indemniza-
ción de daños y perjuicios respecto de
los deberes de reposición y restitución,
y las ideas de preferencia de la preven-
ción sobre la reparación y de reparación
integral del daño.

II. Si lo expuesto con anterioridad
son las líneas maestras del sistema ge-
neral de reparación de daños, es eviden-
te pensar en su reiteración en los distin-
tos sectores del ordenamiento jurídico-
administrativo. Así lo demuestra el
autor en la segunda parte de la obra, en
la que analiza el régimen establecido
para la misma en relación con distintos
bienes jurídicos administrativos. Parti-
cularmente ejemplificativa de la afirma-
ción anterior aplicada al dominio
público aparece la normativa de aguas y
costas, que «sigue un régimen de auto-
tutela ejecutiva en favor de la Adminis-

(4) So pena de amparar fraudes de ley
y abusos de derecho «como lo es la inicia-
ción de procedimientos sancionadores fic-
ticios con el fin de practicar ejecutoria-
mente la reparación de daños» (pág. 124).
En la peligrosidad de esta idea incide rei-
teradamente el autor, sobre todo tras
constatar la habitualidad de tal práctica
mediante un seguimiento de la jurispru-
dencia en materia de daños causados a
bienes de dominio público, que muestran
la imposición de sanciones mínimas al
lado de cantidades enormes en concepto
de reparación de daños. Este hecho desve-
la la verdadera intención de la Adminis-
tración: la utilización del procedimiento
sancionador como mecanismo que ampa-
re la extensión de privilegios exorbitantes
propios del mismo —concretamente, el
privilegio de ejecutoriedad— a aquélla,
evitándose la interposición de acciones ci-
viles.

tración derivado de la acumulación de
dicha reparación en el expediente san-
cionador» (pág. 129). Sin embargo, y en
la línea de lo mencionado supra, la in-
terpretación que la jurisprudencia con-
tencioso-administrativa hace de la mis-
ma desvirtúa de modo claro su hipotéti-
ca lógica jurídica, al demostrar la
artificiosidad del mantenimiento del
privilegio de ejecutoriedad de la repara-
ción en los casos en que la sanción es
improcedente y, por lo tanto, no ampa-
ra la utilización del mismo. Es quizás
en materia de montes donde la jurispru-
dencia ha delimitado de un modo más
claro las diferencias entre sanción y re-
paración de daños, al constatar, pese a
su tramitación procedimenta) conjunta
y la extensión a la última del privilegio
de ejecutoriedad, la distinta finalidad
perseguida por cada una (5), dato éste
que justifica la autonomía entre ambas
en lo que hace a su exigencia diferen-
ciada.

Algunas diferencias presenta el siste-
ma de reparación de daños causados a
carreteras o vías y sus elementos funcio-
nales. Singularmente, y derivado de la
legislación específica de carreteras, la
desvinculación de su exigencia, también
beneficiada por el privilegio de autotu-
tela ejecutoria, respecto de la sanción
administrativa, en lo que esto supone
excepción a la práctica general. O, asi-
mismo, la ausencia de aquella prerroga-
tiva en el caso de las vías de titularidad
local, ante el evidente silencio que en
este sentido guarda la legislación de ré-
gimen local (6). No obstante, otra legis-
lación relacionada —la de tráfico y cir-
culación—, más preocupada por el as-
pecto preventivo del problema, desecha
el establecimiento de un sistema repara-

(5) Correccional en el primer caso,
restauradora en el segundo.

(6) Ausencia que, no obstante, ha
sido matizada por algunas normas auto-
nómicas que «han procedido a extender
el ámbito de aplicación de la ley de carre-
teras —autonómicas se entiende— a cier-
tas vías de titularidad local» (pág. 185, la
cursiva es nuestra), lo que supone la am-
pliación a éstas del privilegio de autotute-
la previsto inicialmente sólo para las pri-
meras.
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dor en relación a los daños causados
por la vulneración de sus prescripcio-
nes, considerándose «que este tipo de
facultades las cubre sobradamente la le-
gislación de carreteras y el Código penal
o civil» (pág. 195).

III. No ha de olvidarse que en la ac-
tual sociedad occidental, de la que for-
mamos parte, la preocupación por la
protección del medio ambiente frente a
las agresiones que viene padeciendo ha
llegado a constituirse en uno de los ba-
samentos sobre el que gravitan buena
parte de los desvelos generales. A esta
realidad indiscutible no puede ser ajeno
el Derecho, que, siguiendo tal línea, ha
caracterizado al daño ambiental como
una auténtica lesión a un bien jurídico
colectivo y prevalente respecto de otros.
Consecuencia inevitable de esta califica-
ción ha de ser la exigencia de su repara-
ción, contemplada por las diversas ra-
mas del ordenamiento jurídico. Cada
una de ellas se singulariza por el esta-
blecimiento de un modelo de responsa-
bilidad diverso, y así, mientras el civil se
distingue por su subjetivismo (7), el sis-
tema penal presenta la novedad del re-
conocimiento de un tipo específico —el
delito ecológico (8)— fuertemente con-
dicionado por la legislación administra-
tiva habida cuenta la remisión que
aquél hace a «la contravención de las le-
yes o de otras disposiciones de carácter
general protectoras del medio ambien-
te» como elemento determinante del
mismo (9).

(7) Si bien es apreciable en los últimos
tiempos una tendencia a su objetivación, lo
que permitiría suplir las limitaciones que
la perspectiva puramente subjetiva presen-
taba en orden a la consecución de un siste-
ma protector realmente eficaz.

(8) Que se trata, es importante hacer-
lo notar, de un delito de riesgo: el ilícito
penal se consuma por la mera realiza-
ción de cualquiera de las actividades des-
critas en el tipo que supongan un riesgo
grave para el medio ambiente, con inde-
pendencia de que éste se consume o no.
En caso de consumación, estaremos en
presencia, junto con el delito ecológico,
de un delito de lesiones, castigado sepa-
radamente.

(9) Lo que. como bien establece el

Junto con ellos, no puede olvidarse el
sistema administrativo de protección
del medio ambiente, caracterizado hoy
por responder al esquema acumulativo
sanción+reparación, y necesitado en un
futuro inmediato de medidas más expe-
ditivas que coadyuven al ejercicio por
los poderes públicos de su responsabili-
dad última en este ámbito: velar por la
observancia de la legislación ambiental.
Dos son las propuestas que el autor for-
mula en tal sentido, consistente la pri-
mera en el ejercicio de acciones proce-
sales y la segunda en la posibilidad ex-
cepcional —sólo en aquellas materias,
como la ambiental, en que exista una
especial necesidad de amparar el inte-
rés público— de intervención del Mi-
nisterio Fiscal en los procesos conten-
cioso-administrativos «como vía que
puede contribuir a promover la realiza-
ción de los intereses públicos y el cum-
plimiento de la legalidad administrati-
va» (pág. 279).

IV. El régimen jurídico de la repara-
ción de los daños causados a bienes de
las entidades locales también es objeto
de análisis en la obra que se comenta.
Desconcierta en un primer momento la
constatación de que, según jurispruden-
cia reiterada, aquellos bienes no gocen, a
diferencia de los de titularidad estatal y
autonómica, del privilegio de autotutela.
Y ello, según parece, por mor de una in-
terpretación restrictiva que lo limita a
los bienes de aquellos entes que, al dis-
poner de potestad normativa originaria,
pueden dictar leyes propias que habili-
ten de modo concreto tal régimen (10).

Profesor GONZÁLEZ-VARAS, «encaja dentro
del fenómeno de la ley penal en blanco»;
fenómeno problemático desde el punto de
vista de los principios de legalidad, segu-
ridad jurídica e igualdad.

(10) Porque lo que parece indiscuti-
ble, tal y como evidencia el análisis de los
distintos sectores administrativos llevado
a cabo en la presente monografía, es la
necesidad de una habilitación legislativa
concreta para poder aplicar el régimen de
la inmediata ejecución de la orden de re-
paración de daños. Nada obstaría, en este
sentido, que las leyes sectoriales estatales
o autonómicas reconociesen en favor de
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Sin embargo, es fácilmente comproba-
ble que la realidad discurre por otros
derroteros, no siendo en absoluto oca-
sional la existencia de apremios admi-
nistrativos en orden a la reparación de
daños causados a bienes locales. El Pro-
fesor GONZÁLEZ-VARAS critica por ausen-
cia de base jurídica ambos aspectos
—teoría y práctica—, postulando en
este sentido una solución de síntesis
que pasaría por la realización, por parte
del legislador, de un estudio serio que
impida una dilatación general y sin fun-
damento del régimen de autotutela en
favor de los entes locales a la vez que
posibilite, previa justificación, su apli-
cación en determinados casos o hasta
una determinada cuantía. Ello no empe-
ce, por supuesto, que en tanto éste se
lleva a cabo, la reparación de daños
causados a tales bienes se venga exi-
giendo, junto con la cuestionada prácti-
ca de los medios administrativos de eje-
cución forzosa, a través de otros cauces,
destacando la vía penal, «para la repa-
ración de daños de cierta gravedad»
(pág. 314), y la vía civil como solución
general.

V. La regulación de un nuevo proce-
dimiento sancionador que la Ley
30/1992 y el Real Decreto 1398/1993 lle-
van a cabo hace plantearse al autor la
existencia, derivada del mismo, de no-
vedades importantes respecto del siste-
ma de reparación de daños causados a
bienes de la Administración. La razón
de tal interrogante radica en la aparente
generalización, según el tenor literal de
los textos citados, del principio de eje-
cutoriedad cuando los daños causados
sean consecuencia de hechos tipificados
como infracción administrativa. Sin
embargo, la respuesta a esta pregunta
ha de ser forzosamente negativa, de-

las entidades locales poderes sancionato-
rios extensos, que incluyesen aquélla. Sin
embargo, no aparenta ser tal la voluntad
de estos textos, lo que ha impulsado la
aparición de corrientes doctrinales más
flexibles que postulen una matización de
la rigidez del principio de legalidad en
materia sancionadora en lo que respecta
al ejercicio de la misma por las entidades
locales.

mostrando el Profesor GONZÁLEZ-VARAS
que la extensión mencionada es más
aparente que real al no incluirse nueva-
mente en la misma, y por los motivos
antes expuestos, el supuesto de los da-
ños causados a bienes de las entidades
locales.

VI. No puede olvidarse que la obten-
ción de la reparación de daños vía tri-
bunales ordinarios sigue siendo, en mu-
chos casos, el cauce —a veces único—
para hacerla efectiva. Este es el conduc-
to que, en lógica coherencia con su na-
turaleza, ha contemplado tradicional-
mente nuestro Derecho en relación con
los daños sufridos por los bienes patri-
moniales de las distintas Administracio-
nes públicas, si bien en los últimos
tiempos se constata el establecimiento,
por parte de la legislación autonómica
en la materia, de un régimen ejecutorio
general junto con el sistema sancionato-
rio. Idéntica vía —civil— habrá de se-
guirse para intentar la reparación de
daños causados a bienes de la Adminis-
tración institucional, ya que, y aun sien-
do de dominio público, «no puede lle-
garse al equívoco de considerar el régi-
men de autotutela administrativa
ejecutiva para la reparación de daños
como algo propio o estatutario de los
bienes demaniales, haciendo falta en
todo caso un precepto legal que habili-
tara a la Administración institucional al
ejercicio de estas facultades ejecutorias
de reparación de daños sobre sus pro-
pios bienes» (pág. 351).

VII. Asimismo, no olvida esta obra el
análisis de la problemática derivada de la
comisión de delitos o faltas que lesionen
bienes de la Administración o al personal
a su servicio. La regla general en la mate-
ria, extraída de una amplia casuística ju-
risprudencial, consiste en el reconocimien-
to de una indemnización civil derivada de
aquéllos. Ello no impide que en relación al
tema de la repetición frente al causante del
daño de los gastos que la Administración
tuvo que realizar en favor de su personal a
consecuencia del mismo —bajas, presta-
ciones sanitarias— exista jurisprudencia
contradictoria, reconociéndose con ca-
rácter general por los tribunales penales y

537



BIBLIOGRAFÍA

existiendo, por contra, dudas en las sen-
tencias civiles (11).

VIH. No sólo van a ser los particula-
res quienes, mediante sus acciones,
causen daños a la Administración. Por
contra, no son extraños los supuestos
en los que aquéllos se producen como
consecuencia de actuaciones llevadas a
cabo por sujetos —funcionarios, contra-
tistas de la Administración o, incluso,
otras entidades públicas— que mantie-
nen con el poder público una vincula-
ción más intensa que la común de los
ciudadanos. Pues bien, a estos casos se
refiere el autor en la octava parte de la
obra, permitiendo extraer su estudio
una interesante conclusión: se trata de
un tema de plena actualidad, cuya solu-
ción unívoca se esta todavía constru-
yendo en base a resoluciones jurispru-
denciales.

IX. Es lógico pensar que la compro-
bación primero de la existencia y, se-
gundo, de quiénes sean los responsa-
bles de los daños que darán lugar a una
reparación en favor de la Administra-
ción no será una cuestión sencilla, so-
bre todo si tenemos en cuenta la multi-
plicidad de bienes susceptibles de su-
frirlos y la cantidad ingente de
manifestaciones que los mismos pue-
den tener. Esta realidad, y si bien no ha
de hacernos olvidar que, en último tér-
mino, son los poderes públicos los
competentes para tal cometido en
virtud de sus potestades de policía, ex-
plica las recientes inclinaciones norma-
tivas a la consideración de los particu-
lares como colaboradores de la Ad-
ministración en el ejercicio de las
funciones de vigilancia de sus bienes,
sin que en ningún momento haya de
confundirse tal tarea, puramente auxi-
liar, como se ha dicho, con la privatiza-
ción de misiones públicas.

(11) El criterio común de los tribuna-
les civiles «consiste en denegar con carác-
ter general la indemnización a favor del
Estado, salvo que éste precise realizar
contraprestaciones complementarias»,
siendo éste el daño que habría de resar-
cirse (pág. 363).

X. Finaliza el libro con unas consi-
deraciones en torno a la problemática
que el concepto de daños, por su propia
indeterminación, puede plantear en or-
den a una exigencia fundada de repara-
ción de los mismos. Puesto que, en pala-
bras del autor, «el daño no es un concep-
to o título suficiente para legitimar
actuaciones administrativas» (punitivas
en este caso, se entiende, pág. 386), se
hace obligada la coexistencia, junto con
éste, de una serie de requisitos añadidos
que justifiquen la demanda de la men-
cionada reparación. Ejemplificativos de
la dificultad mencionada son los supues-
tos de reparación de daños de carácter
incorpóreo como los estéticos, los causa-
dos a la seguridad del Estado o los mo-
rales; daños que, pese a esa característi-
ca, presentan una efectividad que obliga
a su objetivación, so pena de imposibili-
tar la actuación de los poderes públicos.

XI. Como podrá intuirse, nos halla-
mos en presencia de una obra vasta, tan-
to en extensión como en contenidos. No
es hoy moneda común la elaboración de
auténticos tratados omnicomprensivos
de una problemática jurídica tan compli-
cada y susceptible de contemplación
desde tantos y tan variados prismas. Por
no mencionar las profundas imbricacio-
nes que en muy diversas ramas del orde-
namiento jurídico, y derivadas del lógico
rechazo que todo jurista ha de manifes-
tar a la consideración del Derecho como
una suma inconexa de compartimentos
estancos y de la natural pluridisciplina-
riedad de la materia, presenta el tema
objeto de estudio. La generosidad inves-
tigadora del Profesor GONZÁI.EZ-VARAS,
avalada por una brillante trayectoria
científica y nunca puesta en duda por
quienes en nuestra fase de formación
académica nos enriquecemos con sus
trabajos, tiene una nueva manifestación
en la obra comentada. Es de ella, por su-
puesto, de donde hay que aprender. Por
ello, sirva este a la fuerza breve y parcial
comentario como testimonio del prove-
cho que su lectura puede reportar. En
mi caso, así ha sido.

Beatriz SETUAIN MENDÍA
Área de Derecho Administrativo
Facultad de Derecho de Zaragoza
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HIÍERGO LORA, Alejandro: Los contratos
sobre los actos y las potestades admi-
nistrativas, Ed. Civitas, Madrid, 1998,
469 págs.

La lectura del libro que aquí comen-
tamos confirma la solidez investigadora
de su autor, ya dada a conocer en otros
trabajos, como sus artículos sobre La
desigualdad en la aplicación de potesta-
des administrativas de gravamen y sobre
La motivación de los actos administrati-
vos y la aportación de nuevos motivos en
el proceso contencioso-administrativo,
cuyo denominador común es una preo-
cupación por ofrecer soluciones jurídi-
cas razonables y ponderadas a proble-
mas acuciantes dentro de nuestro siste-
ma administrativo. La utilidad social de
un trabajo de investigación es un valor
que sólo frivolamente cabe negar, y la
necesidad de un estudio sistemático
que ofreciese una visión institucional y
de conjunto de los contratos que la Ad-
ministración realiza con los particula-
res sobre el ejercicio de sus potestades
es innegable tanto por la ausencia de
una regulación mínimamente detallada
de los mismos como, sobre todo, por-
que la propia validez jurídica de los
mismos, en ausencia de una regulación
normativa que la afirme, ha sido cues-
tionada.

Si el objeto de estudio es sumamente
atrayente, los medios que Alejandro
HUERGO pone a disposición del mismo
(y no al contrario, como no es infre-
cuente encontrar) no parecen conocer
límite; hay, en efecto, un tratamiento no
sólo extenso sino intenso de la biblio-
grafía, con amplia mención tanto de la
nacional como de ¡a propia de nuestro
entorno jurídico. Por otra parte, los au-
tores se citan en su contexto adecuado,
lo que es básico si se tiene en cuenta
que se manejan numerosos clásicos, y se
exponen con profundidad sus opiniones,
evitando equívocos y citas superficiales
que sólo caricaturizan los argumentos
con los que se disiente.

La estructura del libro mantiene la
tensión argumental a lo largo de los
ocho capítulos. Comienza HUERGO SU
exposición con una clasificación de la
actividad contractual de la Administra-
ción que le permite delimitar su objeto

de estudio, los contratos que la Admi-
nistración realiza sobre actos y potesta-
des públicas, y destacar esa fauna tan
rica como poco regulada constituida por
la multitud de acuerdos que se cierran
en el ámbito del Derecho Público. Den-
tro de esta clasificación cabe señalar la
preocupación mostrada por el autor por
destacar el grado de vinculatoriedad ju-
rídica de las distintas figuras examina-
das en una clasificación original que
evita, en consonancia con la realidad,
reconducir los acuerdos sobre los actos
administrativos a una única figura rígi-
da que limitase las posibilidades de de-
sarrollo de la facultad administrativa de
realizar acuerdos (por ejemplo, el autor
distingue por su grado de vinculación
jurídica aquellos acuerdos que simple-
mente suponen el compromiso del parti-
cular de otorgar una determinada pres-
tación si la Administración dicta un
acto, en los que la Administración no
queda obligada a dictar el acto, de aque-
llos otros contratos en los que el dictado
del acto y la prestación del particular
son dos obligaciones recíprocas y exigi-
bles de las partes).

Tras haber perfilado su objeto de es-
tudio, HUERGO pasa a analizar las cau-
sas y funciones que justifican la cele-
bración de contratos sobre las potesta-
des públicas. Para entender la
problemática que la admisión de los
convenios supone se ha de tener en
cuenta que la posibilidad de llegar a
acuerdos con los particulares sobre las
potestades públicas parece oponerse a
los principios del Estado de Derecho, en
cuanto éste requiere la aplicación igua-
litaria del Derecho a todos los ciudada-
nos, pero, a pesar de esta constatación,
la celebración de acuerdos entre las Ad-
ministraciones públicas y los particula-
res es una constante indiscutible, que,
además, ha devenido necesaria en algu-
nos campos de actuación administrativa
en los que se hace necesario aclarar una
situación normativa confusa en colabo-
ración con los particulares afectados, o
bien se busca ofrecer certeza a aquellos
particulares que pretenden emprender
una actividad sometida a diversos pro-
cedimientos de autorización aseguran-
do de antemano la viabilidad de la in-
versión propuesta.
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Tras centrar la problemática de los
contratos sobre actos y potestades públi-
cas en su validez, Alejandro HUERGO ana-
liza las distintas soluciones doctrinales
que se han ofrecido destacando lo inade-
cuado del recurso, a la hora de abordar
este tema, a los argumentos de la polé-
mica que enfrentó a finales del siglo xix
y principios del presente, entre otros, a
MAYER, de una parte, con KELSEX O LA-
BAND, de otra, ya que esta contienda doc-
trinal no tenía por objeto dilucidar la va-
lidez de la figura del contrato de Dere-
cho público, sino buscar la calificación
adecuada para determinadas institucio-
nes cuya validez jurídica no estaba en
cuestión (así se discutía la naturaleza ju-
rídica de la adquisición de la condición
de funcionario). Descartada, pues, esta
vía se inicia el análisis de los distintos
argumentos sobre los que se ha funda-
mentado la vinculatoriedad de los con-
tratos sobro actos y potestades públicas
para la Administración con el examen de
la argumentación que busca dicha vin-
culatoriedad en la interdicción de la ar-
bitrariedad y el control de la discrecio-
nalidad, sin que el autor considere este
camino como satisfactorio, pues es cier-
to que al apartarse de lo establecido en
el acuerdo la Administración debe, por
imposición del principio de interdicción
de la arbitrariedad, justificar en razones
de interés público la desviación entre lo
previamente acordado y su decisión fi-
nal, pero esta conclusión no sitúa al par-
ticular que negoció con la Administra-
ción en mejor situación que quien sim-
plemente presentó alegaciones.

Una segunda tesis para otorgar una
vinculatoriedad jurídica a los contratos
sobre potestades administrativas predi-
ca la existencia de una responsabilidad
extracontractual de la Administración
basada en su culpa in contrabando al ce-
lebrar un acuerdo inválido perjudicando
al particular que confió en la validez del
mismo. Pero este camino tampoco es sa-
tisfactorio, ya que la vinculatoriedad del
contrato se basaría en su carácter pato-
lógico y no en su eficacia intrínseca y,
además, la indemnización, que sólo se
extendería al interés negativo, no podría
compensar el valor que para el particu-
lar supone la ejecución del contrato (in-
terés positivo).

Tras rechazar estas posibilidades por
su insuficiencia, HUERGO afronta direc-
tamente la posibilidad de una eficacia
contractual para los acuerdos entre los
particulares y la Administración sobre
actos y potestades administrativas, y lo
hace estudiando las objeciones que con-
tra la misma se han señalado y denun-
ciando su maximalismo y su uso indebi-
do de la dogmática jurídica. En efecto,
no puede rechazarse la posibilidad de
contratar sobre las potestades adminis-
trativas con el argumento de una su-
puesta violación del carácter indisponi-
ble de las mismas, ya que el contrato no
afectaría sino a su ejercicio sin implicar
su renuncia o cesión, con lo que el au-
tor maneja fielmente la doctrina de
SANTI ROMANO, que ya había diferencia-
do entre la disponibilidad de la potestad
en sí y la de su mero ejercicio (un ejem-
plo más de lo necesario que es el estu-
dio de los clásicos y el uso de los con-
ceptos conforme a su significado genui-
no).

También rechaza el autor la argumen-
tación que niega la validez del contrato
sobre los actos administrativos basándo-
se en la posibilidad de que la Administra-
ción evite o convierta en una farsa el pro-
cedimiento previo que debe, según nues-
tra legislación, seguir para dictar un acto
administrativo y que sirve de garantía
para los terceros y para la recta determi-
nación del interés público en el caso con-
creto, ya que un reproche de esta natura-
leza peca de maximalista, pues si bien es
cierto que la necesidad de seguir un pro-
cedimiento evita la posibilidad de que la
Administración celebre contratos sustitu-
tivos de los actos administrativos, no evi-
ta que acuerde con los particulares el
contenido de un determinado acto futuro
siempre que dicho convenio se entienda
condicionado a que el procedimiento que
ha de llevar al dictado del acto no se de-
muestre que los intereses públicos exigen
otro contenido para el mismo (caso en el
que la Administración podría apartarse
del contrato sin que se pueda derivar de
este hecho indemnización alguna para el
particular).

En cuanto al contenido que estos con-
tratos podrían tener, HUERCO entiende
que sólo caben dos supuestos en los que
dicho contenido puede diferir del pro-
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pió del acto administrativo en ausencia
de convenio, en caso de que se admita
por las partes el desplazamiento de nor-
mas dispositivas o en caso de que se im-
pongan obligaciones al particular que
no se hubiesen podido imponer sin el
consentimiento del mismo (ha de seña-
larse que en este caso la prestación del
particular contribuye a que el acto dis-
crecional dictado como consecuencia
del contrato se ajuste mejor a los intere-
ses públicos).

El régimen jurídico al que se han de
someter dichos acuerdos es el propio de
los contratos administrativos en cuanto
se pueda adaptar a las especiales carac-
terísticas de los convenios sobre potes-
tades públicas. No cabe otra conclusión,
pues sería un despropósito jurídico que
se sometiese estos contratos a una juris-
dicción distinta a la que ha de enjuiciar
las contiendas sobre los actos que cons-
tituyen su objeto y no caben los contra-
tos mixtos (de naturaleza privada y ad-
ministrativa a la vez). Si bien, en opi-
nión de Alejandro HUERGO, cabe la
revisión tácita del acuerdo por parte de
la Administración apartándose de su
contenido al dictar el acto sin necesidad
de declarar expresamente la nulidad del
mismo, pues esta solución es conforme
con el régimen propio de la nulidad y
sería absurdo que un Tribunal convenci-
do de la invalidez radical de un acuerdo
anulase un acto administrativo por no
haberlo respetado.

Finalmente, el autor nos ofrece un
análisis de la situación creada por el ar-
tículo 88 LPC, que se refiere, por prime-
ra vez en una norma reguladora de
nuestro procedimiento administrativo, a
los contratos y acuerdos que la Adminis-
tración realiza con los particulares con
el objeto de consensuar la terminación
de un procedimiento. De esta norma
destaca HUERGO SU alcance limitado
(pues no contempla otros convenios dis-
tintos de los destinados a dar término a
un procedimiento administrativo) y la
renuncia del legislador a regular expre-
samente estos acuerdos, limitándose a
hacer una remisión a las normas de de-
sarrollo de la LPC; no obstante, esta re-
gulación no puede interpretarse como
una prohibición de la celebración de
acuerdos sin habilitación normativa

previa, ya que la LPC no pretende some-
ter la contratación de la Administración
pública sobre sus potestades a condicio-
nes más rigurosas, habiéndose descarta-
do en el debate parlamentario las en-
miendas que se orientaban en este senti-
do. En el seno de este estudio sobre los
acuerdos de terminación convencional
del procedimiento aborda el autor la
problemática de los convenios de adhe-
sión a un acto administrativo en los que
el particular se compromete a no im-
pugnar un acto administrativo si se le
otorga un determinado contenido, cuya
admisión defiende HUERGO en una argu-
mentación basada en la posibilidad de
que el particular renuncie libremente a
su facultad de recurrir, en un caso con-
creto, subordinando su renuncia a que
se dicte un acto con determinado conte-
nido. Sin embargo, dicha adhesión a
una resolución administrativa tendría
sus límites dentro del Derecho sancio-
nador, ya que la renuncia al recurso,
que la aceptación de una sanción de
cuantía rebajada supone, puede ser con-
traria al principio de proporcionalidad,
que hace depender la sanción de la le-
sión producida a un determinado bien
jurídico y no de la aquiescencia de la
persona sancionada.

Con esta síntesis inevitablemente par-
cial del contenido de la obra puede ha-
cerse el lector una primera idea de los
valores que el libro de Alejandro HLER-
GO representa. Obra que, sin duda, se
convertirá en la referencia imprescindi-
ble para todo jurista que pretenda acer-
carse a esta materia y que ofrece un
conjunto de soluciones dotadas de un
fundamento jurídico serio que dotan a
la figura del contrato sobre actos y po-
testades públicas de un perfil institucio-
nal definido.

En definitiva, estamos ante una obra
que con toda probabilidad se convertirá
en un clásico y que presenta a su autor,
como GARCÍA DE ENTERRÍA señala en su
prólogo, como un jurista de cuerpo ente-
ro, profundo y creador, que está destina-
do a destacar entre los miembros de la
joven generación de administrativistas.

Javier GARCÍA LUENGO

Seminario de Derecho Administrativo
de la universidad de Oviedo
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MARTÍN MATEO, Ramón: Tratado de Derecho
Ambiental, vol. III: Recursos naturales,
Ed. Trivium, Madrid, 1997, 586 págs.

1) Abundantes títulos y realizacio-
nes avalan la relevancia intelectual del
autor y su obra. Catedrático de Derecho
Administrativo, Rector de Jas Universida-
des del País Vasco y Alicante, Premio Na-
cional de Medio Ambiente, Consejero de
Estado, Presidente de la Asociación de
Derecho Ambiental Español, etc. Sus pu-
blicaciones tienen un gran significado in-
novador, identificable en las materias ob-
jeto de estudio, en la metodología aplica-
da y en las conclusiones sostenidas.

Urbanismo, patrimonio cultural y am-
biente han constituido objetos de estudio
preferente para el autor. En todos ellos
sus tratamientos, enfoques, críticas y va-
loraciones constituyen elementos impres-
cindibles para la comprensión de las co-
rrespondientes políticas públicas. En este
sentido, conviene considerar que el autor
no aplica únicamente métodos jurídicos.
Los datos históricos, sociológicos y técni-
cos constituyen armazón fundamental de
sus discursos, siempre muy ligados a la
necesidad de dar respuestas justas a los
problemas sociales. El Derecho que el
autor propugna responde a la idea de un
orden jurídico sujeto a valores funda-
mentales, que derivan de la comprensión
y análisis de los datos reales. En efecto,
los desarrollos que lleva a cabo no pare-
cen posibles sin ideas firmes sobre los
peligros para la salud de las personas y
sobre las negativas implicaciones econó-
micas que derivan de la contaminación
y, en general, del deterioro del ambiente.

En el contexto, pues, de una larga y
significativa trayectoria intelectual ha
de situarse el tercer volumen del Trata-
do de Derecho Ambiental, que viene a
culminar una magna empresa iniciada
por el autor hace más de veinte años.
En 1977 publicó el Derecho Ambiental,
obra pionera en la doctrina española, de
enorme trascendencia en su contexto
histórico. De la mano de aquel libro pu-
dimos adentrarnos en el conocimienlo
de cuestiones muy distintas de las preo-
cupaciones jurídicas y políticas enton-
ces dominantes (véase mi recensión en
el núm. 86 de esta REVISTA). ES una
suerte que el autor haya persistido en

sus investigaciones y análisis, hasta for-
mar un completo tratamiento del siste-
ma de protección del medio ambiente.

2) En realidad, muchos creímos que
el Tratado había quedado concluido hace
ya unos años, dado que los dos primeros
volúmenes se publicaron muy seguidos,
en 1991 y 1992, sin ninguna indicación
sobre el tercero. Como, por añadidura,
el autor venía sosteniendo un conocido
concepto estricto del ambiente, a cuyo
análisis sobradamente atendían aquellos
dos tomos, cabía pensar que se trataba
de un sistema doctrinal ya cerrado, sin
perjuicio de nuevas ediciones. No ha
sido, afortunadamente, así.

Faltaba el tratamiento de lo que algu-
nos denominan la «línea verde» del Dere-
cho Ambiental, las viejas técnicas decan-
tadas en la Administración forestal, objeto
de moderna transformación en su alcance
y significado. El autor limitaba el Derecho
Ambiental al estudio de las contaminacio-
nes, a lo que se llama Ja «linca azul», de
origen higienista. Ahora, muy razonable-
mente, matiza su criterio, para compren-
der el régimen de protección de los seres
vivos (fauna y ñora) y de sus hábitats.

Cuando tan acostumbrados estamos a
aplicar reiteradamente los mismos cali-
ficativos a las posiciones doctrinales, in-
variables en el tiempo, el cambio de cri-
terio merece ser destacado. El autor lle-
va a cabo un proceso de reflexión «sobre
la interacción entre lo animado y lo
inerte», que le lleva al «progreso hacia
una concepción más amplia del ambien-
te», en la que tienen cabida «las plantas
y los demás seres vivos», en interacción
con los restantes elementos naturales,
formando, todos juntos, el ambiente
como objeto de Derecho (pág. 13).

Obsérvese que no es un cambio de
opinión a la ligera. La experiencia acu-
mulada a lo largo de más de dos décadas
de trabajo y reflexión intelectuales sobre
el ambiente permiten al autor matizar su
concepto inicial. En tal sentido, cuando
tan frecuentes resultan las concepciones
que configuran el ambiente como un ob-
jeto amplísimo, conviene tener muy pre-
sentes los criterios de ponderación y
progreso que hace valer el autor.

3) En todo caso, la publicación del
tercer tomo del Tratado resulta muy
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oportuna y viene a cubrir un hueco im-
portante de nuestra doctrina, que care-
cía de un tratamiento completo del régi-
men jurídico de protección de la natura-
leza. Disponíamos, sí, de buenas
aproximaciones parciales a los regíme-
nes de conservación de los espacios na-
turales, de protección de la fauna, de tu-
tela de los montes, de valoración del
paisaje, pero faltaba la vertebración uni-
taria de los correspondientes instrumen-
tos, formando un sis tema jur íd ico ,
como el que construye el autor.

Ciertamente, la construcción de ese sis-
tema no ha sido posible hasta época re-
ciente, por falta de materiales adecuados.
Las normas jurídicas no valoraban ade-
cuadamente los recursos y espacios natu-
rales. El jurista se encontraba ante técni-
cas elitistas, como los parques naciona-
les, de muy escaso significado para la
defensa global del medio natural. Otras
veces, el establecimiento de la finalidad
conservacionista de las instituciones re-
quería grandes y voluntaristas esfuerzos
interpretativos, que llegaron incluso a
propiciar el menosprecio de cierto dan-
dismo doctrinal, poco atento a las necesi-
dades sociales. Era, en verdad, difícil
construir un subsistema de protección de
la fauna, a partir exclusivamente de la le-
gislación de caza y pesca, aunque la em-
presa no dejaba de tener sus alicientes en
el plano de la reflexión y en el panorama
de los posibles efectos prácticos.

La legislación relativa a los recursos
naturales ha experimentado enormes
cambios en la orientación de sus objeti-
vos. De manera que, en la actualidad, la
antes anecdótica legislación de espacios
naturales protegidos constituye trama
básica de la ordenación efectiva del terri-
torio y la protección de la fauna y de la
flora se ha afianzado como hilo conduc-
tor de las actividades cinegéticas, piscí-
colas y forestales. Sin duda, en la pers-
pectiva patria la recepción constitucional
del compromiso ambiental ha ejercido
una benéfica influencia en todo el orde-
namiento jurídico, contribuyendo a cam-
biar el significado de las instituciones
con una energía que, probablemente, de-
pende más de la voluntad de los creado-
res y aplicadores del Derecho que de los
estrictos efectos jurídicos que cabría de-
ducir del artículo 45 de la Constitución.

La culminación del Tratado, con el
análisis del régimen de los recursos na-
turales, resulta, en definitiva, oportunísi-
ma y hay que saludarla con gozo. El
nuevo tomo comprende el estudio de los
mecanismos de tutela global de la biodi-
versidad, la protección de especies ame-
nazadas, los regímenes de pesca maríti-
ma y de caza y pesca fluvial, los espacios
naturales protegidos, la tutela de los
montes y la protección del paisaje natu-
ral. Las exposiciones tienen siempre en
cuenta la problemática a la que atienden
las instituciones, las necesidades de tute-
la y los intereses contrapuestos, tanto
entre bloques de Estados como entre
grupos económicos y sociales. En fun-
ción de las necesidades advertidas, el au-
tor analiza los instrumentos jurídicos
que proporcionan los diversos niveles te-
rritoriales (internacional, europeo, esta-
tal, autonómico y local) y valora la apti-
tud de tales instrumentos para cumplir
los objetivos de tutela ambiental. El re-
sultado lleva el sello inconfundible del
autor, constructor de sistemas de alto
significado ético.

4) Habrá quien considere que el mé-
todo seguido por el autor no es estricta-
mente jurídico. Desde luego, si el método
jurídico se identificara con una estricta
labor hermenéutica y sistematizadora de
las normas jurídicas, el autor merecería
el calificativo de jurista heterodoxo. Aho-
ra bien, si se admite que el método jurídi-
co no puede dejar de tener en cuenta los
intereses subyacentes, nadie puede negar
al autor la credencial de jurista.

Sucede que, con alguna frecuencia, los
juristas autoconsiderados puros tienden a
desarrollar su labor como si fueran pro-
vistos de anteojeras que les impidieran
toda visión periférica. Ciertamente, la re-
serva de ley, el procedimiento administra-
tivo o la garantía judicial constituyen pie-
zas esenciales en la construcción jurídica;
piezas que pueden conformarse como
mecanismos destructores de enteros regí-
menes jurídicos o de singulares aplicacio-
nes del Derecho. Es muy importante que
el reglamento adoptado sin el dictamen
preceptivo del órgano consultivo sea anu-
lado o que la falta de audiencia del intere-
sado determine la anulación de todas las
actuaciones administrativas de aplicación
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del ordenamiento jurídico en un caso
concreto. El jurista sabe de esto, siendo
importante mantener y auspiciar los estu-
dios de alcance estrictamente formal.
Conviene incluso dejar dicho que el análi-
sis exhaustivo de la observancia de la le-
galidad no puede nunca considerarse
como un ataque a los intereses públicos.
Pero también debe estar claro que el De-
recho y la labor del jurista no pueden re-
ducirse a interpretar la norma. Es preciso
también construir sistemas que atiendan
a los problemas sociales.

El autor se caracteriza justamente por
aunar conocimientos técnicos y jurídi-
cos, intentando así propiciar el adecua-
do conocimiento de las correspondien-
tes políticas públicas. Método éste que
parece más interesante y fructífero que
los estudios de corte exclusivamente téc-
nico o sociológico que modernamente
pretenden sustituir a los tratamientos
jurídicos, de cara a la comprensión de
las políticas públicas. La crítica al exce-
sivo formalismo de los estudios jurídi-
cos, por considerarlos ajenos a la reali-
dad implicada, no debiera, sin embargo,
llevar al desconocimiento de los datos
jurídicos, que también forman parte de
la realidad a tener en cuenta en el dise-
ño de las políticas públicas.

En esa pugna por la respectiva pureza
del método, entre ciertos grupos de ju-
ristas y de politólogos, el mestizaje me-
todológico del autor debiera ser valora-
do como una auténtica bocanada de aire
fresco. Una ráfaga renovadora que pro-
cede de la solidez intelectual de un
maestro del Derecho Público español.

Fernando LÓPEZ RAMÓN

REBOLLO PUIG, M., e IZQUIERDO CARRAS-
CO, M.: Manual cíe la inspección de
consumo (con especial referencia a la
inspección local), Ministerio de Sani-
dad y Consumo-Instituto Nacional del
Consumo, 1998, 255 págs.

I

Una aproximación al estudio del fenó-
meno de la protección de los consumi-

dores requiere tomar como punto de
partida dos preceptos fundamentales:
por un lado, la Constitución española
(CE), concretamente su artículo 51, en
el que se impone un mandato a los po-
deres públicos para que garanticen la
defensa de los consumidores y usuarios,
y, por otro, el artículo 129 A del Tratado
de la Comunidad Europea (TCE) (1),
que consagra, por primera vez, una polí-
tica comunitaria de protección de los
consumidores y en el que se establece la
obligación de la Comunidad de contri-
buir a que se alcance un alio nivel de
protección de los mismos. Como se pue-
de apreciar, si nos detenemos a exami-
nar ambas disposiciones, se opta por
una clara intervención de los poderes
públicos en la protección de este colecti-
vo, que deberán desarrollar y establecer
toda una serie de medidas encaminadas
a proteger los intereses de los consumi-
dores. Esto no quiere decir que toda la
protección del consumidor esté enco-
mendada a las Administraciones Públi-
cas, ni mucho menos. Existen numero-
sas leyes que no disponen intervencio-
nes administrativas, sino sólo técnicas y
medios de Derecho privado. Un claro
ejemplo de este tipo de normas lo cons-
tituye la reciente Ley 42/1998, de 15 de
diciembre, sobre derechos de aprove-
chamiento por turno de bienes inmue-
bles de uso turístico y normas tributa-
rias (más conocido con el término im-
propio de «multipropiedad») (2), en la
que se regulan las relaciones entre parti-
culares, se establecen derechos y obliga-
ciones de los unos para con los otros en
sus relaciones recíprocas y, en caso de
incumplimiento, se acudirá a los jueces

(1) El artículo 129 A TCE será susti-
tuido, cuando entre en vigor el Tratado
de Amsterdam, por el artículo 153 TCE,
que introduce algunos cambios significa-
tivos en la política comunitaria de protec-
ción de los consumidores, tendentes a re-
forzar e incrementar las actividades de
las Instituciones de la Comunidad en los
aspectos relacionados con la protección
del consumidor.

(2) Esta Ley, como establece su Expo-
sición de Motivos, es de ámbito estricta-
mente civil, y no impone sanciones admi-
nistrativas para el caso de incumplimien-
to de sus normas.
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civiles para que hagan efectivos aquellos
derechos y obligaciones.

Sin embargo, aunque existe un abun-
dante corpus iuris de Derecho privado
que persigue la protección de los intere-
ses de los consumidores, resulta necesa-
rio, para conseguir un adecuado cum-
plimiento de lo dispuesto en los artícu-
los 51 CE y 129 A TCE, la actuación de
los poderes públicos para garantizarles
una adecuada protección. Ello se justifi-
ca por la posición más débil que ocupan
los consumidores en el mercado frente a
los productores, especialmente en un
mercado en el que los bienes y servicios
que se ofrecen son cada vez más com-
plejos y, por lo tanto, se requiere una
mayor intervención de los poderes pú-
blicos con la finalidad de intentar equi-
librar la balanza en favor de los consu-
midores. Esto explica, para los autores,
que «gran parte de la defensa del consu-
midor y usuario está "administrativiza-
da" y que la mayoría de los instrumen-
tos de protección supongan relaciones
jurídicas en las que una de las partes es
alguna de las Administraciones Públi-
cas» (pág. 16).

Diversas son las modalidades de inter-
vención administrativa que pueden esta-
blecerse en orden a proteger los intere-
ses de los consumidores. Desde técnicas
de fomento, que tienen lugar «cuando la
Administración actúa por medios sim-
plemente persuasivos sobre los particu-
lares para que éstos, aunque movidos
por sus intereses privados, realicen las
conductas que se consideren más ade-
cuadas al interés público o general» (el
artículo 51 CE dispone que los poderes
públicos «fomentarán sus organizacio-
nes...»), pasando por las propias de ser-
vicio público, «cuando la Administra-
ción asume directamente la realización
del fin de interés público que persigue,
realizando prestaciones a los adminis-
trados» (por ejemplo, mediante la crea-
ción de las Oficinas Municipales de In-
formación del Consumidor —OMIC—),
hasta las intervenciones propias de la
actividad de limitación, «por la que la
Administración impone restricciones,
deberes o de cualquier otra forma orde-
na coactivamente las actuaciones y con-
ductas privadas con el fin de garantizar
algún interés público» (pág. 16). Todas

estas variantes se encuentran presentes
en la protección de los consumidores,
aunque será sobre la última de las ex-
puestas sobre la que verse el estudio lle-
vado a cabo por lor profesores REBOLLO
PUIG e IZQUIERDO CARRASCO.

II

Antes de entrar a analizar los temas
clave que, a nuestro juicio, se abordan
en este Manual conviene realizar una
advertencia previa al futuro lector. A pe-
sar de llevar como título Manual de la
inspección de consumo, el presente libro
no se limita de manera exclusiva al exa-
men de la actividad inspectora, sino que
constituye todo un compendio de la ac-
tividad administrativa de limitación que
desarrollan las Administraciones Públi-
cas en orden a proteger los diversos in-
tereses de los consumidores, lo que am-
plía, sin duda alguna, el ámbito de estu-
dio llevado a cabo por los autores, que
de este modo contribuyen a ofrecer a los
interesados en el denominado «Derecho
de Consumo» (3) un valioso instrumen-
to de consulta.

En lo que se refiere a la estructura de
la presente monografía, ésta se encuen-
tra dividida en cuatro capítulos: «La ac-
tividad administrativa en defensa de los
consumidores» (Capítulo I), «Los me-
dios de la actividad administrativa de li-
mitación para la protección de los con-
sumidores» (Capítulo II), «Las infrac-
ciones y sanciones administrativas y
penales» (Capítulo III) y «La inspección
de consumo» (Capítulo IV); a través de
los cuales los autores describen las di-
versas modalidades y variantes que se
desprenden de la actividad administrati-
va de limitación llevada a cabo por las
Administraciones Públicas en aras de
garantizar la defensa de los consumi-
dores.

(3) Sobre el alcance del concepto
«Derecho de Consumo» resulta del mayor
interés la lectura de la monografía escrita
por el profesor Th. BOURGOIGNIE, Elemen-
tos para una teoría del Derecho de Consu-
mo, Departamento de Comercio, Consu-
mo v Turismo del Gobierno Vasco, Vito-
ria, 1994. 384 págs.
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El primer capítulo, que sirve de intro-
ducción para aproximarnos a los carac-
teres básicos de la actividad administra-
tiva de limitación, persigue fundamen-
talmente una doble finalidad: en primer
lugar, establecer cuáles son los intereses
generales protegidos y, en segundo lu-
gar, tratar de delimitar el ámbito subje-
tivo y objetivo sobre el que recae este
tipo de intervención administrativa.

Como acertadamente exponen los au-
tores, «la actividad administrativa de li-
mitación que aquí nos interesa es sólo la
que protege los intereses generales que
se agrupan bajo el genérico título de la
defensa de los consumidores y usua-
rios» (pág. 17). No obstante, este genéri-
co interés público debe delimitarse te-
niendo en cuenta lo dispuesto por el ar-
tículo 51 CE y por el artículo 2 de la Ley
General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios, de 19 de julio de
1984 (LGDCU), en donde se enumeran
los derechos de los consumidores. Re-
sulta evidente que no todos los intereses
generales de la protección de los consu-
midores enunciados por el texto consti-
tucional ni todos los derechos básicos
de éstos tienen su realización material a
través de la actividad de limitación. Así,
por ejemplo, el derecho de representa-
ción de los consumidores, consagrado
en el artículo 2A.e) LGDCU, no va a ha-
cerse efectivo a través de una actividad
de limitación de las Administraciones
Públicas, sino que será preciso otro tipo
de actuación como, por ejemplo, el fo-
mento mediante subvenciones de las
asociaciones de consumidores. Sólo van
a ser relevantes para la actividad de li-
mitación los siguientes intereses de los
consumidores:

— la protección contra los riesgos
para la salud o la seguridad de los
consumidores y usuarios;

— la protección de los legítimos inte-
reses económicos y sociales de los
consumidores y usuarios;

— la protección del derecho a la in-
formación de los consumidores y
usuarios para que tengan un cono-
cimiento adecuado sobre las carac-
terísitcas esenciales de los bienes y
servicios que se les ofrecen y sobre
su uso, consumo y disfrute.

Por lo que respecta al ámbito de ac-
tuación de las Administraciones Públi-
cas, es decir, sobre quién y sobre qué re-
cae la actividad administrativa de limi-
tación en defensa de los consumidores,
interesa precisar algunos aspectos.

Los autores afrontan el estudio del
ámbito subjetivo desde una doble pers-
pectiva: por un lado, examinan qué se
entiende a estos efectos por consumidor
y usuario y, por otro, frente a quién se
realiza la protección de los consumido-
res y usuarios. Sin entrar a analizar esta
problemática, pues excedería de la fina-
lidad perseguida por esta recensión, que
es la de comentar los puntos relevantes
de esta monografía, sí que resulta nece-
sario realizar dos precisiones. En pri-
mer lugar, que el concepto de consumi-
dor y usuario no siempre ostenta una
importancia vital para las actuaciones
administrativas de limitación (especial-
mente, desde la configuración del con-
sumidor como destinatario final que
nos ofrece el artículo 1.2 LGDCU). En
este sentido, los autores ilustran esta
puntualización con el ejemplo que ofre-
ce el RD 1457/1986, de 10 de enero, so-
bre talleres de reparación de automóvi-
les, en el que sus normas protegen a to-
dos los clientes de estos talleres, aunque
sean empresarios que reparan sus vehí-
culos industriales (pág. 26). Y, en segun-
do lugar, la importancia que esta co-
brando, en las diversas Leyes autonómi-
cas de defensa de los consumidores, la
protección administrativa de ciertos
grupos de consumidores a los que se
considera especialmente desvalidos o en
situación de mayor riesgo. Así lo con-
templa, por ejemplo, el artículo 4 de la
Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección
de los Consumidores de la Comunidad
de Madrid, entre los que enumera: la in-
fancia, la adolescencia, los enfermos, las
personas mayores, los inmigrantes, etc.

Por otra parte, el ámbito material so-
bre el que recae la actividad administra-
tiva de limitación en defensa de los con-
sumidores puede afectar a todo tipo de
productos, bienes y servicios, ya que,
como indican los autores, «los intereses
públicos y los derechos de los consumi-
dores se tratan de garantizar con res-
pecto a todos ellos» (pág. 23). Debido a
la amplitud de este ámbito de actua-
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ción, pueden surgir problemas en torno
a la inspección de consumo, pues puede
darse el caso de que ésta invada las
competencias de otros servicios especí-
ficos de inspección (turismo, sanidad,
competencia, etc.). Ello implicará la ar-
ticulación de instrumentos de coordina-
ción y colaboración entre las distintas
inspecciones, para evitar el entrecruza-
miento de funciones y, por consiguien-
te, la pérdida de eficacia en la actuación
administrativa.

Para llevar a cabo la actividad admi-
nistrativa de limitación, las diversas Ad-
ministraciones Públicas competentes
sobre esta materia se sirven de una serie
de medios específicos que están dirigi-
dos hacia un mismo centro de atención:
la defensa de los consumidores, y que
son estudiados en detalle en los Capítu-
los II, III y IV. Eslos medios consisten,
en opinión de los profesores REBOLLO
PUIG e IZQUERDO CARRASCO, primero, en
determinar imperativamente lo que está
permitido o prohibido (que se articula a
través de las leyes y los reglamentos y,
en cierta medida, por medio de los lla-
mados controles preventivos) y, poste-
riormente, en reaccionar frente a even-
tuales incumplimientos (normalmente
ejercitando la potestad sancionadora).

Entre ambas fases es donde se va a
desarrollar la actividad administrativa
de inspección, que constituye el núcleo
esencial de la presente monografía que,
por tanto, pasamos a analizar.

III

La inspección de consumo es definida
por los autores como «la acción de la
Administración en la que examina y re-
conoce mediante la observación directa
de su personal ciertas actividades de los
administrados para comprobar el cum-
plimiento de los deberes, prohibiciones
o limitaciones a que están sometidos»
(pág. 137). Tres son las observaciones
que pueden hacerse de esta definición.

La primera nota que debe ponerse de
relieve es que la actividad inspectora es
una acción, concepto más reducido que
el de control, que suele ser el empleado
en ocasiones por las Administraciones
Públicas cuando se refieren a este tipo

de actividad. Sin embargo, no todo con-
trol y vigilancia supone función de ins-
pección, sino que ésta es sólo uno de los
medios, caracterizado por la forma en
que opera, que es siempre mediante la
observación directa por agentes admi-
nistrativos de la realidad controlada (4).
Otros medios de control quedarían fue-
ra del ámbito de la inspección, como
podrían ser las denuncias de particula-
res.

No obstante, la inspección de consu-
mo, además de su significado marcada-
mente funcional, puede ser entendida
en sentido orgánico, es decir, se deno-
mina también Inspección de Consumo
«a los órganos o unidades de la Admi-
nistración encargados de esa actividad»
(pág. 137). Esta doble acepción es reco-
gida, por ejemplo, en la Ley 8/1997, de
30 de octubre, del Estatuto del Consu-
midor y Usuario de la Comunidad Au-
tónoma de Aragón, cuyo artículo 53.1
establece que «corresponden al Departa-
mento que tenga asignadas las compe-
tencias en materia de defensa de los
consumidores y usuarios (concepción
orgánica) las funciones de información,
asesoramiento y comprobación del cum-
plimiento de la legislación vigente en
materia de consumo (concepción fun-
cional)...». Esta distinción resulta nece-
saria, porque puede ocurrir que a la Ins-
pección de Consumo se le atribuyan,
además de la actividad inspectora, otras
más o menos relacionadas con aquélla
(por ejemplo, los inspectores de consu-
mo podrán llevar a cabo la adopción de
medidas provisionales en situaciones de
urgencia, artículo 36.5 Ley de Protec-
ción de los Consumidores de la Comuni-
dad de Madrid).

Pero, junto a esta concepción dual de
la inspección de consumo, conviene no
olvidar uno de los aspectos fundamenta-
les de la misma, que es el que se refiere

(4) En este sentido lo expresa M. RE.
BOLLO Püic, «La organización de la ins-
pección de consumo», en La inspección de
consumo en el contexto de la actuación
administrativa, Ponencias del Curso de
Inspectores 1990 (San Sebastian), Depar-
tamento de Comercio. Consumo y Turis-
mo del Gobierno Vasco. Vitoria, 1992,
págs. 22 y ss.
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al elemento personal, que va a permitir
dotar de contenido real a este tipo de
actividad administrativa. La figura del
inspector de consumo viene revestida de
su carácter de autoridad, que le viene
otorgada por la diversa normativa de
protección de los consumidores. Por
ejemplo, en el artículo 10.1 de la Ley
3/1995, de 9 de marzo, que aprueba el
Estatuto del Consumidor de Castilla-La
Mancha, se establece que «el personal
de la inspección de consumo (...) tendrá
la consideración de autoridad a todos
los efectos...», o en el artículo 35.1 de la
Ley de Protección de los Consumidores
de la Comunidad de Madrid, que dispo-
ne en el mismo sentido que «el personal
de la inspección de consumo y de salud,
cuando actúe en el ejercicio de su fun-
ción inspectora, tendrá la consideración
de autoridad a todos los efectos...».
A pesar de la calificación de autoridad
que llevan a cabo las diversas leyes de
consumidores, ello no impide que los
inspectores de consumo puedan recla-
mar el apoyo, concurso, auxilio y pro-
tección de los agentes de la autoridad
(que con carácter general será la Policía
Municipal, debido al ámbito territorial
donde normalmente se desempeña la
actividad inspectora, que son los Muni-
cipios) para el desarrollo de sus actua-
ciones inspectoras.

Igualmente hay que destacar que los
inspectores de consumo en el ejercicio
de las potestades de investigación, que
implican una serie de deberes y sujecio-
nes para los ciudadanos, deben respetar
una serie de principios como son los de
legalidad, congruencia, proporcionali-
dad y favor ¡ibertalis.

IV

Por último, los autores concluyen el
Manual con una serie de apéndices en
donde se nos muestran una serie de sec-
tores (hojas de reclamaciones, venta
ambulante, alimentos, etiquetado, el
marcado de seguridad de los productos,
precios de los productos y servicios
ofrecidos a los consumidores, metrolo-
gía, servicio de suministro de gas y ser-
vicio eléctrico) sobre los que la inspec-
ción de consumo despliega su actividad.

Reviste una gran importancia el estudio
de estos sectores específicos por las es-
peciales características que se derivan
de su régimen jurídico, así como de la
propia actividad que desempeñan, lo
que justifica sobradamente la inclusión
de los mismos en la monografía.

En resume», nos encontramos ante el
primer Manual sobre la Inspección de
Consumo que se publica en nuestro
país, lo que constituye, sin ningún géne-
ro de duda, una importante contribu-
ción por parte de los profesores REBO-
LLO PUIG e IZQUIERDO CARRASCO a nuestra
doctrina jurídica con carácter general, y
al Derecho de Consumo con carácter es-
pecial.

Javier GUILLEN CARAMÉS

PÉREZ FERNÁNDEZ, José Manuel: Urbanis-
mo comercial v libertad de empresa,
Ed. Marcial Pons, Madrid, 1998, 551
páginas.

Los nuevos hábitos del consumidor,
pero sobre todo las nuevas formas de
distribución comercial que han dirigido
aquéllos, han hecho evolucionar el es-
quema del tradicional «comercio de
proximidad», basado en el mero abaste-
cimiento de la población, hacia el actual
panorama comercial, en el que las gran-
des superficies tienen un papel protago-
nista, debido no sólo a la aparición de
modernos métodos de gestión y variadas
fórmulas comerciales, sino muy espe-
cialmente al duro enfrentamiento que
mantienen con Jos sectores que ven re-
presentados sus intereses en el pequeño
y mediano comercio.

Ante la escasez de trabajos doctrinales
que se ocupen de materia tan actual y
controvertida como es la renovación
del sector comercial, y en concreto la
aparición de las grandes superficies, re-
sulta imposible no destacar la oportuni-
dad de la presente obra, consecuencia
de una completa y sistemática investiga-
ción que, sin reducir su objeto al mero
estudio del régimen jurídico de la au-
torización comercial, ofrece, tras un
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exhaustivo recorrido por la legislación
comparada y autonómica, una visión
global de los aspectos jurídicamente im-
plicados.

La implantación o localización de las
grandes superficies y su técnica autori-
zatoria se sitúan en el origen de la cono-
cida expresión «urbanismo comercial»
que, junto al principio de libertad de em-
presa, titula la presente obra, y que es-
conde tras de sí un complejo análisis de
una cuestión difícil de delimitar, por lo
impreciso de sus contornos y lo vario-
pinto de la problemática que genera: no
olvidemos que, además del aspecto es-
trictamente distributivo, de fuerte im-
pronta económica, el comercio ha esta-
do tradicionalmente ligado a la estruc-
turación de la ciudad, a la configuración
de lo urbano, pues la ubicación de sus
establecimientos se ha manifestado
siempre como criterio garantizador del
éxito de las experiencias comerciales. Es
por ello que el fenómeno urbanístico,
implicado en el desarrollo y progreso de
la actividad comercial, ha acrecentado
su presencia, especialmente, en los últi-
mos tiempos en que las nuevas formas
de distribución han multiplicado geo-
métricamente los problemas urbanísti-
cos: localización periférica de las gran-
des superficies, áreas de estacionamien-
to insuficientes, saturación de las vías
de acceso, ausencia de integración en el
entorno...

La mencionada expresión «urbanismo
comercial», tomada del Derecho fran-
cés, donde surge para tratar los proble-
mas derivados de la aparición de las
grandes superficies, fue rápidamente
adoptada por el resto de ordenamientos
jurídicos vecinos —incluyendo entre
ellos, aunque tardíamente, el nuestro—,
si bien de manera imprecisa, como sue-
le ocurrir cada vez que se acude al Dere-
cho Comparado para paliar los males
del propio. El que bajo tal denomina-
ción común se abarquen diferentes re-
gulaciones jurídicas, diversas técnicas o
mecanismos de autorización de la im-
plantación de los equipamientos comer-
ciales, e incluso distintas fórmulas o ti-
pologías comerciales, es la razón princi-
pal, aunque no la única, que conduce al
Profesor PÉREZ FERNÁNDEZ a sugerir, ya
en el primer capítulo, la expresión orde-

nación espacia! de la actividad comercial
como precisión al término francés, en
cuanto género que englobe una planifi-
cación integral de la actividad comercial
y una ordenación total del conjunto de
instrumentos tendentes al desarrollo del
sector con el objeto de satisfacer las ne-
cesidades del consumidor. Tal propues-
ta no aboca, necesariamente, a la desa-
parición del término inicialmente em-
pleado para cohonestar los aspectos
urbanísticos con los del comercio inte-
rior', pero sí a una reinterprelación del
mismo que recome las consideraciones y
previsiones urbanísticas olvidadas en
beneficio de las estrictamente comercia-
les que han terminado por adueñarse
del concepto: de esta manera, el urba-
nismo comercial, como parte integrante
de la ordenación espacial de la actividad
comercial, quedaría centrado en las ne-
cesidades que de planeamiento urbanís-
tico tiene la actividad comercial.

Las tensiones entre comercio tradicio-
nal y grandes superficies, sin olvidar la
creciente presencia y participación de
las asociaciones de consumidores, han
provocado, finalmente, la intervención
de los poderes públicos como mediado-
res (subjetivos) de un conflicto que cada
vez se hallaba más lejos de encontrar
soluciones razonables y pacíficas; tal in-
tervención, actuable por todas las Admi-
nistraciones, especialmente por la auto-
nómica —sin olvido de la municipal—,
es cuestión compleja de cuyo esclareci-
miento se ocupa el capítulo referente al
marco constitucional de ¡a ordenación
espacial, donde se examinan tanto los tí-
tulos habilitadores de las respectivas
competencias como los principios orien-
tadores de tal intervención. A este res-
pecto, debe notarse, primeramente, que
el título comercio interior, mencionado
únicamente en el marco de la defensa
de los consumidores y usuarios del ar-
tículo 51.3 CE, se revela como un título
competencial residual, instrumental y,
en definitiva, insuficiente en cuanto úni-
co delimitador de las posibles actuacio-
nes en materia comercial, y ello por dos
motivos principales: en primer lugar,
por tratarse de un título competencial
modulado o autolimitado por el respeto
debido a otros varios, como son «las ba-
ses v ordenación de la actividad econó-
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mica general», «la política monetaria
del Estado» o «la ordenación general de
la economía», y, en segundo lugar, por
el recurso sistemático a otros títulos di-
ferentes y complementarios del de co-
mercio interior, como el «fomento del
desarrollo económico regional» y «la or-
denación del territorio y urbanismo»,
que junto al de «ferias y mercados» fue-
ron utilizados ya con anterioridad a la
promulgación de la LOCM por aquellas
CC.AA. que, como Aragón o Castilla y
León, no tenían competencia exclusiva
en la materia, lo que, en principio, les
impedía abordar la regulación del con-
trol de la implantación de los estableci-
mientos comerciales. Teniendo en cuen-
ta que nuestra Constitución enmarca
nuestro sistema en una Economía So-
cial de Mercado, este capítulo no podía
cerrarse sin un estudio pausado de los
principios que han de presidir la inter-
vención de los poderes públicos en este
sector; así, los contenidos del principio
de la libertad de empresa, en su mani-
festación de libertad de establecimiento,
y el de defensa de consumidores y usua-
rios son objeto de examen por consti-
tuir, tal como ha sido ratificado por la
jurisprudencia constitucional y la del
Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas, los parámetros a la luz de los
cuales deben enjuiciarse los diversos
instrumentos arbitrados para ordenar la
actividad comercial.

Una vez delimitado el marco constitu-
cional, nos adentramos en la parte más
densa del libro, la segunda, donde se
analizan los distintos instrumentos que
potencialmente pueden contribuir a una
efectiva y graduada regulación de la ac-
tividad comercia]; son, en una primera
fase, los de planificación territorial, ur-
banística y comercial, para finalizar con
los que en la actualidad conforman el
régimen jurídico de la apertura de los
establecimientos comerciales: la licen-
cia municipal de apertura, para los
equipamientos comerciales ordinarios,
y, añadida a ésta, la autorización admi-
nistrativa, para los supuestos de instala-
ción de una gran superficie.

Las características excepcionales del
gran equipamiento comercial en cuanto
factor de estructuración territorial y, en
general, los distintos aspectos sobre los

que incide la localización de las grandes
superficies, ya citados anteriormente,
cuya proyección, hemos visto, desborda
el ámbito estrictamente local, facilitan
enormemente la tarea de justificar la
idoneidad de la ordenación del territo-
rio, como primer instrumento de actua-
ción de los poderes públicos. El esque-
ma defendido por el autor, esto es, que
a los Planes o Directrices Generales
como definidores primeros del modelo
territorial les siga un desarrollo comple-
to de los instrumentos de planificación
sectorial comercial, trata de seguir un
orden lógico en la definición de la es-
tructura territorial y de evitar, en defini-
tiva, actuaciones aisladas y contradicto-
rias surgidas de la falta de coordinación
entre los diferentes escalones de ordena-
ción —territorial, urbanístico y comer-
cial—, cuyo exponente más claro, y ha-
bitual, se produce en aquellos supuestos
en los que se procede a la instalación in-
mediata de una gran superficie sin que
el planeamiento territorial o urbanístico
contenga previsión alguna al respecto.
Tales operaciones, concluidas normal-
mente tras provechosos intercambios
entre las partes intervinientes, muestran
el efecto más perverso de que sean las
leyes económicas de la oferta y la de-
manda las que decidan aspectos tan en
esencia urbanísticos como el emplaza-
miento o la cuantificación de este tipo
de establecimientos, que no es otro que
el cierre definitivo a que se ven aboca-
dos muchos de ellos tras una apertura
masiva e incontrolada.

Todo este fenómeno, cuya explicación
reside en la infrautilización de las técni-
cas de planificación territorial y urba-
nística, }' en el silencio de su normativa
sobre la dimensión comercial, constitu-
ye el primer obstáculo a remover para
proceder a una efectiva ordenación es-
pacial de la actividad comercial, tal
como acertadamente señala el Profesor
Dr. BOCANEGRA SIERRA en el conciso y
clarificador Prólogo al libro que se re-
censiona, donde se ofrece una visión
crítica de la problemática actual del sec-
tor comercial, así como de sus principa-
les vías de solución, que pasan princi-
palmente, sin que se pretenda agotar
aquí las posibilidades de regulación de
las técnicas planificadoras —que por
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otra son parte minuciosamente expues-
tas en el capítulo tercero—, por recono-
cer a las grandes superficies su condi-
ción de sistemas generales en cuanto
elementos determinantes de la estructu-
ra general del territorio, o por la articu-
lación de una verdadera protección del
suelo no urbanizable, de manera que se
impidan posteriores actuaciones espe-
culativas ante la ausencia de previsiones
urbanísticas vinculantes. Se postula, en
fin, un tratamiento específico de la acti-
vidad comercial tanto en el planeamien-
to urbanístico general como en el de de-
sarrollo, carente en la actualidad de
cualquier mención a lo comercial que
no revista un carácter puramente resi-
dual.

El interesante estudio que del planea-
miento comercial se expone al finalizar
el capítulo responde a la copiosa inclu-
sión de criterios comerciales por parte
del legislador sectorial en planes erró-
nea y frecuentemente calificados de ur-
banísticos —caso del Plan Especial Ali-
mentario de Barcelona (PECAB)—, cu-
yos contenidos responden a objetivos de
talante estrictamente comercial, por re-
ferirse, en su práctica totalidad, a fines
de modernización y reestructuración del
sector de la distribución o al aumento
de la productividad, muy alejados, por
tanto, del ámbito propio de la planifica-
ción urbanística. Ésta constatación es la
que ha motivado en el autor el trata-
miento individualizado del planeamien-
to comercial como un instrumento más
de regulación de la actividad comercial
en cuanto superador de las limitaciones
que la propia naturaleza del planea-
miento urbanístico manifiesta al abor-
dar aspectos referibles a la distribución
comercial, si bien a utilizar ambos de
una manera articulada, por dar respues-
ta a necesidades distintas pero comple-
mentarias en la adecuación del ejercicio
de la libertad de empresa a las necesida-
des del consumo.

El último de los instrumentos emplea-
dos en la ordenación espacial de la acti-
vidad comercial es la autorización ad-
ministrativa, de la que se ocupa el capí-
tulo cuarto, relativo al régimen jurídico
de ordenación e implantación de los esta-
blecimientos comerciales, iniciado con
un estudio del papel de la licencia muni-

cipal en el ámbito comercial, como ins-
trumento jurídico encargado de contro-
lar la legalidad en la apertura de los es-
tablecimientos comerciales ordinarios.
Sobre la licencia municipal de apertura
basta señalar aquí, antes de abordar el
estudio del régimen de la autorización
administrativa, que la legislación secto-
rial comercial únicamente aporta dos
precisiones diferenciadas de las del régi-
men general; la primera referida al obje-
to de la licencia municipal de apertura
en el campo de la actividad comercial
—que se concreta mediante las defini-
ciones legales de «establecimiento co-
mercial» y de «actividad comercial»—, y
la adición, en segundo lugar, de criterios
comerciales a los ya tradicionales de ur-
banismo, seguridad, salubridad, y pro-
cedentes de la legislación local, que el
órgano competente ha de verificar para
proceder a su otorgamiento.

La autorización administrativa, en
cuanto técnica mayoritariamente encar-
gada —a veces única— de la regulación
de la apertura de las grandes superficies,
constituye el último grado de ordenación
de la actividad comercial, en la que ha
centrado su interés el legislador estatal.
Aunque la autorización administrativa
debiera funcionar como instrumento
operativo de las sucesivas técnicas de re-
gulación empleadas con anterioridad a
ella, es decir, como simple mecanismo de
ejecución de las previsiones contenidas
en la ordenación territorial, planificación
urbanística y comercial, continuando no
sólo el esquema trazado por el Profesor
PÉREZ FERNÁNDEZ a lo largo de toda la
obra, sino también el proceso lógico de
concreción que toda ordenación debe se-
guir para manifestarse completa y acaba-
da, lo cierto es que el legislador —estatal
y autonómico—, siguiendo la pauta mar-
cada por el resto de las legislaciones eu-
ropeas, ha optado por utilizar dicho ins-
trumento como controlador directo, pre-
vio y aislado de las consideraciones
contenidas en dichas técnicas, vaciando
así de sentido las oportunas previsiones
que pudieran llegar a albergar los instru-
mentos de planificación citados. Esta re-
flexión es un primer apunte de la com-
plejidad jurídica que en sí contiene la
técnica de la doble autorización, exhaus-
tivamente analizada en esta última parte,
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y de la que quisiera citar, al menos, un
aspecto que considero especialmente difi-
cultoso: el de la delimitación del que sea
su campo de aplicación. Para que el me-
canismo de autorización entre en funcio-
namiento, no basta con proceder a la
apertura de cualquier tipo de equipa-
miento comercial, sino que ha de tratarse
de la apertura, ampliación o modifica-
ción de un establecimiento comercial de
venta al por menor, con una superficie de
determinada entidad. Esta definición bá-
sica, que puede verse alterada por aque-
llas CC.AA. con competencia normativa
en la materia, tiene la dificultad del des-
linde que al tratar cada parte del concep-
to debe efectuarse frente a aquellas situa-
das en un plano más o menos próximo,
con el objeto sea de incluirlas o excluirlas
del régimen jurídico de las grandes super-
ficies. Esto ha provocado la definición
pormenorizada de diversas nociones: ven-
ta al por mayor, actividades de prestación
de servicios finales, supuestos de reaper-
tura, transformación, nueva construc-
ción, operaciones de traslado, etc., de en-
tre las que sobresale, por su conflictivi-
dad, la cuestión de la cuantificación de la
superficie mínima, que, compuesta por
varios parámetros de medición (superfi-
cie total edificada, la superficie de venta o
la proporción que mantiene respecto de
la población existente en el espacio donde
se va a ubicar el establecimiento comer-
cial), ha supuesto la aparición de nuevas
definiciones legales —caso de los «con-
juntos comerciales» o de los «equipa-
mientos comerciales colectivos»—, en un
intento de frenar las abundantes prácti-
cas fraudulentas consistentes en reunir
varios establecimientos que individual-
mente no superaban tales mínimos.

La insistencia sobre la cuestión de las
definiciones legales tiene su razón en que
constituyen un claro exponente del mal
que aqueja y caracteriza al conjunto de la
legislación sectorial comercial: el de su
extremada ambigüedad, lo que dificulta
enormemente el control sobre la decisión
de la Administración competente para
conceder o denegar la autorización ad-
ministrativa como consecuencia del am-
plio margen de discrecionalidad —dis-
crecionalidad técnica, según el TC— que
obra en su poder. La solución a esta
cuestión, v a otras muchas, se centra en

la reducción de tales márgenes de discre-
cionalidad, que han de corregirse, obvia-
mente, mediante la concreción de los cri-
terios decisores del otorgamiento, pero
muy significativamente por la inclusión
de previsiones en planes urbanísticos y
comerciales que en una actuación coor-
dinada permitan alcanzar una efectiva
ordenación espacial de la actividad co-
mercial, objetivo primero y último que
ha llevado al autor a emprender la inves-
tigación que ahora se publica. La lectura
en profundidad de las diversas cuestio-
nes tratadas en el libro, de las cuales sólo
han sido apuntadas una mínima pero
significativa parte, llevará al lector a
constatar el mérito del presente trabajo,
de imprescindible consulta para todos
aquellos estudiosos de la materia.

María José BÜBRS SÁNCHEZ
Seminario de Derecho Administrativo

de la Universidad de Oviedo

SANZ RUBIALES, 1.: Los vertidos en aguas
subterráneas. Su régimen jurídico, Ed.
Marcial Pons, Madrid, 1997, 281 págs.

1. «No resulta exagerada la afirma-
ción de que la contaminación de las
aguas subterráneas es uno de los proble-
mas más serios, quizá el más grave de
todos, que tiene planteados la gestión de
los recursos hídricos en cualquier país
desarrollado» (pág. 13). Esta frase, es-
crita en el pórtico del Capítulo I, sitúa al
lector inmediatamente en el submundo
de los acuíferos subterráneos y de su
contaminación; tema que SANZ RUBIALES
conoce perfectamente desde el punto de
vista técnico.

Este conocimiento y el «afecto» del
autor por las aguas subterráneas posi-
blemente hayan facilitado la elaboración
de un excelente libro. Teniendo que des-
tacar ahora sus notas más sobresalien-
tes, sin duda, me inclinaría por el rigor y
la profundidad de su análisis y a la vez
la facilidad para introducir al profano en
una compleja temática. En este sentido,
la obra resulta muy divulgativa. El lector
aprende cuáles son las formas de conta-
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minación y las clases de vertidos, cuál es
el estado de los acuíferos españoles, por
qué su contaminación requiere un trata-
miento jurídico diverso de la de las
aguas superficiales, etc. Pero, por enci-
ma de esto, se aprende mucho Derecho
administrativo medioambiental.

Y es que no nos encontramos ante
una obra descriptiva, como se aprecia
tras una breve hojeada al índice. Los
venidos en aguas subterráneas tiene tres
partes. La primera sitúa al lector en la
problemática medioambiental de las
aguas subterráneas, hace un rastreo
exhaustivo por la normativa comunita-
ria y nacional aplicable y clarifica la dis-
tribución de competencias entre las Ad-
ministraciones territoriales; la segunda
parte estudia pormenorizadamentc el
régimen de los vertidos en aguas subte-
rráneas a partir de una lectura jurídico-
administrativa de los principios de pre-
vención, contaminador-pagador y de co-
íreción; la tercera y última parte afronta
la contaminación de origen agrícola.
Las tres últimas páginas contienen una
apretada síntesis de las conclusiones del
trabajo de investigación.

2. La doctrina ha ensayado distintos
intentos de calificación de los vertidos
situándolos entre los usos comunes es-
peciales, entre los usos anormales o in-
cluso entre los privativos. SANZ RUBIAI.ES
alcanza una conclusión original: según
la explicación del Reglamento de Bie-
nes, los vertidos no siempre encajan en
uno de estos tres tipos de usos. La razón
es que su intensidad o peligrosidad o su
potencial de exclusión de otros usos no
puede determinarse a priori; no todos
los vertidos tienen la misma carga con-
taminante ni todos los cursos de agua el
mismo poder depurador-autorregenera-
dor. El autor señala que la mayor parte
de los vertidos se disuelven en las aguas
de retorno de los usuarios industriales,
agrícolas o domésticos, y conforman
simplemente la última fase —la última
actividad— de este otro uso. Esta califi-
cación le lleva a concluir que de lege fe-
renda «el régimen jurídico de los verti-
dos de aguas residuales debería simplifi-
carse subsumiéndolo en la regulación
de las concesiones para el aprovecha-
miento consuntivo de las aguas» (pág.

43). Derivar las autorizaciones de verti-
dos de aguas residuales a las cláusulas
accesorias de las concesiones de usos
privativos puede ser una buena solu-
ción. Pero no es suficiente.

El propio autor reconoce que esta
propuesta carece de validez para los ver-
tidos como usos autónomos (aquellos
vertidos que se realicen directa o indi-
rectamente al dominio público hidráuli-
co sin estar diluidos en los caudales pre-
viamente concedidos). Es decir, al final
renuncia a dar una única respuesta a la
calificación de los vertidos.

Por otra parte, cualquiera puede pre-
guntarse qué es lo que se gana con la
comprensión de los vertidos como últi-
ma fase del aprovechamiento privativo
de las aguas. Y es que se está plantean-
do un problema un tanto ficticio dado
que, en aplicación del artículo 73 de la
Ley 30/1992, no existiría ningún incon-
veniente jurídico en solicitar la acumu-
lación de los procedimientos de solici-
tud de concesión y de autorización de
vertidos.

A mi juicio, puestos a afrontar el tema
de las residuales cabría añadir que el con-
trol de su calidad debe conectarse —y
más aún en un país árido como el nues-
tro— al fomento de su reutilización.
Como ha indicado MARTIN MATEO («Si-
tuación actual y perspectivas futuras de
la reutilización de aguas residuales como
una fuente de recursos hidráulicos», en
Ingeniería del Agua, vol. 3 de 1996), esto
sólo puede hacerse mediante la distribu-
ción de los costes de la depuración entre
el primer usuario y los usuarios sucesi-
vos. Desde esta perspectiva, la distinción
que resulta de la propuesta de SANZ RU-
BIALES —vertidos de. aguas residuales y
otros— podría aprovecharse para poner
de relieve que las aguas residuales deben
aspirar a convertirse, antes que en la últi-
ma fase del consumo de las aguas, en una
forma privada de producción de éstas.

3. La segunda parte se articula bási-
camente en torno a tres pares de con-
ceptos: principio de prevención-autori-
zación, principio de «quien contamina
paga»-sanción y principio de correc-
ción-indemnización.

El régimen autorizacorio es el que me-
jor se adapta al principio de prevención,

553



BIBLIOGRAFÍA

pues permite sujetar las actividades po-
tencialmentc contaminantes a una auto-
rización administrativa previa —y de
funcionamiento— en la que se tratará
de minimizar el impacto negativo del
vertido (y, en su caso, de prohibirlo). Si
descendemos, con SANZ RUBIALES, al De-
recho positivo, la configuración del régi-
men de los vertidos resulta, sin embar-
go, demasiado ambiciosa por la ampli-
tud y la indefinición del supuesto legal
de hecho: el artículo 92 LAg sujeta a au-
torización cualquier «actividad suscepti-
ble de provocar la contaminación o la de-
gradación de! dominio público hidráuli-
co». Con mucho acierto, SANZ RUBIALES
destaca que el concepto jurídico inde-
terminado del tenor legal genera una
tremenda inseguridad jurídica, pues
deja en manos de los administrados la
apreciación de si su vertido es suscepti-
ble de provocar la contaminación y, por
tanto, solicitar o no la autorización.

El segundo escalón de problemas deri-
va de la prohibición del artículo 94 LAg
de realizar venidos contaminantes a las
aguas subterráneas o acuíferos («cuando
el vertido pueda dar lugar a ¡a infiltración
o alniacenamieno de sustancias suscepti-
bles de contaminar los acuíferos o las
aguas subterráneas, sólo podrá autorizarse
si el estudio hidrogeológico demostrase su
inocuidad»). ¿Cómo debe interpretarse
esta prohibición? Nos explica el autor
que el RDPH ofrece alguna pista al admi-
nistrado, aunque para ello haya tenido
que apartarse de los términos de la Ley
de Aguas. El artículo 257 RDPH prohibe
radicalmente los vertidos a los acuíferos
de las sustancias de la lista negra (Rela-
ción I del Anexo a su Título III) y sujeta a
autorización exclusivamente el vertido de
sustancias de la lista gris (Relación II de
este mismo Anexo). En este sentido, la re-
gulación reglamentaria contiene una pre-
sunción iuris tantum de que el vertido de
sustancias de la lista gris puede provocar
la contaminación (aunque esta presun-
ción puede romperse si el estudio hidro-
geológico prueba su inocuidad) y, al
tiempo, es esta regulación —y no la le-
gal— la que traspone efectivamente la Di-
rectiva 80/68/CEE.

4. Otro aspecto del estudio de SANZ
RUBIALES de las autorizaciones digno de

reseñar es que sabe reducir a principios
—reglas generales— los siempre aburri-
dos aspectos procedimentales . Esto
hace la lectura amena y fructífera. Por
otra parte, la preocupación por engra-
nar las competencias de las distintas
Administraciones se traduce en solucio-
nes jurídicamente factibles y que pue-
den acoplarse a la letra de la normativa
vigente. Con respecto a los vertidos ges-
tionados por los Organismos de cuenca,
el respeto de las competencias autonó-
micas pasa, ajuicio del autor, por intro-
ducir en el clausulado de las autoriza-
ciones los condicionantes que señalen
las Administraciones autonómicas en
los informes preceptivos y vinculantes
que emitan en el ejercicio de sus compe-
tencias de protección del medio ambien-
te (págs. 130, 153 y 181).

El principio de prevención tiene otras
manifestaciones menores como el régi-
men de los perímetros de protección, de
los que el autor realiza el tratamiento
posiblemente más completo de los exis-
tentes hasta la fecha.

5. El principio «contaminador-paga-
dor», sin duda alguna, es el que tiene una
traducción más deficiente en nuestro De-
recho. En primer término, como demues-
tra sobradamente SANZ RUBIALES, porque
el canon de vertido (que por la escasez de
su cuantía no es disuasorio y es una sim-
ple licencia para contaminar, pág. 166) no
es aplicable a las aguas subterráneas por-
que en éstas están prohibidos los vertidos
contaminantes. En segundo término, por-
que el diseño del régimen sancionador de
la normativa de aguas, que contempla ex-
clusivamente las sanciones pecuniarias,
adolece de importantes defectos y en Es-
paña carecemos de aparato administrati-
vo suficiente para su adecuada aplica-
ción. Y, por último, porque a esto hay
que añadir lo que en esta monografía se
denominan mecanismos de corrección al
principio: las ayudas públicas admitidas
por el Derecho comunitario para compa-
ginar este principio con la competitividad
de las empresas. Sin duda alguna, estas
deficiencias legales tendrán que ser sub-
sanadas tan pronto como sea aprobada la
propuesta de Directiva del Consejo de
Aguas —Documento COM (97) 49—, que
pivota sobre este principio.
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6. A propósito del principio de co-
rreción, se analiza el régimen de respon-
sabilidad de quienes cometan alguna de
las infracciones tipificadas por el artícu-
lo 109 LAg: sólo a los infractores la Ad-
ministración puede exigir ejecutiva y
ejecutoriamente las cantidades precisas
para reparar los daños y reponer las co-
sas a su estado anterior. Pero, más que
esto, del principio de corrección me
gustaría destacar dos aspectos.

El primero es la regla salvo iure tertii,
que siempre se ha entendido como exen-
ción de responsabilidad de la Adminis-
tración. Es sabido que su sentido origi-
nario, en las concesiones, era consagrar
el neutralismo de la Administración en
el caso de que aparecieran terceros con
un derecho adquirido sobre el mismo
objeto de la concesión. También es sabi-
do que ya desde VILLAR PALASÍ {La efica-
cia de la concesión y la cláusula sin per-
juicio de tercero, núm. 5 de esta RIÍVISTA,
1951) y años más tarde, con toda rotun-
didad, desde ALBI (Tratado de los modos
de gestión de ¡as Corporaciones Locales,
1960), pierde este sentido, para conver-
tirse en una cláusula de estilo según la
cual el título administrativo —conce-
sión, licencia— no faculta para producir
daños a terceros cualesquiera. Pues
bien, SANZ RUBIALES llega mucho más le-
jos: en Los vertidos... esta cláusula se
convierte en un título de imputación de
responsabilidad patrimonial a la Admi-
nistración. Si un vertido autorizado pro-
duce daños al dominio público, y siem-
pre que no haya incumplimiento del
clausulado de la autorización, la respon-
sabilidad no es del administrado, que no
ha cometido infracción alguna y que
tampoco ha incurrido en responsabili-
dad civil. En estos supuestos, la respon-
sabilidad del vertido contaminante pasa
a la Administración.

El segundo es el considerable esfuer-
zo que el autor hace para introducir una
acción pública en materia de protección
de las aguas subterráneas. El razona-
miento —impecable— parte del carácter
demanial de las aguas subterráneas;
continúa con la calificación de los usos
comunes como auténticos derechos de
los ciudadanos; esto lleva finalmente a
reconocer (velada y matizadamente)
una acción en manos de cualquiera en

defensa de su derecho de uso común. El
único argumento del autor en contra de
la admisión de esta acción popular es su
inexistencia en el Derecho positivo.
A esto cabría añadir que el autor pasa
por alto qué derecho de uso común rea-
lizamos los ciudadanos sobre las aguas
subterráneas. Tal vez se pueda señalar,
al respecto, que las aguas subterráneas
completan necesidades de satisfacción
pasiva de todos y cada uno de los ciuda-
danos (ver D. FREITAS DO AMARAL, A utili-
zacáo do dominio publico pelos partico-
lares, Lisboa, 1965). La unidad de ciclo
hidrológico, que recibe el artículo 1.2
LAg, lleva a la fácil y rápida conclusión
de que son los caudales sumergidos los
que, en último término, permiten que el
agua corra por los ríos.

7. A la contaminación difusa o
areal, que es aquella que se produce so-
bre una extensa superficie de terreno,
dedica SANZ RUBIALES la tercera parte de
su monografía. Explica el autor que este
tipo de contaminación, provocada por
las actividades agropecuarias, no puede
combatirse con la autorización de verti-
dos.

La más temprana intensificación de la
agricultura centroeuropea y la mayor
gravedad y mejor conocimiento de la
contaminación de sus acuíferos han exi-
gido el ensayo de otras técnicas de lucha
distintas de la autorizatoria y que con-
sisten, básicamente, en la aprobación de
códigos de buenas prácticas agrícolas.
En éstos se regulan las actividades pro-
ductivas, prohibiendo la realización de
determinadas prácticas y fomentando el
seguimiento de otras.

Es la Directiva de nitratos 91/676/CEE,
que recoge estas prácticas, la que puede
servir para poner coto al proceso de dete-
rioro de muchos de nuestros acuíferos.
El autor desmenuza su contenido, desta-
cando, entre otras cuestiones, la insufi-
ciencia de rango del RD 261/1996, por el
que se traspone al Derecho interno esta
Directiva. Para hacer esta afirmación,
SANZ RUBIALES indica que la Directiva de
nitratos permite imponer a los agriculto-
res la adopción de prácticas agrícolas
compatibles con el medio ambiente y que
se trata, por tanto, de limitaciones de la
propiedad y de la libertad de empresa

555



BIBLIOGRAFÍA

que, según nuestra Constitución, sólo por
ley podrían imponerse (art. 53.1 CE).

Como es sabido, el artículo 189 TCE
obliga a los Estados a trasponer al Dere-
cho interno las directivas; en modo algu-
no prejuzga el instrumento normativo de
que se sirva cada uno de los Estados
miembros. A partir de aquí cabría pre-
guntarse si existe base legal suficiente en
nuestro Derecho (es de lamentar que el
autor pase por alto el art. 12 LAg, que
prohibe a los propietarios de los fundos
supraestantes realizar actividades que
puedan poner en peligro la integridad de
las aguas) o si, por el contrario, el Dere-
cho comunitario originario —las refe-
rencias a la protección medioambiental
del art. 130.S del Tratado de la Unión-
satisface en esta materia las exigencias
de la reserva de ley (sobre la reserva
constitucional de ley y el Derecho comu-
nitario, ver J. L. MARTÍNEZ LGTEZ-MUÑIZ,
¿Qué Unión Europea?, Papeles de la
FAES, Madrid, 1996, pág. 44).

8. Quedan así esbozadas algunas de
las cuestiones que plantea la lectura de
esta sugerente monografía. Hubiera po-
dido señalar otras, pero considero prefe-
rible que el que se acerque a Los vertidos
en aguas subterráneas (Su regañen jurídi-
co) las descubra por sí mismo. Única-
mente, ya para terminar, quiero destacar
que nos encontramos ante un libro que
reúne virtudes más que sobradas para
convertirse en referencia obligada para
cualquier aproximación en clave princi-
pial al Derecho del medio ambiente.

Isabel CARO-PATÓN
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Valladolid

TENA PIAZUELO, Vitelio: La unidad de mer-
cado en el Estado autonómico, Escuela
Libre Editorial, Madrid, 1997, 327 pags.

«La Constitución se fundamenta
en la indisoluble unidad de la Na-
ción española, patria común e in-
divisible de todos los españoles»
(art. 2 CE).

Bien podría calificarse el precepto
transcrito como el eje vertebrador de
este interesantísimo libro de Vitelio
TENA, que, a la luz de recientes y polémi-
cos p ronunc iamien tos del Tribunal
Constitucional que han alcanzado la mé-
dula del Estado autonómico, nace ya
con una enorme vitalidad. En efecto, la
unidad de mercado de la que el libro se
ocupa aparece tradicionalmcnte definida
como la concreción de un idealista prin-
cipia constitucional de unidad del Estado,
es decir, la unidad de un Estado descen-
tralizado en el que las Comunidades Au-
tónomas asumen determinadas compe-
tencias; principio que, en la actual co-
yuntura política, está siendo objeto de
un acalorado debate sin visos de solu-
ción. Por eso, aquel ambiguo principio
de la unidad de mercado, abusivamente
utilizado como coartada para la inter-
vención genérica del Estado en cualquier
ámbito económico, estaba necesitado de
un estudio detallado que precisara su al-
cance y contenido. Aunque la propia in-
definición en que se encuentra sumido el
Estado autonómico hacía difícil la tarea
emprendida, creo que el simple hecho de
reabrir un debate enquistado y limitado
por prejuicios políticos justifica con cre-
ces el esfuerzo de Vitelio TENA.

La unidad de mercado en el Estado au-
tonómico tiene su origen en la Tesis
doctoral que, bajo la dirección del Cate-
drático D. José BERMEJO VERA, fue de-
fendida en la Universidad de Zaragoza,
a cuyo Seminario de Derecho Adminis-
trativo el autor dedicó intensamente sus
primeros años como investigador y pro-
fesor universitario. Sería deseable que
los frutos de la tarea investigadora (¡un
solitario trabajo de tantos años!) no se
vieran limitados por razones comercia-
les, pero también es cierto que la inves-
tigación, una vez publicada, gana en
síntesis y permite desarrollar su finali-
dad primordial: difundir opiniones, ger-
minar el debate jurídico, algo que, en
este caso, resulta muy conveniente por
la oportunidad de sus conclusiones. Una
lectura atenta sabrá apreciar el peculiar
e impecable estilo del autor, capaz de
escribir con un rigor jurídico envidiable.

La obra se estructura en dos partes
bien diferenciadas y lógicamente conca-
tenadas. La primera de ellas aclara el
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significado y el alcance del principio de
unidad de mercado. El autor realiza un
completo análisis histórico y de Derecho
comparado de la unidad como realidad
económica y no como principio jurídico,
en la creencia de que el problema de la
unidad económica nacional no puede
ser contemplado desde una perspectiva
estrictamente normativa o legal, sobre
todo porque no existe una declaración
positiva que establezca el significado de
tal principio o de sus consecuencias.

Frente a la doctrina tradicional, que
considera que la unidad de mercado es
una plasmación, en el ámbito económico,
del principio de unidad del Estado consa-
grado en el artículo 2 de la Constitución
española, Vitelio TP.NA se atreve a aventu-
rar una interpretación distinta, matizada,
que destacaría el hecho clave de que las
bases jurídicas de la unidad nacional no
han excluido nunca la existencia de regí-
menes peculiares en el seno del Estado es-
pañol. Según sus propias palabras, «la Es-
paña invertebrada de ORTEGA sigue sien-
do una realidad en su versión actualizada
y traducida al esquema jurídico organiza-
tivo del Estado español». A su juicio, el
que bien podría considerarse mito de la
unidad española no se encuentra avalado
por los hechos ni en el plano normativo y,
por ende, tiene nulo valor jurídico y argu-
mental. Aquella presunción podrá resi-
tuarse en el plano de la sociología o de la
ideología, pero nunca cimentar un princi-
pio constitucional como el de unidad de
mercado, y menos para delimitar compe-
tencias entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas.

Con este punto de partida, la caracte-
rización jurídica de la unidad de merca-
do debe buscarse en otro lugar. Pero
¿dónde? ¿Qué hacer ante la ausencia de
declaración constitucional de este prin-
cipio? Para Vitelio TENA, estamos ante
un concepto funcional y dinámico: existi-
rá unidad de mercado cuando sea posi-
ble y real la libre circulación de los fac-
tores productivos, posición que le aboca
a la necesidad de definir las condiciones
para que dicha circulación sea posible.
Ello supone considerar, en definitiva, la
unidad de mercado como garantía de la li-
bertad de empresa, en un enfoque jurídi-
co-subjetivo e institucional que perfile la
auténtica dimensión de aquel principio.

De este modo, la libertad de empresa
se erige ineludiblemente en una de las
bases sobre las que apoyar el concepto
funcional de la unidad de mercado que
se propone. A través de un repaso deta-
llado al contenido y el valor interpretati-
vo de la Constitución económica, el au-
tor asume una concepción de la libertad
de empresa como valor superior del or-
denamiento jurídico español. Ante todo,
el autor aclara que el contenido esencial
de la libertad de empresa es imposible
desde una perspectiva general y abstrac-
ta, porque estamos ante un concepto ju-
rídico indeterminado vinculado estrecha-
mente en su referencia a un momento y
a un lugar concretos. En segundo térmi-
no, el hecho de considerar la libertad de
empresa como un valor superior hace
que las hipotéticas limitaciones con que
sea regulado deban ser interpretadas
restrictivamente. Destaco especialmente
el análisis de la cláusula del artículo
149.1.1.a CE, que se presenta como una
de las más confusas de todo el sistema
competencial y que aparece aquí conec-
tada con la libertad de empresa, en
cuanto que permite reconducir este
principio a alguna competencia estatal.
Vitelio TENA se aparta de la generalizada
confusión doctrinal de la unidad de
mercado con esta cláusula constitucio-
nal y propone una concepción distinta
(sin duda polémica) ya que, según él, el
artículo 149.1.1.a CE «no proyecta sus
efectos limitativos sólo sobre el ejercicio
competencial que lleven a cabo las Co-
munidades Autónomas sino que (...) se
sitúa como límite genérico para el Esta-
do y para las Comunidades Autóno-
mas».

La segunda parte del libro está íntegra-
mente dedicada a la compleja tarea de
determinar cuál es el orden económico del
Estado autonómico. Puesto que el autor
considera que la unidad de mercado no
funciona como límite exógeno del siste-
ma de distribución de competencias, el
paso necesario era analizar las concretas
atribuciones competenciales que sobre
materias de índole económica se realizan
en favor del Estado o de las Comunida-
des Autónomas. Sólo entonces, sobre la
base de estos datos jurídicos incontesta-
bles, cabrá valorar globalmente el alcan-
ce, signilicación e importancia de la uni-
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dad de mercado. La conclusión que se
extrae es que la unidad de mercado cons-
tituye un principio de contenido complejo
situado en la cumbre del orden económi-
co constitucional y que cumple una esen-
cial función estructurante del Estado
descentralizado. El libro concluye, en de-
finitiva, que el principio de unidad de
mercado no existe como principio autóno-
mo o unidimensional, sino que informa el
sistema de distribución competencia! y se
encuentra ya presente en el mismo. El ci-
tado principio, en contra de lo que doc-
trina y jurisprudencia hayan podido pre-
dicar, carece de cualquier otro contenido
al margen del normal reparto de compe-
tencias, sin que tenga sentido identificar-
lo con otras reglas de cierre del sistema.

Vitelio TENA considera, ante todo, que
el mantenimiento de la unidad económi-
ca del mercado nacional es una tarea que
corresponde a ambas instancias (estatal y
autonómica) o, desde la otra cara de la
moneda, una realidad que puede ser
puesta en peligro por la acción de cual-
quiera de ellas. A su juicio, la unidad es-
tatal del artículo 2 CE no es la unidad
propia de un Estado unitario, sino la de
un Estado profundamente descentraliza-
do. El autor centra su indagación, por un
lado, en las modalidades de expresión de
la libre circulación de los factores pro-
ductivos (elemento objetivo de la unidad
económica) y, por otro, en el contenido
del principio de unidad de mercado a tra-
vés de un análisis del sistema competen-
cial {perspectiva jurldico-subjetiva).

El elemento objetivo conduce a anali-
zar que actuaciones autonómicas tienen
como resultado la quiebra de la unidad
del mercado nacional, para lo que se sir-
ve de la experiencia del Derecho comu-
nitario, si bien para confirmar que no
resulta trasladable a nuestro país. Desde
la segunda perspectiva jurídico-subjetiva,
la unidad de mercado implica la existen-
cia de una legislación básica que corres-
ponde al Estado, completada con diver-
sas competencias estatales para la direc-
ción de la política económica y para el
fomento del desarrollo económico, así
como con las competencias autonómi-
cas que deben ser actuadas respetando
el marco competencial estatal.

En este punto, Vitelio TENA critica du-
ramente la abusiva y expansiva interpre-

tación que el legislador estatal y el Tri-
bunal Constitucional han otorgado a la
«ordenación general de la economía»,
pretendido título estatal que ahoga las
posibilidades constitucionales de inter-
vención económica de las Comunidades
Autónomas. Ahora bien, el autor pone
también de manifiesto, críticamente,
que ni el Estado ni las Comunidades Au-
tónomas han utilizado todas las posibili-
dades y garantías que ofrece el ordena-
miento jurídico para el desarrollo de sus
respectivas competencias económicas, es
decir, para satisfacer los principios cons-
titucionales que instauren la pluralidad,
la participación y la descentralización
territorial.

El libro saca a la palestra de la actuali-
dad jurídica temas de debate tan intere-
santes como el futuro del Tribunal Cons-
titucional en la construcción del sistema
constitucional de competencias, la falta
de definición del Senado como Cámara
representativa autonómica, la inactivi-
dad de las Comunidades Autónomas
ante la necesaria redefinición del Estado
autonómico o la utilización instrumental
de la historia para la elaboración jurídi-
ca. En definitiva, y a la vista de la «in-
vertebración» en que sigue sumido nues-
tro Estado de las Autonomías, nada más
cabe decir sobre la oportunidad y acierto
del trabajo de Vitelio TENA, cuyo respe-
tuoso pero a la vez crítico esfuerzo por
depurar el complejo principio de la uni-
dad de mercado suscitará, sin duda, una
fructífera reflexión en los lectores intere-
sados.

Elisa MOREU CARBONEI.L
Universidad de Zaragoza

W.AA.: La Administración del Estado en
las Comunidades Autónomas, Ed. Ins-
titut d'Estudis Autonómics, Barcelo-
na, 1997, 438 págs.

La reforma de la llamada tradicional-
mente Administración periférica del Es-
tado, ahora Administración territorial
del Estado, está de actualidad entre no-
sotros debido a la confluencia de dos
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circunstancias esenciales aunque de na-
turaleza distinta. La primera de ellas,
de más difícil acotamiento temporal
pero muy importante, es el continuo
proceso de traspaso de competencias
del Estado a las Comunidades Autóno-
mas en cumplimiento de los imperati-
vos constitucionales y al hilo de las rei-
vindicaciones que éstas llevan a cabo
para el incremento de su caudal compe-
tencial. Y la segunda, de más fácil preci-
sión temporal, aunque de menor calado
político y administrativo, es la aproba-
ción, publicación y entrada en vigor de
la Ley 6/1997, de Í4 de abril, de Organi-
zación y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, con sus
consiguientes normas de aplicación y
desarrollo.

Estas dos realidades, junto a otras
que no hace falta explicitar, explican y
justifican la actualidad del tema objeto
del libro a que nos vamos a dedicar en
las presentes líneas, y que tiene su ori-
gen en unas jornadas de debate organi-
zadas por el Institut d'Estudis Autonó-
mics de Barcelona los días 24 y 25 de
octubre de 1996 para analizar la proble-
mática que gira en torno a la puesta al
día de las estructuras periféricas del Es-
tado.

La propia naturaleza de las jornadas
citadas condiciona la estructura y meto-
dología del libro que comentamos. En
su primera parte se contiene el Informe
de Trabajo, presentado por Joaquín
TORNOS MAS, Catedrático de Derecho
Administrativo de la Universidad de
Barcelona, bajo el rótulo «La reforma
de la Administración periférica del Esta-
do», y en el que el autor recuerda la ne-
cesidad de reflexionar acerca de dicha
reforma teniendo en cuenta tanto el ca-
mino ya recorrido como el que aún que-
da por recorrer. A su juicio, y de ahí la
sistemática que sigue en su exposición,
la concreción de las denominadas com-
petencias ejecutivas que se atribuyen a
cada nivel organizativo es «una cuestión
previa y condicionante de la reordena-
ción de los respectivos aparatos admi-
nistrativos», por lo que es preciso aden-
trarse en profundidad en el examen de
dichas competencias ejecutivas delimi-
tando sus tipos y clases, así como las
técnicas para su aplicación. Sólo a par-

tir de estas consideraciones, señala TOR-
NOS MAS, es posible plantear y valorar la
reforma de la Administración del Esta-
do en sus diversas ramificaciones terri-
toriales y que ha tenido plasmaciones
legales muy diversas hasta llegar a los
dos proyectos de la LOFAGE, el de 1995
(no realizado) y el de 1996 (cristalizado
en la Ley arriba citada).

La visión expuesta, referida a España,
se completa en la primera parte del li-
bro con la exposición del mismo proble-
ma en otros Estados compuestos y que
responden a modelos diferentes. Así,
Hans-Peter SCHNEIDER y Klaus SEIDEL,
con relación a Alemania, hablan de la
«Administración en el Estado Federal»;
Peter PERNTHALER y Gert SCHERNTHAN-
NER estudian «Las competencias de eje-
cución de los Lcinder austríacos»; Larry
KRAMER expone «El federalismo al estilo
americano»; y, finalmente, Thomas
FI-F.INER y Jeanne PRODOI.UET abordan
«La ejecución en Suiza». Cada uno de
los autores citados desarrolla, desde la
óptica del respectivo Estado, el proble-
ma que nos ocupa destacando aquellos
aspectos que resaltan por su especifici-
dad y singularidad.

La primera parte se cierra con unos
anexos que incluyen el proyecto de Ley
LOFAGE, de octubre de 1995, presenta-
do por el Grupo Parlamentario Socialis-
ta; el texto de la Ley 6/1997, de 14 de
abril, ya citada; el Real Decreto
617/1997, de 25 de abril, de los Subdele-
gados del Gobierno y Directores insula-
res de la Administración General del Es-
tado, y bibliografía relativa al tema.
Conviene, no obstante, añadir que la
LOFAGE ha sido posteriormente desa-
rrollada por dos nuevas disposiciones
como son el Real Decreto 1330/1997, de
1 de agosto, de integración de servicios
periféricos y de estructura de las Dele-
gaciones del Gobierno, y la Orden de 7
de noviembre de 1997 que desarrolla el
Real Decreto acabado de citar, sin olvi-
dar e) Real Decreto 1329/1997, de 1 de
agosto, de modificación parcial de los
Reales Decretos 1892/1996 y 1885/1996,
de 2 de agosto, de estructura orgánica
básica de los Ministerios de Administra-
ciones Públicas y de Interior, aprobado
como consecuencia del cambio de ads-
cripción orgánica de las Delegaciones
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del Gobierno desde el Ministerio última-
mente citado al de Administraciones Pú-
blicas.

La segunda parte del libro contiene
los textos de las ponencias y debates de-
bidamente agrupados. El primer blo-
que, sobre las competencias ejecutivas
del Estado y de las Comunidades Autó-
nomas, reproduce las aportaciones de
Enric ARGÜLLOL MURGADAS, Catedrático
de Derecho Administrativo de la Univer-
sidad Pompeu Fabra de Barcelona, so-
bre «Las competencias ejecutivas del
Estado y de las Comunidades Autóno-
mas»: de José Manuel CASTF.I.LS ARTE-
CHE, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad del País Vasco,
sobre «Nuevos planteamientos respecto
del reparto de competencias ejecutivas
entre el Estado, Comunidades Autóno-
mas y las Entidades Locales»; de don
Rafael JIMÉNEZ ASENSIO, Profesor titular
de Derecho Constitucional de la Univer-
sidad del País Vasco, sobre «Las compe-
tencias ejecutivas del Estado y de las
Comunidades Autónomas: reparto de
competencias ejecutivas y reforma de la
Administración periférica del Estado», y
de José Luis CARRO FF.RNÁNDEZ-VALMA-
VOR, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Santiago de
Compostela, sobre «Ejecución autonó-
mica y supervisión estatal. Una refle-
xión», seguidas del texto del debate en-
tre los asistentes. El segundo bloque, en
torno a «La simplificación de la Admi-
nistración periférica estatal: Técnicas
para avanzar en el proceso y medios de
supervisión y coordinación», incluye las
aportaciones de Enoch ALUERTÍ ROVIRA,
Catedrático de Derecho Constitucional
de la Universidad de Barcelona, sobre
«La reforma de la Administración peri-
férica: técnicas orgánicas, relacionadas
y competencias»; de Tomás FONT I LLO-
VET, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Barcelona,
sobre «La simplificación de la Adminis-
tración periférica estatal: técnicas para
avanzar en el proceso y medios de su-
pervisión», y de Luis ORTEGA AI.VARF.Z,
Catedrático de Derecho Administrativo
de la Universidad de Castilla-La Man-
cha, sobre «La simplificación de la Ad-
ministración periférica estatal: Técnicas
para avanzar en el proceso y medios de

supervisión y coordinación», seguidas
asimismo del oportuno coloquio entre
los participantes. Y el tercero y último
bloque, acerca de «La organización ad-
ministrativa del Estado en las Comuni-
dades Autónomas», recoge las aporta-
ciones de Joaquín FERRET JACAS, Cate-
drático de Derecho Administrativo de la
Universidad Autónoma de Barcelona,
sobre «La reforma de la Administración
periférica», y de José Ramón PARADA
VÁZQUEZ, Catedrático de Derecho Admi-
nistrativo de la Universidad de Educa-
ción a Distancia, sobre «La reforma de
la Administración periférica del Esta-
do», completadas con las sugerencias e
ideas de los asistentes.

El problema de la adaptación a los
nuevos tiempos de los órganos territo-
riales del Estado queda, pues, reflejado
en el presente libro, que no pretende
ser más que un foro de discusión y diá-
logo en torno a este importante proble-
ma nacional. La LOFAGE, con su pro-
pia normativa y la que al amparo de
ésta se ha dictado posteriormente, inau-
gura en nuestro país una etapa cuyo fu-
turo, en cuanto a la definitiva consoli-
dación de las medidas reformadoras se
refiere, se nos presenta incierto e inse-
guro. Hay una lógica interferencia de
cuestiones tales como la implantación
de la llamada Administración única o
común, el papel a desempeñar por las
Corporaciones Locales, la diferencia-
ción entre los llamados servicios inte-
grados y no integrados, la asunción de
competencias en la materia por parte
del Ministerio de Administraciones Pú-
blicas a costa de las atribuidas tradicio-
nalmente al de Interior, la doble pre-
sencia en las provincias de estructuras
periféricas estatales y autonómicas, la
consolidación o no de la figura del De-
legado del Gobierno como clave de todo
el sistema arbitrado por la LOFAGE,
etc., que habrán de ser resueltas con
tacto y prudencia política si no quere-
mos que este tipo de reformas organiza-
tivas y estructurales se acabe quedando,
una vez más, en el papel sin incidir, con
espíritu profundamente renovador, en
la realidad de los hechos que están lla-
mados a cambiar.

Vicente M." GONZÁLEZ-HABA GUISADO
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VV.AA. (Tomás FO.NT I LLOVET, coord.):
Dret Local (ordenances, activitats, ser-
veis públics), Ed. Edicions Universitat
de Barcelona - Marcial Pons - Servei
Publicacions Universitat Autónoma de
Barcelona, Barcelona, 1997.

Hace algunos años, en el régimen jurí-
dico preconstitucional, se había consi-
derado a la Administración local como
la cenicienta de la vida política y admi-
nistrativa del país, en donde la autono-
mía municipal brillaba por su ausencia.
Ese dato objetivo no debe hacernos olvi-
dar la importancia que a lo largo de la
Historia ha tenido la Administración lo-
cal. En el libro que se presenta, Tomás
FONT, catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Barcelona y
prestigioso municipalista, nos explica
cómo la tradición del municipalismo en
Cataluña y su Derecho local forman par-
te de la misma esencia del Derecho pú-
blico catalán. Toda la construcción y
evolución del sistema de gobierno y de
la Administración de los intereses pro-
pios de Cataluña ha contado siempre
con un elemento configurador esencial
que es la ordenación y protección de las
libertades locales. Basta recordar —dice
Tomás FONT en una preciosa introduc-
ción— la apelación constante de nues-
tros teMos históricos afirmando que los
pueblos y las villas no podían ser co-
rrectamente regidos y gobernados si no
era con «moltes franqueses i llibcrtats»,
y así ya el Recognoverun! proceses otor-
gado por el Rei Pere el Gran a la ciudad
de Barcelona en 1283 estableció el po-
der de la propia ciudad a gobernarse
«como si fos el Princep», como si fuera
el mismo gobierno del Estado. Existe,
pues, una clara coincidencia entre los
momentos históricos en los que se reco-
noce la libre personalidad de los muni-
cipios y la efervescencia, articulación e
integración de la autonomía política ca-
talana.

Este cambio de perspectiva en el estu-
dio del papel del Derecho local en Cata-
luña queda reafirmado en la actualidad,
bajo el régimen constitucional de 1978,
de cuyas coordenadas —dijo S. MARTÍN
RF.TORTII.I.O— no se puede prescindir
como se hizo en el pasado.

De ese modo, el reconocimiento cons-

titucional de la autonomía local, y la
importante jurisprudencia del Tribunal
Constitucional nacida a su cobijo, así
como la aprobación de la Ley 8/1987, de
15 de abril, Municipal y de Régimen Lo-
cal de Cataluña, han puesto en la cum-
bre, nuevamente, al Derecho público de
Cataluña. Y ello es así porque los cam-
bios realmente importantes, diríamos
nosotros, se producen siempre desde
abajo, desde los escalones políticos y
administrativos más cercanos al ciuda-
dano.

En ese contexto, y al margen de cier-
tos problemas que veremos, dos cuestio-
nes capitales quedaban por solventar.
Una primera, a nuestro juicio inacabada
y cuyo desarrollo desde 1987 ha sido ex-
cesivamente politizado, es la definitiva
articulación de la organización territo-
rial de Cataluña. Dejando al margen epi-
sodios de difícil explicación desde razo-
namientos jurídicos como la supresión
de la Corporación Metropolitana de
Barcelona, lo cierto es que la figura de
la comarca como demarcación territo-
rial característica de Cataluña (art. 5.1
del Estatuto de Autonomía de Catalu-
ña), en donde debía expresarse una idea
de identidad, de alcance superior al mu-
nicipio, derivada de circunstancias geo-
gráficas, económicas y sociológicas,
apenas está funcionando debido, sin
duda, a la escasez de competencias y,
sobre todo, de medios.

En segundo lugar, y éste es el centro
de los estudios que se incluyen en el li-
bro del que hoy damos noticia, hacía
falta una norma que concretase la orde-
nación de la acción administrativa que
realizan los entes locales en Cataluña,
en materias referidas a las obras públi-
cas, intervención administrativa en la
actividad de los ciudadanos, fomento,
establecimiento y gestión de los servi-
cios públicos, es decir, todas aquellas
competencias locales que dan sentido a
la existencia de la Administración local
en sus relaciones con los ciudadanos.
Este es el Reglament d'Obres, Activitats
i Servéis deis Ens Locáis, aprobado por
Decret 179/1995, de 13 de junio.

La tarea no era fácil pues se trataba
de sustituir al venerado Reglamento de
Servicios de las Corporaciones Locales
de 17 de junio de 1955, norma avanzada
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a su tiempo, en palabras de E. GARCÍA DE
E.NTERRÍA, y donde por vez primera en el
ordenamiento español se impone a la
Administración local, en su actividad de
intervención en la esfera privada de los
ciudadanos, el respeto a los principios
de igualdad ante la ley (art. 2), con-
gruencia y proporcionalidad (art. 6.1),
intervención mínima y favor libertatis
(art. 6.2), etc.

El resultado ha sido, sin embargo,
bastante satisfactorio. Así se deduce de
las mas de 700 páginas del libro que hoy
recensionamos y en donde se analizan
de forma exhaustiva y minuciosa las
principales cuestiones que se derivan de
dicha norma

Un tema previo es necesario señalar.
La obra que se presenta no constituye
una simple recopilación de trabajos he-
chos por distintos autores y agrupados
en un mismo volumen, sino que, por el
contrario, obedece a un estudio minu-
cioso y una puesta en común realizada a
lo largo de más de un año, cada dos
martes, en el seno del seminario de in-
vestigación que el Área de Derecho Ad-
ministrativo de la Universidad de Barce-
lona lleva a cabo bajo la dirección de los
profesores Joaquín TORNOS, el propio
Tomás FONT y, últimamente, la profeso-
ra Elisenda MALARET. En estas reuniones
(en donde muchos de los profesores que
pertenecemos al Área de Derecho Admi-
nistrativo nos hemos formado como ju-
ristas y que por ello estaremos eterna-
mente agradecidos) se ha ido fraguando
lentamente un hilo conductor del libro.

Los ponentes han expuesto sus estu-
dios y se han debatido los problemas
conjuntamente, buscando las soluciones
que se consideraban más razonables. El
fruto ha sido, por tanto, un libro autén-
ticamente colectivo.

La obra se estructura en tres partes.
Una primera en donde el coordinador,
Tomás FONT, abre el fuego con una in-
novadora exposición, en parle ya relata-
da, de la posición de los entes locales en
el Derecho público de Cataluña y los
principales retos de futuro. En una se-
gunda parte y bajo el título «Estudios»
se hace un repaso de los diferentes capí-
tulos del Reglament d'Obres, Activitats i
Servéis deis Ens Locáis. Así se analizan:
el Reglamento de Obras, Actividades y

Servicios de los Entes Locales de Cata-
luña v el sistema de fuentes en el régi-
men local catalán (Joan RECASE\S
CALVO); la posición de las ordenanzas en
el sistema de fuentes (Alfredo GALÁN
GALÁN); la iniciativa en el procedimiento
de elaboración de las ordenanzas locales
(Joan BARATA I MIR); la tipología y régi-
men jurídico de las licencias (Vitelio
TENA PIAZUELO); la revocación de las li-
cencias en el Reglamento de Obras, Ac-
tividades y Servicios (Julio PONCE SOLÉ);
el silencio administrativo en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servi-
cios: licencias presuntas y comunica-
ción previa (Vicenc. AGUADO I CUDOLÁ);
las órdenes individuales de coacción
(Agustí CERRILLO MARTÍNEZ); la interven-
ción de los entes locales en el medio
ambiente: su regulación en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servicios
(David Cruz SANZ PÉREZ); las subvencio-
nes en el Reglamento de Obras, Activi-
dades y Servicios: una propuesta de re-
gulación municipal (Carmen ALONSO HI-
GUERA); la potestad sancionadora
(Francesc RODRÍGUEZ PONTÓN); ordena-
ción sectorial, autorizaciones reglamen-
tadas y servicio público (Joaquín TOR-
NOS MAS); los consorcios en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servicios
(Pere A. ALSINA GISPURT); los consorcios
como administración instrumental mix-
ta (Marta TIMÓN HERRERO); la influencia
de los principios comunitarios en los
servicios locales y su recepción en el Re-
glamento de Obras, Actividades y Servi-
cios (Antoni BERENGUER I REGUANT); la
incidencia de la figura de los convenios
de cooperación interadministrativa en
la teoría de las formas de gestión de los
servicios públicos (Annabel LLISET I CA-
NELLES); las tarifas de los servicios loca-
les (Joan PERDIGÓ I SOLA).

En ese conjunto de trabajos se desta-
can una serie de problemas que tiene
planteados el mundo local y al mismo
tiempo se proponen, en la medida de lo
posible, algunas soluciones. En un rápi-
do repaso podríamos destacar los si-
guientes puntos conflictivos: a) las rela-
ciones entre la ordenanza municipal y
las leyes estatales y autonómicas; b) el
principio constitucional de reserva legal
y el sistema sancionador local; c) el pro-
cedimiento de elaboración de las orde-
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nanzas locales y la iniciativa de los veci-
nos en esa tarea, ¿acto político o acto
administrativo?; d) el tema, no resuelto,
de la revocación de autorizaciones; e) la
aparente novedad que significa la susti-
tución de las licencias por la simple co-
municación, figura introducida de for-
ma excesivamente tímida por el Regla-
mento de Obras y Servicios de los Entes
Locales de Cataluña, limitándola a su-
puestos menores; f) el desfase entre el
Reglamento de Obras y Servicios de los
Entes Locales de Cataluña y la Ley de
Contratos de las Administraciones Pú-
blicas; g) las distintas clases de autoriza-
ciones y su diferente régimen jurídico,
circunstancia que queda bastante clari-
ficada en el Reglamento catalán.

Por último, una tercera parte del libro
se dedica a documentación, en donde se
incluyen algunas resoluciones jurispru-
denciales y una recopilación bibliográfi-
ca importantes en el panorama local de
Cataluña.

En definitiva, esta publicación consti-
tuye sin duda la carta de navegación del
Derecho local de Cataluña. Desde ahora
y en los años venideros, pocas cosas po-
drán hacerse sin consultar el Dret Local
que hoy ve la luz gracias a las Ediciones
de la Üniversitat de Barcelona (en coe-
dición con Marcial Pons y el Servicio de
Publicaciones de la Üniversitat Autóno-
ma de Barcelona), que poco a poco se va
abriendo un prestigioso camino en este
difícil mundo editorial. Por ese conjunto
de cosas, todos debemos felicitarnos.

Joan Manuel TRAYTER
Prof. Titular de Derecho Administrativo

Üniversitat de Barcelona

VV.AA. (dirección: J. L. PINAR MAÑAS y
E. BEI.TRÁN' SÁNCHEZ): Comentarios a
la Ley de Ordenación del Comercio Mi-
norista y a la Ley Orgánica comple-
mentaria, Universidad San Pablo-Ed.
Civitas, Madrid, 1997, 727 págs.

Constituye siempre motivo de satis-
facción y enhorabuena Ja aparición de
obras colectivas que abordan y sistema-
tizan desde una perspectiva multidisci-

plinar un sector de la realidad. Ahora
bien, esta alegría debe ser mayor, si
cabe, cuando nos encontramos con una
obra como la presente, que afronta con
la profundidad que lo hace el estudio de
la recientemente aprobada legislación
sobre comercio minorista, ámbito en el
que se manifiesta paradigmáticamente
la crisis de la tradicional distinción en-
tre Derecho privado y Derecho público.

En efecto, el libro objeto del presente
análisis ofrece un detallado comentario
de la Ley 7/1996, de 15 de enero (publi-
cada en el «BOE» núm. 15, de 17-1), de
Ordenación del Comercio Minorista, y
de la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de ene-
ro («BÓE» núm. 15, de 17-1), comple-
mentaria de la anterior, aprobada de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo
81 de la Constitución en relación con el
artículo 150.2. Estas normas han venido
no sólo a establecer unas reglas de juego
en un sector tan fundamental para cual-
quier economía como es el de la distri-
bución o a regular nuevas fórmulas con-
tractuales, sino que aspiran también a
ser la base para la modernización de las
estructuras comerciales españolas, con-
tribuyendo a corregir los desequilibrios
entre las grandes y las pequeñas empre-
sas comerciales y, sobre todo, al mante-
nimiento de la libre y leal competencia
(Exposición de Motivos de la Ley
7/1996).

Por lo demás, la materia de comercio
reviste una notable complejidad compe-
tencial, ya que sobre la misma inciden
muy diversos títulos, tanto estatales
como autonómicos.

Pues bien, en la obra se abordan, en
primer lugar, los conceptos básicos y los
principios de ejercicio de la actividad
comercial. En este sentido, se analiza
por Emilio BELTRÁN el concepto de co-
mercio minorista y de establecimiento
comercial y se reflexiona en profundi-
dad, por parte de José Luis PINAR, sobre
la libertad de empresa como garantía
institucional y como derecho, y sobre el
alcance constitucional y comunitario
del fundamental principio de libre cir-
culación de mercancías.

Uno de los problemas que, en la ac-
tualidad, más complejidad presenta y
mayores debates suscita en materia co-
mercial es el de la instalación de gran-
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des establecimientos comerciales. Sobre
esta cuestión, en particular acerca de la
competencia y de los criterios y procedi-
mientos para la concesión de las licen-
cias de apertura, aparece en el libro un
estudio de Juan Manuel TRAYTER.

En relación con la prohibición de ven-
tas al por menor y su regulación, así
como sobre las sanciones y otros efectos
jurídicos derivados de la infracción a
esta prohibición, escribe Juan Ignacio
Ruz PERIS. Acerca también de la oferta
comercial, Silvia DÍAZ ALABART comenta
la oferta del comerciante, el criterio de
la prioridad temporal para contratar y
la prohibición de limitar el número de
productos adquiridos por cada consumi-
dor. Asimismo, estudia detalladamente
el derecho de desistimiento, la forma de
los contratos, la garantía y el servicio
postventa.

El régimen de los precios es analizado
en el libro por Arturo GONZÁLEZ QUISZA,
quien comenta la vertiginosa transfor-
mación de la década de los ochenta en la
materia, el principio de libertad de pre-
cios y sus excepciones, así como las ven-
tas con precios reducidos para colectivos
especiales, como economatos o coopera-
tivas. Pedro PORTELLANO estudia a su vez
la prohibición de la venta con pérdida.

Este último autor analiza el régimen
jurídico de los pagos a los proveedores,
que constituye una de las piezas centra-
les de la nueva Ley. En este sentido, los
artículos 16 y 17 de la Ley 7/1996 con-
templan unas reglas de cómputo de pla-
zos y distintas previsiones en función de
que el aplazamiento de pago supere de-
terminado número de días (sesenta o
ciento veinte).

De las actividades de promoción de
ventas (Título II de la Ley) se ocupan los
t rabajos de Manuel LOBATO GARCÍA-
MIJA.M, Juan Ignacio Ruz PERIS y Pedro
PORTELLANO. ASÍ, el primero de estos au-
tores reflexiona sobre las cuestiones ge-
nerales relativas a la promoción de ven-
tas, desde su propia definición a la doc-
trina del fraude de ley, pasando por la
información relativa a las ofertas espe-
ciales, la publicidad engañosa en las
ofertas de productos con prima o con
regalo, las ofertas de artículos con re-
ducción de precios, la determinación de
Jos artículos ofertados, las ventas multi-

nivel y las ventas en pirámide. Ignacio
Ruiz aborda la regulación legal de la
venta en rebajas, con las obligaciones
derivadas de la condición de actividad
de promoción de ventas, de la venta en
rebajas y las sanciones por incumpli-
miento de la normativa. Analiza tam-
bién la regulación de la temporada de
rebajas y la esencial cuestión de la cali-
dad de los artículos rebajados. Por otra
parte, son objeto de estudio las ventas
de promoción, la venta de saldos y las
ventas en liquidación. En fin, Pedro
PORTELLANO analiza las ventas con obse-
quios, la aplicabilidad del derecho de la
competencia desleal, la prohibición de
ofertas conjuntas, así como la oferta de
venta directa.

El siguiente gran bloque de temas que
se afronta en el libro es el referido a las
ventas especiales (Título III de la Ley).
Así, Emilio BELTRÁN reflexiona sobre las
modalidades contractuales que recoge el
artículo 36.1 de la Ley y sobre la exclu-
sión de la venta a plazos; Juan Manuel
TRAYTER estudia la autorización para el
ejercicio de las ventas especiales y la
inscripción en el Registro que establez-
can las Comunidades Autónomas; Mi-
guel PASQLAU LIAÑO analiza el complejo
régimen jurídico de las ventas a distan-
cia, que ofrece, como señala el autor,
«no sólo una protección "externa" (a
consumidores, a competidores), sino
también una protección interna de los
agentes de este sector del comercio mi-
norista, que ha incrementado sus posi-
bilidades de ampliar el volumen de ven-
tas» (pág. 300 de la obra); Fernando
GÓMEZ se preocupa de la noción de ven-
ta automática y las situaciones recondu-
cibles bajo la definición legal, así como
de la recuperación automática del im-
porte introducido en la máquina en el
caso de no facilitarse el artículo solicita-
do y de los sujetos corresponsables fren-
te al comprador, mientras que Juan Ma-
nuel TRAYTER analiza los requisitos exi-
gidos para la realización de la actividad
comercial de venta automática y las ad-
vertencias obligatorias que deberán fi-
gurar en la máquina de venta automáti-
ca; Emilio BEI.TRÁN y Juan Manuel TRAY-
TER comentan los preceptos de la Ley
referidos a la venta ambulante o no se-
dentaria, con especial referencia a las
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autorizaciones para el ejercicio de la
misma; Fernando GÓMEZ estudia el régi-
men jurídico de las ventas en pública
subasta, analizando a tal efecto la no-
ción de contrato de subasta, las obliga-
ciones de las partes en ese contrato, el
anuncio de subasta, la descripción como
deber y facultad del subastador, la fian-
za o caución para participar en la su-
basta, el incumplimiento del adjudicata-
rio, la formalización y entrega de la
cosa, y los efectos de la venta en subas-
ta; por último, Juan Ignacio PERIS abor-
da la regulación legal de la actividad co-
mercial en régimen de franquicia, con
especia) referencia al registro de fran-
quiciadores que pueden crear las Admi-
nistraciones estatal y autonómicas y a la
obligación de proporcionar información
al inversor interesado en su franquicia.

En cuanto al régimen sancionador
que establece la Ley 7/1996, es objeto de
detallado comentario por parte de Juan
Francisco MESTRE DELGADO, quien anali-
za tanto la atribución de competencias
sancionadoras como la prejudicialidad
penal, la remisión a los principios de la
Ley 30/1992, las clases de infracciones y
los tipos de sanciones.

Para completar en su integridad el co-
mentario de la nueva Ley de Ordenación
del Comercio Minorista, Miguel PAS-
QIJAU, Arturo GONZÁLEZ, Pedro PORTELLA-
NO y Juan Antonio RLIZ analizan las cin-
co disposiciones adicionales de la Ley,
la disposición transitoria única y la dis-
posición derogatoria única. Por su par-
te, Manuel REBOLLO PUIG reflexiona so-
bre la disposición final única y la com-
pleja distribución de competencias en la
materia comercio interior derivada de la
Constitución y de los distintos Estatutos
de Autonomía. Asimismo, analiza los
preceptos de la Ley 7/1996 dictados en
virtud de alguna competencia exclusiva
del Estado, las normas básicas de la Ley
y los preceptos de valor supletorio.

Por último, en la obra objeto de la
presente recensión aparece comentada
por Manuel REBOLLO la Ley Orgánica
2/1996, de 15 de enero, complementaria
de la de Ordenación del Comercio Mino-
rista, desde su tramitación parlamenta-
ria a la transferencia de competencias a
la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares, pasando por el análisis del po-

lémico régimen de los horarios comer-
ciales. En este sentido, se estudian en
profundidad las competencias estatales
y autonómicas sobre horarios comercia-
íes, la virtualidad de la libertad de hora-
rios establecida por el artículo 2 de la
Ley 2/1996 y los regímenes general y es-
peciales establecidos por el artículo 3 de
la citada norma.

En definitiva, el libro tiene el mérito
de adentrarse de lleno en el estudio de
varias cuestiones decisivas para nues-
tros actuales Derechos público y priva-
do, y para las relaciones entre ambos, y
contribuirá, como apuntaban los profe-
sores PINAR MAÑAS y BEI.TRÁN SÁNCHEZ
en la nota preliminar, a la mejor com-
prensión y aplicación de la Ley 7/1996.
Dada la rigurosidad y seriedad de los
trabajos recogidos en este comentario a
la Ley de Ordenación del Comercio Mi-
norista, no cabe duda alguna de que
este objetivo se ha alcanzado con creces.

José Antonio MORENO MOLINA
Prof. Titular de Derecho Administrativo

Universidad de Castilla-La Mancha

VV.AA.: Nuevos escenarios v nuevos co-
lectivos de los derechos humanos. Con-
memoración del Cincuenta Aniversario
de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, Monografías de la
«Revista Aragonesa de Administra-
ción Pública», Zaragoza, 1998, 590
páginas.

í. El pasado 10 de diciembre cele-
bramos el Cincuenta Aniversario de la
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, que, después de unos largos y
complicados debates, fue adoptada en
París por la Asamblea General de la Or-
ganización de Naciones Unidas con el
voto afirmativo de cuarenta y ocho Es-
tados y las significativas abstenciones
de la URSS, Polonia, Ucrania, Bielorru-
sia, Yugoslavia, Checoslovaquia, Unión
Sudafricana y Arabia Saudí. Profunda-
mente inspirada por la Declaración de
Derechos del Hombre y del Ciudadano
que siglo y medio antes aprobara la
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Asamblea constituyente francesa, la ex-
posición de garantías fundamentales
que se reconocieron en 1948 tuvo el
acierto de incorporar, a lo largo de un
total de 30 artículos, los nuevos dere-
chos y libertades que los individuos ha-
bían logrado conquistar en los mas de
ciento cincuenta años transcurridos.
Así, entre sus contenidos, junto a la
igualdad ante la ley, el respeto a la liber-
tad ajena, la presunción de inocencia o
la libertad de pensamiento, que ya figu-
raban en declaraciones anteriores, se
consagraron expresamente ciertos dere-
chos sociales y familiares que descono-
cieron en su momento los constituyen-
tes franceses, tales como la igualdad del
hombre y la mujer (art. 16), el derecho
al matrimonio (igualmente art. 16), el
derecho a la seguridad y a la asistencia
sociales (arts. 22 y 25) o el derecho al
trabajo y al correspondiente descanso
(art. 24). Abundando en la idea de que
la Declaración Universal aspiraba a cu-
brir aquellas lagunas que las circunstan-
cias económicas y sociales, ayudadas las
más de las veces por los regímenes polí-
ticos imperantes, habían descubierto so-
bre el plano garantista de las libertades
ciudadanas, se proclamó el derecho de
todos los hombres a la educación y a la
cultura como requisito indispensable
para el ejercicio de sus derechos políti-
cos (arts. 26 y 27), o se condenaron indi-
rectamente los crímenes contra la hu-
manidad cometidos por el régimen na-
cionalsocialista en Alemania (art. 5). Sin
embargo y al lado de sus indiscutibles
logros, debemos situar algunos de los
principales reparos que, a la altura de
1948, podían privar de eficacia a esos y
otros derechos de los enunciados por la
ONU.

En efecto, bueno será que recordemos,
subrayando un dato al que ya hemos he-
cho referencia, que la Declaración Uni-
versal salió adelante con la abstención de
ocho de los Estados miembros de aquella
Organización, que no estimaron conve-
niente votar a favor de un documento
que consagraba la legitimidad de la pro-
piedad privada de los medios de produc-
ción (es el caso de la entonces Unión So-
viética y de otros países del telón de ace-
ro), que condenaba sin ambages la
segregación racial (practicada, entre

otros, por la Unión Sudafricana) o que
desautorizaba la esclavitud (todavía exis-
tente, por ejemplo, en Arabia Saudí), en-
tre otros extremos. Esca circunstancia no
pasaría de una mera anécdota de no re-
sultar reveladora de una concepción de
los derechos humanos como patrimonio
de los Estados en lugar de los individuos,
que, afortunadamente, hoy, cuando aca-
bamos de conmemorar el Cincuentenario
de aquella Declaración, podemos reputar
mucho más minoritaria en la escena in-
ternacional.

Si tomamos el caso de nuestro país, que,
obviamente, por sus circunstancias políti-
cas, no pudo suscribir a mediados de siglo
el citado texto, apenas le faltó el tiempo
para hacerlo en cuanto inició el proceso de
transición democrática en la década de los
setenta, y para consagrar la vinculación al
mismo de sus poderes públicos en el ar-
tículo 10.2 de la Constitución aprobada en
1978. De acuerdo con este precepto, las
normas relativas a los derechos y liberta-
des que ha reconocido nuestra Carta Mag-
na se interpretarán de conformidad con la
Declaración Universal de Derechos Huma-
nos y los tratados y acuerdos internaciona-
les sobre las mismas materias ratificados
por España. Es de justicia, por tanto, ad-
vertir que la efemérides del documento
gestado en el seno de las Xaciones Unidas
haya coincidido en el tiempo con los actos
de celebración del vigésimo cumpleaños
de la Constitución española, a la que los
ciudadanos de este país debemos la articu-
lación del sistema último de garantías de
los derechos que aquél tuvo a bien enun-
ciar en su momento.

II. Hechas las precisiones cronológi-
cas oportunas, debemos dar cuenta ya
de la iniciativa auspiciada por el Conse-
jo de Redacción de la «Revista Aragone-
sa de Administración Pública» para fes-
tejar, como se merecía, el cincuenta ani-
versario de la mencionada Declaración
Universal. Así, aprovechando la línea
iniciada hace cuatro años v que parece
recobrarse ahora con nuevos bríos, la
Revista ha editado un número monográ-
fico —el segundo en su todavía corta
trayectoria (1)— que se dedica, en pala-

(1) El primero fue publicado en 1994
con el sugestivo título de Condiciones ins-
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bras de sus coordinadores, a analizar al-
gunos de ¡os problemas que plantean los
derechos humanos de las últimas genera-
ciones, que han venido a sumarse al acer-
vo jurídico y ético de una ciudadanía que
aspira, cada vez con más fuerza y me-
dios, a su íntegra realización (pág. 11).
Para llevar a buen puerto este objetivo,
se ha contado con la participación de
veintidós conocedores de la problemáti-
ca de tales derechos, que, ya desde el es-
tudio y la investigación universitarias,
ya desde su pertenencia a instituciones
públicas concernidas con la defensa y la
divulgación de aquéllos, han tenido a
bien transmitirnos su punto de vista o,
lisa y llanamente, relatarnos algunas de
sus experiencias directas sobre el parti-
cular. El resultado han sido nada más y
nada menos que veinte trabajos (dos de
ellos colectivos), que los coordinadores
han decidido agrupar en seis bloques te-
máticos distintos, a fin de ofrecer la mí-
nima dosis de coherencia y sistemática
que deviene imprescindible en este tipo
de obras. Parece, pues, apropiado respe-
tar esta estructura interna a la hora de
anotar algunos de sus contenidos princi-
pales, aunque se haya escogido aquí un
orden distinto para la presentación de
los temas.

III. El grupo de colaboraciones que
figura recogido en primer lugar nos si-
túa ante el escenario internacional de
los derechos humanos, donde caben los
interrogantes sobre la paz, el derecho al
desarrollo, la protección internacional de
los derechos de las minorías o, de forma
más concreta, los de los pueblos indíge-
nas (pág. 12). Ante el gran interrogante
de si los hombres tenemos o no derecho
a la paz, J. M. ALEMAMY BRIZ no duda en
contestar afirmativamente tanto desde
una óptica colectiva como desde una
perspectiva individual. La paz es ese va-
lor universal que pertenece a los pue-
blos, pero que también forma parte del
patrimonio de cada uno de nosotros sin
exclusión ni discriminación, y que no

puede identificarse sin más con la mera
ausencia de guerra, sino que, hoy más
que nunca, reclama la consecución de
un Estado en el que la libertad y la justi-
cia estén plenamente aseguradas. Sin
embargo, ningún instrumento jurídico
de carácter vinculante ha logrado refle-
jar todavía la concienciación existente
en la sociedad civil en torno al derecho
a la paz que ostenta la humanidad ente-
ra. A lo sumo, por el momento, se ha lle-
gado a redactar en el marco de la
UNESCO (Organización de Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y
la Cultura) un Proyecto de Declaración
solemne con el que se pretendía incluir
entre sus objetivos la lucha por el reco-
nocimiento del derecho del ser humano
a la paz, pero, tras año y medio de dis-
cusiones y a pesar de tratarse de un tex-
to modesto, no ha podido ser aprobado
en medio de fuertes disensiones y diver-
gencias (2). Y es que, cuando nos encon-
tramos ante un derecho totalizador o in-
tegrador, ante la premisa que ha de per-
mitir el disfrute y el reforzamiento de
los demás, no es nada fácil alcanzar el
consenso mínimo necesario para la
adopción de una fórmula convencional
que positivice el derecho a la paz. Tal
vez, opina el autor, haya que esperar a
que madure un tercer Pacto Internacio-
nal de los Derechos Humanos (pág. 32).
No obstante, resulta irremediable una
cierta actitud de rebeldía cuando com-

titucionales de una política europea de or-
denación del territorio, y en él se recogen
las reflexiones de algunos de los más in-
signes especialistas de esta problemática
en el referido ámbito geográfico.

(2) Tras su fundamentación, la parte
dispositiva del Proyecto de Declaración
constaba de tres artículos en los que, ade-
más de reconocer la paz como derecho
inherente a la dignidad de la persona y
como deber de todos los pueblos, de to-
dos los seres humanos, de todos los Esta-
dos y demás miembros de la comunidad
internacional, se proclamaba la impor-
tancia de la educación, la ciencia y la co-
municación para construir a diario ese
derecho. Según hemos señalado en el tex-
to, el proyecto no recibió el visto bueno
ni de la vigesimonovena Conferencia Ge-
neral de la UNESCO, celebrada en París
del 21 de octubre al 12 de noviembre de
1997, ni de la Conferencia ad hoc que,
convocada por el Director General, logró
reunir en esa misma ciudad a más de 120
expertos entre el 6 y el 9 de marzo de
1998.
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paramos el panorama descrito con el
que ha presidido la evolución de otro de
los derechos de la llamada «tercera ge-
neración», el derecho al desarrollo, que,
según relata A. CHUECA SANCHO en otro
de los trabajos de esta monografía,
cuenta ya con una importante retahila
de reconocimientos expresos en textos
internacionales, donde se afirma sin
duda su pluridimensionalidad. Acaso la
especial trascendencia que ha adquirido
en los últimos años una de sus facetas,
la medioambiental, haya permitido que
este derecho conociera una evolución
espectacular, al punto de acuñarse una
nueva terminología para caracterizar a
los Estados desarrollados, cual la de de-
mocráticos y ecológicos de Derecho (3).

Cierran este primer bloque de estu-
dios dedicados al escenario internacio-
nal de los derechos humanos dos traba-
jos sobre la protección que se dispensa
en la actualidad a las minorías (4), cuya
aspiración a que sean respetados aque-
llos elementos que los diferencian del
grupo mavoritario se habría visto abo-
cada a la más absoluta frustración de no

(3) Como es bien sabido, desde que el
Informe Brundtland, adoptado en 1987
por la Comisión Mundial sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo, difundiera el
concepto de desarrollo sosienible, éste ha
pasado a representar el objetivo principal
de la necesaria armonización entre la
economía y la ecología. Pues bien, tras su
rclanzamiento por la Declaración de Río
de 1992, el profesor CHUECA SANCHO re-
conduce a los dos siguientes principios el
núcleo jurídico de la sostenibilidad del
desarrollo: a saber, la equidad inlragenc-
racional o equidad impregnada de pre-
sente y la equidad intergeneracional o
equidad impregnada de futuro (pág. 63).

(4) Que el estudio de los derechos re-
conocidos a las minorías constituya el ob-
jeto de dos de las colaboraciones de la
presente monografía, aun con las salveda-
des que sean oportunas a propósito de la
inclusión de las poblaciones indígenas
(en otro tiempo bautizadas como mino-
rías étnicas) en aquel concepto, encuentra
su engarce en el reconocimiento conteni-
do en el artículo 27 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, que de
este modo hizo intrascendente la ausen-
cia de mención alguna en la propia Decla-
ración Universal de 1948.

ser por los avances que han realizado al-
gunas organizaciones europeas. En par-
ticular, N. FERNÁNDEZ SOLA realiza un
exhaustivo repaso de la actividad des-
plegada por la Conferencia sobre Segu-
ridad y Cooperación en Europa, el Con-
sejo de Europa y la Unión Europea, ha-
ciendo especial h incapié en las
perspectivas que se abren tras la entra-
da en vigor del Convenio-marco adopta-
do por el segundo en el año 1994 (5). Si
aceptamos como premisa la tesis de la
autora según la cual la pertenencia a
una minoría es una opción libre e indivi-
dual (pág. 103), F. PALACIOS ROMEO re-
chaza que puedan asimilarse a aquéllas
las poblaciones indígenas, dada su con-
dición de supervivientes de las mayorías
que en su momento les colonizaron (6).
Así parece haberlo reconocido, por fin,
el Convenio 169 de la Organización In-
ternacional del Trabajo, que, lejos de
adoptar una filosofía proteccionista,
esta plagado de reivindicaciones acerca
de los valores, las tradiciones y las insti-
tuciones sociales, económicas, cultura-
les y políticas que, en distinto grado de
evolución, han sabido conservar estos
pueblos. Con todo, debemos convenir
con ambos autores en que cualquier cla-

(5) Ante la escasa adecuación del Con-
venio de Derechos Humanos de 1950 para
subvenir a las reclamaciones de las mino-
rías nacionales, el Convenio-marco que se
cita en el texto, y cuya entrada en vigor no
se ha producido hasta el 1 de febrero de
1998, deberá servir como punto de refe-
rencia obligada de tratados bilaterales y
de las distintas legislaciones nacionales,
además de constituir' un paso decisivo
para la formación de la opinio iuris curo-
pea sobre la materia, que pueda desembo-
car en la aprobación de reglas de Derecho
internacional general (pág. 98).

(6) Las cifras resultan suficientemen-
te elocuentes al respecto. Según un estu-
dio realizado por Naciones Unidas con
motivo de la celebración del Año Interna-
cional de las Poblaciones Indígenas en
1993, tienen esta consideración más de
300 millones de personas repartidas por
un total de 70 países. En su seno albergan
más de 600 idiomas vivos y, en algunos
Estados como Guatemala o Perú, llegan a
representar el 50% de la población (pág.
129).
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se de articulación jurídica resultará in-
suficiente mientras no se internacionali-
ce el hecho de que asignar protección y
derechos propios a Jas minorías y a Jas
culturas indígenas redunda en beneficio
de toda la comunidad internacional.

IV. El segundo conjunto de colabo-
raciones del que queremos dar cuenta a
continuación nos obliga a abandonar la
escena internacional para analizar los
problemas que plantean algunos dere-
chos prestacionalcs en el marco del Es-
tado español actual. Es el paso previo
que nos permitirá abordar con suficien-
te conocimiento de causa las peculiari-
dades que ofrece el ámbito autonómico
en el disfrute de tales derechos. Así y
tras la necesaria caracterización gene-
ral, a cargo de A. GARCÉS SA.VAGUSTÍX, de
las peculiaridades que reviste la Admi-
nistración encargada de ofertar aquellas
prestaciones de estricta dimensión so-
cial, otros trabajos se han dedicado a
precisar la posición jurídica que frente a
ella puede adoptar el ciudadano, bien
como contribuyente, bien como percep-
tor de alguna pensión pública, por ejem-
plo. En ambos casos, las perspectivas de
futuro son alentadoras y más esperanza-
doras de lo que en un principio cabría
pensar. Respecto de la financiación del
gasto social en los próximos años, en los
que, previsiblementc, veremos agravarse
las estadísticas relativas al envejeci-
miento de la población (7), E. BANDRÉS

(7) Tan sólo las proyecciones básicas
del gasto en pensiones (es decir, excluidas
las partidas relativas al gasto sanitario)
resultan auténticamente explosivas a par-
tir del año 2025 en casi todos los países
europeos. Y es que, circunscritas las ci-
fras al caso de España, hoy por hoy el
90% de las mujeres y el 78% de los hom-
bres alcanzan la edad de sesenta y cinco
años, mientras que cuando ellos nacieron
sólo llegaban a esa edad menos de la mi-
tad de las mujeres y en torno al 40% de
los hombres. A su vez, la tasa de natali-
dad ha descendido de forma continuada
en los últimos treinta años, de forma que
en la actualidad se encuentra situada por
debajo del nivel de reemplazo: 1,2 hijos
por mujer, frente al 2,1 que se considera
necesario para que la población total se
mantenga constante (págs. 236 y 237).

MOLINÉ concluye que no tiene por qué
suponer una carga insoportable para la
economía, aun reconociendo que serán
necesarias ciertas correcciones del tipo
del retraso en la edad de jubilación, el
alargamiento del número de años para
el cálculo de la pensión inicial, la reduc-
ción de la tasa de reposición pensión/sa-
lario, un tratamiento más riguroso de
las revalorizaciones anuales, etc. (pág.
237). En cualquier caso, reconforta sa-
ber que el mantenimiento del sistema de
protección social no exige todavía la
adopción de medidas drásticas tales
como la sustitución del actual modelo
de reparto por uno alternativo basado
en la capitalización, cuya viabilidad y
eficiencia son seriamente cuestionadas
por el autor.

También con optimismo se analizan
los logros que nuestro Estado de Dere-
cho ha ido consolidando sobre la esfera
del ciudadano-contribuyente —no hay
más que pensar, por citar sólo dos ejem-
plos de cuantos nos recuerdan I. JIMÉ-
NEZ COMPAIRED V J. ALVAREZ MARTÍNEZ,
en que la ape lac ión al de recho a la
igualdad dinamitó el sistema de tributa-
ción de los grupos familiares previsto en
la normativa inicial del IRPF, o en que
el Tribunal Constitucional no ha tenido
reparos a la hora de estimar comprendi-
da en la órbita del derecho a la intimi-
dad la situación económica del contri-
buyente (8)—; lo que no es obstáculo
para que tanto aquellos autores como
A. CAYÓX GAUARDO pongan el acento so-
bre la necesidad de eliminar algunas de
las trabas más frecuentes que siguen di-
ficultando la obtención de plena tutela
judicial en el ámbito tributario. No tiene
ninguna justificación que, hasta la mo-
dificación del artículo 105 LGT en 1997,
una buena parte de las notificaciones
practicadas por la Administración de los
tributos fueran defectuosas, o que ésta
siga motivando de manera harto insufi-
ciente determinados actos de gestión,
por no hablar de la ausencia de una re-

(8) Véanse así las SSTC 209/1988, de
10 de noviembre, y 45/1989, de 20 de fe-
brero, en el primer caso, o la 110/1984, de
26 de noviembre, y el Auto 230/1984, de
11 de abril, respecto del concepto de «in-
timidad económica».
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gulación adecuada del silencio adminis-
trativo en muchos de estos procedimien-
tos o del uso abusivo que en ellos hace
el legislador de las presunciones legales,
con la limitación que esto supone sobre
el derecho a la prueba. En resumidas
cuentas, a nadie puede extrañarle que
las cuestiones tributarias hayan dado
pie a una enorme conflictividad en los
últimos años y que los ciudadanos no
hayan dudado siquiera en acudir a la vía
prevista en la Ley 62/1978, invocando
vulneraciones constitucionales, con la
misma naturalidad con que interponen
el recurso contencioso-administrativo
ordinario. Sobre este particular y ha-
ciendo una valoración de resultados
(ahora que ha sido derogado por la Ley
29/1998) del proceso especial para la
protección de los derechos fundamenta-
les que introdujo en el citado orden ju-
risdiccional aquel texto normativo, F. y
C. GARCÍA MATA constatan un uso abusi-
vo con fines ajenos a los que motivaron
su instauración, panorama del que qui-
zás traigan causa las restricciones im-
puestas por la nueva LJ en materia de
costas o de suspensión de la ejecución
del acto que se estime contrario a algún
derecho fundamental.

V. Una vez despejadas algunas in-
cógnitas en torno al estado de salud de
ciertos nuevos derechos en los escena-
rios nacional e internacional y como la
normativa concerniente a aquéllos pro-
viene de una pluralidad de instancias,
M. CONTRERAS CASADO y M. TERRER BA-

OUERO reflexionan sobre la labor llevada
a cabo por el legislador aragonés para
garantizar la efectividad de los mismos
en su respectivo ámbito territorial. Así,
a juicio del primero, los Parlamentos
autonómicos han de ser los protagonis-
tas indiscutibles de los derechos que
eventualmente deriven del Capítulo III
del Título 1 de la CE, poique tienen la
obligación de desarrollar los principios
rectores que allí se recogen (púg. 458).
Cosa distinta es que no resulte fácil con-
cretar la forma en que pueda hacerse
efectiva dicha obligación, al margen del
ejercicio por los ciudadanos de la inicia-
tiva legislativa popular o de las denun-
cias y recomendaciones que efectúen los
«defensores del pueblo» autonómicos.

Conectando de este modo con el estudio
a cargo de M. TERRER, el balance en
concreto de la actuación del Justicia de
Aragón en sus diez años de existencia,
como garante de los derechos de los ciu-
dadanos, pone de manifiesto la confian-
za cada vez mayor que éstos depositan
en la institución, la diversificación de
los asuntos a los que van referidas sus
quejas o el incremento en la receptivi-
dad institucional a la hora de aceptar
las sugerencias en favor de las liberta-
des individuales.

VI. Precisamente los restantes estu-
dios que componen esta monografía ha-
cen relación a algunos de los principios
rectores de la política económica y so-
cial a los que, en conjunto, se había re-
ferido M. CONTRERAS, y en particular co-
nectan con el mandato dirigido a los po-
deres públicos de proteger el entorno
más o menos inmediato en el que se de-
senvuelve la vida del hombre en relación
(la familia, la ciudad o el medio ambien-
te genéricamente considerado), de pres-
tar la debida asistencia a los hijos o, en
puridad, a toda la infancia, así como de
promover la ciencia y la investigación
científico-técnica en beneficio del inte-
rés general.

Básicamente, dentro del primer apar-
tado (el de los estudios concernientes a
los principios enunciados en los arts.
39, 40 y 45 CE), podemos englobar las
colaboraciones de M. C. SANROMÁN GIL,
S. RAMAZANI, R. SALANOVA ALCALDE y

L. POMED SÁNCHEZ. La primera autora
circunscribe sus reflexiones al cambio
que ha experimentado uno de los pilares
de la familia, la mujer, en los últimos
decenios y a la legitimidad, no sólo jurí-
dica sino también social, de las medidas
encaminadas a discriminarla positiva-
mente frente al hombre, siquiera con
carácter temporal, para conseguir su
equiparación de hecho en el más breve
plazo posible. Por extraño que pueda
parecer, sobre el desarrollo completo de
la personalidad tanto de la mujer como
de los demás miembros del núcleo fami-
liar incide también el trabajo de R. SALA-
NOVA, y digo que acaso sorprenda por-
que su título alude a una problemática
en principio diversa, cual la de un hipo-
tético derecho a la ciudad. Pues bien,
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aunque el autor se cuida mucho de exa-
minar, como no podía ser de otro modo,
las dificultades para acceder a una vi-
vienda en condiciones (digna v adecua-
da, en la popularizada expresión consti-
tucional), o la evolución que ha experi-
mentado la función de ordenación
urbanística al socaire de los cambios le-
gislativos y de algún pronunciamiento
destacado del máximo intérprete de
nuestra Constitución (9), nos ofrece
ante todo una visión de la ciudad en la
que los niños callejean sin peligro, los
disminuidos y discapacitados no sufren
la barrera de la inaccesibilidad, donde
no se recurre a la segregación espacial
para orillar a determinados colectivos,
sino en la que, por el contrario, la rege-
neración de infraestructuras, las inver-
siones públicas o las transformaciones
urbanísticas se ponen al servicio de la
integración y el progreso de todos cuan-
tos la habitan. Si convenimos en que la
ciudad ideal sería aquella en la que sus
individuos se ayudaran para obtener la
felicidad, avancemos, propone el autor,
hacia un marco de convivencia que faci-
lite la vida a las personas y les permita
ejercitar plenamente sus derechos básicos
(pág. 531). Entre éstos, llama especial-
mente la atención el relativo al disfrute
de un medio ambiente adecuado que,
según las últimas y más avanzadas apor-
taciones doctrinales (10), excede su con-

(9) Resulta obligada la mención a la
STC 61/1997, de 20 de marzo, que declaró
la inconstitucionalidad de la mayor parte
del Texto Refundido de la Lev del Suelo
de 1992.

(10) Fundamentalmente, de J. JORDA-
NO FRAGA: El derecho a un medio ambiente
adecuado, en «RArAP», 4, 1994, págs. 113
y ss., y después en La protección del Dere-
cho a un medio ambiente adecuado,
Bosch, Barcelona, 1995, págs. 472 y ss.;
así como de F. VELASCO CABALLERO: El
medio ambiente en la Constitución: ¿dere-
cho público subjetivo v/o principio rector?,
en «RAAP», 19, 1994, págs. 91 y ss.;
D. LOPEREXA ROTA: El derecho al medio
ambiente adecuado, Cívitas, Madrid, 1996,
ir; totum; M. PINAR DÍAZ: El derecho a dis-
frutar del medio ambiente en la jurispru-
dencia, Comares, Granada, 1996, págs. 46
y ss.; o F. LÓPEZ RAMÓN: Derechos funda-
mentales, subjetivos y colectivos al medio

figuración tradicional como principio
rector de la política social y económica
para pasar a ser reputado, entre otros
por L. POMED SÁNCHEZ en la obra que co-
mentamos, un auténtico derecho subje-
tivo oponible erga omnes, y en el que
primaría el elemento interno o de seño-
río sobre el elemento externo o de pre-
tensión propio de los derechos subjeti-
vos de obligación (pág. 583). Además,
en la medida en que nos encontramos
ante un bien de toda la humanidad, el
derecho al medio ambiente pertenece a
aquella categoría de los que resultan in-
diferentes a la nacionalidad de quienes
pretenden hacerlos valer ante los Tribu-
nales, y por tanto es esgrimible ante
ellos por los extranjeros, como nos re-
cuerda S. RAMAZANI (pág. 194).

VII. Entrando en el análisis de las
políticas públicas que, al objeto de aten-
der el mandato contenido en el art. 39
CE, persiguen que se dispense una pro-
tección integral a la infancia, se sitúan
los trabajos correspondientes a F. GAR-
CÍA VICENTE y T. PICONTO NOVALES, quie-
nes efectúan un concienzudo repaso del
estado de reconocimiento práctico a los
menores de algunos de los principales
derechos sociales y civiles, que debe si-
tuarnos en la órbita de una mayor pro-
fundización democrática de la vida fa-
miliar. Los autores no pueden por me-
nos que constatar algunas quiebras en el
respeto a los derechos del niño en algu-
nos supuestos de procreación artificial,
de hijos nacidos fuera del matrimonio o
de hijos adoptados, aunque los avances
hayan sido constantes en el campo de la
reconcil iación entre dos real idades
(«vida familiar» y «trabajo») difíciles de
compatibilizar o en el de las ayudas pú-
blicas a las políticas familiares en gene-
ral. En definitiva, el capítulo legal de
protección a la familia en modo alguno
puede considerarse cerrado en nuestro
país, sino que precisa de continuos pro-
gresos que permitan poner fin a situa-
ciones intolerables en cuanto a la digni-
dad e igualdad de todos sus miembros
(pág. 191).

ambiente, en «REDA», 95. 1997, págs.
357-360.
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VIII. Hemos dejado para el final la
referencia a tres estudios cuya temática
resulta ciertamente sugerente, y es que,
con la finalidad de sondear la efectivi-
dad que alcanza en nuestro país la pro-
moción de la ciencia y la investigación
que ha de informar la actuación de los
poderes públicos por expreso deseo del
constituyente (art. 44.2), J. M. ASPAS AS-
PAS y M. CALVO GARCÍA han tratado de
ponderar los riesgos y ventajas que para
los derechos humanos supone el uso de
la informática y de las nuevas tecnolo-
gías de la información, mientras que
R. CHUECA SANCHO se ocupa de cohones-
tar las exigencias científicas, éticas y ju-
rídicas en el campo de la experimenta-
ción clínica.

Por lo que respecta a los dos prime-
ros, la premisa de la que parten subraya
la facilidad y el bajo coste que conlleva
acumular datos relacionados con las
personas, gracias a las nuevas tecnolo-
gías de la información, hasta reproducir
su imagen de forma pormenorizada
convirtiéndolas, según la denominación
gráfica que acuña J. M. ASPAS ASPAS, en
hombres y mujeres de cristal (pag. 358).
Bajo el paraguas que supone el recono-
cimiento al máximo nivel del derecho a
la autodeterminación informativa (art.
18.4 CE), respuesta evidente frente a
una amenaza más que real contra la dig-
nidad y los derechos humanos, nuestras
Administraciones no pueden dejar de
promover la mejora del desarrollo tecno-
lógico, fomentando un uso apropiado y
responsable del fruto de tales investiga-
ciones. En el choque entre bienes jurídi-
cos, la legislación ya se ha preocupado
de que encuentren adecuada salvaguar-
dia el honor y la intimidad de las perso-
nas, pero aun así siguen produciéndose
tensiones a las que es preciso dar una

solución satisfactoria. Paradójicamente,
algunas de las medidas que deberán ser
incorporadas a nuestro ordenamiento
en los próximos años podrán obtenerse
de los foros de discusión y debate en
torno a los derechos humanos que se
han generalizado en muchas de las di-
recciones de Internet, que con toda
suerte de explicaciones nos facilita
M. CALVO (en especial págs. 434 y ss.).

Apartándose sólo en apariencia de la
problemática anterior e inmersa todavía
en el campo de los progresos científicos
se sitúa la colaboración a cargo de
R. CHUECA, quien nos propone una refle-
xión templada sobre los peligros de la
experimentación terapéutica con perso-
nas, no obstante reconocer su carácter
absolutamente necesario para la indus-
tria farmacéutica y, en último término,
para garantizar el derecho a la salud y a
la asistencia sanitaria. El autor advierte
que los promotores de los ensayos clíni-
cos deben velar en todo momento por la
identidad del paciente y asumir la res-
ponsabilidad derivada de los atentados
contra su intimidad en que por acción u
omisión pudieran incurrir (pág. 421).
Sólo protegiendo debidamente aquella
identidad, los Estados estarán en perfec-
tas condiciones de superar uno de los
principales retos que tienen planteados
ante el horizonte del siglo xxi, como es
el de conseguir que la «tercera genera-
ción» de derechos humanos, cuyo esta-
do de salud ha tratado de reflejar esta
obra colectiva, no se consolide a costa
de cesiones en aquellos valores que,
como la libertad y la igualdad, corres-
ponden a una fase que ya creíamos su-
perada.

Olga HERRÁIZ SERRANO
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RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

AGIRREAZKLE.VAGA, Iñaki: Intervención pú-
blica en el deporte (Prólogo de Jesús LE-
GÜINA VILLA), coedición del Instituto Vas-
co de Administración Pública y la Edito-
rial Civitas, Madrid, 1998, 438 págs.

En los últimos tiempos la prensa de-
portiva, más allá de la mera narración o
análisis de ¡o verdaderamente importan-
te, el acontecimiento deportivo, se ha
transformado en una sucesión de inte-
rrogantes jurídicos. Y ello, además, con
el agravante de que la pasión que rodea
el deporte hace que en ocasiones tenga
los caracteres de verdaderas cuestiones
de Estado que incluso algunos conoci-
dos comunicadores quieren que quede
fuera de un análisis jurídico real. Los
ejemplos que pondré inmediatamente,
conocidos por todos nosotros con inde-
pendencia de lo que nos interesen los
acontecimientos deportivos, son la me-
jor prueba de lo que se está señalando:
¿puede un comité federativo modificar
la sanción que aparece en el reglamento
de competición para una alineación in-
debida de un jugador extracomunita-
rio?; ¿la sanción se debe aplicar toman-
do como criterio valorativo la culpabili-
dad del autor de la infracción o se
puede tratar de un caso de responsabili-
dad objetiva?; ¿qué relación existe entre
la licencia federativa y el contrato de
trabajo de un deportista profesional a la
hora de poder practicar profesionalmen-
te un deporte?; ¿se puede retransmitir
en el sistema de'pago por visión el parti-
do Barcelona-Real Madrid o hay que
aplicar aquella conocida Ley del presun-
to interés general del partido y, por con-
siguiente, que éste se retransmita en
abierto?; ¿hasta dónde puede llegar la

utilización de un vídeo a la hora de im-
poner una sanción a un futbolista que
no aparezca en el acta del partido?; ¿po-
dría ir un deportista profesional a los
tribunales de justicia demandando a la
federación deportiva?; ¿existe realmente
esa separación que se plasma en los
contratos entre la parte de derechos de
imagen y la de prestación de servicios a
fin de pagar menos al erario público?

Todas estas cuestiones han sido saca-
das de los medios de comunicación en
los últimos quince días. En los quince
siguientes aparecerán otras, de la mis-
ma entidad (ya se considere que ésta es
poca o mucha, dependiendo de la im-
portancia que se le reconozca al depor-
te, aunque siempre debería dársele un
papel bastante más pequeño del que se
le proporciona en la actualidad), que
eclipsarán las anteriormente citadas.
Pero en todas ellas hay un elemento co-
mún; todos opinan, con independencia
de los conocimientos jurídicos que ten-
ga cada uno, que normalmente suelen
ser nulos. Y la mayor parte de las opi-
niones serán interesadas dependiendo
del punto afectado por su sensibilidad, a
través de lo cual se podrá manipular a la
opinión pública para defender de la me-
jor manera sus propios intereses. Las
manifestaciones populares producidas
ante ciertos casos proporcionan tam-
bién cobertura a esta afirmación.

Que todo lo anterior ocurre es algo que
no se me puede discutir. Y precisamente
por ello el libro de Iñaki AGIRREAZKUENA-
GA tiene un primer valor indudable: sirve
de punto ineludible de apoyo para desen-
marañar una complicadísima madeja
que sólo sirve a sus principales partíci-
pes, que, claro está, suelen ser económi-
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cos. La realidad es que en el Derecho de-
portivo resultaba imprescindible una
obra como la que ahora presento, en la
que el autor, con la minuciosidad del mi-
crocirujano, se encargue de desmitificar
el amasijo de lugares comunes que pre-
senta en la actualidad el Derecho depor-
tivo y que pretenden conseguir una sen-
sación de microordenamiento jurídico
separado de las reglas convencionales.

Esta idea es muy querida por los par-
tícipes en el deporte, a pesar de que,
como muestra clarísimamente el autor,
en el ordenamiento deportivo existen
dos tipos de normas muy diferentes, las
fuentes normativo-públicas y las fuentes
terciarias; de las cuales el primer grupo
de ellas en nada o casi nada se separan
de las restantes del ordenamiento jurídi-
co español. En todo caso, de la lectura
del libro se desprenden tres ideas que
son suficientemente esclarecedoras de
lo que estoy señalando.

La primera es la insusceptibilidad de
todo control judicial de cualquier país y
cualquier jurisdicción de todo acto de
las federaciones nacionales o de los or-
ganismos internacionales deportivos
(estas Organizaciones No Gubernamen-
tales deportivas, como las califica el au-
tor, dado que son meras asociaciones
privadas). Sería sencillo recordar ahora
todos los casos conocidos, como el del
Olympiquc de Marsella, a quien se le
impidió fácticamente recurrir una deci-
sión de la UEFA por la que se le excluía
de las competiciones europeas ante los
tribunales suizos por presunta compra
de partidos en la competición francesa...
porque ello hubiera supuesto que Fran-
cia no hubiera continuado con la orga-
nización de la Copa del Mundo de 1998.
Como magníficamente muestra el autor,
éste hubiera constituido un acto de una
asociación privada, la UEFA, sometida a
las leyes del país en el que radica y que,
por consiguiente, son perfectamente
controlables judicialmente, como de he-
cho se demostró con la aceptación de la
demanda antes de su retirada. Afirma-
ción ésta que alcanza a todas las ONG
deportivas, que, pese a su aparente for-
taleza, son realmente mucho más débi-
les de lo que parecen y que precisamen-
te por ello recurren a comportamientos
poco éticos para conseguir que se cum-

plan sus directrices, por descabelladas
que sean.

La segunda vertiente de este proceso
hace referencia a la afirmación contra-
ria: todo es (o, mejor dicho, debería ser)
controlable judicialmente o, en el análi-
sis que se haga de estas cuestiones, se
deben efectuar análisis similares a los
que presenta cualquier relación jurídica.
Para avanzar en esta idea se suele recu-
rrir a otro de los lugares comunes que
aparecen en relación con el deporte: el
coste económico que tiene, que hace
que se pueda pasar por encima de todo
en el objetivo de salvar la inversión.

Y aquí conviene matizar mucho para
no excedernos por el otro lado, lo que
tampoco resultaría apropiado, aunque
haya algún deportista (concretamente
algún entrenador de fútbol) que ya haya
amenazado con recurrir a los tribunales
por mala aplicación de una regla del
juego. No obstante, pecar por este lado
tampoco resulta aplicable, porque ¿se le
pasaría a alguien por la cabeza que Es-
paña hubiese presentado una demanda
contra la FIFA porque el arbitro no con-
cedió gol en el famoso disparo de Mi-
chcl en el partido España-Brasil de la
Copa del Mundo de fútbol celebrada en
México en 1986? ¿Se puede siquiera
pensar en las consecuencias que tendría
para la competición?

La separación entre lo que son reglas
del juego, que no cabe duda que caen
fuera del control jurisdiccional (aunque
cabría cierto control interno de ciertas
manifestaciones, como las tarjetas san-
cionadoras), y lo que es una rama del
Derecho normal pero reconducido a la
actividad deportiva se puede apreciar
palmariamente en la obra del Profesor
AGiRRr.AZKUF.NAGA. Se trata de un punto
analizado con particular minuciosidad,
dada la dificultad que puede presentar,
como se pudo comprobar con el famoso
caso Bosman, en donde se pretendía que
el número de extranjeros en una deter-
minada competición (y, en particular,
los comunitarios) era materia interna,
olvidándose la UEFA que afectaba a la
libre circulación de jugadores dentro de
la Comunidad Europea. Y a parecida
conclusión se puede llegar en un asunto
como el caso del futbolista Mista, que
ahora está planteado en el marco de la
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Federación Española de Fútbol por la
controversia acerca de los efectos sobre
la licencia federativa de la rescisión del
contrato de trabajo que unía al jugador
con el Real Madrid y su posterior ficha-
je por el Club Deportivo Tenerife.

Pese a la importancia que tienen las
cuestiones anteriores, en todo caso, la
parte del libro que me ha aparecido más
relevante es aquella en la que rebate
uno de los lugares comunes más fre-
cuentes: los organismos deportivos son
asociaciones privadas sobre las que las
Administraciones públicas no tienen
nada que hacer ni que decir. Partiendo
de una perspectiva orgánica, analizando
cada una de las funciones de todos los
entes, examinando la relación que existe
con las Administraciones públicas terri-
toriales que se encargan de estas cues-
tiones, AGIRREAZKUENAGA demuestra cla-
ramente que lo públicamente interveni-
do es mucho, y de extraordinaria
importancia para el desarrollo de la ac-
tividad deportiva: calificación y organi-
zación de las competiciones oficiales y
la tutela de las competiciones de carác-
ter internacional que se celebren en Es-
paña; la actuación coordinada entre ios
distintos eslabones para la promoción
de sus diversas modalidades deportivas;
el control de las subvenciones a las enti-
dades asociadas en su seno; el diseño y
ejecución de los planes de preparación
de los deportistas de alto nivel; la cola-
boración en la formación de técnicos
deportivos; el control aniidopaje; la po-
testad disciplinaria... Y ello con inde-
pendencia del tipo de organismo que
esté ejercitando estas funciones, ya que
muchas de ellas las ejercitan estas aso-
ciaciones de configuración legal que son
las federaciones deportivas.

Y no se puede olvidar todas las cues-
tiones paralelas que surgen periódica-
mente de forma indirecta pero que está
muy relacionada con el deporte: las in-
fraestructuras deportivas, las subvencio-
nes indirectas, el porcentaje de las qui-
nielas, las cuestiones relacionadas con la
policía de espectáculos deportivos, los
problemas de seguridad ciudadana que
plantea antes, durante y después del
acontecimiento deportivo, los trastornos
y beneficios que tienen las ciudades por
la celebración de ciertos eventos... Cues-

tiones todas ellas que deberían sonrojar
a aquellos que reclaman que la Adminis-
tración pública no toque nada del depor-
te, como reclaman algunos, siempre en
aquellos momentos en los que no han de
negociar con la Administración la conce-
sión de alguna de estas cuestiones.

El autor concluye su brillante mono-
grafía con un estudio de una de las cues-
tiones más espinosas que han surgido en
los últimos tiempos en materia de Dere-
cho deportivo: las selecciones autonómi-
cas, cuya importancia deriva, en mi opi-
nión, de que los equipos nacionales son
el lugar donde se oculta «la oscura reali-
dad de un nacionalismo exaltado y pe-
destre que idolatra el orgullo nacional,
lo identifica con las selecciones deporti-
vas y jerarquiza el prestigio de los países
y la dignidad de sus habitantes por el
número de medallas o galardones obte-
nidos en las competiciones deportivas»,
como bien se encarga de recordar Jesús
LEGUINA en el Prólogo. Y, en la misma lí-
nea del desenmascaramiento de falsas
realidades que se ocultan detrás de los
lugares comunes del Derecho deportivo
(lo que lleva a clamorosos errores, inclu-
so a sus más fervientes defensores, como
recuerda el Prof. ACIRREAZKUENAGA), el
autor expone claramente cómo su exis-
tencia y, sobre todo, su participación en
competiciones deportivas no es ni con-
trario a los estatutos de las federaciones
internacionales ni, sobre todo, contrario
al texto constitucional. En su opinión, el
único inconveniente real, que no parece
insalvable si hay acuerdo político, es el
de la vigente Ley del Deporte, ya que se
parte de un diferente enlace con el ar-
tículo 149.1.3 CE.

Se trata, en definitiva, de una obra de
imprescindible lectura no sólo para los
que seguimos habitualmente una com-
petición deportiva, sino también para
aquellos que busquen un análisis pro-
fundo y meditado de cómo funciona la
intervención administrativa en un sec-
tor económico-cultural, con indepen-
dencia de quién sea el que ejercita las
funciones públicas, y en el que se de-
muestra, una vez más, toda la distancia
existente entre la realidad y el derecho
que la regula.

Julio V. GONZÁLEZ GARCÍA
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BURGUEKO RIVERO, Jesús: Geografía polí-
tica de la España constitucional. La di-
visión provincial, CEC, Madrid, 1996,
442 págs.

Derecho administrativo y Geografía
son dos disciplinas que deben volver a
encontrarse en su común interés por la
organización y ordenación del territorio.
Los geógrafos no prescinden de la lectu-
ra de los administrativistas, como de-
muestra la cita en este libro de los prin-
cipales trabajos que nuestra doctrina ha
dedicado a esta problemática, destacan-
do las obras de GARCÍA DE EMTLRRÍA, CLA-
VERO ARÉVAI.O, PARADA VÁZQUEZ, Sebas-
tián MARTÍN-RETORTILLO, GUAITA, MARTÍN
MATEO, SANTAMARÍA PASTOR, MORF.LL
OCANIA, ORTEGA ALVAREZ, GALLEGO AXABI-
TARTE, ROCA ROCA O GONZÁLEZ MARINAS.
Si estas aportaciones jurídicas enrique-
cen las conclusiones del libro recensio-
nado, el análisis del tratamiento jurídico
del territorio, en adelante, se verá enri-
quecido igualmente por la aproximación
a estas instructivas páginas escritas con
la pluma y la perspectiva del geógrafo.

El libro de Jesús BURGLEÑO puede di-
vidirse en dos partes fundamentales. Lo
que podríamos considerar un primer
bloque de la obra se dedica al relato del
iter histórico de la división provincial,
desde finales del siglo xvm y, sobre todo,
durante la primera mitad del xix, hasta
la culminación de la división provincial
por obra del Decreto de Javier de Burgos
de 30 de noviembre de 1833. A partir del
capítulo noveno, en cambio, se analizan
problemas generales que plantea la orde-
nación del territorio proyectada sobre
nuestro país: los entes territoriales inter-
medios, la cuestión regional (y de las na-
cionalidades), las claves de la ordena-
ción territorial decimonónica, el debate
entre el provincialismo y el regionalismo
y el balance actual de la división y el pa-
pel de las provincias.

La organización territorial de España
se aborda como hecho geográfico y
como cuestión política, pues «toda su-
puesta frontera natural responde en rea-
lidad a una determinada voluntad políti-
ca». Se constata también que el diseño
de la malla administrativa, como estruc-
tura organizativa dirigida al ejercicio
del poder público, está ínt imamente

asociado al ordenamiento jurídico. Dos
párrafos que hallamos en las postrime-
rías del libro son en este sentido revela-
dores: «El hecho de mayor repercusión
en la renovación de la geografía política
fue, sin duda, la supresión de las juris-
dicciones señoriales. De la noche a la
mañana la maquinaria del Estado tenía
la obligación de hacerse presente en la
totalidad del país. De ello se derivó, ló-
gicamente, la necesidad de una mayor
compartimentación de las unidades te-
rritoriales: provincias y partidos»; «La
simple cartografía de un nivel territorial
concreto y aislado no es un dato sufi-
ciente para deducir principios políticos
generales; resulta imprescindible expli-
car el ordenamiento jurídico que susten-
ta, su contexto histórico-cultural y las
funciones que desempeñan los restantes
niveles de la jerarquía del poder».

El capítulo I analiza el contexto histó-
rico de las reformas territoriales par-
tiendo de finales del siglo xvm, cuando
ya se observa el significado político-ad-
ministrativo de la provincia como espa-
cio representativo y área de recauda-
ción. La centralización de los Borbones,
con la creación de Intendencias, supon-
drá la consagración de la provincia
como demarcación de la entonces inci-
piente administración periférica estatal,
que diferenciará las funciones de justi-
cia y gobierno atribuidas a los Corregi-
dores de las de guerra y hacienda de los
Intendentes (1766). Son figuras de la
época José Agustín de Larramendí, Ber-
nardo Ward, Floridablanca, Campoma-
nes y los cartógrafos Tomás López y
Francisco Coello. El Nomenclátor de
1789 es la obra clave de este período,
primera manifestación ilustrada de un
intento de aprehender la realidad terri-
torial para mejor intervenir sobre ella.
Las luces del siglo se proyectarán sobre
la caótica división del territorio del An-
tiguo Régimen, en un intento de reducir
el mapa a la geometría cuyo extremo se-
ría la pretensión de dividir a cordel,
cuadriculando España.

La influencia de la división departa-
mental francesa (1790) se hará notar en
la reforma territorial ilustrada (1799-
1808), de la que se ocupa el capítulo II
del libro. Es el tránsito del caos propio
del Antiguo Régimen a divisiones pro-
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vinciales racionalizadoras, aunque toda-
vía se mantendrán elementos poco racio-
nales (o geométricos), como los encla-
ves. Son reformas íntimamente asocia-
das a lo hacendístico, que se concretan
en la creación de las provincias maríti-
mas (Cádiz, Málaga, Santander, Alican-
te, Cartagena y Asturias), que potencia-
rán ciudades con puerto, capitales para
el comercio y las comunicaciones con el
exterior. En Castilla estas reformas tam-
bién tendrán una especial incidencia,
con la supresión de la provincia de Toro
y una reordenación que utilizará el crite-
rio de las distancias —la proximidad del
centro administrativo— como elemento
clave de la adscripción de los municipios
a las provincias, aunque ocasionalmente
se tenga en cuenta el deseo de las villas,
las comunicaciones o el diseño de los
partidos judiciales. En esta época tendrá
lugar también, sigilosamente, la adjudi-
cación de Hondarribia e Irún a Navarra,
en detrimento de la Diputación de Gui-
púzcoa, para beneficiar el desarrollo co-
mercial navarro y satisfacer necesidades
estratégicas.

Entre 1808 y 1812 tienen lugar las di-
visiones napoleónicas (capítulo III), re-
flejo del intento de trasladar la ideología
administrativa del emperador a las na-
ciones conquistadas. Los nombres de
Juan Antonio Llórente, Francesc Amo-
ros y José de Lanz evocan los proyectos
de divisiones prefecturales que llegaron
a asociarse a las divisiones eclesiásticas
(Llórente). En el proyecto del matemáti-
co Lanz (1809), en cambio, la superficie
jugó un papel fundamental, acudiendo
constantemente a los límites fluviales
como criterios divisorios objetivos de
quien se descubre así como profundo
desconocedor del territorio. En 1810 se
aprobará por fin la división prefectural,
que implantará un modelo típicamente
centralista que no hará ninguna conce-
sión a los poderes locales o representati-
vos. Un poco más tarde, el 26 de enero
de 1812, un Decreto de Napoleón dividi-
rá Cataluña en cuatro departamentos.
Todas estas reformas, que no cuajaron
en un contexto belicoso, serán sin em-
bargo después recordadas como ejem-
plos de modernidad, influyendo nota-
blemente en la obra administrativa de
las Cortes de Cádiz.

Cádiz supondrá la definitiva constitu-
cionalización de la provincia (capítulo
IV), que consagrará su significado polí-
tico —más allá de lo meramente hacen-
dístico—, poniendo a la cabeza de cada
una de ellas un jefe político que, como
presidente de la Diputación, dirigirá el
gobierno de cada demarcación territo-
rial. La Instrucción para el gobierno
económico-político de las provincias de
1813, sin embargo, encomendará impor-
tantes funciones a las Diputaciones, que
por su carácter parcialmente represen-
tativo distanciaban nuestro modelo del
puro centralismo francés. Se conjugan
así autonomía (limitada) y control des-
de el centro, en un difícil equilibrio que
caracterizara la primera normativa local
del xix. El capítulo V dedica una aten-
ción especial a las gobernaciones de Fe-
lip Bauza, que formuló en 1813 su pro-
puesta de reordenación burocrática te-
rritorial, distinguiendo gobernaciones
superiores y subalternas y aplicando un
criterio de equidistribución poblacional
entre gobernaciones. Las anotaciones de
Miguel de Lastarria a este proyecto de-
mostrarían sus imperfecciones, que con-
firmará el Dictamen del Consejo de Es-
tado de 25 de marzo de 1814, supri-
miendo las gobernaciones subalternas y
advirtiendo los errores formales que
presentaba el plan de Bauza.

En el capítulo VI del libro encontra-
mos una referencia al proyecto de
Bauza y Larramendi y a la división pro-
vincial de 1822, en íntima relación con
la construcción de la red de caminos y
canales y la formación del mapa de Es-
paña. El nuevo mapa provincial proyec-
tado crearía nuevas provincias, unifica-
ría los territorios históricos vascos, su-
primiría Palencia y acordaría cambios
en algunas capitalidades, todo ello de
acuerdo con criterios de racionalización
geográfica y poblacional, intentando sin
embargo respetar la tradición histórica
de los antiguos reinos y provincias. La
utilización de las cadenas montañosas
—divisorias orográficas— como delimi-
tadoras de las provincias, sin olvidar la
importancia de las cuencas hidrográfi-
cas, junto con los anteriormente citados
criterios historicistas y culturales, daría
lugar a «un proyecto de división provin-
cial de gran calidad por lo equilibrado,
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lo razonable de sus propuestas y por su
inteligente combinación de tradición y
modernidad». En el debate en Cortes,
sin embargo, las reivindicaciones loca-
listas y tradicionalistas se impusieron,
siendo aprobada la división provincial
por Decreto de 14 de enero de 1822, que
se vería suprimido poco más tarde,
como el resto de las decisiones del go-
bierno constitucional, por la declara-
ción de Fernando Vil de 1 de octubre de
1823. Se volvería así a la división por
Intendencias, retrocediendo provisional-
mente al esquema administrativo del
anterior siglo.

El absolutismo reformista y la gesta-
ción de la división provincial de 1833
ocupan el capítulo VII del libro, que co-
mienza con la reclamación de Calomar-
de de una reordenación de los partidos
judiciales. En 1825 se forma una comi-
sión cuyos principales integrantes se-
rían Larramendi y Martín Fernández de
Navarrete, pudiendo plantearse la refor-
ma en el contexto propio del absolutis-
mo gracias al espíritu del despotismo
ilustrado. En 1829 se presenta un pro-
yecto de división provincial; en palabras
del autor, el auténtico eslabón perdido
entre la división de 1822 y la de Javier
de Burgos de 1833, dictada en el mo-
mento de los primeros pasos del Estado
Constitucional (NIETO). Será, sin embar-
go, el nombramiento de Javier de Bur-
gos como Ministro de Fomento, el 21 de
octubre de 1833, el definitivo impulso,
aprobándose el 30 de noviembre la divi-
sión provincial propuesta por la comi-
sión constituida en 1825. Al mismo
tiempo se promulgará el decreto de ins-
talación de los subdelegados de Fomen-
to, a los que se encomendaba, entre
otras muchas funciones, realizar un se-
guimiento de las ventajas e inconvenien-
tes de la nueva división provincial y
emitir observaciones sobre rectificación
de límites. Más tarde, el 24 de abril de
1834, se aprobaría la subdivisión pro-
vincial en partidos judiciales, que termi-
naría de concretar los límites impreci-
sos entre las provincias.

La principal conclusión que enuncia
el libro tras el análisis de la evolución
histórica afecta a la autoría de la divi-
sión provincial, que no sería realmente
obra de Javier Burgos, pese a que fuera

éste quien estampara su firma en el de-
creto definitivo, que sería tan sólo la
cristalización definitiva de múltiples es-
fuerzos anteriores, de un proyecto larga-
mente gestado: «... Javier de Burgos no
fue más que el último (o el penúltimo)
eslabón de un largo proceso que, en últi-
ma instancia, arranca de la Ilustración
y, de forma más directa e inmediata, del
proyecto Bauza-Larramendi de 1821.
Las coincidencias con la división apro-
bada en Cortes de 1822 son más que no-
tables: únicamente desaparecen tres
provincias, la gran mayoría de las capi-
tales coinciden y un 62 por 100 de los lí-
mites provinciales son idénticos». La
aparente paradoja que resulta de esta
conclusión se encuentra en el muy dis-
tinto arco político en el que se promul-
gan uno y otro provecto, lo que pone en
evidencia las similitudes de los modelos
administrativos del absolutismo y el li-
beralismo, al menos en lo tocante a la
organización territorial.

En el capítulo VII, último dedicado a
la evolución temporal del modelo, se co-
menta la recepción de la división de
1833, en general positiva, aunque cues-
tionada por el liberalismo por falta de
legitimación parlamentaria y por el con-
servadurismo por su insuficiente ten-
dencia hacia la uniformización nacio-
nal. La función de los subdelegados de
contribuir al perfeccionamiento de la
nueva división provincial se canalizó a
través de la comisión mixta de división
territorial, presidida por Larramendi
(de nuevo, el gran protagonista) e inte-
grada además por Fermín Caballero,
José García Otero y Diego Clemencia.
En 1842, tras la suspensión de Larra-
mendi, Fermín Caballero planteó su
proyecto de división territorial, que no
llegaría a ser presentado nunca en Cor-
tes debido a los avatares políticos de la
época. Las únicas alteraciones realmen-
te significativas de la división de 1833
afectarían a Valencia (1851) y a la capi-
talidad guipuzcoana (1854).

El capítulo IX analiza los entes territo-
riales intermedios: partidos y distritos.
El significado del partido judicial tras-
ciende el mero esquema de la planta o la
distribución de Juzgados y Tribunales,
reflejándose en el diseño de la organiza-
ción administrativa, en el trazado de la
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red de infraestructuras («nodos sobre los
que se organizó la red de carreteras y las
comunicaciones en general») y en la arti-
culación del sistema electoral («circuns-
cripción electoral para la formación de
las diputaciones»). De ser viable una co-
marcalización del territorio, ésta tendría
que acudir necesariamente al esquema
de las cabezas de partido («los partidos
han sido unidades territoriales con gran
arraigo en el país, instrumentos de cohe-
sión comarcal y de consolidación de una
determinada red urbana»). Ya desde el
Antiguo Régimen se observa la influen-
cia de las sedes jurisdiccionales en todos
los aspectos de la política de ordenación
del territorio, alterada por la abolición
de la jurisdicción señorial que lleva a
cabo la Constitución de 1812, una de las
pocas medidas confirmadas por el abso-
lutismo regio —al que sin duda favorecía
la monopolización de este poder— y que
se mantendría después con la vuelta del
espíritu constitucional. Otro ente territo-
rial intermedio, aunque de menor rele-
vancia, es el distrito, cuya inspiración
francesa y dimensión política y espacial
no cuajaría en España, salvo el escaso
reflejo que pudo tener en las subdelega-
ciones de Hacienda y las subprefecturas
o jefaturas políticas subalternas.

Un problema de verdadera relevancia
constitucional como el de la distinción
entre nacionalidades y regiones es abor-
dado por el autor en el capítulo X, si
bien desde el punto de vista de su tradi-
ción y plasmación administrativa. En la
división del Decreto de 30 de noviembre
de 1833 se halla el reconocimiento de
las regiones y los reinos como espacios
más amplios y anteriores históricamen-
te a las provincias administrativas. En-
contramos, además, la utilización de la
región como espacio de organización te-
rritorial del poder público en la consti-
tución de las audiencias y las capitanías
generales. El único intento de generali-
zar este criterio es el del Decreto de 29
de septiembre de 1847, obra de Patricio
de la Escosura, que no pretendía des-
centralizar —mucho menos democrati-
zar— el ejercicio del poder público terri-
torial, sino simplemente «optimizar el
organigrama de poder mediante su con-
centración en un reducido número de
autoridades».

La ordenación territorial en la España
de la primera mitad del siglo xix es el
objeto del capítulo XI, que contiene una
brillante exposición de los criterios ge-
nerales y los rasgos básicos de la divi-
sión del espacio en este período. Se ana-
lizan las cuestiones más importantes del
debate sobre la compartimentación del
territorio: el número de las provincias
(en función de la extensión de su terri-
torio, la población o la riqueza); los ele-
mentos de la delimitación territorial
(ríos, cadenas de montañas, cartografía
histórica); la denominación de las pro-
vincias (tradición histórica frente a de-
signación geográfica); el mantenimiento
de las regiones históricas; la defensa
acérrima de los intereses provinciales
por parte de los Diputados locales; el
protagonismo de las ciudades y la lucha
por la capitalidad. Estas son algunas de
las claves que nos ayudan a comprender
mucho mejor todo el proceso histórico
descrito en los primeros capítulos del
libro.

Estas claves pueden aplicarse ntutatis
mutandi al momento histórico actual,
pues la ordenación territorial del Estado
provoca, como advierte el capítulo XII
de la obra, un debate permanente, que
continúa durante toda la mitad del siglo
xix, cuando comenzará a plantearse el
debate federal por mor de las reivindica-
ciones nacionalistas de la periferia. El
proyecto de Constitución federal de
1873 supondría un primer intento de re-
composición del modelo de Estado, que
sin embargo no entraba necesariamente
en contradicción total con la división en
provincias; «La alternativa regional no
suponía la desaparición de la organiza-
ción en provincias, pues era una cues-
tión que se confiaba al criterio de los es-
tados regionales». Tras la dictadura de
Primo de Rivera, la II República supon-
dría el hito más importante en la (vir-
tual) regionalización del Estado, un
«Estado integral en el que son compati-
bles, junto a la gran España, las regio-
nes, y haciendo posible, en ese sistema
integral, que cada una de las regiones
reciba la autonomía que merece por su
grado de cultura y progreso» (JIMÉNEZ
DE ASÚA). El franquismo hizo tabla rasa
de este proyecto, que recupera la Cons-
titución de 1978 con su diseño del Esta-
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do de las Autonomías, hace ya más de
veinte años.

Termina el capítulo XII con un aparta-
do titulado: la provincia redimida, y otro
dedicado a las alternativas catalanas a la
división provincial. Si, efectivamente,
del texto constitucional se puede deducir
un mantenimiento a ultranza de la pro-
vincia, la realidad de la evolución auto-
nómica ha podido avanzar por otros de-
rroteros. Por ello resulta muy oportuno
el último capítulo (XIII), dedicado a la
formulación de un intento de balance de
la división provincial, prescindiendo de
apriorismos y de prejuicios de raíz polí-
tica: «A la división provincial de 1833 le
sobran críticas viscerales y le faltan aná-
lisis y reflexiones objetivas y desapasio-
nadas». Es positiva la combinación que
hace el Estado de las Autonomías de
provincias y regiones (y nacionalidades),
ya que el sentimiento provincial está es-
pecialmente arraigado en buena parte
del territorio, y es una realidad inelucta-
ble en todo él. No debe observarse en la
provincialización sólo opresión centrali-
zadora, sino un intento de racionaliza-
ción administrativa que, en un contexto
distinto, necesita de una nueva lectura.
La provincia tiene también hoy una ra-
zón de ser, pero su mantenimiento ,
como el de todas las instituciones, exige
de una «adaptación a la realidad geográ-
fica (humana, cultural, urbana, funcio-
nal, física) del país». La renovación del
pacto provincial, que es el motivo de cie-
rre del libro, exige una inmersión demo-
cratizadora de las Diputaciones, como
presupuesto de su propia legitimación.

«En el campo de la divisiones admi-
nistrativas... no existen verdades absolu-
tas e inmutables», termina concluyendo
el libro. El paseo por la geografía y por
la historia con el que nos deleita Jesús
BLRÜUEÑO acaba convenciéndonos toda-
vía más de la única veracidad de esta
afirmación. Por ello damos noticia de
un libro ameno e ilustrativo, que nos de-
muestra de nuevo cómo los materiales
que pueden utilizarse en el estudio del
Derecho administrativo se encuentran
también fuera de nuestra disciplina: en
la economía, la ciencia política, sociolo-
gía, historia y también en la geografía.

Ricardo RIVERO ORTHGA

EMBID IRUJO, Antonio (Dir.): El nuevo
Derecho de aguas: las obras hidráulicas
v su financiación, Ed. Civitas, Madrid,
'1998, 411 págs.

I. Simplemente adoptando la posi-
ción del observador desapasionado de la
realidad existente en torno al agua y su
consideración social y jurídica, cual-
quiera puede colegir la certidumbre de
una afirmación que se impone de modo
poderoso: la contemplación de las infra-
estructuras hidráulicas debe llevarse a
cabo en la actualidad desde una pers-
pectiva distinta a la tradicional, abando-
nando la usual ecuación obra hidráuli-
ca = presa o embalse para dejar paso,
dentro del concepto, a otros contenidos.
En efecto, sin negar —tampoco sería po-
sible en tanto que la disponibilidad del
agua sigue siendo hoy la preocupación
primordial del usuario— la necesidad de
acometer en ocasiones la realización de
infraestructuras clásicas, no podemos
dejar de afirmar a su vez que la política
hidráulica actual ha de hacer frente, de
modo adicional, a una serie de exigen-
cias socialmente reclamadas: exigencias
cuya satisfacción excede con mucho el
marco de las nociones habituales, y que
obliga a una correlativa ampliación del
mismo, no sólo en el plano conceptual
sino, sobre todo, en el plano operativo,
mediante la instauración de distintos
mecanismos, entre los que se encuen-
tran los de carácter jurídico.

En esta línea de razonamiento ha de
inscribirse la monografía de la que en es-
tos momentos se da cuenta. Monografía
que, como enseguida intuirán los segui-
dores de la problemática del agua abor-
dada desde su perspectiva jurídica, viene
a continuar una tradición iniciada hace
ya ocho años: la publicación, a la entrada
del otoño, de los materiales de trabajo ex-
puestos en las Jornadas sobre Derecho de
las Aguas que cada año se celebran en Za-
ragoza a principios del mes de marzo (1).

(1) Jornadas que, bueno es reiterarlo,
deben su andadura a las actividades de
un órgano permanente dedicado al estu-
dio del ordenamiento jurídico hidráulico:
el Seminario de Derecho del Agua, enti-
dad surgida de un fructífero convenio en-
tre la Universidad de Zaragoza y la Confe-
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Conocido, pues, el origen de la obra, no
debe extrañarnos su oportunidad, al tener
las cuestiones más candentes planteadas
en torno al agua y su regulación jurídica
puntual tratamiento anual en este foro
cualificado de discusión. Por ello, era de
todo punto lógico que el tema sobre el
que habrían de versar las Jornadas este
año fuese el de las obras hidráulicas y su
financiación, cuestión absolutamente
crucial en el estudio del actual panorama
de las infraestructuras hídricas. Sobre
todo, por el interés que presentaba la
comprobación del trasunto práctico de
las nuevas fórmulas que la Ley 13/1996,
de acompañamiento a los Presupuestos
para 1997 —denominada Ley 13/1996 en
adelante—, ideó para llevarlas a cabo (2).

Sistemáticamente, la obra comentada
presenta tres partes claramente diferen-
ciadas: una primera dedicada a transcri-
bir los textos de las Ponencias expuestas
en las Jornadas: una segunda en la que,
bajo la rúbrica de «Informes», se aunan
tres estudios que presentan la panorá-
mica evolutiva del Derecho de aguas
desde perspectivas territoriales diferen-
tes, y una tercera en la que da cuenta de
las Comunicaciones presentadas. Al fi-
nal de la monografía se adicionan los
discursos de inauguración y clausura de
aquel foro.

II. La primera Ponencia, a cargo del
propio Director de las Jornadas, Profe-
sor EMBID IRUJO, versó acerca de la si-

deración Hidrográfica del Ebro. Los
usuarios de INTERNET interesados en
conocer la trayectoria y proyectos de este
órgano, así como acceder de modo direc-
to a los textos normativos estatales y au-
tonómicos y a las reseñas de jurispruden-
cia más relevantes, pueden obtener una
completa información en la página web
del Seminario, introduciendo la dirección
www.unizar.es/derecho/aguas/index.htm.

(2) Esta Ley fue ya objeto de análisis
individualizado en las VII Jornadas de
Derecho de las Aguas, a cuyo tratamiento
allí nos remitimos. Consúltese sobre todo
el trabajo de EMBID IRLJO, «Público y pri-
vado en la construcción, explotación y
mantenimiento de obras hidráulicas», en
el libro dirigido por el mismo autor titu-
lado Gestión del agua v medio ambiente,
Ed. Civitas, Madrid, 1997.

tuación actual del Derecho de aguas en
España y de los conflictos que, deriva-
dos de la situación de indefinición exis-
tente en torno a las mismas (3), suscita
en estos momentos las preocupaciones
de los expertos. No obstante, a juicio del
autor, parece posible intuir una cierta
homogeneidad de soluciones en virtud,
sobre todo, de una vertiente de la cues-
tión hoy por hoy indiscutida: el sesgo
medioambiental; sesgo al que hay que
sumar, de modo primordial, otro dato
que conforma, junto con el anterior, las
líneas fundamentales en torno a las que
gira hoy la problemática del Derecho de
aguas: la escasez del recurso. La solución
a este problema ha intentado ser aborda-
da desde varios prismas, tales como el
establecimiento de distintos sistemas de
asignación de agua —basculando entre la
asignación centralizada por el poder pú-
blico y la asignación descentralizada diri-
gida por los particulares (4)—, la búsque-
da de nuevos recursos —tanto a través de
los sistemas tradicionales como median-
te la experimentación de nuevas técnicas:
desalación de aguas, reutilización de
aguas residuales...— o el empleo de di-
versos modos de gestión del agua, prece-
didos en la mayoría de los casos de una
previa actividad planificadora, de dispar

(3) Consecuencia fundamentalmente
del incumplimiento de importantes previ-
siones contenidas en la Ley de Aguas o
derivadas de los fallos detectados en ésta
y que se hace necesario subsanar.

(4) Manifestación clarísima del cual
serían los mercados de aguas, idea a la
que hacía referencia el borrador del Pro-
yecto de reforma de la Ley de Aguas apa-
recido en 1997 en un doble sentido: como
puras transacciones entre particulares y
como creación de un banco de aguas diri-
gido por la Administración. Sin embargo,
el Profesor EMBID IRUJO no cree que, de
establecerse, solucionasen problemas re-
levantes, al referirse a pequeñas cantida-
des del recurso; creencia que se ve refor-
zada por la realidad en los países vecinos,
en los que la tendencia es hacia la publifi-
cación del recurso. Ello le lleva a reivindi-
car el mantenimiento del carácter público
de las aguas, en ningún caso incompati-
ble con los distintos sistemas de asigna-
ción, siempre que, eso sí, se dé al poder
público la posibilidad de intervenir.
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valor jurídico en los distintos países, y
con una clara tendencia en los últimos
tiempos hacia la gestión privada de las
aguas.

Tres consideraciones de carácter gene-
ral añade aún el autor a las realizadas
anteriormente. En primer lugar, la cons-
tatación de que los ordenamientos jurídi-
cos actuales, en constante evolución (5),
se mueven entre la observación simultá-
nea del agua como recurso natural am-
biental y como un recurso productivo.
En segundo lugar, la aseveración de que
la innovación normativa no va a depen-
der de imperfecciones jurídicas, sino de
datos tales como planteamientos políti-
cos y sociales, económicos u organizati-
vos, lo que daría lugar a que el Derecho
de aguas de allí resultante presentase
un aspecto externo similar al industrial.
Y, en tercer lugar, la verificación de evi-
dentes fracasos del actual Derecho de
aguas. Estas conclusiones finales permi-
ten afirmar que el Derecho de aguas se
encuentra en la actualidad en una situa-
ción de inestabilidad y de provisiona-
lidad.

III La Profesora MAI.ARET GARCÍA,
Catedrática de Derecho Administrativo
de la Universidad de Barcelona, centró
el objeto de su intervención en el análi-
sis del artículo 158.5 de la Ley 13/1996,
precepto en el que se contemplan las so-
ciedades estatales para la construcción,
explotación o ejecución de las obras pú-
blicas hidráulicas. La primera interroga-
ción que se plantea la ponente hace re-
ferencia al fundamento jurídico de la fi-
gura; interrogación cuya respuesta exige
arrancar del permiso legal expreso para
su creación previsto en el antecitado
precepto. A su entender, no es suficiente
esta habilitación genérica, requiriéndo-
se asimismo un acuerdo del Consejo de
Ministros, con un contenido mínimo ne-

(5) Lo que, y por motivos de seguri-
dad jurídica, le lleva a postular la utiliza-
ción de fórmulas codificadoras que intro-
dujesen en la norma, de forma fácilmente
recognoscible, las instituciones básicas
del Derecho de aguas de un país, de
modo que los intentos de modificación se
refiriesen a un único texto, evitándose la
dispersión.

cesario (6), para la creación de cada so-
ciedad concreta. Asimismo, reflexionó
sobre el ámbito de actuación y los obje-
tivos de las mismas; objetivos que, en
principio, parecen claros: la construc-
ción, explotación y ejecución de la obra
pública hidráulica. En base a esto, cabe
afirmar que aquellas sociedades son, en
realidad, entes gestores de carácter ins-
trumental creados por la Administra-
ción General del Estado precisamente
para eso, con las consiguientes limita-
ciones a la autonomía negocial que tal
hecho supone. Sin embargo, y pese a la
claridad aparente de sus cometidos, se
plantean preguntas en torno a las mis-
mas de difícil respuesta en este momen-
to. Así, ¿tienen carácter tasado los co-
metidos atribuidos por la Ley? ¿Cuál es
el propósito del legislador al contemplar
estas sociedades? ¿De dónde procederán
sus recursos?

Para finalizar, la autora aludió a cier-
tas cuestiones de su régimen jurídico
que presentan especial interés. Tal es el
caso de la significación del convenio de
encomienda de gestión suscrito entre la
sociedad y la Administración propieta-
ria de la obra, o el efecto corrector que
la Ley 13/1996 tiene respecto de la defi-
ciente transposición de las Directivas
comunitarias llevada a cabo por la Ley
de Contratos de las Administraciones
Públicas; por último, el problema de la
instancia jurisdiccional competente
para resolver los conflictos suscitados
en este ámbito.

IV. La tercera Ponencia corrió a car-
go del Profesor ARIÑO ORTIZ, Catedrático
de Derecho Administrativo de la Univer-
sidad Autónoma de Madrid, y de D.a Mó-
nica SASTRE BECEIRO, Analista en el Sec-
tor del Agua de la Fundación de Estu-
dios de Regulación, que analizaron otra
de las figuras creadas por la Ley 13/1996
para la financiación de obras hidráuli-
cas: el contrato de construcción y explo-

(6) Contenido que, para la ponente,
habrá de estar compuesto por la determi-
nación del objeto de la Sociedad, un pro-
yecto de Estatutos, la determinación de la
posibilidad de actuación directa o indi-
recta y las limitaciones a la transmisibili-
dad de acciones.
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tación de obras hidráulicas. En este sen-
tido, se comenzó constatando una reali-
dad: en todo el ámbito europeo el Esta-
do está disminuyendo sus aportaciones
en materia de infraestructuras hidráuli-
cas, permitiendo cada vez con mayor in-
tensidad la intervención de los privados
en la construcción y explotación de
aquéllas; realidad a la que va a respon-
der la creación de la figura analizada.
Esta se caracteriza por tener como obje-
to la «construcción, conservación y ex-
plotación» de determinadas obras e in-
fraestructuras hidráulicas; actividades
éstas de las que, por concesión de la Ad-
ministración, se encargará un concesio-
nario que podrá ser un particular perso-
na física o jurídica u otra Administra-
ción pública. Este último aspecto fue
duramente criticado por la ponente al
entender que la posición de subordina-
ción en la que se encontraría la Admi-
nistración concesionaria frente a la con-
cédeme podría impedir el ejercicio por
aquélla de sus prerrogativas contractua-
les, por lo que —se sugiere— sería más
deseable acudir a una relación de carác-
ter extracontractual.

La categorización del contrato de
construcción y explotación de obras hi-
dráulicas como un contrato administra-
tivo mixto de obras y gestión de servi-
cios públicos, su modo de preparación y
adjudicación, su contenido o los princi-
pios inspiradores del régimen económi-
co-financiero también fueron tratados
en esta ponencia y pueden ser consulta-
dos en la obra que estamos comentan-
do. Sin embargo, a nuestro juicio, es in-
teresante dar cuenta de la última refle-
xión en la que se sintetizó la conclusión
del trabajo: Estado y mercado deben ac-
tuar conjuntamente en la realización y
explotación de infraestructuras hidráuli-
cas, correspondiendo al primero la la-
bor de planificar, promover, gestionar y,
en aquellos casos en los que las obras
no son económicamente rentables a los
particulares, ejecutar directamente las
obras, dejando al sector privado la reali-
zación de aquellas de las que se benefi-
cia directamente.

V. El bloque de Informes se abre
con un análisis del devenir del Derecho
de aguas en el ámbito de la Unión Euro-

pea a cargo del Profesor FANLO LORAS,
Catedrático de Derecho Administrativo
de la Universidad de La Rioja; análisis
en el que pueden diferenciarse dos par-
tes. En primer lugar, la referencia a la
actual política comunitaria de aguas,
importantísima en su alcance pero con
evidentes limitaciones, consecuencia del
enfoque sectorial seguido por las Direc-
tivas aprobadas en la materia. Este im-
pedimento ha intentado ser superado
tanto por la Directiva 96/91/CEE, relati-
va a la prevención y al control integrado
de la contaminación —que pretende,
aplicando una perspectiva global, fijar
su atención en los problemas del agua,
de la atmósfera y del suelo—, como por
el Quinto Programa de Acción en mate-
ria de medio ambiente, que confirma el
enfoque integral anteriormente mencio-
nado. Y, en segundo lugar, la referencia
detallada al Proyecto de Directiva marco
de aguas, texto que, como su propio
nombre indica, tiene por objetivo el es-
tablecimiento de un marco comunitario
para la protección de las aguas superfi-
ciales y subterráneas de la Comunidad,
y que presenta la intención de tomar de-
cisiones importantísimas, como la de
asumir el criterio de la cuenca hidrográ-
fica como unidad idónea para la gestión
del agua, la tarificación del uso de agua,
la aplicación del enfoque combinado en
el control de la contaminación, y la
aprobación de planes de gestión en cada
una de las cuencas.

Se refleja también en la obra la Po-
nencia del Profesor VERGARA BLANCO, es-
pecialista en Derecho de Aguas de la
Pontificia Universidad Católica de Chile,
en la que expone las tendencias actuales
de la cuestión en Hispanoamérica, en
las que pueden identificarse cuatro ras-
gos definidores. En primer lugar, la
cuestión de la propiedad de las aguas,
que enfrenta en el estricto plano de la
dogmática jurídica la teoría patrimonia-
lista y la teoría funcionalista, de la que
es partidario el autor. En segundo lugar,
la problemática de la asignación de los
recursos, en la que, frente a la regla ge-
neral de la necesidad de concesión, sub-
sisten, imponiéndose a los ordenamien-
tos jurídicos, un gran porcentaje de usos
de aguas que arrancan de apropiaciones
privadas o de especiales reconocimien-
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tos prestados por leyes decimonónicas.
En tercer lugar, la reasignación del re-
curso, coexistiendo los sistemas centra-
lizados y los descentralizados. Y, en
cuarto lugar, la cuestión de la adminis-
tración del uso del recurso, en la que,
frente a la necesidad de existencia de or-
ganismos rectores generales que deci-
dan sobre políticas globales, surge el
problema, aún sin resolver, de la nueva
tendencia a descentralizar territorial-
mente la administración de las aguas y
centrar sus potestades en los organis-
mos de cada cuenca hidrográfica y su
controvertida coexistencia con los orga-
nismos privados que en muchos de los
países hispanoamericanos se encargan
de la distribución de las aguas.

Finaliza el bloque de Informes con el
análisis de las últimas tendencias de la
legislación hídrica comparada presenta-
do por Don Stefano BURCHI, Oficial Jurí-
dico Superior de la FAO. Nuevamente
son cuatro las orientaciones actuales en
la materia: el aumento del papel rector
del Estado en lo que hace a los recursos
hídricos; la participación —de distinta
intensidad— del sector privado en los
servicios públicos hidráulicos', la impor-
tancia de la prevención y disminución
de la contaminación hídrica: y la consi-
deración, en la mayoría de las legisla-
ciones comparadas, de la cuenca hidro-
gráfica como la base territorial más idó-
nea para la gestión de las aguas.

VI. Tres fueron las Comunicaciones
presentadas a las VIII Jornadas de Dere-
cho de las Aguas y publicadas asimismo
en la obra que se comenta. En la prime-
ra de ellas, Don Tomás SANCHO MARCO,
Presidente de la Confederación Hidro-
gráfica del Ebro, se refirió a la financia-
ción de las obras hidráulicas y, más
concretamente, a la creación, en el ám-
bito del organismo de cuenca que él pre-
side, de la sociedad estatal Aguas de la
Cuenca del Ebro, S.A., dedicada a la
construcción de obras hidráulicas, y que
ha supuesto una inflexión, que no una
ruptura (7), respecto del sistema ante-

rior. Todas las cuestiones de interés res-
pecto de esta novedosa sociedad —for-
ma jurídica, objeto social, régimen de
funcionamiento, actuaciones llevadas a
cabo y previstas...— son objeto de opor-
tuno tratamiento en su trabajo.

Don Guillermo HRRAS MORENO, Direc-
tor del Gabinete del Secretario de Esta-
do de Aguas y Costas, es el autor de la
segunda Comunicación. En ella se con-
tienen una serie de reflexiones generales
en torno a la actual situación de la polí-
tica hidráulica, así como una pedagógi-
ca contraposición de la misma con la
anterior. Esta política se caracterizaría,
a juicio del autor, por las siguientes no-
tas: agotamiento de los planteamientos
tradicionales, progresiva intervención
de una pluralidad de niveles públicos
cuya actuación se hace preciso coordi-
nar, importancia de los condicionantes
ambientales que imponen, entre otras
cuestiones, la necesidad de evaluar los
impactos de las infraestructuras hidráu-
licas sobre el recurso, y ampliación de
los instrumentos tradicionales de finan-
ciación de las obras hidráulicas.

Por último, Don Antonio DOMÍNGUEZ
VILA, Profesor Titular de Derecho Consti-
tucional, Secretario de Ayuntamiento y
Abogado, aludió a la financiación de las
obras hidráulicas locales. La síntesis de
su trabajo puede reflejarse en la siguiente
afirmación: las entidades locales tienen
competencias en materia de servicios hi-
dráulicos (abastecimiento, alcantarillado,
depuración), pero tales atribuciones se
ven frenadas la mayoría de las veces por
una falta de medios que dificultan su
prestación, ya que el incremento de fun-
ciones a realizar no se ha visto seguido de
un incremento paralelo de recursos eco-
nómicos. En este marco, la Ley 13/1996
ha regulado la creación de dos nuevos
contratos, los cuales, sobre todo el con-
trato de obra bajo la modalidad de abono
total del precio, suponen un peligro en
manos de las corporaciones locales, que
pueden hipotecar su presupuesto futuro.

(7) Aclaramos esto porque, por su-
puesto, van a seguir construyéndose
obras hidráulicas con las exclusivas apor-
taciones del poder público, que era la re-

gla general en el sistema inmediatamente
anterior. Lo único que se hace es abrir las
puertas a la iniciativa privada, suponien-
do, sobre todo, un mayor protagonismo
de los usuarios en la financiación y explo-
tación de las obras hidráulicas.
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VII. Como se ha avanzado en un
principio, al final de la monografía se
adicionan los discursos de inauguración
y clausura de las Jornadas. El primero
de ellos, a cargo de Don Carlos ESCARTÍN
HERNÁNDEZ, Director General de Obras
Hidráulicas y de Calidad de las Aguas,
permite al lector conocer, a grandes ras-
gos, las actuaciones que en esta direc-
ción, y desde el Ministerio de Medio
Ambiente, se están llevando a cabo en
los últimos tiempos. Por su parte, en el
acto de clausura tomó la palabra Don Be-
nigno BLANCO RODRÍGUEZ, Secretario de
Estado de Aguas y Costas, quien resaltó
la importancia de las actividades lleva-
das a cabo a lo largo de un año. En
efecto, recordó cómo en las VII Jorna-
das de Derecho de las Aguas, la referen-
cia a las sociedades estatales para la
construcción, explotación o ejecución
de obras hidráulicas se entendía hecha
a un diseño conceptual y abstracto re-
cogido en la Ley 13/1996. Doce meses
después, tal diseño ha tenido una plas-
mación real en el ámbito de las Confe-
deraciones Hidrográficas del Ebro, Sur
y Júcar, mientras que en la del Guadia-
na la cuestión se encuentra muy avan-
zada, y en la del Guadalquivir el tema
está en estudio.

VIII. Lo expuesto es, en unas pince-
ladas excesivamente generales, un es-
bozo de la enorme cantidad de cuestio-
nes del máximo interés que podemos
descubrir en las páginas de la obra co-
mentada. Como asistente a las Jorna-
das, además, no quiero dejar de resal-
tar lo que ya viene siendo habitual en
las mismas: una magnífica organiza-
ción, plagada de atenciones, dignas de
un foro de la importancia del que se
habla. Y si a todo ello añadimos el en-
riquecimiento científico y personal que
estas reuniones suponen, y que, por ex-
tensión, puede obtenerse de la lectura
de la obra producto de la misma, la
conclusión ha de ser una: el deseo de
que, el año que viene, tengamos la
oportunidad de volver a comentar una
monografía similar.

Beatriz SETUÁIN MENDÍA
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Zaragoza

GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Santiago: La re-
paración de los daños causados a la
Administración, Ed. Cedecs, Barcelo-
na, 1998, 460págs.

La correspondencia recíproca y el
equilibrio en las actuaciones llevadas a
cabo por los distintos operadores socia-
les, ha sido una máxima colectiva desde
los tiempos en que los grupos más o me-
nos reducidos de individuos que consti-
tuían los clanes trabaron relaciones en-
tre ellos, simples en principio, más com-
plejas paulatinamente, hasta constituir
un cuerpo social con una cierta homo-
geneidad. Un entramado de este tipo,
con pretensiones de funcionamiento,
deberá fundamentarse, entre otras co-
sas, en una nivelación de responsabili-
dades que, con un margen inevitable de
desviaciones (1), aseguren, cuando me-
nos en teoría, la estabilidad. Manifesta-
ción primigenia en el plano punitivo de
esta afirmación, aplicable igualmente a
las relaciones interindividuales privadas
y a las que contemplen un componente
público, es la Ley del Talión, que tantos
y tan dispares trasuntos ha conocido en
los variados sistemas ordenadores de
que las distintas sociedades se han do-
tado.

En esta perspectiva ponderada hay
que encuadrar, salvando las distancias,
la exigencia de responsabilidad a los
ciudadanos por la causación de daños a
la Administración. En efecto, como se
afirma en la contraportada de la obra,
lo normal es contemplar al administra-
do en su faceta reivindicativa, deman-
dando de aquélla la prestación de servi-
cios, el reconocimiento de situaciones
jurídicas individualizadas o la respuesta
a cualquier solicitud. Sin embargo, con
la misma naturalidad con que se sitúa
en esta posición puede ocupar el lado
contrario de la barrera, apareciendo
como destinatario de las demandas de
los poderes públicos y, singularmente,

(1) Derivadas de la posición de supre-
macía y consiguientes prerrogativas exor-
bitantes que tradicionalmente han osten-
tado determinados individuos. Piénsese
en el Rey o los señores feudales en la so-
ciedad medieval o, con posterioridad, en
los poderes públicos.
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como responsable frente a los mismos
por sus actuaciones lesivas, que se ve
obligado a reparar.

Pues bien, es precisamente esta ubica-
ción del ciudadano la que es objeto de
análisis en la monografía que se comen-
ta. No quisiera que la intención de esta
frase pasase desapercibida, y por eso in-
sisto en tal afirmación: la reparación de
los daños causados a la Administración
por los privados es analizada en la pre-
sente obra. Y destaco esta cuestión por-
que en un tema tan complejo, en el que
confluyen principios y sistemas diversos
y perspectivas sectoriales de lo más va-
riopinto, es fácil verse arrastrado por la
propia intensidad descriptiva de la pro-
blemática en juego, en detrimento de la
rigurosa investigación jur ídica. Por
suerte, el Profesor GONZÁLEZ-VARAS logra
sustraerse a la inercia referida, presen-
tando un estudio disciplinado del Dere-
cho subyacente y siendo capaz de desti-
lar una auténtica teoría general de la re-
paración de daños.

Sistemáticamente, la obra tiene diez
partes que se irán describiendo a conti-
nuación.

1. La regulación tan to his tórica
como actual del régimen general de re-
paración de daños causados a bienes pú-
blicos es objeto de estudio en la primera
parte del libro. En ella, como no podía
ser de otro modo, se demuestra que el
presente es producto de un desarrollo
natural de la normativa tradicional, la
cual, y partiendo de reglas de carácter
público inmersas en el derecho común
que reconocen la obligación de reparar
el daño reponiendo las cosas a su primi-
tivo estado o, en su defecto, indemnizán-
dolo, se desliza en sucesivos estadios ha-
cia las posiciones actuales (2). Estas úl-

(2) Estadios cuyos hitos el Profesor
GONZÁLEZ-VARAS sitúa en la adquisición,
en la época de la Ilustración, de una nue-
va vertiente social de la figura, lo que po-
sibilita un indudable progreso jurídico al
permitir la exclusión del privilegio de la
dispensa de sanciones y el acrecenta-
miento de las garantías ciudadanas, y en
el afianzamiento de un sistema propia-
mente administrativo de reparación de

timas se caracterizan, sobre todo, por
presentar el sistema reparador «como
un apéndice del Derecho administrativo
sancionador» (pág. 61), lo que posibilita
la extensión a aquél de las prerrogativas
propias de éste. De entre las mismas
destaca el régimen de autotutela ejecu-
toria, que permite a la Administración
«decretar las medidas que deban tomar-
se o el sistema de ejecución para repa-
rar el daño causado» (pág. 75) (3). Sin
embargo, esta vinculación, así entendi-
da, es criticada por el autor, para quien
la práctica habitual de acumular en un
mismo procedimiento la imposición de
una sanción y la determinación de la re-
paración de daños, si bien mantenible
por razones de economía en la actua-
ción administrativa, debe quedar en eso
—en una actuación procedimental—,

daños al margen del Derecho civil, que
permita a la propia Administración, sin
necesidad de acudir a los Tribunales, lle-
var a cabo la determinación del modo de
reparar los daños y perjuicios causados a
sus bienes.

(3) En efecto, como explica el propio
autor, la causación de un daño, del que
indudablemente deriva la reparación, es
considerada en nuestra legislación secto-
rial como infracción. Y toda infracción
lleva consigo, al menos en principio, y
siempre que el daño causado sea antijurí-
dico, la imposición de una sanción. Esto
quiere decir que «la reparación de daños
se asocia a la infracción, siendo aquélla
una medida complementaria, dispuesta
junto a la sanción administrativa» (pág.
75). Luego si la sanción es autoejecutiva.
¿cómo no habría de serlo la reparación
de daños, vinculada inescindiblemente a
la misma de modo accesorio? Sin embar-
go, esta tipificación automática de toda
causación de daño como infracción y, por
tanto, como susceptible de sanción y de
reparación de daños es criticada severa-
mente por el Profesor GONZÁLEZ-VARAS,
para quien en tal consideración existe
una auténtica confusión de planos: una
cosa es el fin pretendido por la considera-
ción de una conducta como infracción
(prevención de daños en defensa de bie-
nes jurídicos) y otra la efectiva produc-
ción de un daño, no incardinada ya,
como la anterior, en el nivel del puro ries-
go, sino en el de la consumación del
mismo.
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sin que signifique que «los presupuestos
jurídico-materiales de las sanciones se
extiendan a esta última» (pág. 110), y
más concretamente, sin que sea suscep-
tible de amparar la reclamación ejecuto-
ria de la reparación de daños en los ca-
sos en que la sanción es, desde todo
punto, improcedente (4). Al margen del
razonamiento anterior, no olvida el Pro-
fesor GONZÁLEZ-VARAS otros elementos
particularizadores del actual modelo de
reparación de daños, tales como consi-
deración subsidiaria de la indemniza-
ción de daños y perjuicios respecto de
los deberes de reposición y restitución,
y las ideas de preferencia de la preven-
ción sobre la reparación y de reparación
integral del daño.

II. Si lo expuesto con anterioridad
son las líneas maestras del sistema ge-
neral de reparación de daños, es eviden-
te pensar en su reiteración en los distin-
tos sectores del ordenamiento jurídico-
administrativo. Así lo demuestra el
autor en la segunda parte de la obra, en
la que analiza el régimen establecido
para la misma en relación con distintos
bienes jurídicos administrativos. Parti-
cularmente ejemplificativa de la afirma-
ción anterior aplicada al dominio
público aparece la normativa de aguas y
costas, que «sigue un régimen de auto-
tutela ejecutiva en favor de la Adminis-

(4) So pena de amparar fraudes de ley
y abusos de derecho «como lo es la inicia-
ción de procedimientos sancionadores fic-
ticios con el fin de practicar ejecutoria-
mente la reparación de daños» (pág. 124).
En la peligrosidad de esta idea incide rei-
teradamente el autor, sobre todo tras
constatar la habitualidad de tal práctica
mediante un seguimiento de la jurispru-
dencia en materia de daños causados a
bienes de dominio público, que muestran
la imposición de sanciones mínimas al
lado de cantidades enormes en concepto
de reparación de daños. Este hecho desve-
la la verdadera intención de la Adminis-
tración: la utilización del procedimiento
sancionador como mecanismo que ampa-
re la extensión de privilegios exorbitantes
propios del mismo —concretamente, el
privilegio de ejecutoriedad— a aquélla,
evitándose la interposición de acciones ci-
viles.

tración derivado de la acumulación de
dicha reparación en el expediente san-
cionador» (pág. 129). Sin embargo, y en
la línea de lo mencionado supra, la in-
terpretación que la jurisprudencia con-
tencioso-administrativa hace de la mis-
ma desvirtúa de modo claro su hipotéti-
ca lógica jurídica, al demostrar la
artificiosidad del mantenimiento del
privilegio de ejecutoriedad de la repara-
ción en los casos en que la sanción es
improcedente y, por lo tanto, no ampa-
ra la utilización del mismo. Es quizás
en materia de montes donde la jurispru-
dencia ha delimitado de un modo más
claro las diferencias entre sanción y re-
paración de daños, al constatar, pese a
su tramitación procedimenta) conjunta
y la extensión a la última del privilegio
de ejecutoriedad, la distinta finalidad
perseguida por cada una (5), dato éste
que justifica la autonomía entre ambas
en lo que hace a su exigencia diferen-
ciada.

Algunas diferencias presenta el siste-
ma de reparación de daños causados a
carreteras o vías y sus elementos funcio-
nales. Singularmente, y derivado de la
legislación específica de carreteras, la
desvinculación de su exigencia, también
beneficiada por el privilegio de autotu-
tela ejecutoria, respecto de la sanción
administrativa, en lo que esto supone
excepción a la práctica general. O, asi-
mismo, la ausencia de aquella prerroga-
tiva en el caso de las vías de titularidad
local, ante el evidente silencio que en
este sentido guarda la legislación de ré-
gimen local (6). No obstante, otra legis-
lación relacionada —la de tráfico y cir-
culación—, más preocupada por el as-
pecto preventivo del problema, desecha
el establecimiento de un sistema repara-

(5) Correccional en el primer caso,
restauradora en el segundo.

(6) Ausencia que, no obstante, ha
sido matizada por algunas normas auto-
nómicas que «han procedido a extender
el ámbito de aplicación de la ley de carre-
teras —autonómicas se entiende— a cier-
tas vías de titularidad local» (pág. 185, la
cursiva es nuestra), lo que supone la am-
pliación a éstas del privilegio de autotute-
la previsto inicialmente sólo para las pri-
meras.
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dor en relación a los daños causados
por la vulneración de sus prescripcio-
nes, considerándose «que este tipo de
facultades las cubre sobradamente la le-
gislación de carreteras y el Código penal
o civil» (pág. 195).

III. No ha de olvidarse que en la ac-
tual sociedad occidental, de la que for-
mamos parte, la preocupación por la
protección del medio ambiente frente a
las agresiones que viene padeciendo ha
llegado a constituirse en uno de los ba-
samentos sobre el que gravitan buena
parte de los desvelos generales. A esta
realidad indiscutible no puede ser ajeno
el Derecho, que, siguiendo tal línea, ha
caracterizado al daño ambiental como
una auténtica lesión a un bien jurídico
colectivo y prevalente respecto de otros.
Consecuencia inevitable de esta califica-
ción ha de ser la exigencia de su repara-
ción, contemplada por las diversas ra-
mas del ordenamiento jurídico. Cada
una de ellas se singulariza por el esta-
blecimiento de un modelo de responsa-
bilidad diverso, y así, mientras el civil se
distingue por su subjetivismo (7), el sis-
tema penal presenta la novedad del re-
conocimiento de un tipo específico —el
delito ecológico (8)— fuertemente con-
dicionado por la legislación administra-
tiva habida cuenta la remisión que
aquél hace a «la contravención de las le-
yes o de otras disposiciones de carácter
general protectoras del medio ambien-
te» como elemento determinante del
mismo (9).

(7) Si bien es apreciable en los últimos
tiempos una tendencia a su objetivación, lo
que permitiría suplir las limitaciones que
la perspectiva puramente subjetiva presen-
taba en orden a la consecución de un siste-
ma protector realmente eficaz.

(8) Que se trata, es importante hacer-
lo notar, de un delito de riesgo: el ilícito
penal se consuma por la mera realiza-
ción de cualquiera de las actividades des-
critas en el tipo que supongan un riesgo
grave para el medio ambiente, con inde-
pendencia de que éste se consume o no.
En caso de consumación, estaremos en
presencia, junto con el delito ecológico,
de un delito de lesiones, castigado sepa-
radamente.

(9) Lo que. como bien establece el

Junto con ellos, no puede olvidarse el
sistema administrativo de protección
del medio ambiente, caracterizado hoy
por responder al esquema acumulativo
sanción+reparación, y necesitado en un
futuro inmediato de medidas más expe-
ditivas que coadyuven al ejercicio por
los poderes públicos de su responsabili-
dad última en este ámbito: velar por la
observancia de la legislación ambiental.
Dos son las propuestas que el autor for-
mula en tal sentido, consistente la pri-
mera en el ejercicio de acciones proce-
sales y la segunda en la posibilidad ex-
cepcional —sólo en aquellas materias,
como la ambiental, en que exista una
especial necesidad de amparar el inte-
rés público— de intervención del Mi-
nisterio Fiscal en los procesos conten-
cioso-administrativos «como vía que
puede contribuir a promover la realiza-
ción de los intereses públicos y el cum-
plimiento de la legalidad administrati-
va» (pág. 279).

IV. El régimen jurídico de la repara-
ción de los daños causados a bienes de
las entidades locales también es objeto
de análisis en la obra que se comenta.
Desconcierta en un primer momento la
constatación de que, según jurispruden-
cia reiterada, aquellos bienes no gocen, a
diferencia de los de titularidad estatal y
autonómica, del privilegio de autotutela.
Y ello, según parece, por mor de una in-
terpretación restrictiva que lo limita a
los bienes de aquellos entes que, al dis-
poner de potestad normativa originaria,
pueden dictar leyes propias que habili-
ten de modo concreto tal régimen (10).

Profesor GONZÁLEZ-VARAS, «encaja dentro
del fenómeno de la ley penal en blanco»;
fenómeno problemático desde el punto de
vista de los principios de legalidad, segu-
ridad jurídica e igualdad.

(10) Porque lo que parece indiscuti-
ble, tal y como evidencia el análisis de los
distintos sectores administrativos llevado
a cabo en la presente monografía, es la
necesidad de una habilitación legislativa
concreta para poder aplicar el régimen de
la inmediata ejecución de la orden de re-
paración de daños. Nada obstaría, en este
sentido, que las leyes sectoriales estatales
o autonómicas reconociesen en favor de
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Sin embargo, es fácilmente comproba-
ble que la realidad discurre por otros
derroteros, no siendo en absoluto oca-
sional la existencia de apremios admi-
nistrativos en orden a la reparación de
daños causados a bienes locales. El Pro-
fesor GONZÁLEZ-VARAS critica por ausen-
cia de base jurídica ambos aspectos
—teoría y práctica—, postulando en
este sentido una solución de síntesis
que pasaría por la realización, por parte
del legislador, de un estudio serio que
impida una dilatación general y sin fun-
damento del régimen de autotutela en
favor de los entes locales a la vez que
posibilite, previa justificación, su apli-
cación en determinados casos o hasta
una determinada cuantía. Ello no empe-
ce, por supuesto, que en tanto éste se
lleva a cabo, la reparación de daños
causados a tales bienes se venga exi-
giendo, junto con la cuestionada prácti-
ca de los medios administrativos de eje-
cución forzosa, a través de otros cauces,
destacando la vía penal, «para la repa-
ración de daños de cierta gravedad»
(pág. 314), y la vía civil como solución
general.

V. La regulación de un nuevo proce-
dimiento sancionador que la Ley
30/1992 y el Real Decreto 1398/1993 lle-
van a cabo hace plantearse al autor la
existencia, derivada del mismo, de no-
vedades importantes respecto del siste-
ma de reparación de daños causados a
bienes de la Administración. La razón
de tal interrogante radica en la aparente
generalización, según el tenor literal de
los textos citados, del principio de eje-
cutoriedad cuando los daños causados
sean consecuencia de hechos tipificados
como infracción administrativa. Sin
embargo, la respuesta a esta pregunta
ha de ser forzosamente negativa, de-

las entidades locales poderes sancionato-
rios extensos, que incluyesen aquélla. Sin
embargo, no aparenta ser tal la voluntad
de estos textos, lo que ha impulsado la
aparición de corrientes doctrinales más
flexibles que postulen una matización de
la rigidez del principio de legalidad en
materia sancionadora en lo que respecta
al ejercicio de la misma por las entidades
locales.

mostrando el Profesor GONZÁLEZ-VARAS
que la extensión mencionada es más
aparente que real al no incluirse nueva-
mente en la misma, y por los motivos
antes expuestos, el supuesto de los da-
ños causados a bienes de las entidades
locales.

VI. No puede olvidarse que la obten-
ción de la reparación de daños vía tri-
bunales ordinarios sigue siendo, en mu-
chos casos, el cauce —a veces único—
para hacerla efectiva. Este es el conduc-
to que, en lógica coherencia con su na-
turaleza, ha contemplado tradicional-
mente nuestro Derecho en relación con
los daños sufridos por los bienes patri-
moniales de las distintas Administracio-
nes públicas, si bien en los últimos
tiempos se constata el establecimiento,
por parte de la legislación autonómica
en la materia, de un régimen ejecutorio
general junto con el sistema sancionato-
rio. Idéntica vía —civil— habrá de se-
guirse para intentar la reparación de
daños causados a bienes de la Adminis-
tración institucional, ya que, y aun sien-
do de dominio público, «no puede lle-
garse al equívoco de considerar el régi-
men de autotutela administrativa
ejecutiva para la reparación de daños
como algo propio o estatutario de los
bienes demaniales, haciendo falta en
todo caso un precepto legal que habili-
tara a la Administración institucional al
ejercicio de estas facultades ejecutorias
de reparación de daños sobre sus pro-
pios bienes» (pág. 351).

VII. Asimismo, no olvida esta obra el
análisis de la problemática derivada de la
comisión de delitos o faltas que lesionen
bienes de la Administración o al personal
a su servicio. La regla general en la mate-
ria, extraída de una amplia casuística ju-
risprudencial, consiste en el reconocimien-
to de una indemnización civil derivada de
aquéllos. Ello no impide que en relación al
tema de la repetición frente al causante del
daño de los gastos que la Administración
tuvo que realizar en favor de su personal a
consecuencia del mismo —bajas, presta-
ciones sanitarias— exista jurisprudencia
contradictoria, reconociéndose con ca-
rácter general por los tribunales penales y
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existiendo, por contra, dudas en las sen-
tencias civiles (11).

VIH. No sólo van a ser los particula-
res quienes, mediante sus acciones,
causen daños a la Administración. Por
contra, no son extraños los supuestos
en los que aquéllos se producen como
consecuencia de actuaciones llevadas a
cabo por sujetos —funcionarios, contra-
tistas de la Administración o, incluso,
otras entidades públicas— que mantie-
nen con el poder público una vincula-
ción más intensa que la común de los
ciudadanos. Pues bien, a estos casos se
refiere el autor en la octava parte de la
obra, permitiendo extraer su estudio
una interesante conclusión: se trata de
un tema de plena actualidad, cuya solu-
ción unívoca se esta todavía constru-
yendo en base a resoluciones jurispru-
denciales.

IX. Es lógico pensar que la compro-
bación primero de la existencia y, se-
gundo, de quiénes sean los responsa-
bles de los daños que darán lugar a una
reparación en favor de la Administra-
ción no será una cuestión sencilla, so-
bre todo si tenemos en cuenta la multi-
plicidad de bienes susceptibles de su-
frirlos y la cantidad ingente de
manifestaciones que los mismos pue-
den tener. Esta realidad, y si bien no ha
de hacernos olvidar que, en último tér-
mino, son los poderes públicos los
competentes para tal cometido en
virtud de sus potestades de policía, ex-
plica las recientes inclinaciones norma-
tivas a la consideración de los particu-
lares como colaboradores de la Ad-
ministración en el ejercicio de las
funciones de vigilancia de sus bienes,
sin que en ningún momento haya de
confundirse tal tarea, puramente auxi-
liar, como se ha dicho, con la privatiza-
ción de misiones públicas.

(11) El criterio común de los tribuna-
les civiles «consiste en denegar con carác-
ter general la indemnización a favor del
Estado, salvo que éste precise realizar
contraprestaciones complementarias»,
siendo éste el daño que habría de resar-
cirse (pág. 363).

X. Finaliza el libro con unas consi-
deraciones en torno a la problemática
que el concepto de daños, por su propia
indeterminación, puede plantear en or-
den a una exigencia fundada de repara-
ción de los mismos. Puesto que, en pala-
bras del autor, «el daño no es un concep-
to o título suficiente para legitimar
actuaciones administrativas» (punitivas
en este caso, se entiende, pág. 386), se
hace obligada la coexistencia, junto con
éste, de una serie de requisitos añadidos
que justifiquen la demanda de la men-
cionada reparación. Ejemplificativos de
la dificultad mencionada son los supues-
tos de reparación de daños de carácter
incorpóreo como los estéticos, los causa-
dos a la seguridad del Estado o los mo-
rales; daños que, pese a esa característi-
ca, presentan una efectividad que obliga
a su objetivación, so pena de imposibili-
tar la actuación de los poderes públicos.

XI. Como podrá intuirse, nos halla-
mos en presencia de una obra vasta, tan-
to en extensión como en contenidos. No
es hoy moneda común la elaboración de
auténticos tratados omnicomprensivos
de una problemática jurídica tan compli-
cada y susceptible de contemplación
desde tantos y tan variados prismas. Por
no mencionar las profundas imbricacio-
nes que en muy diversas ramas del orde-
namiento jurídico, y derivadas del lógico
rechazo que todo jurista ha de manifes-
tar a la consideración del Derecho como
una suma inconexa de compartimentos
estancos y de la natural pluridisciplina-
riedad de la materia, presenta el tema
objeto de estudio. La generosidad inves-
tigadora del Profesor GONZÁI.EZ-VARAS,
avalada por una brillante trayectoria
científica y nunca puesta en duda por
quienes en nuestra fase de formación
académica nos enriquecemos con sus
trabajos, tiene una nueva manifestación
en la obra comentada. Es de ella, por su-
puesto, de donde hay que aprender. Por
ello, sirva este a la fuerza breve y parcial
comentario como testimonio del prove-
cho que su lectura puede reportar. En
mi caso, así ha sido.

Beatriz SETUAIN MENDÍA
Área de Derecho Administrativo
Facultad de Derecho de Zaragoza
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HIÍERGO LORA, Alejandro: Los contratos
sobre los actos y las potestades admi-
nistrativas, Ed. Civitas, Madrid, 1998,
469 págs.

La lectura del libro que aquí comen-
tamos confirma la solidez investigadora
de su autor, ya dada a conocer en otros
trabajos, como sus artículos sobre La
desigualdad en la aplicación de potesta-
des administrativas de gravamen y sobre
La motivación de los actos administrati-
vos y la aportación de nuevos motivos en
el proceso contencioso-administrativo,
cuyo denominador común es una preo-
cupación por ofrecer soluciones jurídi-
cas razonables y ponderadas a proble-
mas acuciantes dentro de nuestro siste-
ma administrativo. La utilidad social de
un trabajo de investigación es un valor
que sólo frivolamente cabe negar, y la
necesidad de un estudio sistemático
que ofreciese una visión institucional y
de conjunto de los contratos que la Ad-
ministración realiza con los particula-
res sobre el ejercicio de sus potestades
es innegable tanto por la ausencia de
una regulación mínimamente detallada
de los mismos como, sobre todo, por-
que la propia validez jurídica de los
mismos, en ausencia de una regulación
normativa que la afirme, ha sido cues-
tionada.

Si el objeto de estudio es sumamente
atrayente, los medios que Alejandro
HUERGO pone a disposición del mismo
(y no al contrario, como no es infre-
cuente encontrar) no parecen conocer
límite; hay, en efecto, un tratamiento no
sólo extenso sino intenso de la biblio-
grafía, con amplia mención tanto de la
nacional como de ¡a propia de nuestro
entorno jurídico. Por otra parte, los au-
tores se citan en su contexto adecuado,
lo que es básico si se tiene en cuenta
que se manejan numerosos clásicos, y se
exponen con profundidad sus opiniones,
evitando equívocos y citas superficiales
que sólo caricaturizan los argumentos
con los que se disiente.

La estructura del libro mantiene la
tensión argumental a lo largo de los
ocho capítulos. Comienza HUERGO SU
exposición con una clasificación de la
actividad contractual de la Administra-
ción que le permite delimitar su objeto

de estudio, los contratos que la Admi-
nistración realiza sobre actos y potesta-
des públicas, y destacar esa fauna tan
rica como poco regulada constituida por
la multitud de acuerdos que se cierran
en el ámbito del Derecho Público. Den-
tro de esta clasificación cabe señalar la
preocupación mostrada por el autor por
destacar el grado de vinculatoriedad ju-
rídica de las distintas figuras examina-
das en una clasificación original que
evita, en consonancia con la realidad,
reconducir los acuerdos sobre los actos
administrativos a una única figura rígi-
da que limitase las posibilidades de de-
sarrollo de la facultad administrativa de
realizar acuerdos (por ejemplo, el autor
distingue por su grado de vinculación
jurídica aquellos acuerdos que simple-
mente suponen el compromiso del parti-
cular de otorgar una determinada pres-
tación si la Administración dicta un
acto, en los que la Administración no
queda obligada a dictar el acto, de aque-
llos otros contratos en los que el dictado
del acto y la prestación del particular
son dos obligaciones recíprocas y exigi-
bles de las partes).

Tras haber perfilado su objeto de es-
tudio, HUERGO pasa a analizar las cau-
sas y funciones que justifican la cele-
bración de contratos sobre las potesta-
des públicas. Para entender la
problemática que la admisión de los
convenios supone se ha de tener en
cuenta que la posibilidad de llegar a
acuerdos con los particulares sobre las
potestades públicas parece oponerse a
los principios del Estado de Derecho, en
cuanto éste requiere la aplicación igua-
litaria del Derecho a todos los ciudada-
nos, pero, a pesar de esta constatación,
la celebración de acuerdos entre las Ad-
ministraciones públicas y los particula-
res es una constante indiscutible, que,
además, ha devenido necesaria en algu-
nos campos de actuación administrativa
en los que se hace necesario aclarar una
situación normativa confusa en colabo-
ración con los particulares afectados, o
bien se busca ofrecer certeza a aquellos
particulares que pretenden emprender
una actividad sometida a diversos pro-
cedimientos de autorización aseguran-
do de antemano la viabilidad de la in-
versión propuesta.
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Tras centrar la problemática de los
contratos sobre actos y potestades públi-
cas en su validez, Alejandro HUERGO ana-
liza las distintas soluciones doctrinales
que se han ofrecido destacando lo inade-
cuado del recurso, a la hora de abordar
este tema, a los argumentos de la polé-
mica que enfrentó a finales del siglo xix
y principios del presente, entre otros, a
MAYER, de una parte, con KELSEX O LA-
BAND, de otra, ya que esta contienda doc-
trinal no tenía por objeto dilucidar la va-
lidez de la figura del contrato de Dere-
cho público, sino buscar la calificación
adecuada para determinadas institucio-
nes cuya validez jurídica no estaba en
cuestión (así se discutía la naturaleza ju-
rídica de la adquisición de la condición
de funcionario). Descartada, pues, esta
vía se inicia el análisis de los distintos
argumentos sobre los que se ha funda-
mentado la vinculatoriedad de los con-
tratos sobro actos y potestades públicas
para la Administración con el examen de
la argumentación que busca dicha vin-
culatoriedad en la interdicción de la ar-
bitrariedad y el control de la discrecio-
nalidad, sin que el autor considere este
camino como satisfactorio, pues es cier-
to que al apartarse de lo establecido en
el acuerdo la Administración debe, por
imposición del principio de interdicción
de la arbitrariedad, justificar en razones
de interés público la desviación entre lo
previamente acordado y su decisión fi-
nal, pero esta conclusión no sitúa al par-
ticular que negoció con la Administra-
ción en mejor situación que quien sim-
plemente presentó alegaciones.

Una segunda tesis para otorgar una
vinculatoriedad jurídica a los contratos
sobre potestades administrativas predi-
ca la existencia de una responsabilidad
extracontractual de la Administración
basada en su culpa in contrabando al ce-
lebrar un acuerdo inválido perjudicando
al particular que confió en la validez del
mismo. Pero este camino tampoco es sa-
tisfactorio, ya que la vinculatoriedad del
contrato se basaría en su carácter pato-
lógico y no en su eficacia intrínseca y,
además, la indemnización, que sólo se
extendería al interés negativo, no podría
compensar el valor que para el particu-
lar supone la ejecución del contrato (in-
terés positivo).

Tras rechazar estas posibilidades por
su insuficiencia, HUERGO afronta direc-
tamente la posibilidad de una eficacia
contractual para los acuerdos entre los
particulares y la Administración sobre
actos y potestades administrativas, y lo
hace estudiando las objeciones que con-
tra la misma se han señalado y denun-
ciando su maximalismo y su uso indebi-
do de la dogmática jurídica. En efecto,
no puede rechazarse la posibilidad de
contratar sobre las potestades adminis-
trativas con el argumento de una su-
puesta violación del carácter indisponi-
ble de las mismas, ya que el contrato no
afectaría sino a su ejercicio sin implicar
su renuncia o cesión, con lo que el au-
tor maneja fielmente la doctrina de
SANTI ROMANO, que ya había diferencia-
do entre la disponibilidad de la potestad
en sí y la de su mero ejercicio (un ejem-
plo más de lo necesario que es el estu-
dio de los clásicos y el uso de los con-
ceptos conforme a su significado genui-
no).

También rechaza el autor la argumen-
tación que niega la validez del contrato
sobre los actos administrativos basándo-
se en la posibilidad de que la Administra-
ción evite o convierta en una farsa el pro-
cedimiento previo que debe, según nues-
tra legislación, seguir para dictar un acto
administrativo y que sirve de garantía
para los terceros y para la recta determi-
nación del interés público en el caso con-
creto, ya que un reproche de esta natura-
leza peca de maximalista, pues si bien es
cierto que la necesidad de seguir un pro-
cedimiento evita la posibilidad de que la
Administración celebre contratos sustitu-
tivos de los actos administrativos, no evi-
ta que acuerde con los particulares el
contenido de un determinado acto futuro
siempre que dicho convenio se entienda
condicionado a que el procedimiento que
ha de llevar al dictado del acto no se de-
muestre que los intereses públicos exigen
otro contenido para el mismo (caso en el
que la Administración podría apartarse
del contrato sin que se pueda derivar de
este hecho indemnización alguna para el
particular).

En cuanto al contenido que estos con-
tratos podrían tener, HUERCO entiende
que sólo caben dos supuestos en los que
dicho contenido puede diferir del pro-
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pió del acto administrativo en ausencia
de convenio, en caso de que se admita
por las partes el desplazamiento de nor-
mas dispositivas o en caso de que se im-
pongan obligaciones al particular que
no se hubiesen podido imponer sin el
consentimiento del mismo (ha de seña-
larse que en este caso la prestación del
particular contribuye a que el acto dis-
crecional dictado como consecuencia
del contrato se ajuste mejor a los intere-
ses públicos).

El régimen jurídico al que se han de
someter dichos acuerdos es el propio de
los contratos administrativos en cuanto
se pueda adaptar a las especiales carac-
terísticas de los convenios sobre potes-
tades públicas. No cabe otra conclusión,
pues sería un despropósito jurídico que
se sometiese estos contratos a una juris-
dicción distinta a la que ha de enjuiciar
las contiendas sobre los actos que cons-
tituyen su objeto y no caben los contra-
tos mixtos (de naturaleza privada y ad-
ministrativa a la vez). Si bien, en opi-
nión de Alejandro HUERGO, cabe la
revisión tácita del acuerdo por parte de
la Administración apartándose de su
contenido al dictar el acto sin necesidad
de declarar expresamente la nulidad del
mismo, pues esta solución es conforme
con el régimen propio de la nulidad y
sería absurdo que un Tribunal convenci-
do de la invalidez radical de un acuerdo
anulase un acto administrativo por no
haberlo respetado.

Finalmente, el autor nos ofrece un
análisis de la situación creada por el ar-
tículo 88 LPC, que se refiere, por prime-
ra vez en una norma reguladora de
nuestro procedimiento administrativo, a
los contratos y acuerdos que la Adminis-
tración realiza con los particulares con
el objeto de consensuar la terminación
de un procedimiento. De esta norma
destaca HUERGO SU alcance limitado
(pues no contempla otros convenios dis-
tintos de los destinados a dar término a
un procedimiento administrativo) y la
renuncia del legislador a regular expre-
samente estos acuerdos, limitándose a
hacer una remisión a las normas de de-
sarrollo de la LPC; no obstante, esta re-
gulación no puede interpretarse como
una prohibición de la celebración de
acuerdos sin habilitación normativa

previa, ya que la LPC no pretende some-
ter la contratación de la Administración
pública sobre sus potestades a condicio-
nes más rigurosas, habiéndose descarta-
do en el debate parlamentario las en-
miendas que se orientaban en este senti-
do. En el seno de este estudio sobre los
acuerdos de terminación convencional
del procedimiento aborda el autor la
problemática de los convenios de adhe-
sión a un acto administrativo en los que
el particular se compromete a no im-
pugnar un acto administrativo si se le
otorga un determinado contenido, cuya
admisión defiende HUERGO en una argu-
mentación basada en la posibilidad de
que el particular renuncie libremente a
su facultad de recurrir, en un caso con-
creto, subordinando su renuncia a que
se dicte un acto con determinado conte-
nido. Sin embargo, dicha adhesión a
una resolución administrativa tendría
sus límites dentro del Derecho sancio-
nador, ya que la renuncia al recurso,
que la aceptación de una sanción de
cuantía rebajada supone, puede ser con-
traria al principio de proporcionalidad,
que hace depender la sanción de la le-
sión producida a un determinado bien
jurídico y no de la aquiescencia de la
persona sancionada.

Con esta síntesis inevitablemente par-
cial del contenido de la obra puede ha-
cerse el lector una primera idea de los
valores que el libro de Alejandro HLER-
GO representa. Obra que, sin duda, se
convertirá en la referencia imprescindi-
ble para todo jurista que pretenda acer-
carse a esta materia y que ofrece un
conjunto de soluciones dotadas de un
fundamento jurídico serio que dotan a
la figura del contrato sobre actos y po-
testades públicas de un perfil institucio-
nal definido.

En definitiva, estamos ante una obra
que con toda probabilidad se convertirá
en un clásico y que presenta a su autor,
como GARCÍA DE ENTERRÍA señala en su
prólogo, como un jurista de cuerpo ente-
ro, profundo y creador, que está destina-
do a destacar entre los miembros de la
joven generación de administrativistas.

Javier GARCÍA LUENGO

Seminario de Derecho Administrativo
de la universidad de Oviedo
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MARTÍN MATEO, Ramón: Tratado de Derecho
Ambiental, vol. III: Recursos naturales,
Ed. Trivium, Madrid, 1997, 586 págs.

1) Abundantes títulos y realizacio-
nes avalan la relevancia intelectual del
autor y su obra. Catedrático de Derecho
Administrativo, Rector de Jas Universida-
des del País Vasco y Alicante, Premio Na-
cional de Medio Ambiente, Consejero de
Estado, Presidente de la Asociación de
Derecho Ambiental Español, etc. Sus pu-
blicaciones tienen un gran significado in-
novador, identificable en las materias ob-
jeto de estudio, en la metodología aplica-
da y en las conclusiones sostenidas.

Urbanismo, patrimonio cultural y am-
biente han constituido objetos de estudio
preferente para el autor. En todos ellos
sus tratamientos, enfoques, críticas y va-
loraciones constituyen elementos impres-
cindibles para la comprensión de las co-
rrespondientes políticas públicas. En este
sentido, conviene considerar que el autor
no aplica únicamente métodos jurídicos.
Los datos históricos, sociológicos y técni-
cos constituyen armazón fundamental de
sus discursos, siempre muy ligados a la
necesidad de dar respuestas justas a los
problemas sociales. El Derecho que el
autor propugna responde a la idea de un
orden jurídico sujeto a valores funda-
mentales, que derivan de la comprensión
y análisis de los datos reales. En efecto,
los desarrollos que lleva a cabo no pare-
cen posibles sin ideas firmes sobre los
peligros para la salud de las personas y
sobre las negativas implicaciones econó-
micas que derivan de la contaminación
y, en general, del deterioro del ambiente.

En el contexto, pues, de una larga y
significativa trayectoria intelectual ha
de situarse el tercer volumen del Trata-
do de Derecho Ambiental, que viene a
culminar una magna empresa iniciada
por el autor hace más de veinte años.
En 1977 publicó el Derecho Ambiental,
obra pionera en la doctrina española, de
enorme trascendencia en su contexto
histórico. De la mano de aquel libro pu-
dimos adentrarnos en el conocimienlo
de cuestiones muy distintas de las preo-
cupaciones jurídicas y políticas enton-
ces dominantes (véase mi recensión en
el núm. 86 de esta REVISTA). ES una
suerte que el autor haya persistido en

sus investigaciones y análisis, hasta for-
mar un completo tratamiento del siste-
ma de protección del medio ambiente.

2) En realidad, muchos creímos que
el Tratado había quedado concluido hace
ya unos años, dado que los dos primeros
volúmenes se publicaron muy seguidos,
en 1991 y 1992, sin ninguna indicación
sobre el tercero. Como, por añadidura,
el autor venía sosteniendo un conocido
concepto estricto del ambiente, a cuyo
análisis sobradamente atendían aquellos
dos tomos, cabía pensar que se trataba
de un sistema doctrinal ya cerrado, sin
perjuicio de nuevas ediciones. No ha
sido, afortunadamente, así.

Faltaba el tratamiento de lo que algu-
nos denominan la «línea verde» del Dere-
cho Ambiental, las viejas técnicas decan-
tadas en la Administración forestal, objeto
de moderna transformación en su alcance
y significado. El autor limitaba el Derecho
Ambiental al estudio de las contaminacio-
nes, a lo que se llama Ja «linca azul», de
origen higienista. Ahora, muy razonable-
mente, matiza su criterio, para compren-
der el régimen de protección de los seres
vivos (fauna y ñora) y de sus hábitats.

Cuando tan acostumbrados estamos a
aplicar reiteradamente los mismos cali-
ficativos a las posiciones doctrinales, in-
variables en el tiempo, el cambio de cri-
terio merece ser destacado. El autor lle-
va a cabo un proceso de reflexión «sobre
la interacción entre lo animado y lo
inerte», que le lleva al «progreso hacia
una concepción más amplia del ambien-
te», en la que tienen cabida «las plantas
y los demás seres vivos», en interacción
con los restantes elementos naturales,
formando, todos juntos, el ambiente
como objeto de Derecho (pág. 13).

Obsérvese que no es un cambio de
opinión a la ligera. La experiencia acu-
mulada a lo largo de más de dos décadas
de trabajo y reflexión intelectuales sobre
el ambiente permiten al autor matizar su
concepto inicial. En tal sentido, cuando
tan frecuentes resultan las concepciones
que configuran el ambiente como un ob-
jeto amplísimo, conviene tener muy pre-
sentes los criterios de ponderación y
progreso que hace valer el autor.

3) En todo caso, la publicación del
tercer tomo del Tratado resulta muy
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oportuna y viene a cubrir un hueco im-
portante de nuestra doctrina, que care-
cía de un tratamiento completo del régi-
men jurídico de protección de la natura-
leza. Disponíamos, sí, de buenas
aproximaciones parciales a los regíme-
nes de conservación de los espacios na-
turales, de protección de la fauna, de tu-
tela de los montes, de valoración del
paisaje, pero faltaba la vertebración uni-
taria de los correspondientes instrumen-
tos, formando un sis tema jur íd ico ,
como el que construye el autor.

Ciertamente, la construcción de ese sis-
tema no ha sido posible hasta época re-
ciente, por falta de materiales adecuados.
Las normas jurídicas no valoraban ade-
cuadamente los recursos y espacios natu-
rales. El jurista se encontraba ante técni-
cas elitistas, como los parques naciona-
les, de muy escaso significado para la
defensa global del medio natural. Otras
veces, el establecimiento de la finalidad
conservacionista de las instituciones re-
quería grandes y voluntaristas esfuerzos
interpretativos, que llegaron incluso a
propiciar el menosprecio de cierto dan-
dismo doctrinal, poco atento a las necesi-
dades sociales. Era, en verdad, difícil
construir un subsistema de protección de
la fauna, a partir exclusivamente de la le-
gislación de caza y pesca, aunque la em-
presa no dejaba de tener sus alicientes en
el plano de la reflexión y en el panorama
de los posibles efectos prácticos.

La legislación relativa a los recursos
naturales ha experimentado enormes
cambios en la orientación de sus objeti-
vos. De manera que, en la actualidad, la
antes anecdótica legislación de espacios
naturales protegidos constituye trama
básica de la ordenación efectiva del terri-
torio y la protección de la fauna y de la
flora se ha afianzado como hilo conduc-
tor de las actividades cinegéticas, piscí-
colas y forestales. Sin duda, en la pers-
pectiva patria la recepción constitucional
del compromiso ambiental ha ejercido
una benéfica influencia en todo el orde-
namiento jurídico, contribuyendo a cam-
biar el significado de las instituciones
con una energía que, probablemente, de-
pende más de la voluntad de los creado-
res y aplicadores del Derecho que de los
estrictos efectos jurídicos que cabría de-
ducir del artículo 45 de la Constitución.

La culminación del Tratado, con el
análisis del régimen de los recursos na-
turales, resulta, en definitiva, oportunísi-
ma y hay que saludarla con gozo. El
nuevo tomo comprende el estudio de los
mecanismos de tutela global de la biodi-
versidad, la protección de especies ame-
nazadas, los regímenes de pesca maríti-
ma y de caza y pesca fluvial, los espacios
naturales protegidos, la tutela de los
montes y la protección del paisaje natu-
ral. Las exposiciones tienen siempre en
cuenta la problemática a la que atienden
las instituciones, las necesidades de tute-
la y los intereses contrapuestos, tanto
entre bloques de Estados como entre
grupos económicos y sociales. En fun-
ción de las necesidades advertidas, el au-
tor analiza los instrumentos jurídicos
que proporcionan los diversos niveles te-
rritoriales (internacional, europeo, esta-
tal, autonómico y local) y valora la apti-
tud de tales instrumentos para cumplir
los objetivos de tutela ambiental. El re-
sultado lleva el sello inconfundible del
autor, constructor de sistemas de alto
significado ético.

4) Habrá quien considere que el mé-
todo seguido por el autor no es estricta-
mente jurídico. Desde luego, si el método
jurídico se identificara con una estricta
labor hermenéutica y sistematizadora de
las normas jurídicas, el autor merecería
el calificativo de jurista heterodoxo. Aho-
ra bien, si se admite que el método jurídi-
co no puede dejar de tener en cuenta los
intereses subyacentes, nadie puede negar
al autor la credencial de jurista.

Sucede que, con alguna frecuencia, los
juristas autoconsiderados puros tienden a
desarrollar su labor como si fueran pro-
vistos de anteojeras que les impidieran
toda visión periférica. Ciertamente, la re-
serva de ley, el procedimiento administra-
tivo o la garantía judicial constituyen pie-
zas esenciales en la construcción jurídica;
piezas que pueden conformarse como
mecanismos destructores de enteros regí-
menes jurídicos o de singulares aplicacio-
nes del Derecho. Es muy importante que
el reglamento adoptado sin el dictamen
preceptivo del órgano consultivo sea anu-
lado o que la falta de audiencia del intere-
sado determine la anulación de todas las
actuaciones administrativas de aplicación
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del ordenamiento jurídico en un caso
concreto. El jurista sabe de esto, siendo
importante mantener y auspiciar los estu-
dios de alcance estrictamente formal.
Conviene incluso dejar dicho que el análi-
sis exhaustivo de la observancia de la le-
galidad no puede nunca considerarse
como un ataque a los intereses públicos.
Pero también debe estar claro que el De-
recho y la labor del jurista no pueden re-
ducirse a interpretar la norma. Es preciso
también construir sistemas que atiendan
a los problemas sociales.

El autor se caracteriza justamente por
aunar conocimientos técnicos y jurídi-
cos, intentando así propiciar el adecua-
do conocimiento de las correspondien-
tes políticas públicas. Método éste que
parece más interesante y fructífero que
los estudios de corte exclusivamente téc-
nico o sociológico que modernamente
pretenden sustituir a los tratamientos
jurídicos, de cara a la comprensión de
las políticas públicas. La crítica al exce-
sivo formalismo de los estudios jurídi-
cos, por considerarlos ajenos a la reali-
dad implicada, no debiera, sin embargo,
llevar al desconocimiento de los datos
jurídicos, que también forman parte de
la realidad a tener en cuenta en el dise-
ño de las políticas públicas.

En esa pugna por la respectiva pureza
del método, entre ciertos grupos de ju-
ristas y de politólogos, el mestizaje me-
todológico del autor debiera ser valora-
do como una auténtica bocanada de aire
fresco. Una ráfaga renovadora que pro-
cede de la solidez intelectual de un
maestro del Derecho Público español.

Fernando LÓPEZ RAMÓN

REBOLLO PUIG, M., e IZQUIERDO CARRAS-
CO, M.: Manual cíe la inspección de
consumo (con especial referencia a la
inspección local), Ministerio de Sani-
dad y Consumo-Instituto Nacional del
Consumo, 1998, 255 págs.

I

Una aproximación al estudio del fenó-
meno de la protección de los consumi-

dores requiere tomar como punto de
partida dos preceptos fundamentales:
por un lado, la Constitución española
(CE), concretamente su artículo 51, en
el que se impone un mandato a los po-
deres públicos para que garanticen la
defensa de los consumidores y usuarios,
y, por otro, el artículo 129 A del Tratado
de la Comunidad Europea (TCE) (1),
que consagra, por primera vez, una polí-
tica comunitaria de protección de los
consumidores y en el que se establece la
obligación de la Comunidad de contri-
buir a que se alcance un alio nivel de
protección de los mismos. Como se pue-
de apreciar, si nos detenemos a exami-
nar ambas disposiciones, se opta por
una clara intervención de los poderes
públicos en la protección de este colecti-
vo, que deberán desarrollar y establecer
toda una serie de medidas encaminadas
a proteger los intereses de los consumi-
dores. Esto no quiere decir que toda la
protección del consumidor esté enco-
mendada a las Administraciones Públi-
cas, ni mucho menos. Existen numero-
sas leyes que no disponen intervencio-
nes administrativas, sino sólo técnicas y
medios de Derecho privado. Un claro
ejemplo de este tipo de normas lo cons-
tituye la reciente Ley 42/1998, de 15 de
diciembre, sobre derechos de aprove-
chamiento por turno de bienes inmue-
bles de uso turístico y normas tributa-
rias (más conocido con el término im-
propio de «multipropiedad») (2), en la
que se regulan las relaciones entre parti-
culares, se establecen derechos y obliga-
ciones de los unos para con los otros en
sus relaciones recíprocas y, en caso de
incumplimiento, se acudirá a los jueces

(1) El artículo 129 A TCE será susti-
tuido, cuando entre en vigor el Tratado
de Amsterdam, por el artículo 153 TCE,
que introduce algunos cambios significa-
tivos en la política comunitaria de protec-
ción de los consumidores, tendentes a re-
forzar e incrementar las actividades de
las Instituciones de la Comunidad en los
aspectos relacionados con la protección
del consumidor.

(2) Esta Ley, como establece su Expo-
sición de Motivos, es de ámbito estricta-
mente civil, y no impone sanciones admi-
nistrativas para el caso de incumplimien-
to de sus normas.
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civiles para que hagan efectivos aquellos
derechos y obligaciones.

Sin embargo, aunque existe un abun-
dante corpus iuris de Derecho privado
que persigue la protección de los intere-
ses de los consumidores, resulta necesa-
rio, para conseguir un adecuado cum-
plimiento de lo dispuesto en los artícu-
los 51 CE y 129 A TCE, la actuación de
los poderes públicos para garantizarles
una adecuada protección. Ello se justifi-
ca por la posición más débil que ocupan
los consumidores en el mercado frente a
los productores, especialmente en un
mercado en el que los bienes y servicios
que se ofrecen son cada vez más com-
plejos y, por lo tanto, se requiere una
mayor intervención de los poderes pú-
blicos con la finalidad de intentar equi-
librar la balanza en favor de los consu-
midores. Esto explica, para los autores,
que «gran parte de la defensa del consu-
midor y usuario está "administrativiza-
da" y que la mayoría de los instrumen-
tos de protección supongan relaciones
jurídicas en las que una de las partes es
alguna de las Administraciones Públi-
cas» (pág. 16).

Diversas son las modalidades de inter-
vención administrativa que pueden esta-
blecerse en orden a proteger los intere-
ses de los consumidores. Desde técnicas
de fomento, que tienen lugar «cuando la
Administración actúa por medios sim-
plemente persuasivos sobre los particu-
lares para que éstos, aunque movidos
por sus intereses privados, realicen las
conductas que se consideren más ade-
cuadas al interés público o general» (el
artículo 51 CE dispone que los poderes
públicos «fomentarán sus organizacio-
nes...»), pasando por las propias de ser-
vicio público, «cuando la Administra-
ción asume directamente la realización
del fin de interés público que persigue,
realizando prestaciones a los adminis-
trados» (por ejemplo, mediante la crea-
ción de las Oficinas Municipales de In-
formación del Consumidor —OMIC—),
hasta las intervenciones propias de la
actividad de limitación, «por la que la
Administración impone restricciones,
deberes o de cualquier otra forma orde-
na coactivamente las actuaciones y con-
ductas privadas con el fin de garantizar
algún interés público» (pág. 16). Todas

estas variantes se encuentran presentes
en la protección de los consumidores,
aunque será sobre la última de las ex-
puestas sobre la que verse el estudio lle-
vado a cabo por lor profesores REBOLLO
PUIG e IZQUIERDO CARRASCO.

II

Antes de entrar a analizar los temas
clave que, a nuestro juicio, se abordan
en este Manual conviene realizar una
advertencia previa al futuro lector. A pe-
sar de llevar como título Manual de la
inspección de consumo, el presente libro
no se limita de manera exclusiva al exa-
men de la actividad inspectora, sino que
constituye todo un compendio de la ac-
tividad administrativa de limitación que
desarrollan las Administraciones Públi-
cas en orden a proteger los diversos in-
tereses de los consumidores, lo que am-
plía, sin duda alguna, el ámbito de estu-
dio llevado a cabo por los autores, que
de este modo contribuyen a ofrecer a los
interesados en el denominado «Derecho
de Consumo» (3) un valioso instrumen-
to de consulta.

En lo que se refiere a la estructura de
la presente monografía, ésta se encuen-
tra dividida en cuatro capítulos: «La ac-
tividad administrativa en defensa de los
consumidores» (Capítulo I), «Los me-
dios de la actividad administrativa de li-
mitación para la protección de los con-
sumidores» (Capítulo II), «Las infrac-
ciones y sanciones administrativas y
penales» (Capítulo III) y «La inspección
de consumo» (Capítulo IV); a través de
los cuales los autores describen las di-
versas modalidades y variantes que se
desprenden de la actividad administrati-
va de limitación llevada a cabo por las
Administraciones Públicas en aras de
garantizar la defensa de los consumi-
dores.

(3) Sobre el alcance del concepto
«Derecho de Consumo» resulta del mayor
interés la lectura de la monografía escrita
por el profesor Th. BOURGOIGNIE, Elemen-
tos para una teoría del Derecho de Consu-
mo, Departamento de Comercio, Consu-
mo v Turismo del Gobierno Vasco, Vito-
ria, 1994. 384 págs.
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El primer capítulo, que sirve de intro-
ducción para aproximarnos a los carac-
teres básicos de la actividad administra-
tiva de limitación, persigue fundamen-
talmente una doble finalidad: en primer
lugar, establecer cuáles son los intereses
generales protegidos y, en segundo lu-
gar, tratar de delimitar el ámbito subje-
tivo y objetivo sobre el que recae este
tipo de intervención administrativa.

Como acertadamente exponen los au-
tores, «la actividad administrativa de li-
mitación que aquí nos interesa es sólo la
que protege los intereses generales que
se agrupan bajo el genérico título de la
defensa de los consumidores y usua-
rios» (pág. 17). No obstante, este genéri-
co interés público debe delimitarse te-
niendo en cuenta lo dispuesto por el ar-
tículo 51 CE y por el artículo 2 de la Ley
General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios, de 19 de julio de
1984 (LGDCU), en donde se enumeran
los derechos de los consumidores. Re-
sulta evidente que no todos los intereses
generales de la protección de los consu-
midores enunciados por el texto consti-
tucional ni todos los derechos básicos
de éstos tienen su realización material a
través de la actividad de limitación. Así,
por ejemplo, el derecho de representa-
ción de los consumidores, consagrado
en el artículo 2A.e) LGDCU, no va a ha-
cerse efectivo a través de una actividad
de limitación de las Administraciones
Públicas, sino que será preciso otro tipo
de actuación como, por ejemplo, el fo-
mento mediante subvenciones de las
asociaciones de consumidores. Sólo van
a ser relevantes para la actividad de li-
mitación los siguientes intereses de los
consumidores:

— la protección contra los riesgos
para la salud o la seguridad de los
consumidores y usuarios;

— la protección de los legítimos inte-
reses económicos y sociales de los
consumidores y usuarios;

— la protección del derecho a la in-
formación de los consumidores y
usuarios para que tengan un cono-
cimiento adecuado sobre las carac-
terísitcas esenciales de los bienes y
servicios que se les ofrecen y sobre
su uso, consumo y disfrute.

Por lo que respecta al ámbito de ac-
tuación de las Administraciones Públi-
cas, es decir, sobre quién y sobre qué re-
cae la actividad administrativa de limi-
tación en defensa de los consumidores,
interesa precisar algunos aspectos.

Los autores afrontan el estudio del
ámbito subjetivo desde una doble pers-
pectiva: por un lado, examinan qué se
entiende a estos efectos por consumidor
y usuario y, por otro, frente a quién se
realiza la protección de los consumido-
res y usuarios. Sin entrar a analizar esta
problemática, pues excedería de la fina-
lidad perseguida por esta recensión, que
es la de comentar los puntos relevantes
de esta monografía, sí que resulta nece-
sario realizar dos precisiones. En pri-
mer lugar, que el concepto de consumi-
dor y usuario no siempre ostenta una
importancia vital para las actuaciones
administrativas de limitación (especial-
mente, desde la configuración del con-
sumidor como destinatario final que
nos ofrece el artículo 1.2 LGDCU). En
este sentido, los autores ilustran esta
puntualización con el ejemplo que ofre-
ce el RD 1457/1986, de 10 de enero, so-
bre talleres de reparación de automóvi-
les, en el que sus normas protegen a to-
dos los clientes de estos talleres, aunque
sean empresarios que reparan sus vehí-
culos industriales (pág. 26). Y, en segun-
do lugar, la importancia que esta co-
brando, en las diversas Leyes autonómi-
cas de defensa de los consumidores, la
protección administrativa de ciertos
grupos de consumidores a los que se
considera especialmente desvalidos o en
situación de mayor riesgo. Así lo con-
templa, por ejemplo, el artículo 4 de la
Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección
de los Consumidores de la Comunidad
de Madrid, entre los que enumera: la in-
fancia, la adolescencia, los enfermos, las
personas mayores, los inmigrantes, etc.

Por otra parte, el ámbito material so-
bre el que recae la actividad administra-
tiva de limitación en defensa de los con-
sumidores puede afectar a todo tipo de
productos, bienes y servicios, ya que,
como indican los autores, «los intereses
públicos y los derechos de los consumi-
dores se tratan de garantizar con res-
pecto a todos ellos» (pág. 23). Debido a
la amplitud de este ámbito de actua-
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ción, pueden surgir problemas en torno
a la inspección de consumo, pues puede
darse el caso de que ésta invada las
competencias de otros servicios especí-
ficos de inspección (turismo, sanidad,
competencia, etc.). Ello implicará la ar-
ticulación de instrumentos de coordina-
ción y colaboración entre las distintas
inspecciones, para evitar el entrecruza-
miento de funciones y, por consiguien-
te, la pérdida de eficacia en la actuación
administrativa.

Para llevar a cabo la actividad admi-
nistrativa de limitación, las diversas Ad-
ministraciones Públicas competentes
sobre esta materia se sirven de una serie
de medios específicos que están dirigi-
dos hacia un mismo centro de atención:
la defensa de los consumidores, y que
son estudiados en detalle en los Capítu-
los II, III y IV. Eslos medios consisten,
en opinión de los profesores REBOLLO
PUIG e IZQUERDO CARRASCO, primero, en
determinar imperativamente lo que está
permitido o prohibido (que se articula a
través de las leyes y los reglamentos y,
en cierta medida, por medio de los lla-
mados controles preventivos) y, poste-
riormente, en reaccionar frente a even-
tuales incumplimientos (normalmente
ejercitando la potestad sancionadora).

Entre ambas fases es donde se va a
desarrollar la actividad administrativa
de inspección, que constituye el núcleo
esencial de la presente monografía que,
por tanto, pasamos a analizar.

III

La inspección de consumo es definida
por los autores como «la acción de la
Administración en la que examina y re-
conoce mediante la observación directa
de su personal ciertas actividades de los
administrados para comprobar el cum-
plimiento de los deberes, prohibiciones
o limitaciones a que están sometidos»
(pág. 137). Tres son las observaciones
que pueden hacerse de esta definición.

La primera nota que debe ponerse de
relieve es que la actividad inspectora es
una acción, concepto más reducido que
el de control, que suele ser el empleado
en ocasiones por las Administraciones
Públicas cuando se refieren a este tipo

de actividad. Sin embargo, no todo con-
trol y vigilancia supone función de ins-
pección, sino que ésta es sólo uno de los
medios, caracterizado por la forma en
que opera, que es siempre mediante la
observación directa por agentes admi-
nistrativos de la realidad controlada (4).
Otros medios de control quedarían fue-
ra del ámbito de la inspección, como
podrían ser las denuncias de particula-
res.

No obstante, la inspección de consu-
mo, además de su significado marcada-
mente funcional, puede ser entendida
en sentido orgánico, es decir, se deno-
mina también Inspección de Consumo
«a los órganos o unidades de la Admi-
nistración encargados de esa actividad»
(pág. 137). Esta doble acepción es reco-
gida, por ejemplo, en la Ley 8/1997, de
30 de octubre, del Estatuto del Consu-
midor y Usuario de la Comunidad Au-
tónoma de Aragón, cuyo artículo 53.1
establece que «corresponden al Departa-
mento que tenga asignadas las compe-
tencias en materia de defensa de los
consumidores y usuarios (concepción
orgánica) las funciones de información,
asesoramiento y comprobación del cum-
plimiento de la legislación vigente en
materia de consumo (concepción fun-
cional)...». Esta distinción resulta nece-
saria, porque puede ocurrir que a la Ins-
pección de Consumo se le atribuyan,
además de la actividad inspectora, otras
más o menos relacionadas con aquélla
(por ejemplo, los inspectores de consu-
mo podrán llevar a cabo la adopción de
medidas provisionales en situaciones de
urgencia, artículo 36.5 Ley de Protec-
ción de los Consumidores de la Comuni-
dad de Madrid).

Pero, junto a esta concepción dual de
la inspección de consumo, conviene no
olvidar uno de los aspectos fundamenta-
les de la misma, que es el que se refiere

(4) En este sentido lo expresa M. RE.
BOLLO Püic, «La organización de la ins-
pección de consumo», en La inspección de
consumo en el contexto de la actuación
administrativa, Ponencias del Curso de
Inspectores 1990 (San Sebastian), Depar-
tamento de Comercio. Consumo y Turis-
mo del Gobierno Vasco. Vitoria, 1992,
págs. 22 y ss.
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al elemento personal, que va a permitir
dotar de contenido real a este tipo de
actividad administrativa. La figura del
inspector de consumo viene revestida de
su carácter de autoridad, que le viene
otorgada por la diversa normativa de
protección de los consumidores. Por
ejemplo, en el artículo 10.1 de la Ley
3/1995, de 9 de marzo, que aprueba el
Estatuto del Consumidor de Castilla-La
Mancha, se establece que «el personal
de la inspección de consumo (...) tendrá
la consideración de autoridad a todos
los efectos...», o en el artículo 35.1 de la
Ley de Protección de los Consumidores
de la Comunidad de Madrid, que dispo-
ne en el mismo sentido que «el personal
de la inspección de consumo y de salud,
cuando actúe en el ejercicio de su fun-
ción inspectora, tendrá la consideración
de autoridad a todos los efectos...».
A pesar de la calificación de autoridad
que llevan a cabo las diversas leyes de
consumidores, ello no impide que los
inspectores de consumo puedan recla-
mar el apoyo, concurso, auxilio y pro-
tección de los agentes de la autoridad
(que con carácter general será la Policía
Municipal, debido al ámbito territorial
donde normalmente se desempeña la
actividad inspectora, que son los Muni-
cipios) para el desarrollo de sus actua-
ciones inspectoras.

Igualmente hay que destacar que los
inspectores de consumo en el ejercicio
de las potestades de investigación, que
implican una serie de deberes y sujecio-
nes para los ciudadanos, deben respetar
una serie de principios como son los de
legalidad, congruencia, proporcionali-
dad y favor ¡ibertalis.

IV

Por último, los autores concluyen el
Manual con una serie de apéndices en
donde se nos muestran una serie de sec-
tores (hojas de reclamaciones, venta
ambulante, alimentos, etiquetado, el
marcado de seguridad de los productos,
precios de los productos y servicios
ofrecidos a los consumidores, metrolo-
gía, servicio de suministro de gas y ser-
vicio eléctrico) sobre los que la inspec-
ción de consumo despliega su actividad.

Reviste una gran importancia el estudio
de estos sectores específicos por las es-
peciales características que se derivan
de su régimen jurídico, así como de la
propia actividad que desempeñan, lo
que justifica sobradamente la inclusión
de los mismos en la monografía.

En resume», nos encontramos ante el
primer Manual sobre la Inspección de
Consumo que se publica en nuestro
país, lo que constituye, sin ningún géne-
ro de duda, una importante contribu-
ción por parte de los profesores REBO-
LLO PUIG e IZQUIERDO CARRASCO a nuestra
doctrina jurídica con carácter general, y
al Derecho de Consumo con carácter es-
pecial.

Javier GUILLEN CARAMÉS

PÉREZ FERNÁNDEZ, José Manuel: Urbanis-
mo comercial v libertad de empresa,
Ed. Marcial Pons, Madrid, 1998, 551
páginas.

Los nuevos hábitos del consumidor,
pero sobre todo las nuevas formas de
distribución comercial que han dirigido
aquéllos, han hecho evolucionar el es-
quema del tradicional «comercio de
proximidad», basado en el mero abaste-
cimiento de la población, hacia el actual
panorama comercial, en el que las gran-
des superficies tienen un papel protago-
nista, debido no sólo a la aparición de
modernos métodos de gestión y variadas
fórmulas comerciales, sino muy espe-
cialmente al duro enfrentamiento que
mantienen con Jos sectores que ven re-
presentados sus intereses en el pequeño
y mediano comercio.

Ante la escasez de trabajos doctrinales
que se ocupen de materia tan actual y
controvertida como es la renovación
del sector comercial, y en concreto la
aparición de las grandes superficies, re-
sulta imposible no destacar la oportuni-
dad de la presente obra, consecuencia
de una completa y sistemática investiga-
ción que, sin reducir su objeto al mero
estudio del régimen jurídico de la au-
torización comercial, ofrece, tras un
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exhaustivo recorrido por la legislación
comparada y autonómica, una visión
global de los aspectos jurídicamente im-
plicados.

La implantación o localización de las
grandes superficies y su técnica autori-
zatoria se sitúan en el origen de la cono-
cida expresión «urbanismo comercial»
que, junto al principio de libertad de em-
presa, titula la presente obra, y que es-
conde tras de sí un complejo análisis de
una cuestión difícil de delimitar, por lo
impreciso de sus contornos y lo vario-
pinto de la problemática que genera: no
olvidemos que, además del aspecto es-
trictamente distributivo, de fuerte im-
pronta económica, el comercio ha esta-
do tradicionalmente ligado a la estruc-
turación de la ciudad, a la configuración
de lo urbano, pues la ubicación de sus
establecimientos se ha manifestado
siempre como criterio garantizador del
éxito de las experiencias comerciales. Es
por ello que el fenómeno urbanístico,
implicado en el desarrollo y progreso de
la actividad comercial, ha acrecentado
su presencia, especialmente, en los últi-
mos tiempos en que las nuevas formas
de distribución han multiplicado geo-
métricamente los problemas urbanísti-
cos: localización periférica de las gran-
des superficies, áreas de estacionamien-
to insuficientes, saturación de las vías
de acceso, ausencia de integración en el
entorno...

La mencionada expresión «urbanismo
comercial», tomada del Derecho fran-
cés, donde surge para tratar los proble-
mas derivados de la aparición de las
grandes superficies, fue rápidamente
adoptada por el resto de ordenamientos
jurídicos vecinos —incluyendo entre
ellos, aunque tardíamente, el nuestro—,
si bien de manera imprecisa, como sue-
le ocurrir cada vez que se acude al Dere-
cho Comparado para paliar los males
del propio. El que bajo tal denomina-
ción común se abarquen diferentes re-
gulaciones jurídicas, diversas técnicas o
mecanismos de autorización de la im-
plantación de los equipamientos comer-
ciales, e incluso distintas fórmulas o ti-
pologías comerciales, es la razón princi-
pal, aunque no la única, que conduce al
Profesor PÉREZ FERNÁNDEZ a sugerir, ya
en el primer capítulo, la expresión orde-

nación espacia! de la actividad comercial
como precisión al término francés, en
cuanto género que englobe una planifi-
cación integral de la actividad comercial
y una ordenación total del conjunto de
instrumentos tendentes al desarrollo del
sector con el objeto de satisfacer las ne-
cesidades del consumidor. Tal propues-
ta no aboca, necesariamente, a la desa-
parición del término inicialmente em-
pleado para cohonestar los aspectos
urbanísticos con los del comercio inte-
rior', pero sí a una reinterprelación del
mismo que recome las consideraciones y
previsiones urbanísticas olvidadas en
beneficio de las estrictamente comercia-
les que han terminado por adueñarse
del concepto: de esta manera, el urba-
nismo comercial, como parte integrante
de la ordenación espacial de la actividad
comercial, quedaría centrado en las ne-
cesidades que de planeamiento urbanís-
tico tiene la actividad comercial.

Las tensiones entre comercio tradicio-
nal y grandes superficies, sin olvidar la
creciente presencia y participación de
las asociaciones de consumidores, han
provocado, finalmente, la intervención
de los poderes públicos como mediado-
res (subjetivos) de un conflicto que cada
vez se hallaba más lejos de encontrar
soluciones razonables y pacíficas; tal in-
tervención, actuable por todas las Admi-
nistraciones, especialmente por la auto-
nómica —sin olvido de la municipal—,
es cuestión compleja de cuyo esclareci-
miento se ocupa el capítulo referente al
marco constitucional de ¡a ordenación
espacial, donde se examinan tanto los tí-
tulos habilitadores de las respectivas
competencias como los principios orien-
tadores de tal intervención. A este res-
pecto, debe notarse, primeramente, que
el título comercio interior, mencionado
únicamente en el marco de la defensa
de los consumidores y usuarios del ar-
tículo 51.3 CE, se revela como un título
competencial residual, instrumental y,
en definitiva, insuficiente en cuanto úni-
co delimitador de las posibles actuacio-
nes en materia comercial, y ello por dos
motivos principales: en primer lugar,
por tratarse de un título competencial
modulado o autolimitado por el respeto
debido a otros varios, como son «las ba-
ses v ordenación de la actividad econó-
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mica general», «la política monetaria
del Estado» o «la ordenación general de
la economía», y, en segundo lugar, por
el recurso sistemático a otros títulos di-
ferentes y complementarios del de co-
mercio interior, como el «fomento del
desarrollo económico regional» y «la or-
denación del territorio y urbanismo»,
que junto al de «ferias y mercados» fue-
ron utilizados ya con anterioridad a la
promulgación de la LOCM por aquellas
CC.AA. que, como Aragón o Castilla y
León, no tenían competencia exclusiva
en la materia, lo que, en principio, les
impedía abordar la regulación del con-
trol de la implantación de los estableci-
mientos comerciales. Teniendo en cuen-
ta que nuestra Constitución enmarca
nuestro sistema en una Economía So-
cial de Mercado, este capítulo no podía
cerrarse sin un estudio pausado de los
principios que han de presidir la inter-
vención de los poderes públicos en este
sector; así, los contenidos del principio
de la libertad de empresa, en su mani-
festación de libertad de establecimiento,
y el de defensa de consumidores y usua-
rios son objeto de examen por consti-
tuir, tal como ha sido ratificado por la
jurisprudencia constitucional y la del
Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas, los parámetros a la luz de los
cuales deben enjuiciarse los diversos
instrumentos arbitrados para ordenar la
actividad comercial.

Una vez delimitado el marco constitu-
cional, nos adentramos en la parte más
densa del libro, la segunda, donde se
analizan los distintos instrumentos que
potencialmente pueden contribuir a una
efectiva y graduada regulación de la ac-
tividad comercia]; son, en una primera
fase, los de planificación territorial, ur-
banística y comercial, para finalizar con
los que en la actualidad conforman el
régimen jurídico de la apertura de los
establecimientos comerciales: la licen-
cia municipal de apertura, para los
equipamientos comerciales ordinarios,
y, añadida a ésta, la autorización admi-
nistrativa, para los supuestos de instala-
ción de una gran superficie.

Las características excepcionales del
gran equipamiento comercial en cuanto
factor de estructuración territorial y, en
general, los distintos aspectos sobre los

que incide la localización de las grandes
superficies, ya citados anteriormente,
cuya proyección, hemos visto, desborda
el ámbito estrictamente local, facilitan
enormemente la tarea de justificar la
idoneidad de la ordenación del territo-
rio, como primer instrumento de actua-
ción de los poderes públicos. El esque-
ma defendido por el autor, esto es, que
a los Planes o Directrices Generales
como definidores primeros del modelo
territorial les siga un desarrollo comple-
to de los instrumentos de planificación
sectorial comercial, trata de seguir un
orden lógico en la definición de la es-
tructura territorial y de evitar, en defini-
tiva, actuaciones aisladas y contradicto-
rias surgidas de la falta de coordinación
entre los diferentes escalones de ordena-
ción —territorial, urbanístico y comer-
cial—, cuyo exponente más claro, y ha-
bitual, se produce en aquellos supuestos
en los que se procede a la instalación in-
mediata de una gran superficie sin que
el planeamiento territorial o urbanístico
contenga previsión alguna al respecto.
Tales operaciones, concluidas normal-
mente tras provechosos intercambios
entre las partes intervinientes, muestran
el efecto más perverso de que sean las
leyes económicas de la oferta y la de-
manda las que decidan aspectos tan en
esencia urbanísticos como el emplaza-
miento o la cuantificación de este tipo
de establecimientos, que no es otro que
el cierre definitivo a que se ven aboca-
dos muchos de ellos tras una apertura
masiva e incontrolada.

Todo este fenómeno, cuya explicación
reside en la infrautilización de las técni-
cas de planificación territorial y urba-
nística, }' en el silencio de su normativa
sobre la dimensión comercial, constitu-
ye el primer obstáculo a remover para
proceder a una efectiva ordenación es-
pacial de la actividad comercial, tal
como acertadamente señala el Profesor
Dr. BOCANEGRA SIERRA en el conciso y
clarificador Prólogo al libro que se re-
censiona, donde se ofrece una visión
crítica de la problemática actual del sec-
tor comercial, así como de sus principa-
les vías de solución, que pasan princi-
palmente, sin que se pretenda agotar
aquí las posibilidades de regulación de
las técnicas planificadoras —que por
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otra son parte minuciosamente expues-
tas en el capítulo tercero—, por recono-
cer a las grandes superficies su condi-
ción de sistemas generales en cuanto
elementos determinantes de la estructu-
ra general del territorio, o por la articu-
lación de una verdadera protección del
suelo no urbanizable, de manera que se
impidan posteriores actuaciones espe-
culativas ante la ausencia de previsiones
urbanísticas vinculantes. Se postula, en
fin, un tratamiento específico de la acti-
vidad comercial tanto en el planeamien-
to urbanístico general como en el de de-
sarrollo, carente en la actualidad de
cualquier mención a lo comercial que
no revista un carácter puramente resi-
dual.

El interesante estudio que del planea-
miento comercial se expone al finalizar
el capítulo responde a la copiosa inclu-
sión de criterios comerciales por parte
del legislador sectorial en planes erró-
nea y frecuentemente calificados de ur-
banísticos —caso del Plan Especial Ali-
mentario de Barcelona (PECAB)—, cu-
yos contenidos responden a objetivos de
talante estrictamente comercial, por re-
ferirse, en su práctica totalidad, a fines
de modernización y reestructuración del
sector de la distribución o al aumento
de la productividad, muy alejados, por
tanto, del ámbito propio de la planifica-
ción urbanística. Ésta constatación es la
que ha motivado en el autor el trata-
miento individualizado del planeamien-
to comercial como un instrumento más
de regulación de la actividad comercial
en cuanto superador de las limitaciones
que la propia naturaleza del planea-
miento urbanístico manifiesta al abor-
dar aspectos referibles a la distribución
comercial, si bien a utilizar ambos de
una manera articulada, por dar respues-
ta a necesidades distintas pero comple-
mentarias en la adecuación del ejercicio
de la libertad de empresa a las necesida-
des del consumo.

El último de los instrumentos emplea-
dos en la ordenación espacial de la acti-
vidad comercial es la autorización ad-
ministrativa, de la que se ocupa el capí-
tulo cuarto, relativo al régimen jurídico
de ordenación e implantación de los esta-
blecimientos comerciales, iniciado con
un estudio del papel de la licencia muni-

cipal en el ámbito comercial, como ins-
trumento jurídico encargado de contro-
lar la legalidad en la apertura de los es-
tablecimientos comerciales ordinarios.
Sobre la licencia municipal de apertura
basta señalar aquí, antes de abordar el
estudio del régimen de la autorización
administrativa, que la legislación secto-
rial comercial únicamente aporta dos
precisiones diferenciadas de las del régi-
men general; la primera referida al obje-
to de la licencia municipal de apertura
en el campo de la actividad comercial
—que se concreta mediante las defini-
ciones legales de «establecimiento co-
mercial» y de «actividad comercial»—, y
la adición, en segundo lugar, de criterios
comerciales a los ya tradicionales de ur-
banismo, seguridad, salubridad, y pro-
cedentes de la legislación local, que el
órgano competente ha de verificar para
proceder a su otorgamiento.

La autorización administrativa, en
cuanto técnica mayoritariamente encar-
gada —a veces única— de la regulación
de la apertura de las grandes superficies,
constituye el último grado de ordenación
de la actividad comercial, en la que ha
centrado su interés el legislador estatal.
Aunque la autorización administrativa
debiera funcionar como instrumento
operativo de las sucesivas técnicas de re-
gulación empleadas con anterioridad a
ella, es decir, como simple mecanismo de
ejecución de las previsiones contenidas
en la ordenación territorial, planificación
urbanística y comercial, continuando no
sólo el esquema trazado por el Profesor
PÉREZ FERNÁNDEZ a lo largo de toda la
obra, sino también el proceso lógico de
concreción que toda ordenación debe se-
guir para manifestarse completa y acaba-
da, lo cierto es que el legislador —estatal
y autonómico—, siguiendo la pauta mar-
cada por el resto de las legislaciones eu-
ropeas, ha optado por utilizar dicho ins-
trumento como controlador directo, pre-
vio y aislado de las consideraciones
contenidas en dichas técnicas, vaciando
así de sentido las oportunas previsiones
que pudieran llegar a albergar los instru-
mentos de planificación citados. Esta re-
flexión es un primer apunte de la com-
plejidad jurídica que en sí contiene la
técnica de la doble autorización, exhaus-
tivamente analizada en esta última parte,
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y de la que quisiera citar, al menos, un
aspecto que considero especialmente difi-
cultoso: el de la delimitación del que sea
su campo de aplicación. Para que el me-
canismo de autorización entre en funcio-
namiento, no basta con proceder a la
apertura de cualquier tipo de equipa-
miento comercial, sino que ha de tratarse
de la apertura, ampliación o modifica-
ción de un establecimiento comercial de
venta al por menor, con una superficie de
determinada entidad. Esta definición bá-
sica, que puede verse alterada por aque-
llas CC.AA. con competencia normativa
en la materia, tiene la dificultad del des-
linde que al tratar cada parte del concep-
to debe efectuarse frente a aquellas situa-
das en un plano más o menos próximo,
con el objeto sea de incluirlas o excluirlas
del régimen jurídico de las grandes super-
ficies. Esto ha provocado la definición
pormenorizada de diversas nociones: ven-
ta al por mayor, actividades de prestación
de servicios finales, supuestos de reaper-
tura, transformación, nueva construc-
ción, operaciones de traslado, etc., de en-
tre las que sobresale, por su conflictivi-
dad, la cuestión de la cuantificación de la
superficie mínima, que, compuesta por
varios parámetros de medición (superfi-
cie total edificada, la superficie de venta o
la proporción que mantiene respecto de
la población existente en el espacio donde
se va a ubicar el establecimiento comer-
cial), ha supuesto la aparición de nuevas
definiciones legales —caso de los «con-
juntos comerciales» o de los «equipa-
mientos comerciales colectivos»—, en un
intento de frenar las abundantes prácti-
cas fraudulentas consistentes en reunir
varios establecimientos que individual-
mente no superaban tales mínimos.

La insistencia sobre la cuestión de las
definiciones legales tiene su razón en que
constituyen un claro exponente del mal
que aqueja y caracteriza al conjunto de la
legislación sectorial comercial: el de su
extremada ambigüedad, lo que dificulta
enormemente el control sobre la decisión
de la Administración competente para
conceder o denegar la autorización ad-
ministrativa como consecuencia del am-
plio margen de discrecionalidad —dis-
crecionalidad técnica, según el TC— que
obra en su poder. La solución a esta
cuestión, v a otras muchas, se centra en

la reducción de tales márgenes de discre-
cionalidad, que han de corregirse, obvia-
mente, mediante la concreción de los cri-
terios decisores del otorgamiento, pero
muy significativamente por la inclusión
de previsiones en planes urbanísticos y
comerciales que en una actuación coor-
dinada permitan alcanzar una efectiva
ordenación espacial de la actividad co-
mercial, objetivo primero y último que
ha llevado al autor a emprender la inves-
tigación que ahora se publica. La lectura
en profundidad de las diversas cuestio-
nes tratadas en el libro, de las cuales sólo
han sido apuntadas una mínima pero
significativa parte, llevará al lector a
constatar el mérito del presente trabajo,
de imprescindible consulta para todos
aquellos estudiosos de la materia.

María José BÜBRS SÁNCHEZ
Seminario de Derecho Administrativo

de la Universidad de Oviedo

SANZ RUBIALES, 1.: Los vertidos en aguas
subterráneas. Su régimen jurídico, Ed.
Marcial Pons, Madrid, 1997, 281 págs.

1. «No resulta exagerada la afirma-
ción de que la contaminación de las
aguas subterráneas es uno de los proble-
mas más serios, quizá el más grave de
todos, que tiene planteados la gestión de
los recursos hídricos en cualquier país
desarrollado» (pág. 13). Esta frase, es-
crita en el pórtico del Capítulo I, sitúa al
lector inmediatamente en el submundo
de los acuíferos subterráneos y de su
contaminación; tema que SANZ RUBIALES
conoce perfectamente desde el punto de
vista técnico.

Este conocimiento y el «afecto» del
autor por las aguas subterráneas posi-
blemente hayan facilitado la elaboración
de un excelente libro. Teniendo que des-
tacar ahora sus notas más sobresalien-
tes, sin duda, me inclinaría por el rigor y
la profundidad de su análisis y a la vez
la facilidad para introducir al profano en
una compleja temática. En este sentido,
la obra resulta muy divulgativa. El lector
aprende cuáles son las formas de conta-
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minación y las clases de vertidos, cuál es
el estado de los acuíferos españoles, por
qué su contaminación requiere un trata-
miento jurídico diverso de la de las
aguas superficiales, etc. Pero, por enci-
ma de esto, se aprende mucho Derecho
administrativo medioambiental.

Y es que no nos encontramos ante
una obra descriptiva, como se aprecia
tras una breve hojeada al índice. Los
venidos en aguas subterráneas tiene tres
partes. La primera sitúa al lector en la
problemática medioambiental de las
aguas subterráneas, hace un rastreo
exhaustivo por la normativa comunita-
ria y nacional aplicable y clarifica la dis-
tribución de competencias entre las Ad-
ministraciones territoriales; la segunda
parte estudia pormenorizadamentc el
régimen de los vertidos en aguas subte-
rráneas a partir de una lectura jurídico-
administrativa de los principios de pre-
vención, contaminador-pagador y de co-
íreción; la tercera y última parte afronta
la contaminación de origen agrícola.
Las tres últimas páginas contienen una
apretada síntesis de las conclusiones del
trabajo de investigación.

2. La doctrina ha ensayado distintos
intentos de calificación de los vertidos
situándolos entre los usos comunes es-
peciales, entre los usos anormales o in-
cluso entre los privativos. SANZ RUBIAI.ES
alcanza una conclusión original: según
la explicación del Reglamento de Bie-
nes, los vertidos no siempre encajan en
uno de estos tres tipos de usos. La razón
es que su intensidad o peligrosidad o su
potencial de exclusión de otros usos no
puede determinarse a priori; no todos
los vertidos tienen la misma carga con-
taminante ni todos los cursos de agua el
mismo poder depurador-autorregenera-
dor. El autor señala que la mayor parte
de los vertidos se disuelven en las aguas
de retorno de los usuarios industriales,
agrícolas o domésticos, y conforman
simplemente la última fase —la última
actividad— de este otro uso. Esta califi-
cación le lleva a concluir que de lege fe-
renda «el régimen jurídico de los verti-
dos de aguas residuales debería simplifi-
carse subsumiéndolo en la regulación
de las concesiones para el aprovecha-
miento consuntivo de las aguas» (pág.

43). Derivar las autorizaciones de verti-
dos de aguas residuales a las cláusulas
accesorias de las concesiones de usos
privativos puede ser una buena solu-
ción. Pero no es suficiente.

El propio autor reconoce que esta
propuesta carece de validez para los ver-
tidos como usos autónomos (aquellos
vertidos que se realicen directa o indi-
rectamente al dominio público hidráuli-
co sin estar diluidos en los caudales pre-
viamente concedidos). Es decir, al final
renuncia a dar una única respuesta a la
calificación de los vertidos.

Por otra parte, cualquiera puede pre-
guntarse qué es lo que se gana con la
comprensión de los vertidos como últi-
ma fase del aprovechamiento privativo
de las aguas. Y es que se está plantean-
do un problema un tanto ficticio dado
que, en aplicación del artículo 73 de la
Ley 30/1992, no existiría ningún incon-
veniente jurídico en solicitar la acumu-
lación de los procedimientos de solici-
tud de concesión y de autorización de
vertidos.

A mi juicio, puestos a afrontar el tema
de las residuales cabría añadir que el con-
trol de su calidad debe conectarse —y
más aún en un país árido como el nues-
tro— al fomento de su reutilización.
Como ha indicado MARTIN MATEO («Si-
tuación actual y perspectivas futuras de
la reutilización de aguas residuales como
una fuente de recursos hidráulicos», en
Ingeniería del Agua, vol. 3 de 1996), esto
sólo puede hacerse mediante la distribu-
ción de los costes de la depuración entre
el primer usuario y los usuarios sucesi-
vos. Desde esta perspectiva, la distinción
que resulta de la propuesta de SANZ RU-
BIALES —vertidos de. aguas residuales y
otros— podría aprovecharse para poner
de relieve que las aguas residuales deben
aspirar a convertirse, antes que en la últi-
ma fase del consumo de las aguas, en una
forma privada de producción de éstas.

3. La segunda parte se articula bási-
camente en torno a tres pares de con-
ceptos: principio de prevención-autori-
zación, principio de «quien contamina
paga»-sanción y principio de correc-
ción-indemnización.

El régimen autorizacorio es el que me-
jor se adapta al principio de prevención,
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pues permite sujetar las actividades po-
tencialmentc contaminantes a una auto-
rización administrativa previa —y de
funcionamiento— en la que se tratará
de minimizar el impacto negativo del
vertido (y, en su caso, de prohibirlo). Si
descendemos, con SANZ RUBIALES, al De-
recho positivo, la configuración del régi-
men de los vertidos resulta, sin embar-
go, demasiado ambiciosa por la ampli-
tud y la indefinición del supuesto legal
de hecho: el artículo 92 LAg sujeta a au-
torización cualquier «actividad suscepti-
ble de provocar la contaminación o la de-
gradación de! dominio público hidráuli-
co». Con mucho acierto, SANZ RUBIALES
destaca que el concepto jurídico inde-
terminado del tenor legal genera una
tremenda inseguridad jurídica, pues
deja en manos de los administrados la
apreciación de si su vertido es suscepti-
ble de provocar la contaminación y, por
tanto, solicitar o no la autorización.

El segundo escalón de problemas deri-
va de la prohibición del artículo 94 LAg
de realizar venidos contaminantes a las
aguas subterráneas o acuíferos («cuando
el vertido pueda dar lugar a ¡a infiltración
o alniacenamieno de sustancias suscepti-
bles de contaminar los acuíferos o las
aguas subterráneas, sólo podrá autorizarse
si el estudio hidrogeológico demostrase su
inocuidad»). ¿Cómo debe interpretarse
esta prohibición? Nos explica el autor
que el RDPH ofrece alguna pista al admi-
nistrado, aunque para ello haya tenido
que apartarse de los términos de la Ley
de Aguas. El artículo 257 RDPH prohibe
radicalmente los vertidos a los acuíferos
de las sustancias de la lista negra (Rela-
ción I del Anexo a su Título III) y sujeta a
autorización exclusivamente el vertido de
sustancias de la lista gris (Relación II de
este mismo Anexo). En este sentido, la re-
gulación reglamentaria contiene una pre-
sunción iuris tantum de que el vertido de
sustancias de la lista gris puede provocar
la contaminación (aunque esta presun-
ción puede romperse si el estudio hidro-
geológico prueba su inocuidad) y, al
tiempo, es esta regulación —y no la le-
gal— la que traspone efectivamente la Di-
rectiva 80/68/CEE.

4. Otro aspecto del estudio de SANZ
RUBIALES de las autorizaciones digno de

reseñar es que sabe reducir a principios
—reglas generales— los siempre aburri-
dos aspectos procedimentales . Esto
hace la lectura amena y fructífera. Por
otra parte, la preocupación por engra-
nar las competencias de las distintas
Administraciones se traduce en solucio-
nes jurídicamente factibles y que pue-
den acoplarse a la letra de la normativa
vigente. Con respecto a los vertidos ges-
tionados por los Organismos de cuenca,
el respeto de las competencias autonó-
micas pasa, ajuicio del autor, por intro-
ducir en el clausulado de las autoriza-
ciones los condicionantes que señalen
las Administraciones autonómicas en
los informes preceptivos y vinculantes
que emitan en el ejercicio de sus compe-
tencias de protección del medio ambien-
te (págs. 130, 153 y 181).

El principio de prevención tiene otras
manifestaciones menores como el régi-
men de los perímetros de protección, de
los que el autor realiza el tratamiento
posiblemente más completo de los exis-
tentes hasta la fecha.

5. El principio «contaminador-paga-
dor», sin duda alguna, es el que tiene una
traducción más deficiente en nuestro De-
recho. En primer término, como demues-
tra sobradamente SANZ RUBIALES, porque
el canon de vertido (que por la escasez de
su cuantía no es disuasorio y es una sim-
ple licencia para contaminar, pág. 166) no
es aplicable a las aguas subterráneas por-
que en éstas están prohibidos los vertidos
contaminantes. En segundo término, por-
que el diseño del régimen sancionador de
la normativa de aguas, que contempla ex-
clusivamente las sanciones pecuniarias,
adolece de importantes defectos y en Es-
paña carecemos de aparato administrati-
vo suficiente para su adecuada aplica-
ción. Y, por último, porque a esto hay
que añadir lo que en esta monografía se
denominan mecanismos de corrección al
principio: las ayudas públicas admitidas
por el Derecho comunitario para compa-
ginar este principio con la competitividad
de las empresas. Sin duda alguna, estas
deficiencias legales tendrán que ser sub-
sanadas tan pronto como sea aprobada la
propuesta de Directiva del Consejo de
Aguas —Documento COM (97) 49—, que
pivota sobre este principio.
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6. A propósito del principio de co-
rreción, se analiza el régimen de respon-
sabilidad de quienes cometan alguna de
las infracciones tipificadas por el artícu-
lo 109 LAg: sólo a los infractores la Ad-
ministración puede exigir ejecutiva y
ejecutoriamente las cantidades precisas
para reparar los daños y reponer las co-
sas a su estado anterior. Pero, más que
esto, del principio de corrección me
gustaría destacar dos aspectos.

El primero es la regla salvo iure tertii,
que siempre se ha entendido como exen-
ción de responsabilidad de la Adminis-
tración. Es sabido que su sentido origi-
nario, en las concesiones, era consagrar
el neutralismo de la Administración en
el caso de que aparecieran terceros con
un derecho adquirido sobre el mismo
objeto de la concesión. También es sabi-
do que ya desde VILLAR PALASÍ {La efica-
cia de la concesión y la cláusula sin per-
juicio de tercero, núm. 5 de esta RIÍVISTA,
1951) y años más tarde, con toda rotun-
didad, desde ALBI (Tratado de los modos
de gestión de ¡as Corporaciones Locales,
1960), pierde este sentido, para conver-
tirse en una cláusula de estilo según la
cual el título administrativo —conce-
sión, licencia— no faculta para producir
daños a terceros cualesquiera. Pues
bien, SANZ RUBIALES llega mucho más le-
jos: en Los vertidos... esta cláusula se
convierte en un título de imputación de
responsabilidad patrimonial a la Admi-
nistración. Si un vertido autorizado pro-
duce daños al dominio público, y siem-
pre que no haya incumplimiento del
clausulado de la autorización, la respon-
sabilidad no es del administrado, que no
ha cometido infracción alguna y que
tampoco ha incurrido en responsabili-
dad civil. En estos supuestos, la respon-
sabilidad del vertido contaminante pasa
a la Administración.

El segundo es el considerable esfuer-
zo que el autor hace para introducir una
acción pública en materia de protección
de las aguas subterráneas. El razona-
miento —impecable— parte del carácter
demanial de las aguas subterráneas;
continúa con la calificación de los usos
comunes como auténticos derechos de
los ciudadanos; esto lleva finalmente a
reconocer (velada y matizadamente)
una acción en manos de cualquiera en

defensa de su derecho de uso común. El
único argumento del autor en contra de
la admisión de esta acción popular es su
inexistencia en el Derecho positivo.
A esto cabría añadir que el autor pasa
por alto qué derecho de uso común rea-
lizamos los ciudadanos sobre las aguas
subterráneas. Tal vez se pueda señalar,
al respecto, que las aguas subterráneas
completan necesidades de satisfacción
pasiva de todos y cada uno de los ciuda-
danos (ver D. FREITAS DO AMARAL, A utili-
zacáo do dominio publico pelos partico-
lares, Lisboa, 1965). La unidad de ciclo
hidrológico, que recibe el artículo 1.2
LAg, lleva a la fácil y rápida conclusión
de que son los caudales sumergidos los
que, en último término, permiten que el
agua corra por los ríos.

7. A la contaminación difusa o
areal, que es aquella que se produce so-
bre una extensa superficie de terreno,
dedica SANZ RUBIALES la tercera parte de
su monografía. Explica el autor que este
tipo de contaminación, provocada por
las actividades agropecuarias, no puede
combatirse con la autorización de verti-
dos.

La más temprana intensificación de la
agricultura centroeuropea y la mayor
gravedad y mejor conocimiento de la
contaminación de sus acuíferos han exi-
gido el ensayo de otras técnicas de lucha
distintas de la autorizatoria y que con-
sisten, básicamente, en la aprobación de
códigos de buenas prácticas agrícolas.
En éstos se regulan las actividades pro-
ductivas, prohibiendo la realización de
determinadas prácticas y fomentando el
seguimiento de otras.

Es la Directiva de nitratos 91/676/CEE,
que recoge estas prácticas, la que puede
servir para poner coto al proceso de dete-
rioro de muchos de nuestros acuíferos.
El autor desmenuza su contenido, desta-
cando, entre otras cuestiones, la insufi-
ciencia de rango del RD 261/1996, por el
que se traspone al Derecho interno esta
Directiva. Para hacer esta afirmación,
SANZ RUBIALES indica que la Directiva de
nitratos permite imponer a los agriculto-
res la adopción de prácticas agrícolas
compatibles con el medio ambiente y que
se trata, por tanto, de limitaciones de la
propiedad y de la libertad de empresa
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que, según nuestra Constitución, sólo por
ley podrían imponerse (art. 53.1 CE).

Como es sabido, el artículo 189 TCE
obliga a los Estados a trasponer al Dere-
cho interno las directivas; en modo algu-
no prejuzga el instrumento normativo de
que se sirva cada uno de los Estados
miembros. A partir de aquí cabría pre-
guntarse si existe base legal suficiente en
nuestro Derecho (es de lamentar que el
autor pase por alto el art. 12 LAg, que
prohibe a los propietarios de los fundos
supraestantes realizar actividades que
puedan poner en peligro la integridad de
las aguas) o si, por el contrario, el Dere-
cho comunitario originario —las refe-
rencias a la protección medioambiental
del art. 130.S del Tratado de la Unión-
satisface en esta materia las exigencias
de la reserva de ley (sobre la reserva
constitucional de ley y el Derecho comu-
nitario, ver J. L. MARTÍNEZ LGTEZ-MUÑIZ,
¿Qué Unión Europea?, Papeles de la
FAES, Madrid, 1996, pág. 44).

8. Quedan así esbozadas algunas de
las cuestiones que plantea la lectura de
esta sugerente monografía. Hubiera po-
dido señalar otras, pero considero prefe-
rible que el que se acerque a Los vertidos
en aguas subterráneas (Su regañen jurídi-
co) las descubra por sí mismo. Única-
mente, ya para terminar, quiero destacar
que nos encontramos ante un libro que
reúne virtudes más que sobradas para
convertirse en referencia obligada para
cualquier aproximación en clave princi-
pial al Derecho del medio ambiente.

Isabel CARO-PATÓN
Área de Derecho Administrativo

Universidad de Valladolid

TENA PIAZUELO, Vitelio: La unidad de mer-
cado en el Estado autonómico, Escuela
Libre Editorial, Madrid, 1997, 327 pags.

«La Constitución se fundamenta
en la indisoluble unidad de la Na-
ción española, patria común e in-
divisible de todos los españoles»
(art. 2 CE).

Bien podría calificarse el precepto
transcrito como el eje vertebrador de
este interesantísimo libro de Vitelio
TENA, que, a la luz de recientes y polémi-
cos p ronunc iamien tos del Tribunal
Constitucional que han alcanzado la mé-
dula del Estado autonómico, nace ya
con una enorme vitalidad. En efecto, la
unidad de mercado de la que el libro se
ocupa aparece tradicionalmcnte definida
como la concreción de un idealista prin-
cipia constitucional de unidad del Estado,
es decir, la unidad de un Estado descen-
tralizado en el que las Comunidades Au-
tónomas asumen determinadas compe-
tencias; principio que, en la actual co-
yuntura política, está siendo objeto de
un acalorado debate sin visos de solu-
ción. Por eso, aquel ambiguo principio
de la unidad de mercado, abusivamente
utilizado como coartada para la inter-
vención genérica del Estado en cualquier
ámbito económico, estaba necesitado de
un estudio detallado que precisara su al-
cance y contenido. Aunque la propia in-
definición en que se encuentra sumido el
Estado autonómico hacía difícil la tarea
emprendida, creo que el simple hecho de
reabrir un debate enquistado y limitado
por prejuicios políticos justifica con cre-
ces el esfuerzo de Vitelio TENA.

La unidad de mercado en el Estado au-
tonómico tiene su origen en la Tesis
doctoral que, bajo la dirección del Cate-
drático D. José BERMEJO VERA, fue de-
fendida en la Universidad de Zaragoza,
a cuyo Seminario de Derecho Adminis-
trativo el autor dedicó intensamente sus
primeros años como investigador y pro-
fesor universitario. Sería deseable que
los frutos de la tarea investigadora (¡un
solitario trabajo de tantos años!) no se
vieran limitados por razones comercia-
les, pero también es cierto que la inves-
tigación, una vez publicada, gana en
síntesis y permite desarrollar su finali-
dad primordial: difundir opiniones, ger-
minar el debate jurídico, algo que, en
este caso, resulta muy conveniente por
la oportunidad de sus conclusiones. Una
lectura atenta sabrá apreciar el peculiar
e impecable estilo del autor, capaz de
escribir con un rigor jurídico envidiable.

La obra se estructura en dos partes
bien diferenciadas y lógicamente conca-
tenadas. La primera de ellas aclara el
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significado y el alcance del principio de
unidad de mercado. El autor realiza un
completo análisis histórico y de Derecho
comparado de la unidad como realidad
económica y no como principio jurídico,
en la creencia de que el problema de la
unidad económica nacional no puede
ser contemplado desde una perspectiva
estrictamente normativa o legal, sobre
todo porque no existe una declaración
positiva que establezca el significado de
tal principio o de sus consecuencias.

Frente a la doctrina tradicional, que
considera que la unidad de mercado es
una plasmación, en el ámbito económico,
del principio de unidad del Estado consa-
grado en el artículo 2 de la Constitución
española, Vitelio TP.NA se atreve a aventu-
rar una interpretación distinta, matizada,
que destacaría el hecho clave de que las
bases jurídicas de la unidad nacional no
han excluido nunca la existencia de regí-
menes peculiares en el seno del Estado es-
pañol. Según sus propias palabras, «la Es-
paña invertebrada de ORTEGA sigue sien-
do una realidad en su versión actualizada
y traducida al esquema jurídico organiza-
tivo del Estado español». A su juicio, el
que bien podría considerarse mito de la
unidad española no se encuentra avalado
por los hechos ni en el plano normativo y,
por ende, tiene nulo valor jurídico y argu-
mental. Aquella presunción podrá resi-
tuarse en el plano de la sociología o de la
ideología, pero nunca cimentar un princi-
pio constitucional como el de unidad de
mercado, y menos para delimitar compe-
tencias entre el Estado y las Comunida-
des Autónomas.

Con este punto de partida, la caracte-
rización jurídica de la unidad de merca-
do debe buscarse en otro lugar. Pero
¿dónde? ¿Qué hacer ante la ausencia de
declaración constitucional de este prin-
cipio? Para Vitelio TENA, estamos ante
un concepto funcional y dinámico: existi-
rá unidad de mercado cuando sea posi-
ble y real la libre circulación de los fac-
tores productivos, posición que le aboca
a la necesidad de definir las condiciones
para que dicha circulación sea posible.
Ello supone considerar, en definitiva, la
unidad de mercado como garantía de la li-
bertad de empresa, en un enfoque jurídi-
co-subjetivo e institucional que perfile la
auténtica dimensión de aquel principio.

De este modo, la libertad de empresa
se erige ineludiblemente en una de las
bases sobre las que apoyar el concepto
funcional de la unidad de mercado que
se propone. A través de un repaso deta-
llado al contenido y el valor interpretati-
vo de la Constitución económica, el au-
tor asume una concepción de la libertad
de empresa como valor superior del or-
denamiento jurídico español. Ante todo,
el autor aclara que el contenido esencial
de la libertad de empresa es imposible
desde una perspectiva general y abstrac-
ta, porque estamos ante un concepto ju-
rídico indeterminado vinculado estrecha-
mente en su referencia a un momento y
a un lugar concretos. En segundo térmi-
no, el hecho de considerar la libertad de
empresa como un valor superior hace
que las hipotéticas limitaciones con que
sea regulado deban ser interpretadas
restrictivamente. Destaco especialmente
el análisis de la cláusula del artículo
149.1.1.a CE, que se presenta como una
de las más confusas de todo el sistema
competencial y que aparece aquí conec-
tada con la libertad de empresa, en
cuanto que permite reconducir este
principio a alguna competencia estatal.
Vitelio TENA se aparta de la generalizada
confusión doctrinal de la unidad de
mercado con esta cláusula constitucio-
nal y propone una concepción distinta
(sin duda polémica) ya que, según él, el
artículo 149.1.1.a CE «no proyecta sus
efectos limitativos sólo sobre el ejercicio
competencial que lleven a cabo las Co-
munidades Autónomas sino que (...) se
sitúa como límite genérico para el Esta-
do y para las Comunidades Autóno-
mas».

La segunda parte del libro está íntegra-
mente dedicada a la compleja tarea de
determinar cuál es el orden económico del
Estado autonómico. Puesto que el autor
considera que la unidad de mercado no
funciona como límite exógeno del siste-
ma de distribución de competencias, el
paso necesario era analizar las concretas
atribuciones competenciales que sobre
materias de índole económica se realizan
en favor del Estado o de las Comunida-
des Autónomas. Sólo entonces, sobre la
base de estos datos jurídicos incontesta-
bles, cabrá valorar globalmente el alcan-
ce, signilicación e importancia de la uni-
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dad de mercado. La conclusión que se
extrae es que la unidad de mercado cons-
tituye un principio de contenido complejo
situado en la cumbre del orden económi-
co constitucional y que cumple una esen-
cial función estructurante del Estado
descentralizado. El libro concluye, en de-
finitiva, que el principio de unidad de
mercado no existe como principio autóno-
mo o unidimensional, sino que informa el
sistema de distribución competencia! y se
encuentra ya presente en el mismo. El ci-
tado principio, en contra de lo que doc-
trina y jurisprudencia hayan podido pre-
dicar, carece de cualquier otro contenido
al margen del normal reparto de compe-
tencias, sin que tenga sentido identificar-
lo con otras reglas de cierre del sistema.

Vitelio TENA considera, ante todo, que
el mantenimiento de la unidad económi-
ca del mercado nacional es una tarea que
corresponde a ambas instancias (estatal y
autonómica) o, desde la otra cara de la
moneda, una realidad que puede ser
puesta en peligro por la acción de cual-
quiera de ellas. A su juicio, la unidad es-
tatal del artículo 2 CE no es la unidad
propia de un Estado unitario, sino la de
un Estado profundamente descentraliza-
do. El autor centra su indagación, por un
lado, en las modalidades de expresión de
la libre circulación de los factores pro-
ductivos (elemento objetivo de la unidad
económica) y, por otro, en el contenido
del principio de unidad de mercado a tra-
vés de un análisis del sistema competen-
cial {perspectiva jurldico-subjetiva).

El elemento objetivo conduce a anali-
zar que actuaciones autonómicas tienen
como resultado la quiebra de la unidad
del mercado nacional, para lo que se sir-
ve de la experiencia del Derecho comu-
nitario, si bien para confirmar que no
resulta trasladable a nuestro país. Desde
la segunda perspectiva jurídico-subjetiva,
la unidad de mercado implica la existen-
cia de una legislación básica que corres-
ponde al Estado, completada con diver-
sas competencias estatales para la direc-
ción de la política económica y para el
fomento del desarrollo económico, así
como con las competencias autonómi-
cas que deben ser actuadas respetando
el marco competencial estatal.

En este punto, Vitelio TENA critica du-
ramente la abusiva y expansiva interpre-

tación que el legislador estatal y el Tri-
bunal Constitucional han otorgado a la
«ordenación general de la economía»,
pretendido título estatal que ahoga las
posibilidades constitucionales de inter-
vención económica de las Comunidades
Autónomas. Ahora bien, el autor pone
también de manifiesto, críticamente,
que ni el Estado ni las Comunidades Au-
tónomas han utilizado todas las posibili-
dades y garantías que ofrece el ordena-
miento jurídico para el desarrollo de sus
respectivas competencias económicas, es
decir, para satisfacer los principios cons-
titucionales que instauren la pluralidad,
la participación y la descentralización
territorial.

El libro saca a la palestra de la actuali-
dad jurídica temas de debate tan intere-
santes como el futuro del Tribunal Cons-
titucional en la construcción del sistema
constitucional de competencias, la falta
de definición del Senado como Cámara
representativa autonómica, la inactivi-
dad de las Comunidades Autónomas
ante la necesaria redefinición del Estado
autonómico o la utilización instrumental
de la historia para la elaboración jurídi-
ca. En definitiva, y a la vista de la «in-
vertebración» en que sigue sumido nues-
tro Estado de las Autonomías, nada más
cabe decir sobre la oportunidad y acierto
del trabajo de Vitelio TENA, cuyo respe-
tuoso pero a la vez crítico esfuerzo por
depurar el complejo principio de la uni-
dad de mercado suscitará, sin duda, una
fructífera reflexión en los lectores intere-
sados.

Elisa MOREU CARBONEI.L
Universidad de Zaragoza

W.AA.: La Administración del Estado en
las Comunidades Autónomas, Ed. Ins-
titut d'Estudis Autonómics, Barcelo-
na, 1997, 438 págs.

La reforma de la llamada tradicional-
mente Administración periférica del Es-
tado, ahora Administración territorial
del Estado, está de actualidad entre no-
sotros debido a la confluencia de dos
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circunstancias esenciales aunque de na-
turaleza distinta. La primera de ellas,
de más difícil acotamiento temporal
pero muy importante, es el continuo
proceso de traspaso de competencias
del Estado a las Comunidades Autóno-
mas en cumplimiento de los imperati-
vos constitucionales y al hilo de las rei-
vindicaciones que éstas llevan a cabo
para el incremento de su caudal compe-
tencial. Y la segunda, de más fácil preci-
sión temporal, aunque de menor calado
político y administrativo, es la aproba-
ción, publicación y entrada en vigor de
la Ley 6/1997, de Í4 de abril, de Organi-
zación y Funcionamiento de la Admi-
nistración General del Estado, con sus
consiguientes normas de aplicación y
desarrollo.

Estas dos realidades, junto a otras
que no hace falta explicitar, explican y
justifican la actualidad del tema objeto
del libro a que nos vamos a dedicar en
las presentes líneas, y que tiene su ori-
gen en unas jornadas de debate organi-
zadas por el Institut d'Estudis Autonó-
mics de Barcelona los días 24 y 25 de
octubre de 1996 para analizar la proble-
mática que gira en torno a la puesta al
día de las estructuras periféricas del Es-
tado.

La propia naturaleza de las jornadas
citadas condiciona la estructura y meto-
dología del libro que comentamos. En
su primera parte se contiene el Informe
de Trabajo, presentado por Joaquín
TORNOS MAS, Catedrático de Derecho
Administrativo de la Universidad de
Barcelona, bajo el rótulo «La reforma
de la Administración periférica del Esta-
do», y en el que el autor recuerda la ne-
cesidad de reflexionar acerca de dicha
reforma teniendo en cuenta tanto el ca-
mino ya recorrido como el que aún que-
da por recorrer. A su juicio, y de ahí la
sistemática que sigue en su exposición,
la concreción de las denominadas com-
petencias ejecutivas que se atribuyen a
cada nivel organizativo es «una cuestión
previa y condicionante de la reordena-
ción de los respectivos aparatos admi-
nistrativos», por lo que es preciso aden-
trarse en profundidad en el examen de
dichas competencias ejecutivas delimi-
tando sus tipos y clases, así como las
técnicas para su aplicación. Sólo a par-

tir de estas consideraciones, señala TOR-
NOS MAS, es posible plantear y valorar la
reforma de la Administración del Esta-
do en sus diversas ramificaciones terri-
toriales y que ha tenido plasmaciones
legales muy diversas hasta llegar a los
dos proyectos de la LOFAGE, el de 1995
(no realizado) y el de 1996 (cristalizado
en la Ley arriba citada).

La visión expuesta, referida a España,
se completa en la primera parte del li-
bro con la exposición del mismo proble-
ma en otros Estados compuestos y que
responden a modelos diferentes. Así,
Hans-Peter SCHNEIDER y Klaus SEIDEL,
con relación a Alemania, hablan de la
«Administración en el Estado Federal»;
Peter PERNTHALER y Gert SCHERNTHAN-
NER estudian «Las competencias de eje-
cución de los Lcinder austríacos»; Larry
KRAMER expone «El federalismo al estilo
americano»; y, finalmente, Thomas
FI-F.INER y Jeanne PRODOI.UET abordan
«La ejecución en Suiza». Cada uno de
los autores citados desarrolla, desde la
óptica del respectivo Estado, el proble-
ma que nos ocupa destacando aquellos
aspectos que resaltan por su especifici-
dad y singularidad.

La primera parte se cierra con unos
anexos que incluyen el proyecto de Ley
LOFAGE, de octubre de 1995, presenta-
do por el Grupo Parlamentario Socialis-
ta; el texto de la Ley 6/1997, de 14 de
abril, ya citada; el Real Decreto
617/1997, de 25 de abril, de los Subdele-
gados del Gobierno y Directores insula-
res de la Administración General del Es-
tado, y bibliografía relativa al tema.
Conviene, no obstante, añadir que la
LOFAGE ha sido posteriormente desa-
rrollada por dos nuevas disposiciones
como son el Real Decreto 1330/1997, de
1 de agosto, de integración de servicios
periféricos y de estructura de las Dele-
gaciones del Gobierno, y la Orden de 7
de noviembre de 1997 que desarrolla el
Real Decreto acabado de citar, sin olvi-
dar e) Real Decreto 1329/1997, de 1 de
agosto, de modificación parcial de los
Reales Decretos 1892/1996 y 1885/1996,
de 2 de agosto, de estructura orgánica
básica de los Ministerios de Administra-
ciones Públicas y de Interior, aprobado
como consecuencia del cambio de ads-
cripción orgánica de las Delegaciones
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del Gobierno desde el Ministerio última-
mente citado al de Administraciones Pú-
blicas.

La segunda parte del libro contiene
los textos de las ponencias y debates de-
bidamente agrupados. El primer blo-
que, sobre las competencias ejecutivas
del Estado y de las Comunidades Autó-
nomas, reproduce las aportaciones de
Enric ARGÜLLOL MURGADAS, Catedrático
de Derecho Administrativo de la Univer-
sidad Pompeu Fabra de Barcelona, so-
bre «Las competencias ejecutivas del
Estado y de las Comunidades Autóno-
mas»: de José Manuel CASTF.I.LS ARTE-
CHE, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad del País Vasco,
sobre «Nuevos planteamientos respecto
del reparto de competencias ejecutivas
entre el Estado, Comunidades Autóno-
mas y las Entidades Locales»; de don
Rafael JIMÉNEZ ASENSIO, Profesor titular
de Derecho Constitucional de la Univer-
sidad del País Vasco, sobre «Las compe-
tencias ejecutivas del Estado y de las
Comunidades Autónomas: reparto de
competencias ejecutivas y reforma de la
Administración periférica del Estado», y
de José Luis CARRO FF.RNÁNDEZ-VALMA-
VOR, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Santiago de
Compostela, sobre «Ejecución autonó-
mica y supervisión estatal. Una refle-
xión», seguidas del texto del debate en-
tre los asistentes. El segundo bloque, en
torno a «La simplificación de la Admi-
nistración periférica estatal: Técnicas
para avanzar en el proceso y medios de
supervisión y coordinación», incluye las
aportaciones de Enoch ALUERTÍ ROVIRA,
Catedrático de Derecho Constitucional
de la Universidad de Barcelona, sobre
«La reforma de la Administración peri-
férica: técnicas orgánicas, relacionadas
y competencias»; de Tomás FONT I LLO-
VET, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Barcelona,
sobre «La simplificación de la Adminis-
tración periférica estatal: técnicas para
avanzar en el proceso y medios de su-
pervisión», y de Luis ORTEGA AI.VARF.Z,
Catedrático de Derecho Administrativo
de la Universidad de Castilla-La Man-
cha, sobre «La simplificación de la Ad-
ministración periférica estatal: Técnicas
para avanzar en el proceso y medios de

supervisión y coordinación», seguidas
asimismo del oportuno coloquio entre
los participantes. Y el tercero y último
bloque, acerca de «La organización ad-
ministrativa del Estado en las Comuni-
dades Autónomas», recoge las aporta-
ciones de Joaquín FERRET JACAS, Cate-
drático de Derecho Administrativo de la
Universidad Autónoma de Barcelona,
sobre «La reforma de la Administración
periférica», y de José Ramón PARADA
VÁZQUEZ, Catedrático de Derecho Admi-
nistrativo de la Universidad de Educa-
ción a Distancia, sobre «La reforma de
la Administración periférica del Esta-
do», completadas con las sugerencias e
ideas de los asistentes.

El problema de la adaptación a los
nuevos tiempos de los órganos territo-
riales del Estado queda, pues, reflejado
en el presente libro, que no pretende
ser más que un foro de discusión y diá-
logo en torno a este importante proble-
ma nacional. La LOFAGE, con su pro-
pia normativa y la que al amparo de
ésta se ha dictado posteriormente, inau-
gura en nuestro país una etapa cuyo fu-
turo, en cuanto a la definitiva consoli-
dación de las medidas reformadoras se
refiere, se nos presenta incierto e inse-
guro. Hay una lógica interferencia de
cuestiones tales como la implantación
de la llamada Administración única o
común, el papel a desempeñar por las
Corporaciones Locales, la diferencia-
ción entre los llamados servicios inte-
grados y no integrados, la asunción de
competencias en la materia por parte
del Ministerio de Administraciones Pú-
blicas a costa de las atribuidas tradicio-
nalmente al de Interior, la doble pre-
sencia en las provincias de estructuras
periféricas estatales y autonómicas, la
consolidación o no de la figura del De-
legado del Gobierno como clave de todo
el sistema arbitrado por la LOFAGE,
etc., que habrán de ser resueltas con
tacto y prudencia política si no quere-
mos que este tipo de reformas organiza-
tivas y estructurales se acabe quedando,
una vez más, en el papel sin incidir, con
espíritu profundamente renovador, en
la realidad de los hechos que están lla-
mados a cambiar.

Vicente M." GONZÁLEZ-HABA GUISADO
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VV.AA. (Tomás FO.NT I LLOVET, coord.):
Dret Local (ordenances, activitats, ser-
veis públics), Ed. Edicions Universitat
de Barcelona - Marcial Pons - Servei
Publicacions Universitat Autónoma de
Barcelona, Barcelona, 1997.

Hace algunos años, en el régimen jurí-
dico preconstitucional, se había consi-
derado a la Administración local como
la cenicienta de la vida política y admi-
nistrativa del país, en donde la autono-
mía municipal brillaba por su ausencia.
Ese dato objetivo no debe hacernos olvi-
dar la importancia que a lo largo de la
Historia ha tenido la Administración lo-
cal. En el libro que se presenta, Tomás
FONT, catedrático de Derecho Adminis-
trativo de la Universidad de Barcelona y
prestigioso municipalista, nos explica
cómo la tradición del municipalismo en
Cataluña y su Derecho local forman par-
te de la misma esencia del Derecho pú-
blico catalán. Toda la construcción y
evolución del sistema de gobierno y de
la Administración de los intereses pro-
pios de Cataluña ha contado siempre
con un elemento configurador esencial
que es la ordenación y protección de las
libertades locales. Basta recordar —dice
Tomás FONT en una preciosa introduc-
ción— la apelación constante de nues-
tros teMos históricos afirmando que los
pueblos y las villas no podían ser co-
rrectamente regidos y gobernados si no
era con «moltes franqueses i llibcrtats»,
y así ya el Recognoverun! proceses otor-
gado por el Rei Pere el Gran a la ciudad
de Barcelona en 1283 estableció el po-
der de la propia ciudad a gobernarse
«como si fos el Princep», como si fuera
el mismo gobierno del Estado. Existe,
pues, una clara coincidencia entre los
momentos históricos en los que se reco-
noce la libre personalidad de los muni-
cipios y la efervescencia, articulación e
integración de la autonomía política ca-
talana.

Este cambio de perspectiva en el estu-
dio del papel del Derecho local en Cata-
luña queda reafirmado en la actualidad,
bajo el régimen constitucional de 1978,
de cuyas coordenadas —dijo S. MARTÍN
RF.TORTII.I.O— no se puede prescindir
como se hizo en el pasado.

De ese modo, el reconocimiento cons-

titucional de la autonomía local, y la
importante jurisprudencia del Tribunal
Constitucional nacida a su cobijo, así
como la aprobación de la Ley 8/1987, de
15 de abril, Municipal y de Régimen Lo-
cal de Cataluña, han puesto en la cum-
bre, nuevamente, al Derecho público de
Cataluña. Y ello es así porque los cam-
bios realmente importantes, diríamos
nosotros, se producen siempre desde
abajo, desde los escalones políticos y
administrativos más cercanos al ciuda-
dano.

En ese contexto, y al margen de cier-
tos problemas que veremos, dos cuestio-
nes capitales quedaban por solventar.
Una primera, a nuestro juicio inacabada
y cuyo desarrollo desde 1987 ha sido ex-
cesivamente politizado, es la definitiva
articulación de la organización territo-
rial de Cataluña. Dejando al margen epi-
sodios de difícil explicación desde razo-
namientos jurídicos como la supresión
de la Corporación Metropolitana de
Barcelona, lo cierto es que la figura de
la comarca como demarcación territo-
rial característica de Cataluña (art. 5.1
del Estatuto de Autonomía de Catalu-
ña), en donde debía expresarse una idea
de identidad, de alcance superior al mu-
nicipio, derivada de circunstancias geo-
gráficas, económicas y sociológicas,
apenas está funcionando debido, sin
duda, a la escasez de competencias y,
sobre todo, de medios.

En segundo lugar, y éste es el centro
de los estudios que se incluyen en el li-
bro del que hoy damos noticia, hacía
falta una norma que concretase la orde-
nación de la acción administrativa que
realizan los entes locales en Cataluña,
en materias referidas a las obras públi-
cas, intervención administrativa en la
actividad de los ciudadanos, fomento,
establecimiento y gestión de los servi-
cios públicos, es decir, todas aquellas
competencias locales que dan sentido a
la existencia de la Administración local
en sus relaciones con los ciudadanos.
Este es el Reglament d'Obres, Activitats
i Servéis deis Ens Locáis, aprobado por
Decret 179/1995, de 13 de junio.

La tarea no era fácil pues se trataba
de sustituir al venerado Reglamento de
Servicios de las Corporaciones Locales
de 17 de junio de 1955, norma avanzada
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a su tiempo, en palabras de E. GARCÍA DE
E.NTERRÍA, y donde por vez primera en el
ordenamiento español se impone a la
Administración local, en su actividad de
intervención en la esfera privada de los
ciudadanos, el respeto a los principios
de igualdad ante la ley (art. 2), con-
gruencia y proporcionalidad (art. 6.1),
intervención mínima y favor libertatis
(art. 6.2), etc.

El resultado ha sido, sin embargo,
bastante satisfactorio. Así se deduce de
las mas de 700 páginas del libro que hoy
recensionamos y en donde se analizan
de forma exhaustiva y minuciosa las
principales cuestiones que se derivan de
dicha norma

Un tema previo es necesario señalar.
La obra que se presenta no constituye
una simple recopilación de trabajos he-
chos por distintos autores y agrupados
en un mismo volumen, sino que, por el
contrario, obedece a un estudio minu-
cioso y una puesta en común realizada a
lo largo de más de un año, cada dos
martes, en el seno del seminario de in-
vestigación que el Área de Derecho Ad-
ministrativo de la Universidad de Barce-
lona lleva a cabo bajo la dirección de los
profesores Joaquín TORNOS, el propio
Tomás FONT y, últimamente, la profeso-
ra Elisenda MALARET. En estas reuniones
(en donde muchos de los profesores que
pertenecemos al Área de Derecho Admi-
nistrativo nos hemos formado como ju-
ristas y que por ello estaremos eterna-
mente agradecidos) se ha ido fraguando
lentamente un hilo conductor del libro.

Los ponentes han expuesto sus estu-
dios y se han debatido los problemas
conjuntamente, buscando las soluciones
que se consideraban más razonables. El
fruto ha sido, por tanto, un libro autén-
ticamente colectivo.

La obra se estructura en tres partes.
Una primera en donde el coordinador,
Tomás FONT, abre el fuego con una in-
novadora exposición, en parle ya relata-
da, de la posición de los entes locales en
el Derecho público de Cataluña y los
principales retos de futuro. En una se-
gunda parte y bajo el título «Estudios»
se hace un repaso de los diferentes capí-
tulos del Reglament d'Obres, Activitats i
Servéis deis Ens Locáis. Así se analizan:
el Reglamento de Obras, Actividades y

Servicios de los Entes Locales de Cata-
luña v el sistema de fuentes en el régi-
men local catalán (Joan RECASE\S
CALVO); la posición de las ordenanzas en
el sistema de fuentes (Alfredo GALÁN
GALÁN); la iniciativa en el procedimiento
de elaboración de las ordenanzas locales
(Joan BARATA I MIR); la tipología y régi-
men jurídico de las licencias (Vitelio
TENA PIAZUELO); la revocación de las li-
cencias en el Reglamento de Obras, Ac-
tividades y Servicios (Julio PONCE SOLÉ);
el silencio administrativo en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servi-
cios: licencias presuntas y comunica-
ción previa (Vicenc. AGUADO I CUDOLÁ);
las órdenes individuales de coacción
(Agustí CERRILLO MARTÍNEZ); la interven-
ción de los entes locales en el medio
ambiente: su regulación en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servicios
(David Cruz SANZ PÉREZ); las subvencio-
nes en el Reglamento de Obras, Activi-
dades y Servicios: una propuesta de re-
gulación municipal (Carmen ALONSO HI-
GUERA); la potestad sancionadora
(Francesc RODRÍGUEZ PONTÓN); ordena-
ción sectorial, autorizaciones reglamen-
tadas y servicio público (Joaquín TOR-
NOS MAS); los consorcios en el Regla-
mento de Obras, Actividades y Servicios
(Pere A. ALSINA GISPURT); los consorcios
como administración instrumental mix-
ta (Marta TIMÓN HERRERO); la influencia
de los principios comunitarios en los
servicios locales y su recepción en el Re-
glamento de Obras, Actividades y Servi-
cios (Antoni BERENGUER I REGUANT); la
incidencia de la figura de los convenios
de cooperación interadministrativa en
la teoría de las formas de gestión de los
servicios públicos (Annabel LLISET I CA-
NELLES); las tarifas de los servicios loca-
les (Joan PERDIGÓ I SOLA).

En ese conjunto de trabajos se desta-
can una serie de problemas que tiene
planteados el mundo local y al mismo
tiempo se proponen, en la medida de lo
posible, algunas soluciones. En un rápi-
do repaso podríamos destacar los si-
guientes puntos conflictivos: a) las rela-
ciones entre la ordenanza municipal y
las leyes estatales y autonómicas; b) el
principio constitucional de reserva legal
y el sistema sancionador local; c) el pro-
cedimiento de elaboración de las orde-
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nanzas locales y la iniciativa de los veci-
nos en esa tarea, ¿acto político o acto
administrativo?; d) el tema, no resuelto,
de la revocación de autorizaciones; e) la
aparente novedad que significa la susti-
tución de las licencias por la simple co-
municación, figura introducida de for-
ma excesivamente tímida por el Regla-
mento de Obras y Servicios de los Entes
Locales de Cataluña, limitándola a su-
puestos menores; f) el desfase entre el
Reglamento de Obras y Servicios de los
Entes Locales de Cataluña y la Ley de
Contratos de las Administraciones Pú-
blicas; g) las distintas clases de autoriza-
ciones y su diferente régimen jurídico,
circunstancia que queda bastante clari-
ficada en el Reglamento catalán.

Por último, una tercera parte del libro
se dedica a documentación, en donde se
incluyen algunas resoluciones jurispru-
denciales y una recopilación bibliográfi-
ca importantes en el panorama local de
Cataluña.

En definitiva, esta publicación consti-
tuye sin duda la carta de navegación del
Derecho local de Cataluña. Desde ahora
y en los años venideros, pocas cosas po-
drán hacerse sin consultar el Dret Local
que hoy ve la luz gracias a las Ediciones
de la Üniversitat de Barcelona (en coe-
dición con Marcial Pons y el Servicio de
Publicaciones de la Üniversitat Autóno-
ma de Barcelona), que poco a poco se va
abriendo un prestigioso camino en este
difícil mundo editorial. Por ese conjunto
de cosas, todos debemos felicitarnos.

Joan Manuel TRAYTER
Prof. Titular de Derecho Administrativo

Üniversitat de Barcelona

VV.AA. (dirección: J. L. PINAR MAÑAS y
E. BEI.TRÁN' SÁNCHEZ): Comentarios a
la Ley de Ordenación del Comercio Mi-
norista y a la Ley Orgánica comple-
mentaria, Universidad San Pablo-Ed.
Civitas, Madrid, 1997, 727 págs.

Constituye siempre motivo de satis-
facción y enhorabuena Ja aparición de
obras colectivas que abordan y sistema-
tizan desde una perspectiva multidisci-

plinar un sector de la realidad. Ahora
bien, esta alegría debe ser mayor, si
cabe, cuando nos encontramos con una
obra como la presente, que afronta con
la profundidad que lo hace el estudio de
la recientemente aprobada legislación
sobre comercio minorista, ámbito en el
que se manifiesta paradigmáticamente
la crisis de la tradicional distinción en-
tre Derecho privado y Derecho público.

En efecto, el libro objeto del presente
análisis ofrece un detallado comentario
de la Ley 7/1996, de 15 de enero (publi-
cada en el «BOE» núm. 15, de 17-1), de
Ordenación del Comercio Minorista, y
de la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de ene-
ro («BÓE» núm. 15, de 17-1), comple-
mentaria de la anterior, aprobada de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo
81 de la Constitución en relación con el
artículo 150.2. Estas normas han venido
no sólo a establecer unas reglas de juego
en un sector tan fundamental para cual-
quier economía como es el de la distri-
bución o a regular nuevas fórmulas con-
tractuales, sino que aspiran también a
ser la base para la modernización de las
estructuras comerciales españolas, con-
tribuyendo a corregir los desequilibrios
entre las grandes y las pequeñas empre-
sas comerciales y, sobre todo, al mante-
nimiento de la libre y leal competencia
(Exposición de Motivos de la Ley
7/1996).

Por lo demás, la materia de comercio
reviste una notable complejidad compe-
tencial, ya que sobre la misma inciden
muy diversos títulos, tanto estatales
como autonómicos.

Pues bien, en la obra se abordan, en
primer lugar, los conceptos básicos y los
principios de ejercicio de la actividad
comercial. En este sentido, se analiza
por Emilio BELTRÁN el concepto de co-
mercio minorista y de establecimiento
comercial y se reflexiona en profundi-
dad, por parte de José Luis PINAR, sobre
la libertad de empresa como garantía
institucional y como derecho, y sobre el
alcance constitucional y comunitario
del fundamental principio de libre cir-
culación de mercancías.

Uno de los problemas que, en la ac-
tualidad, más complejidad presenta y
mayores debates suscita en materia co-
mercial es el de la instalación de gran-
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des establecimientos comerciales. Sobre
esta cuestión, en particular acerca de la
competencia y de los criterios y procedi-
mientos para la concesión de las licen-
cias de apertura, aparece en el libro un
estudio de Juan Manuel TRAYTER.

En relación con la prohibición de ven-
tas al por menor y su regulación, así
como sobre las sanciones y otros efectos
jurídicos derivados de la infracción a
esta prohibición, escribe Juan Ignacio
Ruz PERIS. Acerca también de la oferta
comercial, Silvia DÍAZ ALABART comenta
la oferta del comerciante, el criterio de
la prioridad temporal para contratar y
la prohibición de limitar el número de
productos adquiridos por cada consumi-
dor. Asimismo, estudia detalladamente
el derecho de desistimiento, la forma de
los contratos, la garantía y el servicio
postventa.

El régimen de los precios es analizado
en el libro por Arturo GONZÁLEZ QUISZA,
quien comenta la vertiginosa transfor-
mación de la década de los ochenta en la
materia, el principio de libertad de pre-
cios y sus excepciones, así como las ven-
tas con precios reducidos para colectivos
especiales, como economatos o coopera-
tivas. Pedro PORTELLANO estudia a su vez
la prohibición de la venta con pérdida.

Este último autor analiza el régimen
jurídico de los pagos a los proveedores,
que constituye una de las piezas centra-
les de la nueva Ley. En este sentido, los
artículos 16 y 17 de la Ley 7/1996 con-
templan unas reglas de cómputo de pla-
zos y distintas previsiones en función de
que el aplazamiento de pago supere de-
terminado número de días (sesenta o
ciento veinte).

De las actividades de promoción de
ventas (Título II de la Ley) se ocupan los
t rabajos de Manuel LOBATO GARCÍA-
MIJA.M, Juan Ignacio Ruz PERIS y Pedro
PORTELLANO. ASÍ, el primero de estos au-
tores reflexiona sobre las cuestiones ge-
nerales relativas a la promoción de ven-
tas, desde su propia definición a la doc-
trina del fraude de ley, pasando por la
información relativa a las ofertas espe-
ciales, la publicidad engañosa en las
ofertas de productos con prima o con
regalo, las ofertas de artículos con re-
ducción de precios, la determinación de
Jos artículos ofertados, las ventas multi-

nivel y las ventas en pirámide. Ignacio
Ruiz aborda la regulación legal de la
venta en rebajas, con las obligaciones
derivadas de la condición de actividad
de promoción de ventas, de la venta en
rebajas y las sanciones por incumpli-
miento de la normativa. Analiza tam-
bién la regulación de la temporada de
rebajas y la esencial cuestión de la cali-
dad de los artículos rebajados. Por otra
parte, son objeto de estudio las ventas
de promoción, la venta de saldos y las
ventas en liquidación. En fin, Pedro
PORTELLANO analiza las ventas con obse-
quios, la aplicabilidad del derecho de la
competencia desleal, la prohibición de
ofertas conjuntas, así como la oferta de
venta directa.

El siguiente gran bloque de temas que
se afronta en el libro es el referido a las
ventas especiales (Título III de la Ley).
Así, Emilio BELTRÁN reflexiona sobre las
modalidades contractuales que recoge el
artículo 36.1 de la Ley y sobre la exclu-
sión de la venta a plazos; Juan Manuel
TRAYTER estudia la autorización para el
ejercicio de las ventas especiales y la
inscripción en el Registro que establez-
can las Comunidades Autónomas; Mi-
guel PASQLAU LIAÑO analiza el complejo
régimen jurídico de las ventas a distan-
cia, que ofrece, como señala el autor,
«no sólo una protección "externa" (a
consumidores, a competidores), sino
también una protección interna de los
agentes de este sector del comercio mi-
norista, que ha incrementado sus posi-
bilidades de ampliar el volumen de ven-
tas» (pág. 300 de la obra); Fernando
GÓMEZ se preocupa de la noción de ven-
ta automática y las situaciones recondu-
cibles bajo la definición legal, así como
de la recuperación automática del im-
porte introducido en la máquina en el
caso de no facilitarse el artículo solicita-
do y de los sujetos corresponsables fren-
te al comprador, mientras que Juan Ma-
nuel TRAYTER analiza los requisitos exi-
gidos para la realización de la actividad
comercial de venta automática y las ad-
vertencias obligatorias que deberán fi-
gurar en la máquina de venta automáti-
ca; Emilio BEI.TRÁN y Juan Manuel TRAY-
TER comentan los preceptos de la Ley
referidos a la venta ambulante o no se-
dentaria, con especial referencia a las
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autorizaciones para el ejercicio de la
misma; Fernando GÓMEZ estudia el régi-
men jurídico de las ventas en pública
subasta, analizando a tal efecto la no-
ción de contrato de subasta, las obliga-
ciones de las partes en ese contrato, el
anuncio de subasta, la descripción como
deber y facultad del subastador, la fian-
za o caución para participar en la su-
basta, el incumplimiento del adjudicata-
rio, la formalización y entrega de la
cosa, y los efectos de la venta en subas-
ta; por último, Juan Ignacio PERIS abor-
da la regulación legal de la actividad co-
mercial en régimen de franquicia, con
especia) referencia al registro de fran-
quiciadores que pueden crear las Admi-
nistraciones estatal y autonómicas y a la
obligación de proporcionar información
al inversor interesado en su franquicia.

En cuanto al régimen sancionador
que establece la Ley 7/1996, es objeto de
detallado comentario por parte de Juan
Francisco MESTRE DELGADO, quien anali-
za tanto la atribución de competencias
sancionadoras como la prejudicialidad
penal, la remisión a los principios de la
Ley 30/1992, las clases de infracciones y
los tipos de sanciones.

Para completar en su integridad el co-
mentario de la nueva Ley de Ordenación
del Comercio Minorista, Miguel PAS-
QIJAU, Arturo GONZÁLEZ, Pedro PORTELLA-
NO y Juan Antonio RLIZ analizan las cin-
co disposiciones adicionales de la Ley,
la disposición transitoria única y la dis-
posición derogatoria única. Por su par-
te, Manuel REBOLLO PUIG reflexiona so-
bre la disposición final única y la com-
pleja distribución de competencias en la
materia comercio interior derivada de la
Constitución y de los distintos Estatutos
de Autonomía. Asimismo, analiza los
preceptos de la Ley 7/1996 dictados en
virtud de alguna competencia exclusiva
del Estado, las normas básicas de la Ley
y los preceptos de valor supletorio.

Por último, en la obra objeto de la
presente recensión aparece comentada
por Manuel REBOLLO la Ley Orgánica
2/1996, de 15 de enero, complementaria
de la de Ordenación del Comercio Mino-
rista, desde su tramitación parlamenta-
ria a la transferencia de competencias a
la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares, pasando por el análisis del po-

lémico régimen de los horarios comer-
ciales. En este sentido, se estudian en
profundidad las competencias estatales
y autonómicas sobre horarios comercia-
íes, la virtualidad de la libertad de hora-
rios establecida por el artículo 2 de la
Ley 2/1996 y los regímenes general y es-
peciales establecidos por el artículo 3 de
la citada norma.

En definitiva, el libro tiene el mérito
de adentrarse de lleno en el estudio de
varias cuestiones decisivas para nues-
tros actuales Derechos público y priva-
do, y para las relaciones entre ambos, y
contribuirá, como apuntaban los profe-
sores PINAR MAÑAS y BEI.TRÁN SÁNCHEZ
en la nota preliminar, a la mejor com-
prensión y aplicación de la Ley 7/1996.
Dada la rigurosidad y seriedad de los
trabajos recogidos en este comentario a
la Ley de Ordenación del Comercio Mi-
norista, no cabe duda alguna de que
este objetivo se ha alcanzado con creces.

José Antonio MORENO MOLINA
Prof. Titular de Derecho Administrativo

Universidad de Castilla-La Mancha

VV.AA.: Nuevos escenarios v nuevos co-
lectivos de los derechos humanos. Con-
memoración del Cincuenta Aniversario
de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, Monografías de la
«Revista Aragonesa de Administra-
ción Pública», Zaragoza, 1998, 590
páginas.

í. El pasado 10 de diciembre cele-
bramos el Cincuenta Aniversario de la
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, que, después de unos largos y
complicados debates, fue adoptada en
París por la Asamblea General de la Or-
ganización de Naciones Unidas con el
voto afirmativo de cuarenta y ocho Es-
tados y las significativas abstenciones
de la URSS, Polonia, Ucrania, Bielorru-
sia, Yugoslavia, Checoslovaquia, Unión
Sudafricana y Arabia Saudí. Profunda-
mente inspirada por la Declaración de
Derechos del Hombre y del Ciudadano
que siglo y medio antes aprobara la
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Asamblea constituyente francesa, la ex-
posición de garantías fundamentales
que se reconocieron en 1948 tuvo el
acierto de incorporar, a lo largo de un
total de 30 artículos, los nuevos dere-
chos y libertades que los individuos ha-
bían logrado conquistar en los mas de
ciento cincuenta años transcurridos.
Así, entre sus contenidos, junto a la
igualdad ante la ley, el respeto a la liber-
tad ajena, la presunción de inocencia o
la libertad de pensamiento, que ya figu-
raban en declaraciones anteriores, se
consagraron expresamente ciertos dere-
chos sociales y familiares que descono-
cieron en su momento los constituyen-
tes franceses, tales como la igualdad del
hombre y la mujer (art. 16), el derecho
al matrimonio (igualmente art. 16), el
derecho a la seguridad y a la asistencia
sociales (arts. 22 y 25) o el derecho al
trabajo y al correspondiente descanso
(art. 24). Abundando en la idea de que
la Declaración Universal aspiraba a cu-
brir aquellas lagunas que las circunstan-
cias económicas y sociales, ayudadas las
más de las veces por los regímenes polí-
ticos imperantes, habían descubierto so-
bre el plano garantista de las libertades
ciudadanas, se proclamó el derecho de
todos los hombres a la educación y a la
cultura como requisito indispensable
para el ejercicio de sus derechos políti-
cos (arts. 26 y 27), o se condenaron indi-
rectamente los crímenes contra la hu-
manidad cometidos por el régimen na-
cionalsocialista en Alemania (art. 5). Sin
embargo y al lado de sus indiscutibles
logros, debemos situar algunos de los
principales reparos que, a la altura de
1948, podían privar de eficacia a esos y
otros derechos de los enunciados por la
ONU.

En efecto, bueno será que recordemos,
subrayando un dato al que ya hemos he-
cho referencia, que la Declaración Uni-
versal salió adelante con la abstención de
ocho de los Estados miembros de aquella
Organización, que no estimaron conve-
niente votar a favor de un documento
que consagraba la legitimidad de la pro-
piedad privada de los medios de produc-
ción (es el caso de la entonces Unión So-
viética y de otros países del telón de ace-
ro), que condenaba sin ambages la
segregación racial (practicada, entre

otros, por la Unión Sudafricana) o que
desautorizaba la esclavitud (todavía exis-
tente, por ejemplo, en Arabia Saudí), en-
tre otros extremos. Esca circunstancia no
pasaría de una mera anécdota de no re-
sultar reveladora de una concepción de
los derechos humanos como patrimonio
de los Estados en lugar de los individuos,
que, afortunadamente, hoy, cuando aca-
bamos de conmemorar el Cincuentenario
de aquella Declaración, podemos reputar
mucho más minoritaria en la escena in-
ternacional.

Si tomamos el caso de nuestro país, que,
obviamente, por sus circunstancias políti-
cas, no pudo suscribir a mediados de siglo
el citado texto, apenas le faltó el tiempo
para hacerlo en cuanto inició el proceso de
transición democrática en la década de los
setenta, y para consagrar la vinculación al
mismo de sus poderes públicos en el ar-
tículo 10.2 de la Constitución aprobada en
1978. De acuerdo con este precepto, las
normas relativas a los derechos y liberta-
des que ha reconocido nuestra Carta Mag-
na se interpretarán de conformidad con la
Declaración Universal de Derechos Huma-
nos y los tratados y acuerdos internaciona-
les sobre las mismas materias ratificados
por España. Es de justicia, por tanto, ad-
vertir que la efemérides del documento
gestado en el seno de las Xaciones Unidas
haya coincidido en el tiempo con los actos
de celebración del vigésimo cumpleaños
de la Constitución española, a la que los
ciudadanos de este país debemos la articu-
lación del sistema último de garantías de
los derechos que aquél tuvo a bien enun-
ciar en su momento.

II. Hechas las precisiones cronológi-
cas oportunas, debemos dar cuenta ya
de la iniciativa auspiciada por el Conse-
jo de Redacción de la «Revista Aragone-
sa de Administración Pública» para fes-
tejar, como se merecía, el cincuenta ani-
versario de la mencionada Declaración
Universal. Así, aprovechando la línea
iniciada hace cuatro años v que parece
recobrarse ahora con nuevos bríos, la
Revista ha editado un número monográ-
fico —el segundo en su todavía corta
trayectoria (1)— que se dedica, en pala-

(1) El primero fue publicado en 1994
con el sugestivo título de Condiciones ins-
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bras de sus coordinadores, a analizar al-
gunos de ¡os problemas que plantean los
derechos humanos de las últimas genera-
ciones, que han venido a sumarse al acer-
vo jurídico y ético de una ciudadanía que
aspira, cada vez con más fuerza y me-
dios, a su íntegra realización (pág. 11).
Para llevar a buen puerto este objetivo,
se ha contado con la participación de
veintidós conocedores de la problemáti-
ca de tales derechos, que, ya desde el es-
tudio y la investigación universitarias,
ya desde su pertenencia a instituciones
públicas concernidas con la defensa y la
divulgación de aquéllos, han tenido a
bien transmitirnos su punto de vista o,
lisa y llanamente, relatarnos algunas de
sus experiencias directas sobre el parti-
cular. El resultado han sido nada más y
nada menos que veinte trabajos (dos de
ellos colectivos), que los coordinadores
han decidido agrupar en seis bloques te-
máticos distintos, a fin de ofrecer la mí-
nima dosis de coherencia y sistemática
que deviene imprescindible en este tipo
de obras. Parece, pues, apropiado respe-
tar esta estructura interna a la hora de
anotar algunos de sus contenidos princi-
pales, aunque se haya escogido aquí un
orden distinto para la presentación de
los temas.

III. El grupo de colaboraciones que
figura recogido en primer lugar nos si-
túa ante el escenario internacional de
los derechos humanos, donde caben los
interrogantes sobre la paz, el derecho al
desarrollo, la protección internacional de
los derechos de las minorías o, de forma
más concreta, los de los pueblos indíge-
nas (pág. 12). Ante el gran interrogante
de si los hombres tenemos o no derecho
a la paz, J. M. ALEMAMY BRIZ no duda en
contestar afirmativamente tanto desde
una óptica colectiva como desde una
perspectiva individual. La paz es ese va-
lor universal que pertenece a los pue-
blos, pero que también forma parte del
patrimonio de cada uno de nosotros sin
exclusión ni discriminación, y que no

puede identificarse sin más con la mera
ausencia de guerra, sino que, hoy más
que nunca, reclama la consecución de
un Estado en el que la libertad y la justi-
cia estén plenamente aseguradas. Sin
embargo, ningún instrumento jurídico
de carácter vinculante ha logrado refle-
jar todavía la concienciación existente
en la sociedad civil en torno al derecho
a la paz que ostenta la humanidad ente-
ra. A lo sumo, por el momento, se ha lle-
gado a redactar en el marco de la
UNESCO (Organización de Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y
la Cultura) un Proyecto de Declaración
solemne con el que se pretendía incluir
entre sus objetivos la lucha por el reco-
nocimiento del derecho del ser humano
a la paz, pero, tras año y medio de dis-
cusiones y a pesar de tratarse de un tex-
to modesto, no ha podido ser aprobado
en medio de fuertes disensiones y diver-
gencias (2). Y es que, cuando nos encon-
tramos ante un derecho totalizador o in-
tegrador, ante la premisa que ha de per-
mitir el disfrute y el reforzamiento de
los demás, no es nada fácil alcanzar el
consenso mínimo necesario para la
adopción de una fórmula convencional
que positivice el derecho a la paz. Tal
vez, opina el autor, haya que esperar a
que madure un tercer Pacto Internacio-
nal de los Derechos Humanos (pág. 32).
No obstante, resulta irremediable una
cierta actitud de rebeldía cuando com-

titucionales de una política europea de or-
denación del territorio, y en él se recogen
las reflexiones de algunos de los más in-
signes especialistas de esta problemática
en el referido ámbito geográfico.

(2) Tras su fundamentación, la parte
dispositiva del Proyecto de Declaración
constaba de tres artículos en los que, ade-
más de reconocer la paz como derecho
inherente a la dignidad de la persona y
como deber de todos los pueblos, de to-
dos los seres humanos, de todos los Esta-
dos y demás miembros de la comunidad
internacional, se proclamaba la impor-
tancia de la educación, la ciencia y la co-
municación para construir a diario ese
derecho. Según hemos señalado en el tex-
to, el proyecto no recibió el visto bueno
ni de la vigesimonovena Conferencia Ge-
neral de la UNESCO, celebrada en París
del 21 de octubre al 12 de noviembre de
1997, ni de la Conferencia ad hoc que,
convocada por el Director General, logró
reunir en esa misma ciudad a más de 120
expertos entre el 6 y el 9 de marzo de
1998.
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paramos el panorama descrito con el
que ha presidido la evolución de otro de
los derechos de la llamada «tercera ge-
neración», el derecho al desarrollo, que,
según relata A. CHUECA SANCHO en otro
de los trabajos de esta monografía,
cuenta ya con una importante retahila
de reconocimientos expresos en textos
internacionales, donde se afirma sin
duda su pluridimensionalidad. Acaso la
especial trascendencia que ha adquirido
en los últimos años una de sus facetas,
la medioambiental, haya permitido que
este derecho conociera una evolución
espectacular, al punto de acuñarse una
nueva terminología para caracterizar a
los Estados desarrollados, cual la de de-
mocráticos y ecológicos de Derecho (3).

Cierran este primer bloque de estu-
dios dedicados al escenario internacio-
nal de los derechos humanos dos traba-
jos sobre la protección que se dispensa
en la actualidad a las minorías (4), cuya
aspiración a que sean respetados aque-
llos elementos que los diferencian del
grupo mavoritario se habría visto abo-
cada a la más absoluta frustración de no

(3) Como es bien sabido, desde que el
Informe Brundtland, adoptado en 1987
por la Comisión Mundial sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo, difundiera el
concepto de desarrollo sosienible, éste ha
pasado a representar el objetivo principal
de la necesaria armonización entre la
economía y la ecología. Pues bien, tras su
rclanzamiento por la Declaración de Río
de 1992, el profesor CHUECA SANCHO re-
conduce a los dos siguientes principios el
núcleo jurídico de la sostenibilidad del
desarrollo: a saber, la equidad inlragenc-
racional o equidad impregnada de pre-
sente y la equidad intergeneracional o
equidad impregnada de futuro (pág. 63).

(4) Que el estudio de los derechos re-
conocidos a las minorías constituya el ob-
jeto de dos de las colaboraciones de la
presente monografía, aun con las salveda-
des que sean oportunas a propósito de la
inclusión de las poblaciones indígenas
(en otro tiempo bautizadas como mino-
rías étnicas) en aquel concepto, encuentra
su engarce en el reconocimiento conteni-
do en el artículo 27 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, que de
este modo hizo intrascendente la ausen-
cia de mención alguna en la propia Decla-
ración Universal de 1948.

ser por los avances que han realizado al-
gunas organizaciones europeas. En par-
ticular, N. FERNÁNDEZ SOLA realiza un
exhaustivo repaso de la actividad des-
plegada por la Conferencia sobre Segu-
ridad y Cooperación en Europa, el Con-
sejo de Europa y la Unión Europea, ha-
ciendo especial h incapié en las
perspectivas que se abren tras la entra-
da en vigor del Convenio-marco adopta-
do por el segundo en el año 1994 (5). Si
aceptamos como premisa la tesis de la
autora según la cual la pertenencia a
una minoría es una opción libre e indivi-
dual (pág. 103), F. PALACIOS ROMEO re-
chaza que puedan asimilarse a aquéllas
las poblaciones indígenas, dada su con-
dición de supervivientes de las mayorías
que en su momento les colonizaron (6).
Así parece haberlo reconocido, por fin,
el Convenio 169 de la Organización In-
ternacional del Trabajo, que, lejos de
adoptar una filosofía proteccionista,
esta plagado de reivindicaciones acerca
de los valores, las tradiciones y las insti-
tuciones sociales, económicas, cultura-
les y políticas que, en distinto grado de
evolución, han sabido conservar estos
pueblos. Con todo, debemos convenir
con ambos autores en que cualquier cla-

(5) Ante la escasa adecuación del Con-
venio de Derechos Humanos de 1950 para
subvenir a las reclamaciones de las mino-
rías nacionales, el Convenio-marco que se
cita en el texto, y cuya entrada en vigor no
se ha producido hasta el 1 de febrero de
1998, deberá servir como punto de refe-
rencia obligada de tratados bilaterales y
de las distintas legislaciones nacionales,
además de constituir' un paso decisivo
para la formación de la opinio iuris curo-
pea sobre la materia, que pueda desembo-
car en la aprobación de reglas de Derecho
internacional general (pág. 98).

(6) Las cifras resultan suficientemen-
te elocuentes al respecto. Según un estu-
dio realizado por Naciones Unidas con
motivo de la celebración del Año Interna-
cional de las Poblaciones Indígenas en
1993, tienen esta consideración más de
300 millones de personas repartidas por
un total de 70 países. En su seno albergan
más de 600 idiomas vivos y, en algunos
Estados como Guatemala o Perú, llegan a
representar el 50% de la población (pág.
129).
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se de articulación jurídica resultará in-
suficiente mientras no se internacionali-
ce el hecho de que asignar protección y
derechos propios a Jas minorías y a Jas
culturas indígenas redunda en beneficio
de toda la comunidad internacional.

IV. El segundo conjunto de colabo-
raciones del que queremos dar cuenta a
continuación nos obliga a abandonar la
escena internacional para analizar los
problemas que plantean algunos dere-
chos prestacionalcs en el marco del Es-
tado español actual. Es el paso previo
que nos permitirá abordar con suficien-
te conocimiento de causa las peculiari-
dades que ofrece el ámbito autonómico
en el disfrute de tales derechos. Así y
tras la necesaria caracterización gene-
ral, a cargo de A. GARCÉS SA.VAGUSTÍX, de
las peculiaridades que reviste la Admi-
nistración encargada de ofertar aquellas
prestaciones de estricta dimensión so-
cial, otros trabajos se han dedicado a
precisar la posición jurídica que frente a
ella puede adoptar el ciudadano, bien
como contribuyente, bien como percep-
tor de alguna pensión pública, por ejem-
plo. En ambos casos, las perspectivas de
futuro son alentadoras y más esperanza-
doras de lo que en un principio cabría
pensar. Respecto de la financiación del
gasto social en los próximos años, en los
que, previsiblementc, veremos agravarse
las estadísticas relativas al envejeci-
miento de la población (7), E. BANDRÉS

(7) Tan sólo las proyecciones básicas
del gasto en pensiones (es decir, excluidas
las partidas relativas al gasto sanitario)
resultan auténticamente explosivas a par-
tir del año 2025 en casi todos los países
europeos. Y es que, circunscritas las ci-
fras al caso de España, hoy por hoy el
90% de las mujeres y el 78% de los hom-
bres alcanzan la edad de sesenta y cinco
años, mientras que cuando ellos nacieron
sólo llegaban a esa edad menos de la mi-
tad de las mujeres y en torno al 40% de
los hombres. A su vez, la tasa de natali-
dad ha descendido de forma continuada
en los últimos treinta años, de forma que
en la actualidad se encuentra situada por
debajo del nivel de reemplazo: 1,2 hijos
por mujer, frente al 2,1 que se considera
necesario para que la población total se
mantenga constante (págs. 236 y 237).

MOLINÉ concluye que no tiene por qué
suponer una carga insoportable para la
economía, aun reconociendo que serán
necesarias ciertas correcciones del tipo
del retraso en la edad de jubilación, el
alargamiento del número de años para
el cálculo de la pensión inicial, la reduc-
ción de la tasa de reposición pensión/sa-
lario, un tratamiento más riguroso de
las revalorizaciones anuales, etc. (pág.
237). En cualquier caso, reconforta sa-
ber que el mantenimiento del sistema de
protección social no exige todavía la
adopción de medidas drásticas tales
como la sustitución del actual modelo
de reparto por uno alternativo basado
en la capitalización, cuya viabilidad y
eficiencia son seriamente cuestionadas
por el autor.

También con optimismo se analizan
los logros que nuestro Estado de Dere-
cho ha ido consolidando sobre la esfera
del ciudadano-contribuyente —no hay
más que pensar, por citar sólo dos ejem-
plos de cuantos nos recuerdan I. JIMÉ-
NEZ COMPAIRED V J. ALVAREZ MARTÍNEZ,
en que la ape lac ión al de recho a la
igualdad dinamitó el sistema de tributa-
ción de los grupos familiares previsto en
la normativa inicial del IRPF, o en que
el Tribunal Constitucional no ha tenido
reparos a la hora de estimar comprendi-
da en la órbita del derecho a la intimi-
dad la situación económica del contri-
buyente (8)—; lo que no es obstáculo
para que tanto aquellos autores como
A. CAYÓX GAUARDO pongan el acento so-
bre la necesidad de eliminar algunas de
las trabas más frecuentes que siguen di-
ficultando la obtención de plena tutela
judicial en el ámbito tributario. No tiene
ninguna justificación que, hasta la mo-
dificación del artículo 105 LGT en 1997,
una buena parte de las notificaciones
practicadas por la Administración de los
tributos fueran defectuosas, o que ésta
siga motivando de manera harto insufi-
ciente determinados actos de gestión,
por no hablar de la ausencia de una re-

(8) Véanse así las SSTC 209/1988, de
10 de noviembre, y 45/1989, de 20 de fe-
brero, en el primer caso, o la 110/1984, de
26 de noviembre, y el Auto 230/1984, de
11 de abril, respecto del concepto de «in-
timidad económica».
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gulación adecuada del silencio adminis-
trativo en muchos de estos procedimien-
tos o del uso abusivo que en ellos hace
el legislador de las presunciones legales,
con la limitación que esto supone sobre
el derecho a la prueba. En resumidas
cuentas, a nadie puede extrañarle que
las cuestiones tributarias hayan dado
pie a una enorme conflictividad en los
últimos años y que los ciudadanos no
hayan dudado siquiera en acudir a la vía
prevista en la Ley 62/1978, invocando
vulneraciones constitucionales, con la
misma naturalidad con que interponen
el recurso contencioso-administrativo
ordinario. Sobre este particular y ha-
ciendo una valoración de resultados
(ahora que ha sido derogado por la Ley
29/1998) del proceso especial para la
protección de los derechos fundamenta-
les que introdujo en el citado orden ju-
risdiccional aquel texto normativo, F. y
C. GARCÍA MATA constatan un uso abusi-
vo con fines ajenos a los que motivaron
su instauración, panorama del que qui-
zás traigan causa las restricciones im-
puestas por la nueva LJ en materia de
costas o de suspensión de la ejecución
del acto que se estime contrario a algún
derecho fundamental.

V. Una vez despejadas algunas in-
cógnitas en torno al estado de salud de
ciertos nuevos derechos en los escena-
rios nacional e internacional y como la
normativa concerniente a aquéllos pro-
viene de una pluralidad de instancias,
M. CONTRERAS CASADO y M. TERRER BA-

OUERO reflexionan sobre la labor llevada
a cabo por el legislador aragonés para
garantizar la efectividad de los mismos
en su respectivo ámbito territorial. Así,
a juicio del primero, los Parlamentos
autonómicos han de ser los protagonis-
tas indiscutibles de los derechos que
eventualmente deriven del Capítulo III
del Título 1 de la CE, poique tienen la
obligación de desarrollar los principios
rectores que allí se recogen (púg. 458).
Cosa distinta es que no resulte fácil con-
cretar la forma en que pueda hacerse
efectiva dicha obligación, al margen del
ejercicio por los ciudadanos de la inicia-
tiva legislativa popular o de las denun-
cias y recomendaciones que efectúen los
«defensores del pueblo» autonómicos.

Conectando de este modo con el estudio
a cargo de M. TERRER, el balance en
concreto de la actuación del Justicia de
Aragón en sus diez años de existencia,
como garante de los derechos de los ciu-
dadanos, pone de manifiesto la confian-
za cada vez mayor que éstos depositan
en la institución, la diversificación de
los asuntos a los que van referidas sus
quejas o el incremento en la receptivi-
dad institucional a la hora de aceptar
las sugerencias en favor de las liberta-
des individuales.

VI. Precisamente los restantes estu-
dios que componen esta monografía ha-
cen relación a algunos de los principios
rectores de la política económica y so-
cial a los que, en conjunto, se había re-
ferido M. CONTRERAS, y en particular co-
nectan con el mandato dirigido a los po-
deres públicos de proteger el entorno
más o menos inmediato en el que se de-
senvuelve la vida del hombre en relación
(la familia, la ciudad o el medio ambien-
te genéricamente considerado), de pres-
tar la debida asistencia a los hijos o, en
puridad, a toda la infancia, así como de
promover la ciencia y la investigación
científico-técnica en beneficio del inte-
rés general.

Básicamente, dentro del primer apar-
tado (el de los estudios concernientes a
los principios enunciados en los arts.
39, 40 y 45 CE), podemos englobar las
colaboraciones de M. C. SANROMÁN GIL,
S. RAMAZANI, R. SALANOVA ALCALDE y

L. POMED SÁNCHEZ. La primera autora
circunscribe sus reflexiones al cambio
que ha experimentado uno de los pilares
de la familia, la mujer, en los últimos
decenios y a la legitimidad, no sólo jurí-
dica sino también social, de las medidas
encaminadas a discriminarla positiva-
mente frente al hombre, siquiera con
carácter temporal, para conseguir su
equiparación de hecho en el más breve
plazo posible. Por extraño que pueda
parecer, sobre el desarrollo completo de
la personalidad tanto de la mujer como
de los demás miembros del núcleo fami-
liar incide también el trabajo de R. SALA-
NOVA, y digo que acaso sorprenda por-
que su título alude a una problemática
en principio diversa, cual la de un hipo-
tético derecho a la ciudad. Pues bien,
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aunque el autor se cuida mucho de exa-
minar, como no podía ser de otro modo,
las dificultades para acceder a una vi-
vienda en condiciones (digna v adecua-
da, en la popularizada expresión consti-
tucional), o la evolución que ha experi-
mentado la función de ordenación
urbanística al socaire de los cambios le-
gislativos y de algún pronunciamiento
destacado del máximo intérprete de
nuestra Constitución (9), nos ofrece
ante todo una visión de la ciudad en la
que los niños callejean sin peligro, los
disminuidos y discapacitados no sufren
la barrera de la inaccesibilidad, donde
no se recurre a la segregación espacial
para orillar a determinados colectivos,
sino en la que, por el contrario, la rege-
neración de infraestructuras, las inver-
siones públicas o las transformaciones
urbanísticas se ponen al servicio de la
integración y el progreso de todos cuan-
tos la habitan. Si convenimos en que la
ciudad ideal sería aquella en la que sus
individuos se ayudaran para obtener la
felicidad, avancemos, propone el autor,
hacia un marco de convivencia que faci-
lite la vida a las personas y les permita
ejercitar plenamente sus derechos básicos
(pág. 531). Entre éstos, llama especial-
mente la atención el relativo al disfrute
de un medio ambiente adecuado que,
según las últimas y más avanzadas apor-
taciones doctrinales (10), excede su con-

(9) Resulta obligada la mención a la
STC 61/1997, de 20 de marzo, que declaró
la inconstitucionalidad de la mayor parte
del Texto Refundido de la Lev del Suelo
de 1992.

(10) Fundamentalmente, de J. JORDA-
NO FRAGA: El derecho a un medio ambiente
adecuado, en «RArAP», 4, 1994, págs. 113
y ss., y después en La protección del Dere-
cho a un medio ambiente adecuado,
Bosch, Barcelona, 1995, págs. 472 y ss.;
así como de F. VELASCO CABALLERO: El
medio ambiente en la Constitución: ¿dere-
cho público subjetivo v/o principio rector?,
en «RAAP», 19, 1994, págs. 91 y ss.;
D. LOPEREXA ROTA: El derecho al medio
ambiente adecuado, Cívitas, Madrid, 1996,
ir; totum; M. PINAR DÍAZ: El derecho a dis-
frutar del medio ambiente en la jurispru-
dencia, Comares, Granada, 1996, págs. 46
y ss.; o F. LÓPEZ RAMÓN: Derechos funda-
mentales, subjetivos y colectivos al medio

figuración tradicional como principio
rector de la política social y económica
para pasar a ser reputado, entre otros
por L. POMED SÁNCHEZ en la obra que co-
mentamos, un auténtico derecho subje-
tivo oponible erga omnes, y en el que
primaría el elemento interno o de seño-
río sobre el elemento externo o de pre-
tensión propio de los derechos subjeti-
vos de obligación (pág. 583). Además,
en la medida en que nos encontramos
ante un bien de toda la humanidad, el
derecho al medio ambiente pertenece a
aquella categoría de los que resultan in-
diferentes a la nacionalidad de quienes
pretenden hacerlos valer ante los Tribu-
nales, y por tanto es esgrimible ante
ellos por los extranjeros, como nos re-
cuerda S. RAMAZANI (pág. 194).

VII. Entrando en el análisis de las
políticas públicas que, al objeto de aten-
der el mandato contenido en el art. 39
CE, persiguen que se dispense una pro-
tección integral a la infancia, se sitúan
los trabajos correspondientes a F. GAR-
CÍA VICENTE y T. PICONTO NOVALES, quie-
nes efectúan un concienzudo repaso del
estado de reconocimiento práctico a los
menores de algunos de los principales
derechos sociales y civiles, que debe si-
tuarnos en la órbita de una mayor pro-
fundización democrática de la vida fa-
miliar. Los autores no pueden por me-
nos que constatar algunas quiebras en el
respeto a los derechos del niño en algu-
nos supuestos de procreación artificial,
de hijos nacidos fuera del matrimonio o
de hijos adoptados, aunque los avances
hayan sido constantes en el campo de la
reconcil iación entre dos real idades
(«vida familiar» y «trabajo») difíciles de
compatibilizar o en el de las ayudas pú-
blicas a las políticas familiares en gene-
ral. En definitiva, el capítulo legal de
protección a la familia en modo alguno
puede considerarse cerrado en nuestro
país, sino que precisa de continuos pro-
gresos que permitan poner fin a situa-
ciones intolerables en cuanto a la digni-
dad e igualdad de todos sus miembros
(pág. 191).

ambiente, en «REDA», 95. 1997, págs.
357-360.
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VIII. Hemos dejado para el final la
referencia a tres estudios cuya temática
resulta ciertamente sugerente, y es que,
con la finalidad de sondear la efectivi-
dad que alcanza en nuestro país la pro-
moción de la ciencia y la investigación
que ha de informar la actuación de los
poderes públicos por expreso deseo del
constituyente (art. 44.2), J. M. ASPAS AS-
PAS y M. CALVO GARCÍA han tratado de
ponderar los riesgos y ventajas que para
los derechos humanos supone el uso de
la informática y de las nuevas tecnolo-
gías de la información, mientras que
R. CHUECA SANCHO se ocupa de cohones-
tar las exigencias científicas, éticas y ju-
rídicas en el campo de la experimenta-
ción clínica.

Por lo que respecta a los dos prime-
ros, la premisa de la que parten subraya
la facilidad y el bajo coste que conlleva
acumular datos relacionados con las
personas, gracias a las nuevas tecnolo-
gías de la información, hasta reproducir
su imagen de forma pormenorizada
convirtiéndolas, según la denominación
gráfica que acuña J. M. ASPAS ASPAS, en
hombres y mujeres de cristal (pag. 358).
Bajo el paraguas que supone el recono-
cimiento al máximo nivel del derecho a
la autodeterminación informativa (art.
18.4 CE), respuesta evidente frente a
una amenaza más que real contra la dig-
nidad y los derechos humanos, nuestras
Administraciones no pueden dejar de
promover la mejora del desarrollo tecno-
lógico, fomentando un uso apropiado y
responsable del fruto de tales investiga-
ciones. En el choque entre bienes jurídi-
cos, la legislación ya se ha preocupado
de que encuentren adecuada salvaguar-
dia el honor y la intimidad de las perso-
nas, pero aun así siguen produciéndose
tensiones a las que es preciso dar una

solución satisfactoria. Paradójicamente,
algunas de las medidas que deberán ser
incorporadas a nuestro ordenamiento
en los próximos años podrán obtenerse
de los foros de discusión y debate en
torno a los derechos humanos que se
han generalizado en muchas de las di-
recciones de Internet, que con toda
suerte de explicaciones nos facilita
M. CALVO (en especial págs. 434 y ss.).

Apartándose sólo en apariencia de la
problemática anterior e inmersa todavía
en el campo de los progresos científicos
se sitúa la colaboración a cargo de
R. CHUECA, quien nos propone una refle-
xión templada sobre los peligros de la
experimentación terapéutica con perso-
nas, no obstante reconocer su carácter
absolutamente necesario para la indus-
tria farmacéutica y, en último término,
para garantizar el derecho a la salud y a
la asistencia sanitaria. El autor advierte
que los promotores de los ensayos clíni-
cos deben velar en todo momento por la
identidad del paciente y asumir la res-
ponsabilidad derivada de los atentados
contra su intimidad en que por acción u
omisión pudieran incurrir (pág. 421).
Sólo protegiendo debidamente aquella
identidad, los Estados estarán en perfec-
tas condiciones de superar uno de los
principales retos que tienen planteados
ante el horizonte del siglo xxi, como es
el de conseguir que la «tercera genera-
ción» de derechos humanos, cuyo esta-
do de salud ha tratado de reflejar esta
obra colectiva, no se consolide a costa
de cesiones en aquellos valores que,
como la libertad y la igualdad, corres-
ponden a una fase que ya creíamos su-
perada.

Olga HERRÁIZ SERRANO
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Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS POLÍTICOS Y CONSTITUCIONALES

San Francisco de Sales, 6 - 28071 MADRID



REVISTA DE DERECHO COMUNITARIO EUROPEO

Directores: Manuel DIEZ DE VELASCO, Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS
y Araceli MANGAS MARTIN

Directora Ejecutiva: Araceli MANGAS MARTÍN
Secretaria: Nila TORRES UGENA

Sumario del año 2, núm. 4 (julio-diciembre 1998)

ESTUDIOS
Antonio LÓPEZ PINA: Las tareas públicas en la Unión Europea.
Manuel LÓPEZ ESCUDERO: La articulación jurídica de ¡a Unión Económica y

Monetaria en su fase definitiva.
Nicolás NAVARRO BATISTA: La lucha contra el fraude tras el Tratado de Amsterdam: un

proceso inacabado.
María José LUNAS DÍEZ: El principio de primacía del Derecho Comunitario y el Derecho

Internacional Privado.
Luis Norberto GONZÁLEZ ALONSO: La jurisdicción comunitaria en el nuevo espacio de

libertad, seguridad y justicia.

NOTAS
Fernando CASTILLO: Derecho Comunitario, Derecho de los Tratados y sanciones

económicas. Comentario a la Sentencia del TJCE de 16 de junio de 1998.
Peter DYRBERG: La Constitución danesa y ¡a Unión Europea 11. Comentario a la

Sentencia del Tribunal Supremo danés de 6 de abril de 1998.
David ORDÓÑEZ SOLIS: Cuestiones lingüísticas y normativas del Derecho Comunita-

rio europeo.
Mariano AZNAR: ¿ES posible una identidad europea de defensa? Aspectos recientes en

la evolución normativa e institucional.
Julio BAQUERO CRUZ: La protección de los derechos sociales en la Comunidad Europea

tras del Tratado de Amsterdam.
Susana ALBA ROÍMERO y M.a Victoria GUTIÉRREZ FERRER: Aspectos jurídico-sanitarios de

las enfermedades poco frecuentes y los medicamentos huérfanos en la Unión
Europea.

Carlos CONDL MARTÍNEZ: El proceso de convergencia y ¡a europeización de los adminis-
tradores nacionales.

Sandra GARCÍA CANO: La cooperación internacional en el ámbito del Derecho de la
competencia: especial referencia a las relaciones euroamericanas.

JURISPRUDENCIA

Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

BIBLIOGRAFÍA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.000 ptas.
Extranjero 6.000 ptas.
Número suelto: España 2.100 ptas.
Número suelto: Extranjero 3.200 ptas.

Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS POLÍTICOS Y CONSTITUCIONALES

San Francisco de Sales, 6 - 28071 MADRID



DERECHO PRIVADO Y CONSTITUCIÓN
Director: Rodrigo BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO

Secretario: Juan José MARÍN LÓPEZ

Sumario del número 12 (1998)

NUMERO MONOGRÁFICO SOBRE PAREJAS DE HECHO

ESTUDIOS

Natalia ALVAREZ LATA: La pareja de hecho: perspectiva jurisprudencial.
Julio Vicente GAVIDIA SÁNCHEZ: La libertad de elección entre matrimonio y

unión libre.
Miquel MARTÍN CASALS: Aproximación a la Ley catalana de Uniones Estables de

Pareja.
Mercedes NÚÑEZ GRAÑÓN: El régimen tributario de la unión de hecho.
Margarita RAMOS QUINTANA: La pareja de hecho ante el Derecho del trabajo.
María ROVIRA SUEIRO: La familia de hecho en Italia: estado actual de la cues-

tión.

COMENTARIOS Y NOTAS

Juan Francisco HERRERO PERKZAOUA: La «recuperación» de la casación arago-
nesa (Comentario al Auto del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 14
de julio de 1998).

Juan José MARÍN LÓPEZ: Estado. Comunidades Autónomas y propiedad intelec-
tual (Comentario a ¡a Sentencia del Tribunal Constitucional 196/1997, de
13 de noviembre).

CRÓNICA

MATERJALES

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 2.000 ptas.
Extranjero 3.000 »
Número suelto: España 2.000 >»
Número suelto: Extranjero 3.000 »

Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS POLÍTICOS Y CONSTITUCIONALES

San Francisco de Sales, 6 - 28071 MADRID



REVISTA DE LAS CORTES GENERALES

CONSEJO DE REDACCIÓN

Presidentes: Federico TRILLO-FICUEROA MARTINEZ-CONDE
y Juan Ignacio BARRERO VALVERDE

Presidente de Honor: Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ

Enrique FERNÁNDEZ-MIRAMDA Y LOZANA, Joan RIGOL I ROIG, Joan MARCET I MORERA,

Manuel Ángel AGUILAR BELDA, Josep LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ,
María Cruz RODRÍGUEZ SALDANA, Martín BASSOLS COMA,

José Luis CASCAJO DE CASTRO, Elias DÍAZ, Jorge DE ESTEBAN ALO.VSO,

Eusebio FERNÁNDEZ, Fernando GARRIDO FALLA, Miguel MARTÍNEZ CUADRADO,

Antonio PÉREZ LLÑO, Francisco RUBIO LLÓRENTE, Fernando SAINZ DE BUJANDA,

Fernando SAINZ MORENO, Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Jordi SOLÉ TURA,
Piedad GARCÍA-ESCUDERO MÁRQUEZ, Manuel DELGADO-IRIBARREN GARCÍA-CAMPERO

y M." Rosa RIPOLLÉS SERRANO

Director: Emilio RECODER DE CASSO
Subdirector: Manuel ALBA NAVARRO

Secretario: Fernando SANTAOLAI.LA LÓPEZ

Sumario del núm. 43 (primer cuatrimestre 1998)

ESTUDIOS
Guillermo GORTÁZAR ECHEVERRÍA, Javier PANIAGUA y José María AZNAR: Discursos

parlamentarios del Conde de Romanones.
José Manuel VERA SANTOS: El control en amparo de tas resoluciones parlamentarias.
Plácido FERNÁNDEZ-VIAGAS BARTOLOMÉ: «Activismo judicial», medios de comunica-

ción y Estado de derecho.
Bernardino ESPARZA MARTÍNEZ: Estructura y funcionamiento democrático de los

partidos políticos españoles.

NOTAS Y DICTÁMENES
Joan OLIVER ARAUJO: El recurso de amparo en el último proceso constituyeme español.
Fernando SAINZ MORENO: La impugnación de los reglamentos de la administración

parlamentaria y la libertad sindical (STC 121/1997).

CRÓNICAS PARLAMENTARIAS

CRÓNICA DEL CONSEJO DE EUROPA

DOCUMENTACIÓN

LIBROS

REVISTA DE REVISTAS

SECRETARIA GENERAL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
(Servicio de Publicaciones)

Carrera de San Jerónimo, s/n. - 28071 MADRID



REVISTA DE HISTORIA ECONÓMICA

Director: Pablo MARTIN ACEÑA
Secretario: James SIMPSON

Sumario del año XVI, núm. 3 (Otoño-Invierno 1998)

ARTÍCULOS

Antonio CLBEL y Jordi PALAFOX: La continuidad del crecimiento económico en
España, 1850-1936.

José PUJOL: LOS límites ecológicos del crecimiento agrario español entre 1850 y / 935.
Nuevos elementos para un debate.

Enric SACUKR I HOM: Estímulos y obstáculos al avance de la propiedad campesina
(el Baix Empordá), 1860-1940.

Xavier TAFUNELL: LOS beneficios empresariales en España, 1880-1981. Estimación
de un índice anual del excedente de la gran empresa.

José A. PIQUERAS ARENAS-. Mercados protegidos y consumo desigual. Cuba y el
capitalismo español entre 1878 y 1898.

NOTA

Francisco Javier FERNANDEZ ROCA: Beneficios e inversiones de una industria textil
andaluza: Hytasa.

RECENSIONES

PRECIOS 1999*

Suscripción

Número suelto

Número extra

ESPAÑA

6.000 ptas.

2.500 ptas.

4.000 ptas.

EXTRANJERO

7.200 ptas.

3.000 ptas.

4.500 ptas.
1 IVA i

Suscripciones:
MARCIAL PONS

CI San Sotcro, 6. 28037 MADRID
Teléfono 91 304 33 03. Fax 91 327 23 67

E-mail: revistas@marcialpons.es



DEFENSOR DEL PUSELO

PUBLICACIONES

Informe anual

Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presentación ante las Cortes
Generales es preceptiva y proporciona una visión de conjunto de las relaciones de
la administración pública con el ciudadano.

Informe anual 1996: 2 vols. (6.000 ptas.).

Recomendaciones y sugerencias

Reúne, anualmente desde 1983. las resoluciones en las que se indica a la admi-
nistración pública o al órgano legislativo competente, la conveniencia de dictar o
modificar una norma legal, o de adoptar nuevas medidas de carácter general.
Ultimo volumen publicado:

1994(2.500 ptas.).

Informes, Estudios y Documentos

Se trata de documentos de trabajo, elaborados ron motivo de la actuación del
Defensor del Pueblo, en los que de forma monográfica se analizan algunos proble-
mas de la sociedad española y la respuesta de las administraciones públicas.

••Situación jurídica y asistencia! di: los extranjeros en España» (1.700 pías.).
«Atención residencial a personas con discapacidad y otros aspectos conexos»
(2.850 ptas.).
«Situación penitenciaria y depósitos municipales de detenidos» (8.200 ptas.)
«Seguridad y prevención de accidentes en áreas de juegos infantiles» (5.400 ptas.)

Recursos ante el Tribunal Constitucional

1983-1987 (2.600 ptas.).
1988-1992 (1.400 ptas.).

Fuera de colección
«VIH Jornadas de Coordinación entre Defensores del Pueblo» (Monográfico

sobre la situación de las personas de edad avanzada y la del menor) (800 ptas.).
«Régimen Jurídico del Defensor del Pueblo» (3.100 ptas.).

Distribuye:
I.A LIBRERÍA DEL BOE
C/ Trafalgar. 29 - 28071 MADRID - Teléf. 538 21 11
DOR. S. L.
Camino de Hormigueras, 124 - 28031 MADRID - Teléf. 380 28 75



ANUARIO DE DERECHO CIVIL

Sumario del tomo L, fase. II (abril-junio 1997)

ESTUDIOS MONOGRÁFICOS

Manuel ALBALADKJO: Sobre si equivale o no a! título la posesión de los bienes
muebles adquirida de buena fe, pero gratuitamente.

Francisco JORDA.NO FRAGA: La legitimación pasiva en el ejercicio judicial de la
acción subrogatoria (art. 1111 CC).

Juan A. FERNÁNDEZ CAMPOS: Algunas consideraciones sobre la acción revocato-
ria en Derecho italiano.

ESTUDIOS LEGISLATIVOS

Ana CARRETERO GARCÍA: Comentario a ¡a Ley 19/1995, de 4 de julio, de Moder-
nización de las Explotaciones Agrarias.

DICTAMEN

Miguel CERDA OLMEDO: Sociedad Civil entre Farmacéuticos de Oficina: Análisis
de la sentencia del TS de I de febrero de 1994, en relación con el Derecho
Sanitario del Estado.

VTDA JURÍDICA

Eduardo VÁZQUEZ BOTE: Entre la «fe» y la «ceguera»: Una tercería impertinente
ante una simpática, al parecer, polémica juridico-económica.

INFORMACIÓN LEGISLATIVA

Por Pedro DE ELIZALDE Y AYMERICH y Luís Miguel LÓPEZ FERNÁNDEZ.

BIBLIOGRAFÍA

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO

Editado por: Ministerio de Justicia (Centro de Publicaciones)
y Boletín Oficial del Estado

Periodicidad: Trimestral
Precio de suscripción: 7.500 ptas. (más gastos de envío)

Precio del fascículo suelto: 2.400 ptas. (más gastos de envío)

ADMINISTRACIÓN1 VENTA Y DISTRIBUCIÓN Sl.SCRIPCIONF.S

Ministerio de Justicia Librería de] Boletín Oficial del Estado Boletín Oficial del Estado

(Centro de Publicaciones) O. Trafalgar, 27 Avda. de Manuleras. 54

C/. San Bernardo. 62. 28071 MADRID 28050 MADRID

28015MADRID Tel.: 91 538 2111 Tel: 91 384 17 15

Tels.: 91 390 20 82/83/97/84 Fax: 91 538 21 21 Fax: 91 384 17 14



ANUARIO DE DERECHO PENAL
Y CIENCIAS PENALES

Sumario del tomo XLEX, fase. I (enero-abril 1996)

IN MEMORIAM

Juan-Felipe HIGUERA GUIMERÁ: Un recuerdo obligado: Don José Guallart y López de
Goicoechea, Catedrático de Derecho Penal (1899-1995).

SECCIÓN DOCTRINAL

José CEREZO MIR: El delito como acción culpable.
Enrique BACIGALLPO ZAPATKR: Para una revisión de la dogmática de los delitos contra

el honor.
José Luis DE LA CUESTA: El régimen abierto.
Jesús-María SILVA SÁNCHEZ: Eficiencia y Derecho Penal.
Joan Josep QUERALT: Víctimas y garantías: algunos cabos sueltos. A propósito del

Proyecto Alternativo de reparación.
José Antonio MARTÍNEZ LUCAS: El nuevo delito contra la Seguridad Social.

CRÓNICAS EXTRANJERAS

Bernd SCHUNEMANN: Consideraciones críticas sobre la situación espiritual de la
ciencia jurídico-penal alemana.

Isabel ZÓDER: Reforma y regulación legal del aborto a la luz de la Jurisprudencia del
Tribunal Constitucional alemán.

SECCIÓN LEGISLATIVA

Disposiciones, por M.a del Carmen FIGUEROA NAVARRO.

SECCIÓN DE JURISPRUDENCIA

Comentarios a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, por Santiago MIR PUIG:
Relevancia del consentimiento, el conocimiento y la competencia para la
imputación objetiva y subjetiva, por Mirentxu CORCOY BIDASOLO.

BIBLIOGRAFÍA

NOTICIARIO

P.V P.: 2.000 ptas. (más gastos de envío)

Pedidos e información:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

San Bernardo, 62. 28015 MADRID
Tels. 91 390 20 84/83/82/97



ANUARIO
DE

HISTORIA DEL DERECHO
ESPAÑOL

TOMO LXVII (1997)

HOMENAJE A FRANCISCO TOMAS Y VALIENTE

P.V.P.: 12.800 ptas.. 2 vols.

ADMINISTRACIÓN
Ministerio de Justicia

(Centro de Publicaciones)
Cl. San Bernardo, 62

28015 MADRID
Tcls.:91 390 20 82 /83 /97 /84

VENTA Y DISTRIBUCIÓN
Librería del Boletín Oficial del Estado

Cl. Trafalgar, 27
28071 MADRID

Tel.:91 538 21 11
Fax: 91 538 21 21

SUSCRIPCIONES
Boletín Oficial del Estado

Avda. de Manoteras, 54
28050 MADRID

Tel.: 91 384 17 15
Fax: 91 384 17 14



ANUARIO
DE

DERECHO ECLESIÁSTICO
DEL

ESTADO

VOLUMEN XIII (1997)

P.V.P.: 10.200 ptas.

ADMINISTRACIÓN
Ministerio de Justicia

(Centro de Publicaciones)
C. San Bernardo, 62

28015 MADRID
Tels.: 91 390 20 82 / 83 / 97 / 84

VENTA Y DISTRIBUCIÓN
Librería del Boletín Oficial del Estado

Cl. Trafalgar, 27
28071 MADRID

Te).: 91 538 21 11
Fax: 91 538 21 21

SUSCRIPCIONES
Boletín Oficial del Estado

Avda. de Manoteras, 54
28050 MADRID

Tel.: 91 384 17 15
Fax: 91 384 17 14



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WACNER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núm. 277 (mayo-agosto 1998)

I. DOCTRINA

Jaime RODRÍGUEZ-ARANA MUÑOZ: La reforma de la Ley 30/1992y su incidencia en
la Administración Local.

Ricardo RIVKRO ORTEGA: Régimen local de Castilla y León: Estudio de la Ley 1/1998,
de 4 de junio.

Paloma REOLEJO RODRÍGUEZ: Ceuta y Melilla: ¿Ciudades con estatuto de autono-
mía o Comunidades Autónomas con estatuto de heteroorganización?

Joan PERDIGÓ I SOLA: LOS envases y el servicio municipal de recogida y tratamien-
to de residuos.

Miguel Ángel PRESNO LINF.RA: La superación del transfuguismo político en las
Corporaciones Locales como exigencia de una represenlatividad democrática.

II. CRÓNICAS

III. JURISPRUDENCIA

IV. RESEÑAS DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA

V. RECENSIONES

VI. SUMARIOS DE OTRAS REVISTAS

Suscripción anual: 4.000 pesetas + IVA • Número sencillo: 1.300 pesetas + IVA
Número doble: 2.600 pesetas + IVA
Más 300 pesetas de gastos de envío

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Atocha, 106 - 28012 MADRID



REVISTA ARAGONESA
DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA

Consejo de redacción: A. CAYÓN GALIARDO, J. DIAZ FERNÁNDEZ, A. EMBID IRUJO,
A. FANLO-LORAS, M. GIMÉNEZ ABAD, I. MURJLLO GARCIA-ATANCE, M. RAMÍREZ JIMÉNEZ,

L. ROLDAN ALEGRE, R. SALANOVA ALCALDE y R. SANTACRUZ BLANCO
Director: F. LÓPEZ RAMÓN. Secretario: L. A. POMED SÁNCHEZ

Sumario del número 13 (diciembre 1998)

ESTUDIOS

S. MARTÍN-RETORTILLO: Las Comunidades de Regantes en el tiempo presente.
G. FERNÁNDEZ FARRERES: La infraestructura organizativa para la calidad y la

seguridad industrial v el fenómeno del ejercicio por particulares de funcio-
nes públicas de inspección y control.

J. PEMÁN: Del seguro obligatorio de enfermedad al sistema nacional de salud.
J. BARCELONA: Consideraciones sobre el dominio público natural.
A. SÁNCHEZ LÁMELAS: LOS títulos de la intervención pública sobre la pesca marí-

tima.
J. M.a SOCÍAS: Evolución de la legislación turística en las Islas Baleares.

DEBATES

J. RIVERO: Aplicación del Derecho de! Trabajo a los empleados de las Cámaras
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

F. ESCRIBANO: La aplicación de la Ley de Derechos y Garantías del Contribuyen-
te en el ámbito autonómico.

E. COLOM: El nuevo sistema monetario metálico: la emisión, acuñación y pues-
ta en circulación del euro.

J. FERREIRA v A. NOCUEIRA: Turismo y ambiente: legislación autonómica y nue-
vas técnicas para un desarrollo sostenihle.

C. GARRIDO: El Anteproyecto de Estatuto de Autonomía de Aragón del Colegio
de Abogados de Zaragoza: memoria de un fracaso.

J. L. CALVO: La Ley del Parlamento Vasco 2/1998, de 20 de febrero, que regula la
potestad sancionadora de las Administraciones Públicas y el procedimiento
administrativo sancionador.

J. L. BERMEJO: Concentración parcelaria y ordenación rural.

JURISPRUDENCIA

CRÓNICAS

BIBLIOGRAFÍA

Precio de la suscripción anual 3.500 ptas. + IVA
Número suelto 2.000 ptas. + IVA

Suscripciones:
Instituto Aragonés de Administración Pública

DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN
Paseo María Agustín, 36 - 50004 ZARAGOZA



A U T O N O M I E S
Revista Catalana de Derecho Público

Escola de Administrado Pública
Instituí d'Estudis Autonómics

Sumario del núm. 24 (febrero 1999)

ESPECIAL «FUNCIÓN PUBLICA»

Presentación, Joaquim FERRET I JACAS

Estudios
Miguel SÁNCHEZ MORÓN: Reflexiones sobre las vinculaciones constitucionales

en materia de empleo público.
Joan MAURI I MAJOS: La distribución de competencias en materia de función

pública.
Anne STEVENS: Etica y códigos de conducta: cuestiones actuales en la función

pública británica.
Manuel FÉRKZ FERNANDEZ: Reflexiones en torno a los principales cambios pro-

ducidos en ¡a función pública norteamericana (1978-1988): mito y realidad.

ESTUDIOS

Agustí CERRILLO I MARTÍNEZ: El derecho de acceso a la información en materia
de medio ambiente. Análisis de la Ley 38/1995. de 12 de diciembre, de acceso
a la información en materia de medio ambiente.

Mikel BARREDA y María GAI.OFRÉ: La legitimación de las decisiones legislativas
en los Parlamentos de Cataluña, Euskadi y Galicia (1990-1995).

Francisco José RODRÍGUEZ PONTÓN: Gobierno, política y administración: ele-
mentos de debate para las «administraciones independientes».

COMENTARIOS Y NOTAS

ACTIVIDAD NORMATIVA, JURISPRUDENCIAL Y CONSULTIVA

CRÓNICA

RECENSIONES Y NOTICIA DE REVISTAS

Correspondencia y suscripciones:

A U T O N O M I E S
Escola d'Administració Pública de Catalunya

Av. Pearson, 28 - 08034 BARCELONA
Teléfono 93 402 40 40

Fax 93 402 40 05



PATRIMONIO CULTURAL Y DERECHO

Presidente del Consejo Asesor: José Luis ALVAREZ ALVAREZ
Director: Javier GARCIA FERNÁNDEZ

Coeditores: Boletín Oficial del Estado, Fundación AENA,
Fundación de los Ferrocarriles Españoles, Hispania Nostra

Sumario del numero 2 (año 1998)

ESTUDIOS
María Gemma PRIETO: Derecho Internacional y Bienes Culturales.
Luis LAFUEMTE BATANERO: El Consejo del Patrimonio Histórico.
Luciano PAREJO ALFONSO: Urbanismo y Patrimonio Histórico.
Enrique LÍNDE PA.VIAGCA: ¿OS museos, bibliotecas y archivos de titularidad es-

tatal.
Giancarlo ROLLA: El Museo como servicio público local. Propuestas para la or-

ganización y gestión de un sistema local de museos.
Luis OPORTO ORDÓÑEZ: Aproximaciones a la legislación sobre Patrimonio Do-

cumental en Bolivia.
Alicia RODRÍGUEZ MÚÑEZ: La protección del Patrimonio Cultural en el Código

Penal de 1995.

NOTAS
José Luis ALVAREZ ALVAREZ: La defensa del Patrimonio Cultural y la Real Aca-

demia de Bellas Artes de San Fernando.
José María A. MACAN PERALES: Algunas precisiones sobre la noción de bien cul-

tural en el Tratado de ¡a Comunidad Europea.
Luis ELVIRA: Reflexiones desde la otra orilla.
Javier GARCÍA FERNÁNDEZ: La naturaleza jurídica de la colección artística de

AENA.
María Rosario ALONSO IBÁÑEZ: La insuficiente regulación de las actividades co-

merciales y servicios complementarios de los museos.
Javier GARCÍA FERNÁNDEZ: El Museo Nacional Ferroviario: su peculiar natura-

leza jurídica.

DOCUMENTACIÓN
Legislación. Informes y Dictámenes. Jurisprudencia

BIBLIOGRAFÍA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL (un número)

España 2.000 ptas.
Europa 22,50 euros
Resto del mundo 35 US $

Suscripciones y números sueltos:
HÍSPANLA NOSTRA

Manuel, 5, 1.° B - 28015 MADRID
Tel. 91 542 41 35 - Fax 91 542 41 76





REVISTA DE

Estudios Políticos
Publicación trimestral
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Derecho Comunitario
Europeo
Publicación semestral

REVISTA DE

Administración Publica
Publicación cuatrimestral

REVISTA ESPAÑOLA DE

Derecho Constitucional
Publicación cuatrimestral

Derecho Privado
y Constitución
Publicación anual

CENTRO DE ESTUDIOS POLÍTICOS Y CONSTITUCIONALES
Plaza de la Marina Española, 9 28071 Madrid (España)
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